
 

 

Acta Sesión Ordinaria 51-2015 
 

01 de Setiembre del 2015 
 
Acta de la Sesión Ordinaria N° 51-2015 celebrada por el Concejo Municipal de Belén, a las 
dieciocho horas del primero de setiembre del dos mil quince, en la Sala de Sesiones Guillermo 
Villegas de la Municipalidad de Belén, en el Distrito San Antonio. PARTICIPANTES 
PERMANENTES PRESENTES:  Regidores (as) Propietarios (as):  Lic. María Lorena Vargas 
Víquez – Vicepresidenta – quien preside.  Luis Ángel Zumbado Venegas.  Sra. Rosemile 
Ramsbottom Valverde.  Sra. María Antonia Castro Franceschi.  Sr. Alejandro Gómez Chaves.  
Regidores Suplentes:  Sra. Luz Marina Fuentes Delgado.  Lic. María Cecilia Salas Chaves.  
Lic. Mauricio Villalobos Campos.  Síndicos (as) Propietarios (as):  Sra. Regina Solano Murillo.  
Sra.  Sandra Salazar Calderón.  Srta. Elvia González Fuentes.  Síndicos Suplentes:  Sr. Juan 
Luis Mena Venegas.  Sr. Gaspar González González. Alcaldía:  Alcalde Municipal Ing. Horacio 
Alvarado Bogantes. Secretaría del Concejo Municipal: Sra. Ana Patricia Murillo Delgado.  
AUSENTES:  Regidores (as) Propietarios (as):  Sr. Desiderio Solano Moya (justificado).  Sr. 
Miguel Alfaro Villalobos (justificado).   
 

CAPÍTULO I 
 

PRESENTACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA 
 

ORDEN DEL DÍA 
 

I) PRESENTACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA. 
 
II) REVISIÓN Y APROBACIÓN DEL ACTA 50-2015. 

 
III) AUDIENCIAS Y ATENCIÓN AL PÚBLICO. 
  
• 6:30 pm.  Se atiende a la señora Lucrecia Abarca, Lubricantes Next Gen.  Proyecto (PLANTA RE 

REFINADORA DE ACEITE QUEMADO) que se ha venido desarrollando en el país, desde hace 7 
años, con estudios en el mercado nacional,  con el apoyo del Ministerio de Salud y entidades 
correspondientes.   
 

IV) ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DE LA PRESIDENCIA MUNICIPAL. 
 
1- Análisis del Lic. Luis Álvarez Chávez, sobre el informe final del procedimiento ordinario 

administrativo disciplinario y civil.  
2- Se sugiere una reunión de trabajo, para el análisis del PAO 2016, para el viernes 11 de setiembre, 

de 8 de la mañana a 3 de la tarde en la Cruz Roja con el Concejo en pleno. 
 

V) INFORMES DE LA ALCALDÍA Y CONSULTAS A LA ALCALDÍA. 
 
VI) INFORME DE COMISIONES MUNICIPALES Y LOS CONCEJOS DE DISTRITOS. 
 
VII) INFORMES DE LOS ASESORES DEL CONCEJO MUNICIPAL.  



   

 
VIII) LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 

CAPÍTULO II 
 

REVISIÓN Y APROBACIÓN DE ACTAS 
 

ARTÍCULO 1.  La Vice Presidenta Municipal somete a aprobación el Acta de la Sesión Ordinaria 
N°50-2015, celebrada el veinticinco de agosto del año dos mil quince. 
 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES María Lorena Vargas, 
Rosemile Ramsbottom, Luis Zumbado, Alejandro Gomez Y UNO EN CONTRA DE LA 
REGIDORA Maria Antonia Castro:  Aprobar el Acta de la Sesión Ordinaria N°50-2015, 
celebrada el veinticinco de agosto del año dos mil quince. 
 

CAPÍTULO III 
 

AUDIENCIAS Y ATENCIÓN AL PÚBLICO 
 

ARTÍCULO 2.  Se atiende a la señora Lucrecia Abarca, Lubricantes Next Gen.  Proyecto 
(PLANTA RE REFINADORA DE ACEITE QUEMADO) que se ha venido desarrollando en el 
país, desde hace 7 años, con estudios en el mercado nacional,  con el apoyo del Ministerio de 
Salud y entidades correspondientes.   
 
La Vicepresidenta Municipal María Lorena Vargas Víquez, informa que a las personas que se 
les otorgó la audiencia no podrán presentarse y se comunicaron hoy mismo con la Secretaría 
para anunciar su ausencia; razón por la cual no se pudo programar otra. 
 

CAPÍTULO IV 
 

ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DE LA PRESIDENCIA MUNICIPAL 

 

La Vice Presidenta Municipal María Lorena Vargas, plantea los siguientes asuntos: 
 

ARTÍCULO 3.  Análisis del Lic. Luis Álvarez Chávez, sobre el informe final del procedimiento 
ordinario administrativo disciplinario i civil. 
 
Conoce este Concejo Municipal el Informe Final rendido por el órgano director 
CORRESPONDIENTE A LA INSTRUCCIÓN REALIZADA EN EL PROCEDIMIENTO 
ORDINARIO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO Y CIVIL tramitado bajo el expediente Nº POA-
CCDRB, en contra de de los integrantes de la junta directiva del comité de deportes y recreación 
de belén, período diciembre 2011- noviembre 2013, señores: JUAN MANUEL GONZÁLEZ 
ZAMORA, CÉDULA NÚMERO 4-0092-0565, PRESIDENTE; SEÑORA LUCRECIA GONZÁLEZ 
ZUMBADO, CÉDULA NÚMERO 4-0089-0049,  VICEPRESIDENTA; SEÑOR MANUEL 
GONZÁLEZ MURILLO, CÉDULA NÚMERO 1-0528-0115,   VOCAL I; SEÑOR JOSÉ MANUEL 



   

MATAMOROS GARCÍA, CÉDULA NÚMERO 8-0067-0348, VOCAL II, Y EL SEÑOR CARLOS 
ALVARADO LUNA,  CÉDULA NÚMERO 4-0111-0522, VOCAL III, CON FUNDAMENTO EN LA 
RELACION DE HECHOS ELABORADA POR LA AUDITORIA INTERNA DE LA 
MUNICIPALIDAD DE BELEN, DENOMINADA RH-AI-01-2013, “USO DE LA CANCHA DE 
FUTBOL DEL POLIDEPORTIVO POR EL EQUIPO DE FUTBOL DE LA PRIMERA DIVISIÓN 
DE BELÉN”, y 

RESULTANDO:  

CUESTIONES PROCEDIMENTALES 

PRIMERO:  Que los señores Juan Manuel González Zamora, cédula número 4-0092-0565, 
Lucrecia González Zumbado, cédula número 4-0089-0049, Manuel González Murillo, cédula 
número 1-0528-0115, José Manuel Matamoros García, cédula número 8-0067-0348,  y el señor 
Carlos Alvarado Luna,  cédula número 4-0111-0522, fueron juramentados como miembros de la 
Junta Directiva del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén (en lo sucesivo 
JDCCDRB) en el artículo 4 de la sesión ordinaria 73-2011 celebrada el 6 de diciembre de 2011. 
(Ver expediente administrativo folios 228 a 230). 
 
SEGUNDO: Que en el mes de setiembre del año 2013, el Auditor Interno de la Municipalidad de 
Belén, elaboró el Informe de Auditoría denominado Relación de Hechos RH-AI-01-2013  “Uso 
de la cancha de futbol del polideportivo por el Equipo de Fútbol de la Primera División de Belén”, 
en el que se establecen una serie de actuaciones administrativas atribuidas a los miembros de 
la Junta Directiva del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén , período diciembre 
2011 a noviembre 2013, señores: Juan Manuel González Zamora, cédula número 4-0092-0565, 
Presidente; señora Lucrecia González Zumbado, cédula número 4-0089-0049,  Vicepresidenta; 
señor Manuel González Murillo, cédula número 1-0528-0115,   Vocal I; señor José Manuel 
Matamoros García, cédula número 8-0067-0348, Vocal II, y el señor Carlos Alvarado Luna,  
cédula número 4-0111-0522, Vocal III, actuaciones que podrían eventualmente generar 
responsabilidad administrativa disciplinaria y civil. (Ver expediente administrativo folios 201 a 
222). 
 
TERCERO: Que en el Informe de Auditoría RH-AI-01-2013 antes citado, el Auditor Interno de la 
Municipalidad de Belén, Lic. Tomás Valderrama Rodríguez, recomienda al Concejo Municipal, 
dar inicio a un  procedimiento administrativo contra los miembros de la Junta Directiva (período 
de diciembre del 2011 a noviembre del 2013), por eventuales responsabilidades administrativas 
y civiles, (según corresponda a cada uno-a). (Ver expediente administrativo folio 201 a 222). 
  
CUARTO: Que mediante acuerdo tomado por el Concejo Municipal de Belén, en artículo 4 de la 
Sesión Ordinaria número 55-2013 celebrada el día 17 de setiembre de 2013, el suscrito Lic. Luis 
Antonio Alvarez Chaves, carne del Colegio de Abogados 6143, fui designado como Organo 
Director del Procedimiento Administrativo Disciplinario y Civil antes referido. De la misma forma 
fui juramentado mediante acuerdo tomado en artículo 34 de la Sesión Ordinaria número 57-
2013 celebrada el día 24 de setiembre de 2013. (Ver expediente administrativo folio 231 a 238). 
 



   

QUINTO: Que en cumplimiento del acuerdo adoptado por el Concejo Municipal de Belén, se 
dicta por parte de este Organo Director, la Resolución Inicial del Procedimiento Ordinario 
Administrativo por responsabilidad administrativa y civil, en resolución de las 9 horas del 19 de 
diciembre del año 2014. En la misma se indicó a los investigados la fecha en que se celebraría 
la audiencia oral y privada, en la cual, se incorporaría la prueba ofrecida por los endilgados y 
evacuaría la misma junto con la restante, incorporada previamente en el expediente 
administrativo. Para esos efectos fueron notificados todos los investigados (a) (Ver folios del 
245 al 277). 
 
SEXTO: Que en la citada resolución inicial del Procedimiento, se consignaron los cargos que se 
le atribuyen a los investigados, en los siguientes términos:  “3) LOS CARGOS QUE SE LE 
ATRIBUYEN A LOS MIEMBROS DE LA JUNTA DIRECTIVA DEL COMITÉ CANTONAL DE 
DEPORTES DE LA MUNICIPALIDAD DE BELEN, EN LA RELACION DE HECHOS 
CONTENIDA EN EL INFORME DENOMINADO RH-AI-01-2013, “USO DE LA CANCHA DE 
FUTBOL DEL POLIDEPORTIVO POR EL EQUIPO DE FUTBOL DE LA PRIMERA DIVISION 
DE BELEN”, Y QUE PODRIAN GENERAR RESPONSABILIDAD ADMINISTRARTIVA SON 
LOS SIGUIENTES: 
 
3.1) Que los señores Juan Manuel González Zamora, Lucrecia González Zumbado, Manuel 
González Murillo, José Manuel Matamoros García y Carlos Alvarado Luna,  integrantes de la 
Junta Directiva del CCDR de Belén, en el periodo diciembre 2011- noviembre 2013, en el 
ejercicio de sus competencias, aprobaron el artículo 9, de la Sesión Ordinaria No. 08-2012, del 
3 de marzo del 2012, por medio del cual autorizaron que la Cancha de fútbol del Polideportivo 
de Belén, se prestara en forma gratuita, a un equipo de fútbol de la primera división del 
campeonato nacional de fútbol, el cual es representado por la Sociedad Anónima Deportiva 
Belén Siglo XXI F.C. S.A. Préstamo que presuntamente ha causado un daño a la hacienda 
pública municipal, ya que por dolo o culpa grave no ordenaron cobrar las respectivas tarifas 
fijadas para el uso de la cancha de marras. (Ver folio 20 del expediente administrativo). 
 
3.2) Que ese préstamo de uso de la referida cancha, continúa ocurriendo hasta la actualidad, al 
respecto dicho permiso fue reiterado por esa Junta Directiva, el 27 de abril de 2013, mediante 
el acuerdo del Artículo 11 de la Sesión No. 15-2013, generando presuntamente esa decisión 
responsabilidad administrativa por dolo o culpa grave, al no ordenar el cobro por ese uso. (Ver 
folios del 165 al 166 del expediente administrativo). 
 
3.3) Que de conformidad con el oficio ADM-2079-2013, del Administrador General del CCDR de 
Belén, en el período del  02 de marzo de 2012, hasta el 01 de junio de 2013, el equipo de fútbol 
y la referida empresa Deportiva Belén Siglo XXI F.C S.A, realizaron en esa cancha un total de 
343 actividades (partidos oficiales, entrenamientos, etc.), sin que eventualmente por dolo o culpa 
grave, los referidos miembros de la Junta Directiva del CCDR, instruyeran u ordenaran el cobro 
de la tarifa respectiva por cada actividad, de conformidad con el estudio tarifario aprobado por 
esa Junta Directiva. (Ver folios del 171 al 187 del expediente administrativo). 
 
3.4) Que los miembros de la Junta Directiva del CCDR, eventualmente por falta grave o dolo 
incumplieron con el principio de legalidad, establecido en el Artículo 11 de la Constitución Política 



   

y artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, al haber efectuado préstamos de 
la cancha sintética a la Sociedad Anónima Deportiva Belén Siglo XXI F.C. S.A, sin ninguna 
autorización legal ni reglamentaria que así lo justificara, además sin efectuar los cobros de las 
tarifas correspondientes.  Señalan el artículo 11 Constitucional:  “...Los funcionarios públicos son 
simples depositarios de la autoridad. Están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone 
y no pueden arrogarse facultades no concedidas en ella. Deben prestar juramento de observar 
y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal por sus 
actos es pública. 
 
La Administración Pública en sentido amplio, estará sometida a un procedimiento de evaluación 
de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los 
funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La ley señalará los medios para que este 
control de resultados y rendición de cuentas opere como un sistema que cubra todas las 
instituciones públicas...”.   
 
Dispone el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública:  “..1. La Administración 
Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar 
aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus 
fuentes. 
2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en 
cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa...”. 
 
3.5) Que los miembros de la Junta Directiva del CCDR, al no ordenar o instruir el cobro de las 
tarifas por el uso de la cancha al equipo de fútbol de la primera división del campeonato nacional 
de fútbol,  representado por la Sociedad Anónima Corporación Deportiva Belén Siglo XXI F.C. 
S.A, eventualmente incurrieron  por falta grave o dolo,  en violación de lo dispuesto en el artículo 
171 del Código Municipal,    Ley Nº 7794 del 30 de abril de 1998, ya que el monto de las tarifas 
por el uso de la cancha sintética debió ser recaudado y presupuestado para fines de 
mantenimiento y mejoras de esas mismas instalaciones deportivas. 
 
El citado artículo 171, indica  en lo conducente, lo siguiente:  ” (…) Estos comités quedan 
facultados para gozar del usufructo de las instalaciones deportivas y recreativas bajo su 
administración y los recursos se aplicarán al mantenimiento, mejoras y construcción de las 
mismas instalaciones”. 
 
3.6) Que los miembros de la Junta Directiva del CCDR, al no ordenar o instruir el cobro de las 
tarifas por el uso de la cancha al equipo de fútbol de la primera división del campeonato nacional 
de fútbol,  representado por la Sociedad Anónima Corporación Deportiva Belén Siglo XXI F.C. 
S.A, eventualmente incurrieron  por falta grave o dolo,  en violación de lo dispuesto en el artículo 
El artículo 3 de la Ley Contra La corrupción y El Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública 
(Ley No 8422 del 6 de octubre del 2004 y sus reformas.  El citado  numeral dispone: 
 
“…Artículo 3 .- Deber de Probidad.  El funcionario público estará obligado a orientar su gestión 
a la satisfacción del interés público. Este deber se manifestará, al identificar y atender las 
necesidades colectivas prioritarias, de manera planificada, regular, eficiente, continua y en 



   

condiciones de igualdad para los habitantes de la república: asimismo, al demostrar rectitud y 
buena fe en el ejercicio de las potestades que le confiere la ley; asegurarse de que las decisiones 
que adopte en cumplimiento de sus atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos 
propios de la institución en la que se desempeña y finalmente, al administrar los recursos 
públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia, economía y eficiencia, rindiendo 
cuentas satisfactoriamente….”. 
 
3.7) Que por culpa grave o dolo, los miembros de la Junta Directiva del CCDR,  podrían haber 
incurrir en un incumplimiento de lo dispuesto en la Cláusula Tercera del Convenio de préstamo 
de uso, administración y mantenimiento de Instalaciones deportivas y recreativas, suscrito entre 
la Municipalidad y el Comité, denominada Alquiler por el uso de instalaciones. 
 
La citada Cláusula, indica  en lo de interés, lo que se transcribe:  ”Alquiler por el Uso de 
Instalaciones. El alquiler por el uso de instalaciones deportivas  y recreativas, se regirá conforme 
lo establece el artículo 59  del Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité 
Cantonal de Deportes y Recreación (…) ”.  Ese convenio fue aprobado por el Concejo Municipal, 
en el acuerdo del Artículo 18 de la Sesión Ordinaria No. 72-2010, el 30 de noviembre del 2010, 
y suscrito por el Alcalde y la presidenta del Comité de Deportes, el 17 de marzo de 2011. (Ver 
folios del 188 al 200, de esta Relación de Hechos). 
 
3.8)  Que podría existir un incumplimiento, por parte de los referidos miembros de la Junta 
Directiva del CCDR, al no acatar por culpa grave o dolo lo consignado en el criterio jurídico 
relativo al préstamo gratuito de la cancha sintética al equipo de fútbol de Belén de primera 
división,  emitido por la Dirección Jurídica de la Municipalidad de Belén, en el Oficio DJ-231-
2012, del 04 de julio de 2012.  Dicho criterio jurídico, establecía posibles soluciones a este caso, 
tales como suspender el permiso de uso de la cancha, proceder a cobrar tarifas, o establecer  
condiciones equilibradas de contraprestación, mediante un convenio. Dicho criterio  fue  avalado 
por el Concejo Municipal de Belén, y trasladado para su cumplimiento a la Junta Directiva del 
CCDR, lo que lo hace un criterio jurídico de acatamiento obligatorio para esa Junta. (Ver folios 
del 055 al 070 del expediente administrativo). 
 
3.9) Que presuntamente por culpa grave o dolo los citados miembros de Junta Directiva, del 
CCDR, hicieron caso omiso a las prevenciones realizadas por la Auditoría Interna de la 
Municipalidad de Belén a saber:   
 
-Oficio AI-07-2012 de 17 de febrero del 2012, la Auditoría Interna efectuó una advertencia sobre 
el uso de las instalaciones  del Polideportivo, y la cancha sintética, entre otras, por parte del 
equipo de primera división de fútbol de Belén. Se señaló además que el uso de esas 
instalaciones, sin el respaldo de un convenio vigente, podría resultar improcedente. (Ver folios 
del 009 al 011 del expediente administrativo). 
 
-Oficio AI-49-2012 del 19 de junio del 2012, se hizo una prevención similar a la indicada 
anteriormente y se hizo caso omiso por parte de los miembros de la Junta Directiva del CCDR. 
(Ver folios del 047 al 049 del expediente administrativo). 
 



   

-Oficio AI-65-2012 del 28 de agosto del 2012, se hizo una tercera advertencia por parte de la 
Auditoría Interna, sobre los mismos temas y no fue atendida por la miembros de la Junta 
Directiva del CCDR, toda vez que el préstamo gratuito de la cancha sintética a la Sociedad 
Anónima Corporación Deportiva Belén, Siglo XXI S.A, para ser utilizada por el equipo de fútbol 
de la primera división de Belén, ha perdurado en el tiempo. (Ver folios del 100 al 102 del 
expediente administrativo). 
 
3.10) Que podría existir un incumplimiento, por parte de los referidos miembros de la Junta 
Directiva del CCDR, al no acatar por culpa grave o dolo lo dispuesto en acuerdos del Concejo 
Municipal de Belén, según el siguiente detalle: Artículo 25, de la Sesión ordinaria No. 43-2012, 
el 10 de julio del 2012 (Aparte 2.14 de la relación de hechos de este documento); Artículo 6, de 
la Sesión Ordinaria No. 50-2012, del 14 de agosto del 2012 (Aparte 2.16 de la Relación de 
Hechos de este documento), y del Artículo 15 -Acuerdo primero-, de la Sesión ordinaria No. 54-
2012, del 04 de setiembre de 2012 (Aparte 2.20 de este documento).   
 
-El Artículo 25 de la Sesión Ordinaria No 43-2012 dispone en lo que interesa: “Segundo: 
Trasladar este acuerdo y el DJ-231-2012, a la Junta Directiva del Comité Cantonal de Deportes 
y Recreación de Belén y sus dependencias, para el fiel cumplimiento del DJ-231-2012; y 
aplicación de todas las recomendaciones legales y técnicas de forma inmediata. (...)” (Ver folios 
del 071 al 082 del expediente administrativo). 
 
-El Artículo 6 de la Sesión Ordinaria No 50-2012 señala en lo conducente: “SE ACUERDA POR 
UNANIMIDAD: Primero: Solicitar a la Junta Directiva, al Administrador y a las dependencias del 
CCDRB un informe del cumplimiento de las recomendaciones  y sugerencias dadas en el Oficio 
DJ-231,Oficio DJ-091, el Oficio AI-007, Oficio AI-49 todos del 2012 y también del acatamiento 
del Artículo 17 del Reglamento del CCDRB vigente; se aclara que este Concejo Municipal  ha 
determinado de acatamiento obligatorio e inmediato las disposiciones contenidas en estos 
oficios; todo esto en aplicación del Artículo 22  inciso d) de la Ley de Control Interno. (...)”  (Ver 
folio 097 del expediente administrativo). 
 
-El Artículo 15 de la Sesión Ordinaria No 54-2012,  señala en lo pertinente: “Primero: Trasladar 
a la Junta Directiva del CCDRB para el cumplimiento obligatorio e inmediato de todos los 
acuerdos mencionados y recomendaciones explícitas en el Oficio AI-065-2012. Segundo: 
Instruir al CCDRB para que presente a este Concejo Municipal una propuesta antes del día 28 
de setiembre del 2012.”  Tercero: Solicitar a la Dirección Jurídica la revisión de la propuesta de 
convenio o contrato sobre el tema para recomendación de este Concejo Municipal. Cuarto: 
Comunicar al CCDRB que en caso de no acatar las disposiciones de la Auditoría y los acuerdos 
de este Concejo Municipal, correspondería valorar la posibilidad de establecer las 
responsabilidades que eventualmente pudieran corresponder, de conformidad con el Artículo 
22, inciso d) de la Ley General de Control Interno y la normativa vigente.”  (Ver folios del 106 al 
107 del expediente administrativo). 
  
3.11) Que el anterior Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité de 
Deportes, fue aprobado por el Concejo Municipal de Belén, en la Sesión Ordinaria No. 01-2003 
del 02 de enero del 2003, y  publicado en  La Gaceta No. 18, del 27 de enero de ese año.  De 



   

acuerdo con el detalle de los préstamos de la citada cancha,  enumerados en el citado oficio 
ADM-2079-2013, se evidencia que, durante el periodo comprendido entre el 02 de marzo del 
2012 y el 17 de febrero de 2013,  los préstamos de la cancha de fútbol del Polideportivo, se 
efectuaron presuntamente en contraposición a lo dispuesto en el citado reglamento, ya que no 
se realizaron los cobros correspondientes de las tarifas establecidas, en ese reglamento.  A 
continuación, se transcribe lo indicado, sobre ese particular: 
 
“ARTICULO 59. Las tarifas por el uso de las instalaciones deportivas y recreativas son de cobro 
obligatorio y serán fijadas anualmente por el Comité Cantonal, previo estudio autorizado por el 
Concejo Municipal. El Comité Cantonal deberá presupuestar los ingresos por tal concepto y 
además establecer los mecanismos apropiados para el giro correspondiente de tales recursos 
a la Comisión de Instalaciones Deportivas, Comités Comunales y Asociaciones Deportivas, 
según corresponda”. 
 
3.12) Que el Concejo en el Artículo 4, de la Sesión Ordinaria No. 01-2013, celebrada el 19 de 
enero del 2013, aprobó el nuevo Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité 
de Deportes, el cual fue publicado en el Alcance No. 33 a la Gaceta  No. 34, del 18 de febrero 
del 2013, fecha a partir de la cual empezó a regir.  Según el mismo oficio ADM-2079-2013, es 
posible afirmar que, en el periodo comprendido entre el 18 de febrero y el 01 de junio de 2013,  
se prestó la Cancha de fútbol del Polideportivo, a la referida sociedad, eventualmente 
incumpliendo ese nuevo reglamento. Esto debido a que el mismo indica, sobre el cobro de 
tarifas, lo que se transcribe a continuación: 
 
“…ARTÍCULO 63. El alquiler de instalaciones municipales deportivas y recreativas es de cobro 
obligatorio. Estos montos serán ajustados de acuerdo al índice de inflación fijado por el BCCR 
al menos una vez al año, una vez que sean aprobadas por la Junta Directiva del CCDRB y por 
el Concejo Municipal de Belén. El monto del alquiler es de cobro exclusivo por el CCDRB, 
recaudado en su totalidad por el CCDRB, ingresado y presupuestado por CCDRB; las sumas 
recaudadas deben destinarse al mantenimiento y mejoras de las mismas instalaciones, según 
lo establece el artículo 171 de Código Municipal. La responsabilidad de autorizar el alquiler y de 
recaudar le corresponde a la JD del CCDRB, por lo que se deberá documentar correcta y 
adecuadamente todo el proceso con la diligencia de la Administración del CCDRB….”. 
 
4) LOS CARGOS QUE SE LE ATRIBUYEN A LOS MIEMBROS DE LA JUNTA DIRECTIVA DEL 
COMITÉ CANTONAL DE DEPORTES DE LA MUNICIPALIDAD BELEN, EN LA RELACION DE 
HECHOS CONTENIDA EN EL INFORME DENOMINADO RH-AI-01-2013, “USO DE LA 
CANCHA DE FUTBOL DEL POLIDEPORTIVO POR EL EQUIPO DE FUTBOL DE LA PRIMERA 
DIVISION DE BELEN”, Y QUE PODRIAN GENERAR RESPONSABILIDAD CIVIL SOLIDARIA 
Y ACCION DE REGRESO SON LOS SIGUIENTES: 
 
4.1) Que  según lo descrito en  la Sección 3) supracitada, referente a los cargos por eventual 
responsabilidad administrativa de los miembros de Junta Directiva del CCDR, y de llegarse a 
determinar que ha mediado dolo o culpa grave, por omisión o acción atribuible a los mismos, se 
presume que serían responsables civilmente ante la Municipalidad de Belén en forma solidaria, 
por los daños o menoscabos causados a la hacienda pública municipal de Belén, los cuales 



   

consisten en  autorizar el préstamo gratuito de la cancha sintética ubicada en el Polideportivo 
de Belén, al equipo de fútbol Belén,  de la primera división del campeonato nacional de fútbol,  
el cual es representado por la Sociedad Anónima Corporación Deportiva Belén Siglo XXI F.C. 
S.A; en el período del 2 de marzo del 2012 al 1 de junio del 2013 y además en no ordenar los 
miembros de dicha Junta Directiva, el cobro de las respectivas tarifas fijadas para el uso de la 
cancha de marras.  
 
Lo anterior a pesar que la Junta Directiva del CCDR, en el acuerdo del Artículo 4, de la Sesión 
Ordinaria No. 14-2011, celebrada el 04 de abril del 2011, aprobó el Estudio Científico -Tarifario 
para el Alquiler de las Instalaciones Deportivas Administradas por ese Comité. (Ver folios del 
171 al 179 y del  180 al 187 del expediente administrativo). 
 
4.2) Que de conformidad con la información contenida en el oficio ADM-2079-2013 del 6 de 
agosto del 2013, emitido por el Administrador General del CCDR, se puede deducir 
presuntamente que, si en cada una de las actividades o uso de la cancha sintética por parte del 
equipo de fútbol de Belén de Primera División, los miembros de Junta Directiva del CCDR 
hubieran ordenado los cobros de las tarifas correspondientes al periodo del 2 de marzo del 2012 
al 1 de junio del 2013, ese Comité hubiera recibido un monto total de ¢ 38,400,000.00 (TREINTA 
Y OCHO MILLONES CUATROCIENTOS MIL COLONES). 
 
4.3) Que de conformidad con los dos cargos anteriores, de comprobarse dolo o culpa grave en 
la actuación administrativa de los referidos miembros de Junta Directiva del Comité Cantonal de 
Deportes y Recreación de Belén,  se debe proceder en forma solidaria en contra  los miembros 
de esa Junta Directiva y exigir acción de regreso a la Hacienda Pública Municipal de Belén, por 
de la suma de ¢ 38,400,000.00 (TREINTA Y OCHO MILLONES CUATROCIENTOS MIL 
COLONES), de conformidad con lo previsto en el artículo 210 de la Ley General de la General 
de la Administración Pública, que expresamente señala:   
 
 “...1. El servidor público será responsable ante la Administración por todos los daños que cause 
a ésta por dolo o culpa grave, aunque no se haya producido un daño a tercero. 
2. Para hacer efectiva esta responsabilidad se aplicarán los artículos anteriores con las 
salvedades que procedan. 
3. La acción de recuperación será ejecutiva y el título será la certificación sobre el monto del 
daño expedida por el jerarca del ente respectivo....”. (Ver folios del 245 al 277 de expediente 
administrativo). 
 
SETIMO: Notificados y apercibidos los miembros del CCDRB, la celebración de la 
comparecencia oral y privada, se realiza la misma a la hora y fecha señalada, es decir a las 
nueve horas del 6 de marzo del año 2015, estando presentes los señores: Juan Manuel 
González Zamora, Manuel González Murillo, José Manuel Matamoros García y Carlos Alvarado 
Luna, estos tres últimos representados por su abogado, el Dr. Francisco Morera Alfaro, Carné 
del Colegio de Abogados número 1325.  En dicha audiencia se admite toda la prueba 
documental ofrecida por las partes junto con el expediente, y en cuanto a la prueba testimonial 
el Dr. Morera Alfaro en la condición dicha, ofrece como testigos a los señores Robert Mauricio 
Garbanzo Ilama cédula de identidad 1-1137-0684, Miguel Alfaro Villalobos cédula de identidad 



   

4-116-330 y Vinicio Antonio Alvarado Ureña cédula de identidad 2-481-541. En cuanto al 
ofrecimiento de prueba testimonial, este Organo Director, resolvió rechazar, a los testigos que 
en ese momento no se encontraran presentes, por ser la carga de la prueba  a instancia de 
parte. En cuanto a la prueba pericial e inspección ocular en el sitio, ambas pruebas solicitadas 
por los representados por el Dr. Morera se reservó para ser valorada en su oportunidad. Acto 
seguido declaró el testigo citado de oficio Lic. Francisco José Ugarte Soto y  finalizó su 
declaración a las 11.05 horas. Este Organo Director, resolvió reprogramar la continuación de la 
audiencia para las 8:30 horas del 19 de marzo del año 2015, y el uso del medio de grabación 
que utiliza el Concejo Municipal de Belén en las Sesiones que realiza, quedando las partes 
notificadas en el acto. (Ver folios del 284 al 289 del expediente administrativo). 
 
OCTAVO: Que el 6 de marzo del 2015, los señores Juan Manuel González Zamora y Carlos 
Alvarado Luna, contestaron el emplazamiento realizado en su contra, y manifestaron lo 
siguiente:  Señala que se les cuestiona como ex miembros del referido Comité en el período de 
noviembre 2011 a diciembre del 2013, con ocasión de haber facilitado el uso de la cancha de 
futbol del polideportivo de Belén al equipo de la Primera División del cantón (Belén Futbol SAD),  
y la otra imputación es que no se cobro dinerariamente esa utilización. Afirman que los actos no 
pueden examinarse únicamente a la luz de la reglamentación escrita, debe considerarse otras 
fuentes, como la costumbre, y también  la delegación de competencias entre la Municipalidad y 
ese Comité de Deportes, para la realización del fin público. Agregan que para el primer cargo, 
consistente en que el Comité facilitó el uso de la cancha de futbol a Belén Futbol Club SAD, sin 
convenio que así lo autorizare, el sustento de esa actuación, es el artículo 58 del Reglamento 
para la Organización y Funcionamiento del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de 
Belén, vigente desde enero del 2003 a enero del 2013. Indican que  en el momento en que se 
realiza el préstamo de la cancha, no existe reglamentación escrita que norme el asunto, por lo 
que se realizó un acuerdo  verbal. Señalan que hay dos aspectos relevantes: que Belén Futbol 
Club SAD, es una entidad futbolística de primera división, y que la divisa publicitaria de esa 
entidad deportiva representa al cantón, al igual que lo hacen otras divisas futbolísticas de igual 
rango, como Limón Futbol Club, o Santos de Guápiles. Afirman que para el momento en que se 
hace el préstamo de la cancha, el equipo de Belén no tenía sede y podía ser descalificado, 
además existía una costumbre y uso administrativo reconocido y vigente , que facilitó el 
préstamo de instalaciones deportivas a otras entidades deportivas ( Belén-Calle Flores de 1986-
2000, y Asociación de Futbol de Belén del año 2000 en adelante), bajo una misma 
argumentación (satisfacción de una necesidad comunal deportiva en tanto objetivo de fin público 
según reglamentariamente se establecía). Arguyen que en el análisis debe considerarse los 
principios del servicio público (artículo 4 de la Ley General de la Administración Pública, en 
adelante L.G.A.P), así como los artículos del 1 al 19 de dicha Ley, buscando garantizar el 
equilibrio entre la eficiencia de la administración y los derechos fundamentales del individuo, sin 
contrariar las reglas de la ciencia o técnica y los principios elementales de justicia lógica y 
conveniencia. Consideran que el Comité realizó gestiones importantes: -En el mes de setiembre 
2012 enviaron al Concejo Municipal una propuesta de convenio a los fines dichos, que se 
pretendía suscribir entre el Comité y Belén Futbol Club SAD, la cual se devolvió sin aprobación 
y con observaciones de la Dirección Jurídica de la Municipalidad. A finales de abril del 2013 se 
presentó  la propuesta con las correcciones de nuevo a esa Dirección Jurídica, y nuevamente 
se surgieron observaciones, las cuales se pasaron al Administrador del Comité señor Pablo 



   

Vindas para su decisión y no se tiene noticia que se resolvió. Sostienen que no existía criterio 
normativo, ni claridad en cuanto a las potestades de un Comité para firmar convenios de uso de 
instalaciones deportivas. Afirman que en el año 2002, se emitió el dictamen C-352-2002, por 
parte de la Procuraduría General de la República, pero era vinculante únicamente para la 
Municipalidad de Santa Bárbara y que existe otro antecedente el dictamen C-10-2014, consulta 
realizada por la Municipalidad de Belén, pero para esa época la Junta Directiva cuestionada, no 
estaba en el ejercicio de funciones que culminó en noviembre 2013. Afirman que para que se 
evalúe la actuación propositiva del Comité, se firmó un convenio  con la Fedefutbol para la 
celebración del Campeonato Mundial Femenino Sub 17, por el uso de las instalaciones del 
Polideportivo, lo que generó $ 40.000 dólares (para remodelaciones según Cláusula Sexta del 
Convenio) y ¢ 4.200.000 colones (por concepto de uso de la cancha). (Ver folios del 290 al 310 
del expediente) 
 
NOVENO: Que en el referido escrito, afirman los señores González Zamora y Alvarado Luna, 
que en cuanto al segundo cargo (facilitar la cancha a Belén Futbol Club SAD), no es cierto, 
porque si cobraron, parte en dinero en efectivo y parte con pago en especie, para invertir en 
mejoras y nuevas obras en el Polideportivo, las que se detallan: -Instalación de 37 tonelada de 
caucho a la cancha sintética del Polideportivo de Belén, con un costo aproximado de 20 millones 
de colones. Se dio mantenimiento a la cancha sintética del Polideportivo de Belén por un año, 
con un costo de 2 millones de colones (peinar la cancha). Se le hicieron mejoras a las oficinas 
de la Asociación Deportiva de Belén, con un costo aproximado de 5 millones de colones. Se 
instaló un palco para la presa y espectadores, esto con un costo aproximado a los 8 millones de 
colones. Se hizo un muro protector en la malla del polideportivo, con un costo aproximado de 5 
millones de colones. Se le hicieron mejoras a los baños de taekondo, con un costo aproximado 
de 2 millones de colones. Se instaló una valla publicitaria en la piscina esto con un aporte 
aproximado de 5 millones usados para el equiparamiento de la soda de natación.  En este 
momento y por trabajos que comenzaron a inicios de este año 2015 y gracias a lo pactado con 
entes de la empresa privada, vía Belén Futbol Club- se realizan trabajos de nuevas 
instalaciones, no simples mejoras, en el tendido de luz del polideportivo por un costo superior a 
50 millones de colones. Afirman que el equipo de primera, representante del cantón de Belén, 
fue expulsado del Polideportivo, y ha tenido que entrenar en otras canchas, por lo que aportes 
que iban a efectuar la Federación  de Futbol por 4 millones y la empresa Pedregal por 5 millones, 
para la construir las bases de 8 torres de iluminación no se hicieron efectivos, y el Comité terminó 
pagando la referida obra, una vez licitada. Mencionan que existe otro aspecto, como es el 
impacto positivo de opinión a nivel cantonal y nacional, que se genera con la presencia de un 
equipo en primera división y su relación con la Escuela de Futbol, en la que hay más de 300 
niños. Afirman que la suma de aportes en obras remodeladas y nuevas que recibió el Comité 
(Fedefutbol Unafut y empresa privada) es mucho mayor al presunto monto 38.4 millones, que 
presuntamente dejó de percibir el Comité por no pago del uso de la cancha, por lo que 
jurídicamente y económicamente no hay daño. Manifiestan, que no se ha considerado el valor 
moral y social que se generó  en la imagen positiva del cantón de belén como cantón deportivo. 
Estiman que el traslado de cargos que ahora se contesta tipifica su actuación o al menos la 
insinúa como dolosa, culpable o al menos negligente, lo que resultan jurídicamente erróneo, no 
hay tipificación y resulta injusta. Agregan que en cuanto al primer cargo, el uso de la cancha al 
equipo Belén Futbol Club, se hace en un momento en que no había norma escrita que lo 



   

autorizara, pero se hizo con fundamento en usos y costumbres administrativos anteriores al acto 
y respecto a entidades similares de futbol cantonal. Además resaltan el esfuerzo de someter un 
convenido a estudio del Concejo Municipal y que no surtió efecto, por tramitología municipal, 
más que por responsabilidad del Comité, y en cuanto al segundo cargo, no se dejó de cobrar 
por el uso de la cancha, se cobro parte en dinero y parte en especie, ( obras nuevas y mejoras, 
aporte de materiales y mano de obra), en suma superior al presunto monto dejado de percibir, 
ni jurídica, ni económicamente hubo daño, y por la misma razón no hubo dolo, ni culpa en su 
actuación, y por el contrario cumplieron son su deber in vigilando. Con su actuación afirman se 
fortaleció y enriqueció el patrimonio deportivo del cantón (valor tangible e intangible) y se 
mantuvo el prestigio de Belén. Adicionalmente aportaron  prueba documental, pericial, solicitud 
de informe económico, petición de inspección ocular en sitio, prueba testimonial. (Ver folios del 
290 al 310 del expediente administrativo). 
 

DECIMO: Que a las 9 horas del 19 de marzo del año en curso, se continuó con la audiencia oral 
y privada del presente procedimiento administrativo ordinario disciplinario y civil, se encontraban 
presentes los señores, Manuel González Murillo, la señora Lucrecia González Zumbado, así 
como el Dr. Francisco Morera Alfaro, carne del Colegio de Abogados 1325, quien representa a 
los señores Juan Manuel González Zamora, José Manuel Matamoros García y Carlos Alvarado 
Luna. Al ser las 9:29 horas, se procedió a tomar la declaración del señor Tomas Valderrama 
González, Asistente de Auditoría. Al ser las 10:15 horas,  procedió a declarar  el testigo Pablo 
Vindas Acosta. Posteriormente al ser las 11:48 horas, se recibió la declaración del señor Allan 
Araya González. Se continuó a las 13:38 horas, con la declaración del Dr. Ennio Rodríguez 
Solís. Finalmente se dispuso que para poder recibir los testimonios ofrecidos por el Dr. Morera 
Alfaro, y ante la solicitud expresa de dicho profesional, para atender compromisos profesionales 
previos, se interrumpió la audiencia y se señaló para la continuación , las 9 horas del 24 de 
marzo del año en curso. (La audiencia fue grababa en audio, ver minuta folios del 321  al 325 
del expediente administrativo). 
 
DECIMO PRIMERO: Que a las 9 horas del día 24 de marzo del año 2015,  se continuó con la 
audiencia oral y privada del presente procedimiento administrativo ordinario disciplinario y civil, 
se encontraban presentes los señores, Manuel González Murillo, la señora Lucrecia González 
Zumbado, así como el Dr. Francisco Morera Alfaro, carne del Colegio de Abogados 1325, quien 
representa a los señores Juan Manuel González Zamora, José Manuel Matamoros García  y 
Carlos Alvarado Luna. Al ser las 9:29 horas, se procedió a tomar la declaración del señor Vinicio 
Antonio Alvarado Ureña, cédula 2-481-541. Seguidamente al ser las 10:08 horas, se recibe al 
testigo Robert Mauricio Garbanzo Ilama, cédula de identidad 1-1137-684.  Al transcurrir una 
hora veintiséis minutos y cuarenta y tres segundos de la audiencia se dispuso por parte de este 
Organo Director que el informe Económico solicitado por la representación del Dr. Morera Alfaro 
era improcedente, porque no había información de las donaciones efectuadas.  Se confirió 
audiencia por 5 días para que se refieran las partes a las grabaciones de la audiencia. Asimismo 
se procedió a establecer una audiencia  para el 10 de abril, en ese momento se resolvería lo 
relativo a la inspección en sitio. Finalmente el Dr. Morera desistió del informe económico. (La 
audiencia fue grababa en audio, ver minuta folios del 326  al 329 del expediente administrativo). 
 



   

DECIMO SEGUNDO:  Que el 7 de abril del año en curso los señores Juan Manuel González 
Zamora, y Carlos Alvarado Luna, dentro del término concedido por este Organo Director, 
procedieron a ofrecer prueba documental, y señalaron lo siguiente: I) Que entre el año 2005-
2006, por el deterioro que presentaba la cancha de futbol del Polideportivo, por iniciativa de la 
Asociación Deportiva Belén F.C, se cambio el césped natural por sintético. II) Que ante el 
ascenso de la Asociación Deportiva Belén F.C a la primera división, y por los requerimientos de 
iluminación para partidos de esa categoría,  se evidenció la necesidad de cambiar todo el 
sistema eléctrico por uno más moderno, útil y seguro. III) Que por acuerdo de la Asociación 
Deportiva Belén F.C y la Corporación Deportiva siglo XXI Belén F.C, la primera división, se haría 
cargo de ligas menores y Belén F.C del alto rendimiento y  de esa primera división. IV)  Que 
siendo miembros de la Asociación Deportiva Belén F.C los señores Vinicio Alvarado Ureña y 
Jorge Sáenz Alvarado, se hicieron cargo de Belén F.C. V) Que los señores Alvarado y Sáenz 
iniciaron las negociaciones y coordinaciones (con la Compañía Nacional de Fuerza y Luz) para 
lograr el cambio del alumbrado eléctrico para la cancha y pista del polideportivo de Belén. 
Afirman que de esas reuniones se obtuvieron los siguientes resultados: a) Elaboración de 
planos, que están en poder del Comité de Deportes de Belén. b) El compromiso de Belén F.C 
de conseguir las tuberías de conducción y el zanjeo para dichas tuberías. c) La consecución del 
concreto para las bases de los postes eléctricos. d) Por parte de la Compañía Nacional de 
Fuerza y Luz, planos, postes, cablería, los sostenes para las lámparas, las lámparas y el trabajo 
para su colocación. e) Quedando pendiente la construcción de las bases, para la cual Belén F.C 
conseguiría el aporte de ¢4.000.000.00 de la UNAFUT vía convenio por el uso de la cancha del 
Polideportivo de Belén para el Campeonato Mundial Femenino Sub 17 o 20. En apoyo a sus 
afirmaciones, aportan la siguiente documentación: I) Canje Belén F.C-Pedregal para suplir el 
concreto para las bases de los postes, construir los placo de prensa por un costo aproximado 
de $10.000.00 (¢5.000.000.00). II. Convenio Comité Deportes y Federación Costarricense de 
Futbol, remodelación de los vestidores, el cual se concretó el 50% por un valor de $ 12.000.00 
( ¢6.000.000.00). Mantenimiento de la cancha durante 3 meses previo al Campeonato Mundial 
Femenino por un costo de ¢250.000.00 (¢ 750.000.00). Aportes de la Federación de Futbol para 
la construcción de las bases de los postes ¢ 4.000.000.00, que no se ha concretado. Aporte 
aproximado de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz de $ 200.000.00 (¢100.000.000.00). III. 
La contra propuesta es la promoción comercial en el uniforme de Belén F.C del emblema de la 
Compañía Nacional de Fuerza y Luz y vallas durante los juegos televisados de Belén F.C. 
Algunos de los aportes tales como la construcción del otro vestidor y los ¢4.000.000.00 están 
pendiente de realizar. IV. Aportes en especie para la descarga de 47 toneladas de caucho, 6 
horas de monta carga a ¢25.000.00/h, total ¢150.000.00/ $300.00. V. 47 toneladas de material 
de caucho donado por canje de la compañía Terramix ¢ 10.000.00 (¢5.000.000.00, referencia 
Licitación Pública 01-2008). VI. Aporte Belén F.C para la construcción de valla protectora al 
costado norte del Polideportivo $1.400.00 (¢700.000.00). VII. Canje de una valla en el 
Polideportivo entre Belén F.C y Zacatex para las siguientes labores: a). Limpieza, b) 
Descompactación de aproximadamente de 4.300 m2  de caucho, c) Redistribuición del caucho 
en los 4.300 m2 de la cancha. d) Peinado de aproximadamente de 1.300 m2, d) Peinado de 
aproximadamente 1.300 m2  de césped de la cancha, e) Cepillado de 4.300 m2  de caucho. F) 
Costo ¢250.000.00 por mes durante 8 meses (¢2.000.000.00= $ 4.000). g) Redistribución de 47 
toneladas métricas de caucho-peinado.cepillado con un costo de ¢100.00.00 la tonelada= 
$9.400= ¢4.700.000.00, referencia expediente Licitación Abreviada 03-2009. VIII. Aportes de 



   

Belén F.C a la remodelación de las oficinas del Polideportivo en donde funciona la Asociación 
Deportiva Belén F.C y funcionó Belén Siglo XXI (Dos aires acondicionados (Multisa), una mesa 
ejecutiva, un escritorio ¢ 2.000.000.00. IX. Aporte de Belén F.C al mini gimnasio del 
Polideportivo de Belén. X. Aportes de materiales como son 12 metros de arena y quinta que 
fueron usados en la construcción  del sistema eléctrico, los cuales fueron donados por la 
constructora MECO, que al día de hoy no se ha podido conseguir el respaldo pero cuya 
existencia en el sitio se puede corroborar con la inspección ocular solicitada. XI. El estudio de 
impacto audio visual, prensa escrita y radial sobre la marca deportiva Belén y sus beneficios 
serán aportados oportunamente,  ya que la empresa encargada está en su elaboración. (Ver 
folios del 330 al 357 del expediente administrativo). 
 
DECIMO TERCERO: Que mediante auto dictado por este Organo Director a las 15 horas del 8 
de abril del año en curso, se confirió audiencia sobre la documentación descrita en el Resultando 
anterior,  a los restantes miembros de la JDCCDRB investigados, para que se pronuncien al 
respecto en lo que consideren pertinente, por escrito o en forma oral, en la audiencia convocada 
para las nueve horas del diez de abril del año en curso. Las partes fueron notificadas. (Ver folios 
del 358al 361 del expediente administrativo). 
 
DECIMO CUARTO: Que a las 9:30 horas del 10 de abril del año 2015, se inició la audiencia oral 
y privada, convocada al efecto con la presencia del Dr. Francisco Morera Alfaro, carne del 
Colegio de Abogados 1325, quien representa a los señores Juan González Zamora, Jose 
Manuel Matamoros García y Carlos Alvarado Luna, se encuentra presente también la Sra. 
Lucrecia González Zumbado y el señor Manuel González Murillo, se otorgó audiencia a los 
investigados en relación con la documentación indicada en los dos Resultandos anteriores, no 
hubo oposiciones a la misma. De la misma forma este Organo Director, resolvió programar la 
inspección en el sitio, para las 8:30 horas del 13 y para presentar conclusiones  hasta el 20, 
ambas fechas de abril del año en curso. (Ver folios 362 y 363 del expediente administrativo). 
 
DECIMO QUINTO: Que el día 13 de abril del 2015, a las 8:35 horas, con la presencia del Dr. 
Francisco Morera Alfaro, carne del Colegio de Abogados 1325, quien representa a los señores 
Juan González Zamora, Jose Manuel Matamoros García y Carlos Alvarado Luna, y con la 
participación el Administrador del Comité señor Pablo Vindas Acosta, se realizó la inspección 
en el Polideportivo de Belén, a efecto de acreditar las supuestas mejoras realizadas al inmueble, 
detallándose las actuaciones realizadas. (Ver folios 364 y 365 del expediente administrativo). 
 
DECIMO SEXTO: Que mediante auto dictado por este Organo Director a las 15 horas del 13 de 
abril del año en curso, se confirió audiencia por 3 días hábiles, en relación  con la inspección 
ocular realizada en el Polideportivo de Belén, la cual vencía el 16 de abril del año en curso. Se 
indicó además que vencido ese plazo, las partes podían presentar conclusiones en el plazo de 
5 días hábiles (hasta el 23 de abril del 2015), modificándose así cualquier otro señalamiento 
fijado con anterioridad. (Ver folios del 366 al 368 del expediente administrativo). 
 
DECIMO SETIMO: Que el 23 de abril del presente año, los señores Juan Manuel González y 
Carlos Alvarado Luna, presentaron conclusiones e indicaron que son complementarias a las 
alegaciones ya realizadas. Indican que su actuación ha sido lícita y argumentan lo siguiente: I) 



   

Que no existía normativa que regulara en forma ordenada y coherente la administración, el uso 
y el disfrute de las instalaciones deportivas del Comité, por lo que se promovió el Convenio con 
la Municipalidad. II. Que el Comité emitió el manual tarifario que regula económicamente el uso 
e instalación de la infraestructura deportiva a cargo del referido Comité. III: Que existía un 
conflicto entre la potestad del Comité, cuando toma el acuerdo de ceder el uso de la cancha de 
Futbol a una organización deportiva de belemitas que lo solicitan y que representan en si al 
distrito o al cantón en campeonatos oficiales (artículo 58), lo cual generó el acuerdo respectivo 
en armonía con el artículo 10 del citado manual, que dispone la facultad de ese Comité de no 
estimar costo dentro del espacio comunal. IV.  Que cuando el Comité decide ceder el uso de la 
cancha sintética de Futbol a Belén Futbol, no se exonera de pago, sino simplemente se cede el 
uso. V. Que en aplicación del ordenamiento jurídico municipal,  prescribe los mecanismos 
legales para someter a derecho actos administrativos que puedan reputarse como lesivos al 
interés público municipal, lo que implica que no habiéndose exonerado el cobro en forma 
expresa en el acuerdo tomado, el comité o la Municipalidad pueden hacer efectivo ese cobro, 
ya sea instruyendo al Comité para que lo efectúe o bien hacerlo la propia Municipalidad en el 
ejercicio de sus competencias. VI. Que lo indicado en el punto anterior, enerva el daño, es decir 
no puede haber daño, cuando están abiertas las vías legales para hacer efectiva la obligación. 
VI.  Que el daño no existe, tal y como se ha explicado en memoriales anteriores, y además 
porque se recibieron por parte del Comité contraprestaciones (dinero y obras), que superan el 
monto presuntamente dejado de percibir. VIII.  Que el presunto daño , originado por ausencia 
de cobro, se estima en ¢ 38.400.000.00 ( treinta y ocho millones cuatrocientos mil colones), en 
tanto en las pruebas ofrecidas se establece que en obras materiales se invirtieron $ 226.800 
dólares, que al tipo de cambio convencional (¢500.00) arrojaría ¢ 113.400.00, esto sin 
considerar las sumas económicas en beneficio deportivo y prestigio cantonal a la comunidad 
belemita, que se expresa en los estudios de costos de diversos medios de comunicación 
colectiva escrita y televisiva al posesionar  al cantón en el ambiente futbolístico de primera 
división.  Indican que para efectos económicos se estima prudencialmente en la suma de ¢ 
176.760.00 ( ciento setenta y seis setecientos sesenta mil colones), según estudio técnico 
realizado por la periodista Licda Milagro Torres (documento que se aporta Retorno de Inversión-
Belén F.C cuna del deporte). IX Que para sustentar las pruebas de las obras materiales  que se 
realizaron en el Polideportivo, aporta 63 fotos tomadas recientemente en el Polideportivo (de la 
1 a la 19 diversos aspectos de mejora de la cancha sintética, de la 20 a la 27 tomas de las bases 
de iluminación de la misma cancha, de la 28 a la 63 distintas tomas de las obras constructivas, 
nuevas y mejoradas). X. Como prueba para mejor resolver agrega video-grabación que explica 
en forma breve y concisa por medio de un recorrido rápido en las instalaciones, aspectos de 
interés en este asunto. XI.  Que en las audiencias quedó probado, la realización de obras en 
sitio y las gestiones que mejoraron y promovieron las sustancialmente las instalaciones 
deportivas y sus disciplinas. Rescata la prueba testimonial del Lic. Francisco Ugarte Soto,  quien 
ratifica la prevalencia de los usos y costumbres administrativos que habilitaron legalmente el 
uso gratuito de la cancha de Futbol de diferentes entidades oficiales y cantonales (Belén-Calle 
Flores y Asociación de Futbol) y como fue iniciativa del Comité bajo su administración someter 
a derecho esa situación.  Afirman que la declaración del Dr. Ennio Rodríguez Solís ratifica lo 
anterior, agregando en su recomendación legal, para que en el evento de que se revoque el 
acuerdo tomado por  JDCCDRB, de préstamo de la cancha no se haga en forma intempestiva 
(debe entenderse para no ocasionar daño). Finalmente señalan que su actuación es conforme 



   

a derecho, sin dolo o culpa, y se ha demostrado que no hay daño, ni responsabilidad, solicita 
expresamente que mediante resolución fundada se les exonere de toda responsabilidad jurídica 
e igualmente se declare sin lugar la obligación de indemnizar suma alguna. (Ver folios del 370 
al 475 del expediente administrativo). 
 

DECIMO OCTAVO: Que mediante Informe Final de fecha treinta de junio de dos mil quince, el 
Lic. Luis Antonio Alvarez Chaves, Órgano Director designado por este Concejo Municipal para 
instruir el presente procedimiento ordinario administrativo expone las consideraciones 
procedimentales y de fondo, así como las recomendaciones para dictar esta resolución (Ver 
folios del 477 al 587 del expediente administrativo). 

DECIMO NOVENO: Que en el presente caso, se han observado las prescripciones de ley. 

CONSIDERANDO 

CONSIDERANDO 1): CONSIDERACIONES CONCEPTUALES Y NORMATIVAS 
NECESARIAS PARA EL ANALISIS Y RESOLUCION DE ESTE PROCEDIMIENTO. 

Una vez finalizada la labor de instrucción, encomendada por el Concejo Municipal, a este órgano 
director, recomienda que se tome en cuenta antes de dictar el acto final del procedimiento 
ordinario incoado en contra de los miembros de la JDCCDRB, las siguientes consideraciones 
de fondo: 

1.1) De los Comités Cantonales de Deporte y Recreación.  Los Comités Cantonales de Deportes 
y Recreación (en lo sucesivo CCDR), se han creado con el objetivo de promover e inculcar en 
los miembros de su Cantón, el valor del deporte y la recreación, administrando y promoviendo 
actividades tendientes a la participación de todos los miembros de un municipio, también se 
enmarca dentro de sus obligaciones el resguardo de los bienes públicos dirigidos a este fin. No 
debe entenderse que estos comités son los únicos quienes detentan esta función. Los CCDR 
están adscritos a las Municipalidades y por ende, esta tiene la posibilidad de realizar actividades 
en beneficio de la recreación y deporte de su cantón.  
 
1.2) Antecedentes de la normativa que regula las competencias de los Comités Cantonales De 
Deportes y Recreación. (Son Órganos con personalidad jurídica instrumental y adscritos a las 
Municipalidades).  Es necesario señalar en el presente acuerdo las diversas normas que han 
regulado las competencias de los CCDR. En ese sentido en el pronunciamiento OJ-074-2000 
de la Procuraduría General de la República, se ilustra las competencias, que han ostentado  en 
los diferentes momentos desde su creación en 1966, hasta la actualidad. 
 
“NORMATIVA QUE REGULA LA CREACION Y FUNCIONAMIENTO DE LOS COMITES 
CANTONALES DE DEPORTES Y RECREACION.  A efecto de dar cumplida respuesta a la 
consulta formulada, consideramos necesario analizar la normativa que ha regulado la creación, 
integración y funcionamiento de los comités cantonales de deportes y recreación, así como la 
sentencia n.° 5445-99, dictada por la Sala Constitucional a las 14:30 hrs del 14 de julio de 1999.  
Los citados comités fueron creados mediante el artículo 6 de la Ley Orgánica de la Dirección 
General de Educación Física y Deportes, n.° 3656 del 6 de enero de 1966 -hoy día derogada--, 



   

como órganos dependientes de la citada Dirección para que, en representación suya, 
promovieran el deporte en cada localidad y cuidaran sus instalaciones deportivas y recreativas:  
 

" La Dirección General de Educación Física y Deportes, mediante un reglamento especial que 
debe ser promulgado por el Poder Ejecutivo, autorizará la creación y funcionamiento de Comités 
Cantonales de Deportes, que en representación de ella promuevan el deporte en cada localidad, 
y cuiden de sus propias instalaciones".  Posteriormente, mediante el artículo 2 de la Ley n.° 
6890, del 14 desetiembre de 1983, se adicionó el Código Municipal anterior, Ley n.° 4574, 
agregándose, en lo que interesa, el artículo 186:  "En cada cantón del país existirá un comité 
cantonal de deportes y recreación, que estará adscrito a la respectiva municipalidad, con 
personería jurídica únicamente para el cumplimiento de los fines que la ley y sus reglamentos 
le otorguen. (...)".  
 
A partir de ese momento, los comités cantonales de deportes y recreación pasaron a estar 
adscritos a las municipalidades y se les otorgó personalidad jurídica únicamente para el 
cumplimiento de los fines que la ley y sus reglamentos le fijaran.  Con la promulgación del Código 
Municipal vigente, Ley n.° 7794, del 30 de abril de 1998, se reguló lo concerniente a los citados 
comités en el Título VII, Capítulo Unico, Artículos 164 a 172. En lo que interesa, el citado artículo 
164 dispone:  "En cada cantón, existirá un Comité cantonal de deportes y recreación, que estará 
adscrito a la municipalidad respectiva y gozará de personalidad jurídica instrumental para 
construir, administrar y mantener las instalaciones deportivas de su propiedad u otorgadas en 
administración. Asimismo, habrá Comités comunales de deportes y recreación, adscritos al 
comité cantonal respectivo".  
 

Conforme se puede apreciar, el nuevo Código Municipal mantiene la naturaleza jurídica de los 
citados comités, como órganos adscritos a las municipalidades y con personalidad jurídica 
instrumental. Aclaramos que por el hecho de que la ley les haya atribuido la citada personalidad, 
no los convierte en personas jurídicas de derecho público, independientes de las 
municipalidades. Repito, se trata de órganos municipales, con potestad para administrar y 
mantener las instalaciones deportivas de su propiedad u otorgadas en administración.  
Finalmente, mediante la Ley de creación del Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación 
y del régimen jurídico de la educación física, el deporte y la recreación, n.° 7800 del 30 de abril 
de 1988, los citados comités dejaron de ser órganos adscritos a las municipalidades y pasaron 
a serlo del Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación (ICODER). Así lo estableció el 
artículo 64 de la ley de creación del citado Instituto:  
 
"En cada cantón del país existirá un comité cantonal de deportes y recreación, adscrito al 
Instituto Nacional del Deporte y la Recreación. Gozará de personalidad jurídica únicamente para 
el cumplimiento de los fines de esta ley".  Ahora bien, al evacuar distintas consultas que tenían 
por objeto determinar cuál era la ley o normativa aplicable a los comités cantonales de deportes 
y recreación, dado que tanto el nuevo Código Municipal como la Ley de creación del ICODER 
regulaban lo concerniente a los citados órganos colegiados de manera distinta, este Despacho 
concluyó:  
 

"1.- 



   

Que la Ley de creación del Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación y del Régimen 
Jurídico de la Educación Física, el Deporte y la Recreación, n° 7800, por ser una ley posterior y 
específica en materia de deporte, derogó implícitamente al Código Municipal, n° 7994, en lo que 
a la regulación de los comités cantonales de deportes se refiere. 2.- La derogatoria operada en 
cuanto a la integración y funcionamiento de los comités cantonales de deportes es total, toda 
vez que ambos cuerpos normativos regulan de manera distinta la misma materia, existiendo 
entre ellos una incompatibilidad objetiva" (Procuraduría General de la República, Dictamen C-
218-98 del 22 de octubre de 1998. En el mismo sentido, pueden consultarse los 
pronunciamientos C-108-98 y 134-98).  

Sin embargo, la Sala Constitucional, mediante sentencia n.° 5445-99, de las 14:30 hrs del 14 
de julio de 1999, declaró la inconstitucionalidad de los artículos 64, 65, 66, 67 y 68 de la Ley de 
creación del ICODER.  
Al respecto, consideró la Sala:  "(...) a partir de la promulgación del nuevo Código Municipal, sí 
resultan contrarios a su autonomía municipal los artículos 64, 65, 66, 67 y 68 de la Ley de 
Creación del Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación y del Régimen Jurídico de la 
Educación Física, el Deporte y la Recreación, número 7800, de veintiocho de abril de mil 
novecientos noventa y ocho, por implicar una desmembración de la organización interna de las 
municipalidades, para traspasarla a una institución semiautónoma, según se explicó en el punto 
e) de este Considerando. Esta declaratoria de inconstitucional es retroactiva a su fecha de 
entrada en vigencia, sea el primero de agosto de mil novecientos noventa y ocho." No obstante 
lo anterior, es importante resaltar que el Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación no 
es inconstitucional en sí mismo, y está en plena potestad para dictar políticas y programas en 
el campo del deporte y la recreación a nivel nacional, en los términos en que se establecen en 
el párrafo segundo del artículo 1° de su ley de creación (...).  
 
Obviamente, dentro de este marco normativo señalado (Código Municipal y la Ley número 
7800), los comités cantonales de deportes, aunque estrictamente de naturaleza local o 
municipal, pueden ejecutar los planes y programas del gobierno o los propios, ya que no están 
sujetas al Poder Ejecutivo, y mucho menos a una institución semiautónoma, pero pueden estar 
en coordinación con el Instituto Costarricense del Deporte y la Recreación en lo que se refiere 
a los programas que ésta promueva en el cantón, en virtud de lo señalado en esta sentencia en 
los Considerandos X y XI".  Como bien apunta la Sala, a pesar de que los comités cantonales 
de deportes y recreación son órganos municipales, nada les impide ejecutar los planes y 
programas que promueva el ICODER, ente competente para dictar políticas en el campo del 
deporte y la recreación a nivel nacional.  
 
Ahora bien, interesa resaltar que la declaratoria de inconstitucionalidad de los artículos 64 y 
siguientes de la Ley de creación del ICODER es retroactiva a su fecha de entrada en vigencia, 
tal y como lo establece el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional:  "La declaración 
de inconstitucionalidad tendrá efecto declarativo y retroactivo a la fecha de vigencia del acto o 
de la norma, todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. (...)".  En relación con la 
eficacia de la declaratoria de inconstitucionalidad, recordemos que los actos y normas contrarias 
a la Constitución son absolutamente nulas y, por lo tanto, no surten efectos jurídicos. Lo anterior 



   

implica "(...) la anulación de la norma inconstitucional del ordenamiento jurídico como si nunca 
hubiera existido" (Sala Constitucional, sentencia n.° 252-91 de las 16:10 hrs del 1° de febrero 
de 1991).  
 
De conformidad con lo anterior, debemos interpretar que el actual Código Municipal, Ley N° 
7794 del 30 de abril de 1998, y particularmente el Título VII, Capitulo Único, Artículos 164 a 172, 
nunca fue afectado y, por consiguiente, se encuentra plenamente vigente.” 
 
De lo anterior debemos concluir que los CCDR, según la normativa vigente, se regulan por lo 
establecido en los artículos del 164 al 172, por lo que no está impedido un Comité, para ejecutar 
planes propuestos por el ICODER o por la Municipalidad a la cual pertenece. El artículo 164 
establece que los CCDR están adscritos a la municipalidad respectiva y tendrán personalidad 
jurídica instrumental para construir, administrar y mantener las instalaciones deportivas de su 
propiedad u otorgadas en administración. Sobre el particular se ha manifestado la Procuraduría 
General de la República, mediante el pronunciamiento C-174-2001 de 19 de junio de 2001, 
haciendo alusión a la diferencia entre personalidad instrumental y personería jurídica: 
  
“A-. LA PERSONALIDAD INSTRUMENTAL ES LIMITADA.  La personalidad jurídica es la 
cualidad propia de la persona. En efecto, atribuir personalidad jurídica a un ente es crear un 
centro autónomo de imputación de derechos y obligaciones (persona). La particularidad de esa 
imputación radica en que se hace a la persona en tanto tal y no como parte de un ente mayor. 
La personalidad, además, determina que el ente no forma parte de una organización ministerial 
y que posea un ámbito de actuación propio.  La personalidad coloca al organismo en una 
posición diferente de quien, por carecer de personalidad jurídica, constituye un órgano, aún 
cuando éste fuere desconcentrado. Los entes en razón de su personalidad, no están sometidos 
a una relación de jerarquía o de sumisión orgánica, sino a una relación de dirección. Dicha 
relación es de confianza y es incompatible con la dependencia jerárquica.  
 
Además, en razón de la personalidad, el ente goza de un patrimonio propio, independientemente 
de cómo se constituya o se integre. La titularidad de un patrimonio propio implica una autonomía 
patrimonial y por ende, autonomía de gestión. Conforme con esa autonomía de gestión, el ente 
podrá realizar todos los actos y contratos necesarios que impliquen gestión de dicho patrimonio. 
En ese sentido, la potestad de contratar es de principio y sólo es restringida en la medida en 
que la ley expresamente lo indique. ...  En los dictámenes Ns. 87-88 de 25 de mayo de 1988 y 
115-89 de 4 de julio de 1989 analizamos el fenómeno de las personalidades presupuestarias. 
...  A partir de la resolución de la Sala Constitucional, N. 6240-93 de las 14 hrs del 26 de 
noviembre de 1993, el fenómeno es analizado bajo el término de "personalidad instrumental". 
En dicha resolución, la Sala consideró que en tratándose de órganos del Poder Ejecutivo a lo 
sumo el legislador podía atribuirles una personalidad instrumental, que no puede comportar una 
total independencia del Poder Ejecutivo y, por ende, el ejercicio de potestades que a éste 
compete. Si ese fuere el interés, el legislador tendría que constituir un verdadero ente 
descentralizado, con desplazamiento de competencias que constitucionalmente corresponden 
al Poder Ejecutivo como jerarca de la Administración Central. La validez de la personalidad 
instrumental en el Poder Ejecutivo fue analizada de nuevo por la Sala Constitucional mediante 
la resolución N. 3513-94 de las 8:57 hrs del 15 de julio de 1994. La Sala declara inconstitucional 



   

que se atribuya al Museo Nacional una personalidad jurídica plena y admite como válida la 
personalidad instrumental.  
 
Integra esa personalidad jurídica plena la autonomía patrimonial, presupuestaria y funcional. ...  
El calificativo de "instrumental" que se hace a la personalidad significa que es una personalidad 
limitada al manejo de determinados fondos señalados por el legislador, que permite la 
realización de determinados actos y contratos con cargo a esos fondos, pero que no comporta 
una descentralización funcional verdadera. Su atribución supone una gestión presupuestaria 
independiente y, por ende, la titularidad de un presupuesto propio.  Delimitado así el concepto 
de personalidad instrumental, corresponde analizar la naturaleza jurídica de los comités 
cantonales de deporte y recreación. B-. EL COMITÉ: UNA PERSONALIDAD RESTRINGIDA  
 
La consulta se plantea con el objeto de establecer cuáles son los alcances de la "personería 
jurídica instrumental" de los comités cantonales de deportes y recreación.  Los comités 
cantonales de deportes y recreación son regulados por el Código Municipal en sus artículos 164 
a 172. Dispone el primero de dichos artículos:  "En cada cantón, existirá un Comité cantonal de 
deportes y recreación, que estará adscrito a la municipalidad respectiva y gozará de 
personalidad jurídica instrumental para construir, administrar y mantener las instalaciones 
deportivas de su propiedad u otorgadas en administración. Asimismo, habrá Comités comunales 
de deportes y recreación, adscritos al comité cantonal respectivo".  Dos elementos 
fundamentales en orden al comité cantonal son su personalidad jurídica instrumental y el hecho 
de que sea "adscrito" a la municipalidad.  
 
Como se ha indicado, la personalidad jurídica instrumental es por naturaleza limitada a la gestión 
de ciertos fondos. En relación con esos fondos, la persona instrumental realiza determinados 
actos de gestión, lo que permite contratar. No obstante, puesto que se trata de una personalidad 
instrumental, bien puede el legislador precisar, delimitando estrechamente, el ámbito de acción 
de la organización. Este es el caso del comité cantonal en cuanto se dispone que la personalidad 
instrumental lo que autoriza es a construir, administrar y mantener las instalaciones deportivas 
de su propiedad u otorgadas en administración. Ello implica que el comité está inhibido de 
realizar otras actividades que no estén en relación directa con las instalaciones deportivas de 
que es propietario o administrador. En ese sentido, su ámbito de acción es restringido. El respeto 
a ese ámbito determina la validez y eficacia de los actos y contratos que celebre el comité, 
según lo dispuesto en los artículos 128 a 140 y 158 y siguientes de la Ley General de la 
Administración Pública y 3 de la Ley de la Contratación Administrativa.  
 
De ello se desprende que el comité no puede realizar contratos que no tengan por objeto la 
construcción, mantenimiento o en su caso la administración de las citadas instalaciones. Por 
consiguiente, pareciera que excede el ámbito de esa personalidad instrumental el desarrollo de 
programas deportivos, la actividad física y la recreación para todos. Dicho desarrollo puede 
entenderse comprendido dentro del ámbito competencial del comité, pero no estará cubierto por 
la personalidad instrumental, salvo en el tanto en que dichos programas puedan entrar en el 
ámbito de la administración de las instalaciones, lo cual no puede ser establecido en abstracto. 
Es de advertir, en todo caso, que esas competencias son propias de la Municipalidad y sólo 
pueden ser desempeñadas por órganos de ésta.  



   

 
El comité no es una organización independiente. Por el contrario, constituye un órgano de la 
municipalidad. Su naturaleza de órgano se muestra en el hecho de que sólo le ha sido atribuida 
una personalidad limitada, por una parte, y en el concepto de adscripción. Ciertamente, desde 
el dictamen N. 055-87 de 10 de marzo de 1987 ha sido clara la posición de la Procuraduría en 
cuanto que el término "adscripción" no tiene un significado propio en el Derecho Administrativo. 
Lo que no ha impedido que sea utilizado para designar una determinada relación con una 
organización mayor, tanto si se refiere a los entes como a los órganos. Precisamente por eso, 
la adscripción debe ser establecida por el legislador, por lo que no puede derivar de una 
interpretación de los fines coincidentes del ente con respecto a otro ente. En el presente caso, 
resulta evidente que el término adscrito significa pertenencia: el comité es un órgano colegiado 
que se integra dentro de la estructura de la Municipalidad.  
 
El carácter limitado de la personalidad instrumental y, por ende, la circunstancia de que en el 
fondo se trate de un órgano y no de una persona jurídica independiente determina la estrecha 
relación entre el comité y el Concejo Municipal:  La municipalidad determina el funcionamiento 
del comité y lo hace a través de la emisión de un reglamento (artículos 167 y 169 del Código 
Municipal.  Los comités deben someter a conocimiento del Concejo Municipal los programas 
anuales de actividades, obras e inversión, antes de aprobarse los presupuestos ordinarios de la 
municipalidad (artículo 172 del Código Municipal).  Los comités deben presentarle un informe 
de los resultados de la gestión correspondiente al año anterior (artículo 172 Código Municipal).  
 
El comité debe coordinar con la municipalidad las inversiones y obras que va a realizar en el 
cantón. La personalidad instrumental no le permite decidir por sí mismo todos los aspectos 
atinentes a la obra por construir....  Todo lo cual significa que el comité está sujeto al control del 
Concejo Municipal. ..." (La negrilla no es del original) 
 
Como puede apreciarse, la Municipalidad debe velar por el sano ejercicio de las competencias 
y funciones llevadas a cabo por el CCDR respectivo, y este último, debe actuar dentro de los 
parámetros apuntados, con el fin de llevar a cabo de la mejor manera los fines establecidos en 
el reglamento municipal creado a esos efectos.  
 
1.3) Nombramiento de los Miembros del Comité de Deportes y Recreación.  Los CCDR están 
integrados de forma democrática, que permita la participación de ciudadanos comprometidos 
con la calidad de vida de sus conciudadanos, mediante el deporte y el esparcimiento en 
actividades saludables. La conformación de estos comités se da por dos personas elegidas por 
la municipalidad, dos miembros pertenecientes a organizaciones deportivas o recreativas del 
cantón y una persona representante de organizaciones comunales. Las personas elegidas 
duran en su cargo 2 años, pero pueden ser reelegidos, además este puesto es ad honórem.  En 
ese particular, el artículo 13 del Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité 
Cantonal de Deportes y Recreación de Belén, publicado en La Gaceta No 18 del lunes 27 de 
enero del 2003,  vigente en el momento en que los investigados fueron nombrados, disponía lo 
siguiente: “Los miembros de la Junta Directiva durarán en sus cargos dos años y podrán ser 
reelectos y no devengarán diete  ni remuneración alguna”  
 



   

La Junta del Comité, estará integrada por cinco miembros, residentes en el cantón, nombrados 
con quince días de antelación al vencimiento del período de la junta directiva saliente. El 
Concejo nombra a dos miembros, y en asamblea de organizaciones deportivas y recreativas, 
se nombran a dos representantes más, y en asamblea de organizaciones comunales se nombra 
a un representante, al tenor de lo dispuesto en el artículo 10 ibídem.  Debe tenerse claro que 
quien determina el trámite de elección es la Municipalidad respectiva mediante su potestad 
reglamentaria según el artículo 166 del Código Municipal.  En el caso que nos ocupa, los 
miembros fueron elegidos, siguiendo el procedimiento que al efecto señala el Reglamento 
supracitado, reiteramos vigente en el mes de noviembre del 2011, momento en que se 
designaron a los miembros investigados. 
 
1.4) Organización y Funcionamiento del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén.  
Los CCDR están organizados mediante las regulaciones que sean establecidas por medio de 
los respectivos reglamentos emanados de las Municipalidades para estos efectos.  Previamente 
a este apartado se indicó lo referente a la naturaleza jurídica de los comités de deportes, como 
órganos adscritos a la municipalidad y por ende parte de ella. Sobre el particular el Reglamento 
para la Organización y Funcionamiento del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de 
Belén, vigente en el año 2011 y 2012, establece en su artículo 2, que el Comité ostenta 
“personería jurídica instrumental” y que dentro de esta se enmarca la “totalidad de programas 
deportivos y recreativos desarrollados por el Comité Cantonal, según el plan desarrollo local de 
esta materia. De lo anterior se desprende que una de las funciones conferidas por el reglamento 
es la de realizar programas deportivos y recreativos. El artículo 3 del citado Comité establece el 
domicilio del mismo y el artículo 4 se refiere a la obligación del comité de actuar dentro del marco 
de legalidad.  
 
El CCDR de Belén se organiza en una Junta Directiva, en una estructura administrativa, las 
Comisiones que se estimen convenientes para su funcionamiento, los Comités Comunales y  
las Asociaciones Deportivas.  Dentro de las funciones, se encuentran proponer las prioridades 
de desarrollo del cantón en materia deportiva y recreativa. Fijar las estrategias y políticas 
generales de acción. Elaborar y proponer a la Municipalidad los planes anuales y sus ajustes 
en concordancia con los planteamientos estratégicos en materia deportiva y recreativa. Una 
función primordial es celebrar convenios y comprometer fondos y autorizar los egresos 
referentes a los procesos licitatorios y convenios que excedan la responsabilidad del 
administrador. Otra función importante es autorizar la construcción de infraestructura deportiva 
cuando así se requiera, al tenor de la lo dispuesto en la Ley de Contratación Administrativa y su 
Reglamento, entre otras funciones. 
 
La Junta Directiva es la máxima autoridad de este organismo y se encarga de su gobierno y 
administración. Su integración sigue la disposición del artículo 167 del Código Municipal, y en 
el caso de Belén estará integrada por un presidente, un vicepresidente y tres vocales.  
 
1.5) Los Miembros del Comité Cantonal de Deportes y Recreación, ostentan la condición de 
funcionarios (as) públicos (as).  Los miembros de JDCCDR se nombraron por parte del Concejo 
Municipal, según el procedimiento previsto en el artículo 10  del Reglamento para la 
Organización y Funcionamiento del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén 



   

(publicado en La Gaceta No 18 del 27 de enero del 2003, vigente al momento de nombrarse a 
los investigados), para realizar una labor pública y por ende se encuentran en una relación de 
sujeción con respecto a la Municipalidad, son considerados funcionarios públicos. Los artículos 
111 y 112 de la L.G.A.P establecen que: 
 
“1. Es servidor público la persona que presta servicios a la Administración o a nombre y por 
cuenta de ésta, como parte de su organización, en virtud de un acto válido y eficaz de 
investidura, con entera independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, 
permanente o público de la actividad respectiva.  
 
2. A este efecto considérense equivalentes los términos «funcionario público», «servidor 
público», «empleado público», «encargado de servicio público» y demás similares, y el régimen 
de sus relaciones será el mismo para todos, salvo que la naturaleza de la situación indique lo 
contrario.  
 
3. No se consideran servidores públicos los empleados de empresas o servicios económicos 
del Estado encargados de gestiones sometidas al derecho común".  
 
“Artículo 112. 

1. El derecho administrativo será aplicable a las relaciones de servicio entre la Administración y 
sus servidores públicos.  

2. Las relaciones de servicios con obreros, trabajadores y empleados que no participan de la 
gestión pública de la Administración, de conformidad con el párrafo 3º, del artículo 111, se 
regirán por el derecho laboral o mercantil, según los casos.  

3. Sin embargo, se aplicarán también a estos últimos las disposiciones legales o reglamentarias 
de derecho público que resulten necesarias para garantizar la legalidad y moralidad 
administrativa, conforme lo determine por Decreto el Poder Ejecutivo.  

4. Para efectos penales, dichos servidores se reputarán como públicos".  De las normas 
transcritas se desprende que son funcionarios públicos quienes prestan servicios a la 
Administración o a nombre y por cuenta de ésta, como parte de su organización, en virtud de 
un acto válido y eficaz de investidura, con entera independencia del carácter imperativo, 
representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva (Artículo 111, 
inciso 1 L.G.A.P). La relación de tales servidores con la Administración es, por lo tanto, de 
empleo público, regida por el Derecho Administrativo (artículo 112, inciso 1 L.G.A.P).  Por su 
parte, de la relación de los artículos 112, inciso 2) y 111 inciso 3) de la L.G.A.P - norma a la cual 
remite la primera - queda también claro que no son funcionarios públicos, sino obreros, 
trabajadores y empleados que no participan de la gestión pública de la Administración, los 
empleados de empresas o servicios económicos del Estado, encargados de gestiones 
sometidas al derecho común.  
 
La Procuraduría General de la República, ha sostenido en el dictamen C-220-2011 del 9 de 
setiembre del 2009, que existen en los Comités, dos tipos de funcionarios (as) o servidores (as) 



   

en el ámbito de los CCDR:  “…En primer término, los que conforman, propiamente, los Comité 
y demás cuerpos colegiados que, por imperio normativo, no perciben remuneración alguna y, 
por ende, no se encuentran inmersos en los principios tutelados en los cardinales 191 y 192 de 
la Carta Magna. Por otra parte, el resto de los funcionarios del órgano dicho, que se caracterizan 
ciertamente por detentar las condiciones de las que adolecen los supra citados– remuneración 
y principios estatutarios-.  En este sentido, la jurisprudencia administrativa ha sostenido:  “…De 
la normativa que rige a los comités cantonales, podemos observar dos clases de funcionarios, 
a saber: los funcionarios que integran el Comité bajo un órgano colegiado, compuesto por dos 
miembros de nombramiento del Concejo Municipal, dos miembros de las organizaciones 
deportivas y recreativas del cantón, un miembro de las organizaciones comunales restantes, y 
que en virtud de los artículos 168, durarán en sus cargos dos años, pudiendo ser reelegidos, 
amén de que no devengan dietas ni remuneración alguna. 
  
En segundo lugar, se tienen a los funcionarios bajo una relación de empleo público, que es el 
grupo que interesa en este estudio, es decir el que presta sus servicios a nombre y por cuenta 
de la Administración Pública.  De manera que, y siendo que los comités cantonales son parte 
de la organización municipal, ciertamente, este grupo de funcionarios o servidores son 
municipales, según los citados artículos del Código Municipal. En ese sentido, este Despacho 
ha concluido:  “… en virtud de ser el Comité Cantonal de Deportes y Recreación un órgano 
colegiado que integra la estructura organizativa de la municipalidad, sus empleados regulares 
son servidores públicos y se encuentran cubiertos por el régimen y principios a que aluden los 
artículos 191 y 192 de la Carta Constitucional. “ (Véase Dictamen No. 114, de 18 de marzo del 
2005). 
  
Es de resaltar, que aún cuando en el primer grupo, los miembros que integran el órgano 
deliberativo del comité cantonal son funcionarios públicos al tenor del citado artículo 111 de la 
Ley General de la Administración Pública, ellos no se rigen por los principios estatutarios 
establecidos en los mencionados numerales 191 y 192 constitucionales, habida cuenta que por 
el carácter de sus funciones no se encuentran bajo una relación de empleo público como lo 
estarían los servidores del segundo supuesto explicado …. De lo expuesto se sigue sin mayor 
dificultad que los empleados de los Comités Cantonales de Deportes y Recreación, son 
funcionarios públicos y en consecuencia, corresponde establecer si se reputan como servidores 
municipales. 
  
Sobre el particular, este órgano técnico asesor ha sostenido:  “…Ahora bien, se nos consulta si 
los funcionarios de los Comités Cantonales deben  reputarse como funcionarios municipales. 
Entendemos que la consulta está orientada a establecer si los funcionarios indicados pueden 
considerarse como funcionarios sujetos al régimen municipal, a lo cual debemos de contestar 
que sí…..”. 
 
Como todo funcionario (a), los miembros del Comité, que desempeñan cargos en las Juntas 
Directivas, tienen responsabilidades de tipo administrativo, civil y penal. Recordemos que como 
tales, los servidores del Estado pueden incurrir en responsabilidad ante la propia administración 
o ante terceros y puede ser cualquiera de las antes mencionadas o todas a la vez. Estas 
responsabilidades pueden ser exigidas conjunta o separadamente y pueden derivarse de un 



   

mismo hecho o acto atribuible al funcionario(a), y la vía o recaudo para hacerlo es tramitando 
un procedimiento ordinario administrativo de tipo disciplinario y civil.  
 
CONSIDERANDO 2) DEL OBJETO DEL PROCEDIMIENTO ORDINARIO ADMINISTRATIVO 
DE TIPO DISCIPLINARIO Y CIVIL.  En términos generales podemos definir este procedimiento 
administrativo disciplinario como:  “…aquel que corresponde a la Administración Pública para 
castigar con determinada sanción el comportamiento de quienes estén ligados a la 
Administración por relaciones en las que concursa una relación de supremacía especial que se 
ejerza sobre los mismos, cuando el referido comportamiento perjudique el debido cumplimiento 
de la relación administrativa principal. ALESSI, (Renato). Instituciones de Derecho 
Administrativo, Barcelona, Casa Editorial Bosch, Primera Edición, T.1, 1970, p. 231.  Bajo esta 
definición es posible deducir que el procedimiento administrativo disciplinario es aquella serie 
de pasos, concatenados entre sí con el fin de determinar la verdad real de un comportamiento 
para aplicar una acertada decisión. 
 
De la anterior definición doctrinal podemos inferir que el procedimiento administrativo 
disciplinario no tiene por finalidad última el sancionar a un funcionario (a) público (a), situación 
que muy comúnmente es mal entendida por los jerarcas de las Municipalidades y de la mayoría 
de las entidades públicas. La finalidad principal del procedimiento es buscar la verdad real o 
material de los hechos, por eso no es posible aceptar que en si mismo pretenda el mero 
cumplimiento de formalidades y trámites. Cada acto del procedimiento disciplinario tiene su 
propia autonomía, a la vez que coadyuva para que la resolución final garantice los derechos 
individuales y satisfaga el bien común. Esta es la posición asumida expresamente por el artículo 
214 de la L.G.A.P al señalar: 
 
“Artículo 214.- 1. El procedimiento administrativo servirá para asegurar el mejor cumplimiento 
posible de los fines de la Administración, con respeto para los derechos subjetivos e intereses 
legítimos del administrado, de acuerdo con el ordenamiento jurídico. 
 
2. Su objeto más importante es la verificación de la verdad real de los hechos que sirven de 
motivo al acto final.”  Ciertamente es inevitable afirmar que un procedimiento administrativo es 
disciplinario   en la medida que “persigue comprobaciones tendientes, de resultar positivas y de 
constituir efectivamente causa de sanción, a imponer sanciones. O sea: cuando busca 
comprobar faltas para poder sancionar.” 1  Sin embargo lo anterior nos lleva a considerar, que 
esa búsqueda de la verdad real se distorsione por esta irrefutable situación, sobre todo porque 
desde que la Sala Constitucional ha desarrollado detalladamente los Principios del Debido 
Proceso (MURILLO ARIAS, Mauro. Ensayos de Derecho Público, Vol III. Investigaciones 
Jurídicas, S.A., San José, 2001, p.206), aplicables por supuesto a los procedimientos 
administrativos, esa verdadera finalidad del procedimiento se ha ido uniformando entre las 
municipalidades, y resulta cada vez más difícil romper ese equilibrio que debe primar entre los 
fines de la administración y los derechos del funcionario. 
 

                                                 

  



   

En ese orden de ideas, una conducta o bien una omisión en el ejercicio de las competencias, 
funciones y deberes por parte de un funcionario (a) público (a), puede generar una eventual 
responsabilidad administrativa o disciplinaria, o bien responsabilidad civil, de ahí que en algunos 
casos para cumplir con la finalidad del procedimiento administrativo (descubrir la verdad real o 
material del procedimiento), sea necesario iniciar un procedimiento administrativo de tipo 
disciplinario, como sucede en el presente caso. 
 
CONSIDERANDO 3): DE LOS TIPOS DE RESPONSABILIDADES EN LOS QUE PUEDE 
INCURRIR UN FUNCIONARIO(A) PUBLICO (A).  El funcionario (a) público (a) tiene una serie 
de deberes y obligaciones que cumplir, ya sea, estipulados en la Constitución Política, en la ley 
o en un reglamento. Normativa que enmarca su actividad, incluso en su vida privada. Todo para 
que la imagen de la actividad pública sea confiable y eficaz. La inobservancia de sus deberes y 
obligaciones implica responsabilidades que le pueden ser exigibles. 
 
3.1) Responsabilidad Administrativa (Disciplinaria):  La responsabilidad administrativa tiene 
como contraparte a la potestad disciplinaria, entendida como la que obra en el ámbito interno 
de la Administración Pública; que como se señaló anteriormente tiene como objeto exclusivo 
sancionar las violaciones de los agentes públicos a sus deberes funcionariales.  La 
responsabilidad administrativa difiere de la responsabilidad común, tanto por su fin como por su 
especial naturaleza y efecto, pues el fin de la responsabilidad administrativa  es asegurar la 
observación de las normas de subordinación jerárquica y en general el exacto cumplimiento de 
todos los deberes de la función pública (ALTAMIRA,  Pedro Guillermo, Curso de Derecho 
Administrativo, Buenos Aires, Ediciones Depalma, 1971, p. 638.) 
 
El régimen disciplinario o administrativo en la función pública, implica una organización de 
personas dentro de un sistema jerárquico, regulado por un estatuto dirigido a la consecución de 
eficacia y continuidad de los servicios público. Cabe resaltar, que dicho sistema solo es aplicable 
a aquellos funcionarios públicos que mantengan su condición de tal, ya que no es aplicable a 
personas ajenas a la Administración, ni aquellas que lo hubieran estado,  pero que no se 
encuentren ya en esa función.  Esta responsabilidad es conocida como Responsabilidad 
Administrativa en la medida en que las sanciones a aplicar son una consecuencia de la 
responsabilidad administrativa.  Se le conoce como administrativa porque su ámbito se agota 
en el seno mismo de la administración, mediante el expediente administrativo disciplinario en el 
que solamente intervienen la Administración representada por el jerarca con potestad 
disciplinaria, y el órgano director del procedimiento, y frente a ésta, el funcionario acusado de la 
falta y su abogado defensor en caso de contar con él. En esta etapa no es necesaria la esfera 
jurisdiccional, que está reservada para analizar las otras responsabilidades derivadas como 
pueden ser las civiles o penales. 
 
3.2) Responsabilidad Penal.  Todas las responsabilidades no son excluyentes, pueden ser 
afectadas en sus dominios con un solo acto, debido a que cada rama tiene sectores normativos 
diferentes, los que son compatibles entre sí, pero independientes.  El Código Penal en su título 
XV, enumera los delitos contra los deberes de la función pública, o sea, aquellos que únicamente 
tienen como sujeto del delito al funcionario público. Los delitos en los que pueda incurrir un 
servidor público, pueden denominarse propios o impropios.  El primero se denominó así porque 



   

se efectúa en relación con la función que debe realizar el funcionario; el segundo se caracteriza 
porque pueden ser realizados por particulares; pero, que al ser realizados por un servidor 
público, aprovechándose éste de las ventajas y facilidades del puesto que ocupa, se convierte 
en un agravante del delito. 
 
Tenemos entonces que un funcionario a quién se le atribuya una responsabilidad administrativa, 
puede adicionalmente atribuírsele responsabilidad penal, ya que el Derecho Penal lo que tiene 
por finalidad es el mantenimiento y la reintegración del orden jurídico penal. Ese comportamiento 
antijurídico y culpable, ha de estar sancionado por una ley previa. (Principios de Legalidad y 
Tipicidad).  La comisión de un delito por parte de un funcionario (a) público (a) genera un 
agravante; y esto tiene como fundamento la consideración de que el funcionario ha de tener un 
mayor conocimiento de la ley y por lo tanto comprende el sentido que sus actuaciones deben 
tener, así como del imperio de que goza en el ejercicio de sus funciones, y en consecuencia no 
debe aprovecharse de esas circunstancias para la comisión de hechos delictuosos.  “Al actuar 
en forma incorrecta, el funcionario está desmereciendo la función pública que se le ha 
encomendado por la ley y que le exige un supuesto de dignidad,  la cual cuando es ausente, 
hiere la personalidad del Estado y por lo tanto la del conglomerado social que depositó su 
confianza en él”. (LEIVA Rodolfo, La Responsabilidad Penal de los Funcionarios Públicos, San 
José, Tesis de Grado para optar al título de Licenciado en Derecho, Facultad de Derecho, 
Universidad de Costa Rica, 1958, p.34). 
 
Para que la calidad del funcionario público sea considerada como agravante propiamente dicha, 
es necesario que quien la tiene, se sirva de ella como un medio para la comisión de delitos. 
 
3.3) Responsabilidad Civil.  Adicionalmente a la responsabilidad administrativa, puede darse la 
responsabilidad civil del funcionario público.  Esta responsabilidad tiene como afectación la 
esfera patrimonial del servidor, quien estará obligado a indemnizar a la Administración o a un 
tercero, cuando su actuación haya producido daños o perjuicios.  El artículo 199 de la LGAP, es 
categórico al señalar que la responsabilidad del servidor público ante terceros le es atinente sólo 
y únicamente si hubiera actuado con dolo o culpa grave, encontrándose excluida la 
responsabilidad objetiva. Por consiguientemente seria acreedor además de la sanción 
disciplinaria administrativa, de la obligación de indemnizar los daños y perjuicios. Según el 
artículo 201 de la misma ley, la administración será solidariamente responsable con su servidor 
ante terceros, por los daños que éste cause en las condiciones señaladas por esta ley; es decir, 
cuando el Estado haya causado daños directamente por una ley, siempre y cuando la persona 
afectada demuestre tener interés legítimo lesionado y que este interés no es contrario al orden 
público ni a la moral ni a las buenas costumbres.  Así se infiere de la lectura a contrario sensu 
del artículo 195, en concordancia con el 194.3 de la LGAP. 
 
De la misma forma, los artículos 210 y 211 de la L.G.A.P disponen: 
 
"…Artículo 210.- 1. El servidor público será responsable ante la Administración por todos los 
daños que cause a ésta por dolo o culpa grave, aunque no se haya producido un daño a 
tercero…”. “Artículo 211.-1 El servidor público estará sujeto a responsabilidad disciplinaria por 



   

sus acciones, actos o contratos opuestos al ordenamiento, cuando haya actuado con dolo o 
culpa grave, sin perjuicio del régimen disciplinario más grave previsto por otra leyes… ". 
El funcionario(a), debe respetar el ordenamiento jurídico, de modo tal que su actuación u 
omisión los puede hacer responsables civilmente por los daños  y/o perjuicios que ocasionen. 
 
3.4)  En cuanto a la prescripción de la responsabilidad:  La prescripción de las responsabilidades 
administrativa y disciplinaria de los funcionarios (as), se regula en dos normas específicas, a 
saber el artículo 603 del Código de Trabajo y en el artículo 71 de la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República.  Disponen ambas normas: 
 
“…Artículo 603.-  Los derechos y acciones de los patronos para despedir justificadamente a los 
trabajadores o para disciplinar sus faltas prescriben en un mes, que comenzará a correr desde 
que se dio causa para la separación o, en su caso, desde que fueron conocidos los hechos que 
dieron lugar a la corrección disciplinaria.”. 

“…Artículo 71.- Prescripción de la responsabilidad disciplinaria.  La responsabilidad 
administrativa del funcionario público por las infracciones previstas en esta Ley y en el 
ordenamiento de control y fiscalización superiores, prescribirá de acuerdo con las siguientes 
reglas: 

a) En los casos en que el hecho irregular sea notorio, la responsabilidad prescribirá en cinco 
años, contados a partir del acaecimiento del hecho. 

b) En los casos en que el hecho irregular no sea notorio –entendido este como aquel hecho que 
requiere una indagación o un estudio de auditoría para informar de su posible irregularidad- la 
responsabilidad prescribirá en cinco años, contados a partir de la fecha en que el informe sobre 
la indagación o la auditoría respectiva se ponga en conocimiento del jerarca o el funcionario 
competente para dar inicio al procedimiento respectivo.  La prescripción se interrumpirá, con 
efectos continuados, por la notificación al presunto responsable del acto que acuerde el inicio 
del procedimiento administrativo.  Cuando el autor de la falta sea el jerarca, el plazo empezará 
a correr a partir de la fecha en que él termine su relación de servicio con el ente, la empresa o 
el órgano respectivo. 

Se reputará como falta grave del funcionario competente para iniciar el procedimiento 
sancionatorio, el no darle inicio a este oportunamente o el dejar que la responsabilidad del 
infractor prescriba, sin causa justificada….”. 

Para explicar el alcance y contenido del referido artículo 71, la Sala Segunda de la Corte 
Suprema de Justicia, en el voto No 2013-00408 de las 9:50 horas del 17 de abril del 2013, ha 
señalado:  “…Del texto resaltado se extrae que el plazo ampliado previsto en ese nuevo texto 
resulta de aplicación ya no solo a los funcionarios de la “Hacienda Pública” sino a toda persona 
funcionaria pública que incurra en las infracciones previstas en la Ley Orgánica de la Contraloría 
General de la República y en el ordenamiento de control y fiscalización superiores -Ley de 
Control Interno- cuyo objetivo fue fijar un marco de criterios mínimos que deberán observar la 
Contraloría General de la República y los entes u órganos sujetos a su fiscalización, para el 



   

establecimiento, funcionamiento, mantenimiento, perfeccionamiento y evaluación de sistemas 
de control interno, entendido como la serie de acciones ejecutadas por la administración activa, 
diseñadas para proporcionar seguridad en la consecución de los siguientes objetivos: a) 
Proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, 
irregularidad o acto ilegal; b) exigir confiabilidad y oportunidad de la información; c) garantizar 
eficiencia y eficacia de las operaciones; d) cumplir con el ordenamiento jurídico y técnico 
(artículo 8° de la Ley de Control Interno). De manera que el razonamiento realizado por el ad 
quem es acertado en el tratamiento que realiza de la naturaleza de las faltas para cuya 
prescripción no aplica el plazo dispuesto por el artículo 603 del Código de Trabajo sino el 
especialmente regulado por el artículo 71 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República….”. (El subrayado no es del original). 
 
En punto a lo anterior, debemos señalar que el artículo 603 del Código de Trabajo resultaría 
aplicable, para sancionar faltas relativas al incumplimiento de deberes, obligaciones y funciones 
propias de un funcionario (a), a manera de ejemplo: ausentismo, incumplimiento de tareas 
propias del cargo, retrasos en la presentación de informes o en la resolución de asuntos, faltas 
de respeto, y otras faltas graves.  El artículo 71 ibídem, se aplica a las infracciones que 
eventualmente comentan los funcionarios (as), al contrariar lo dispuesto en  la Ley Orgánica de 
la Contraloría General de la República, en las normas de ordenamiento de control y fiscalización 
del patrimonio, la hacienda pública y presupuesto. 
 
CONSIDERANDO 4): PARA EXIGIR RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA, Y/O PENAL, 
Y/O CIVIL AL FUNCIONARIO (A) SEA POR ACCION O POR OMISION, ES NECESARIO QUE 
EXISTA CULPA GRAVE O DOLO.  La responsabilidad en cualquiera de sus dimensiones 
(administrativa-disciplinaria, penal o civil), para que sea exigible a un funcionario (a), sea porque 
realizó una acción, acto o contrato o bien porque incurrió en una omisión, es necesario que se 
acredite si en la intencionalidad de ese servidor (a) público (a) ha mediado culpa grave o dolo. 
Para mayor claridad en este tema, la Contraloría General de la República citando incluso a la 
Procuraduría General de la República, ha señalado en lo que interesa:  “…Cabe destacar en 
primer término, que tanto la responsabilidad disciplinaria como civil del servidor público se 
encuentran reguladas en los artículos 199 a 213 de la Ley General de la Administración Pública; 
para efectos del caso en estudio interesa señalar lo que al respecto indican los numerales 210 
Y 211 de dicha ley: "…Artículo 210.- 1. El servidor público será responsable ante la 
Administración por todos los daños que cause a ésta por dolo o culpa grave, aunque no se haya 
producido un daño a tercero…”. “Artículo 211.-1 El servidor público estará sujeto a 
responsabilidad disciplinaria por sus acciones, actos o contratos opuestos al ordenamiento, 
cuando haya actuado con dolo o culpa grave, sin perjuicio del régimen disciplinario más grave 
previsto por otra leyes… ". Asimismo, ante la presencia de un daño o conducta irregular causada 
a la Administración, ésta se encuentra en la obligación de resarcirse del funcionario que haya 
sido responsable de ese daño, de conformidad con el artículo 203.2 de la misma ley citada. Es 
importante a su vez comentar, en segundo término, los conceptos de culpa grave y dolo, en 
virtud de constituir elementos indispensables en la responsabilidad del servidor, ya que de no 
existir alguno de esos elementos subjetivos, el servidor no sería acreedor de ninguna sanción, 
aunque el perjuicio o irregularidad haya operado efectivamente, En torno al tema del dolo y la 
culpa grave, la Procuraduría General de la República señaló lo siguiente en su opinión jurídica 



   

número C-030-99.J: "[...] De conformidad con en ese sistema, el funcionario es personalmente 
responsable, frente a terceros y a la Administración cuando haya actuado con dolo o culpa grave 
(art.. 199 y 210 de la Ley General de la Administración Pública). [...] En lo demás supuestos, 
incluidos la omisión de actuar con una diligencia debida o la omisión de un deber funcional, es 
necesario analizar en cada caso concreto si el servidor actuó con culpa grave (4) o dolo (5) a 
efectos de determinar 1a responsabilidad civil. NOTA 4: Sobre el concepto de culpa grave se 
ha señalado: "De las variadas clasificaciones de la culpa que la doctrina suele establecer, la 
más relevante a efectos civiles es la que distingue de la culpa leve ordinaria la culpa grave o 
lata. La culpa grave o lata consiste en un apartamiento de gran entidad del modelo de diligencia 
exigible: No prever o no evitar lo que cualquier persona mínimamente cuidadosa hubiera 
previsto o evitado. Puede ser grave tanto la culpa consciente como la culpa inconsciente o sin 
previsión. En el primer caso, siempre que el agente no haya querido ni aceptado la producción 
de la falta de cumplimiento o del evento dañoso previsto, pues entonces habría dolo, siquiera 
eventual". (Enciclopedia .Jurídica Básica, Volumen 11, Editorial Civitas, España, 1995, pág. 
1865). NOTA 5: La diferencia entre los conceptos de dolo o culpa ha sido analizada de la 
siguiente forma: "La acción u omisión han de ser culpables, esto es, producto de la deliberada 
voluntad de dañar (dolo) o de negligencia o imprudencia (culpa) del agente, La diferencia entre 
estas dos formas de culpabilidad radica en la voluntariedad o intencionalidad", (Enciclopedia 
Jurídica Básica, Volumen /1, Editorial Civitas, España, 1995, pág, 2585). (Contraloría General 
de la República, División de Asesoría y Gestión Jurídica. Resolución de las 9:00 horas del 15 
de octubre de 1999. En sentido similar voto No 1022-93 de la Sala Cuarta de la Corte Suprema 
de Justicia).  
 
Profundizando en el concepto de culpa grave, el máximo órgano fiscalizador de la hacienda 
pública en Costa Rica, dispuso:  “…La culpa grave, exigida como condición para exigir la 
responsabilidad civil de los funcionarios se puede dar cuando en la actuación ha mediado ya 
sea, negligencia, imprudencia o impericia. Para los efectos de esta resolución puede 
conceptualizarse con la definición dada por el autor Guillermo Cabanellas: “la omisión de la 
diligencia o cuidado que debe ponerse en los negocios, en las relaciones con las personas y en 
el manejo o custodia de las cosas.” (CABANELLAS, Guillermo, Diccionario de Derecho Usual, 
Buenos Aires, Tomo I 1953, p 742). Así, podría decirse que en las relaciones humanas es dable 
esperar una conducta socialmente aceptada, de forma tal que si se transgrede esa norma por 
descuido o falta de diligencia (negligencia) se incurre en una falta.  [...]”. (Despacho del 
Contralor. Resolución de las 8:00 horas del 24 de mayo del 2001). 

Esos conceptos, se recogen en la L.G.A.P, la cual establece en artículo 211 que el servidor (a) 
público (a) estará sujeto a responsabilidad disciplinaria por sus acciones, actos o contratos 
opuestos al ordenamiento jurídico, cuando ha actuado con dolo o culpa grave, sin perjuicio de 
que exista un régimen más grave en otras leyes. Para esos fines se debe seguir un 
procedimiento en el que se brinden todas las garantías al funcionario (a).  El artículo 213 de ese 
mismo cuerpo normativo, también contiene un principio importante de tomar en cuenta a la hora 
de determinar responsabilidades, dispone este numeral: “A los efectos de determinar la 
existencia y el grado de la culpa o negligencia del funcionario, al apreciar el presunto vicio del 



   

acto al que se opone, o que dicta o ejecuta, deberá tomarse en cuenta la naturaleza y jerarquía 
de las funciones desempeñadas, entendiéndose que cuanto mayor sea la jerarquía del 
funcionario y más técnicas las funciones, en relación al vicio del acto, mayor es su deber de 
conocerlo y apreciarlo debidamente”.  

En conclusión,  para establecer la responsabilidad  administrativa-disciplinaria y/o civil,  es 
necesario acreditar si en la actuación u omisión del funcionario (a) existe culpa grave o por dolo, 
y además hay que valorar la naturaleza y jerarquía de las funciones desempeñadas. La 
responsabilidad administrativa-disciplinaria, debe determinarse previo procedimiento 
administrativo ordinario reglado en los artículos 308 y siguientes de la L.G.A.P. 
 
CONSIDERANDO 5): HECHOS PROBADOS: Los hechos que se tienen por probados en el 
presente procedimiento son los siguientes: 
 

5.1) Que los señores Juan Manuel González Zamora, cédula número 4-0092-0565, Lucrecia 
González Zumbado, cédula número 4-0089-0049, Manuel González Murillo, cédula número 1-
0528-0115, José Manuel Matamoros García, cédula número 8-0067-0348,  y el señor Carlos 
Alvarado Luna,  cédula número 4-0111-0522, fueron juramentados como miembros de la Junta 
Directiva del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén en el artículo 4 de la sesión 
ordinaria 73-2011 celebrada el 6 de diciembre de 2011. (Ver expediente administrativo folios 228 
a 230). 
  
5.2) Que la JDCCDRB, en el acuerdo del Artículo 4, de la Sesión ordinaria No. 14-2011, 
celebrada el 04 de abril del 2011, aprobó el Estudio Científico -Tarifario para el Alquiler de las 
Instalaciones Deportivas Administradas por el Comité de Deportes y Recreación de Belén”. En 
el Considerando VI del referido estudio, punto Tercero, se consignan las tarifas de alquiler 
correspondientes a la Cancha de Fútbol Sintética del Polideportivo.  Asimismo en el punto 
Cuarto se indica que en cuanto a la disponibilidad de espacio de la instalación deportiva, el uso 
comunal y las asociaciones deportivas tendrán prioridad. Por su parte en el punto Décimo, se 
establece que cuando un Belemita u organización comunal, deportiva o recreativa acreditada 
ante el CCDRB, requiere del uso de las instalaciones deportivas para una actividad, no tendrá 
costo dentro del espacio denominado comunal. (Ver folios 180 al 187 del expediente 
administrativo). 
  
5.3) Que el 10 de enero del 2012, el Concejo Municipal de Belén, en el artículo 13 de la Sesión 
ordinaria No. 03-2012, conoció el Oficio ADM-1214-2011, del 30 de diciembre de 2011, el cual 
contiene un informe del Administrador general del CCDR de Belén. (Ver folios 004 al 008 del 
expediente administrativo). 
 
5.4) Que el referido informe, tenía como propósito cumplir dos acuerdos  de ese  Concejo, 
mediante los cuales se solicitaba al citado Comité, entre otros aspectos, información  sobre un 
convenio entre ese Comité de Deportes  y un equipo de Fútbol, de la Primera división, para el 
uso de las instalaciones del Polideportivo de Belén y la Cancha de Fútbol Sintética. El informe 



   

fue remitido a estudio de la Auditoría Interna, la Asesoría Legal y del Contralor de Servicios. (Ver 
folios 004 y 008 del expediente administrativo). 
 
5.5) Que el 17 de febrero del 2012, mediante  el oficio AI-07-2012, dirigido al Concejo Municipal, 
la Auditoría Interna, refiriéndose al citado oficio ADM-1214-2011, efectuó una advertencia, sobre 
el uso de  las instalaciones del Polideportivo (cancha de fútbol sintética, entre otras), por parte 
del citado equipo de fútbol de la Primera división. De la misma forma se advirtió que el uso de 
esas instalaciones sin un convenio formalizado, podría resulta improcedente y que era necesario 
contar con el criterio de la Dirección Jurídica de la Municipalidad. (Ver folios del 009 al 011 del 
expediente administrativo). 
 
5.6) Que el 21 de febrero de 2012, en el Artículo 9 de la Sesión Ordinaria No. 12-2012, el 
Concejo conoció el citado oficio de advertencia AI-07-2012  y se dispuso trasladar una copia a 
la JDCCDRB y a la Dirección Jurídica de la Municipalidad de Belén para su análisis. (Ver folios 
del 012 al 014 del expediente administrativo). 
 
5.7) Que el 25 de febrero de 2012, en el Artículo 5 de la Sesión Ordinaria No. 07-2012, la 
JDCCDRB, conoció el oficio AI-07-2012, y acordó por unanimidad, pedir un informe a la 
Administración de ese Comité. En esta sesión estuvieron presentes, las siguientes personas: 
Juan Manuel González Zamora, Lucrecia González Zumbado, Manuel González Murillo y José 
Manuel Matamoros García. Ausente Justificado: Carlos Alvarado Luna. (Ver folios del 015 al 019 
del expediente administrativo). 
 
5.8) Que desde el 25 de febrero del 2012, la JDCCDRB, conoció en relación con la no 
procedencia del préstamo, de las instalaciones de la cancha sintética a esa entidad privada. 
(Ver Hecho Probado 5.7) y folios del 015 al 019 del expediente administrativo). 
 
5.9) Que el 3 de marzo del 2012, en el Artículo Nº 9, de la Sesión Ordinaria No. 08-2012, la 
JDCCDRB, con fundamento en lo consignado en el Artículo 58 del Reglamento para la 
Organización y Funcionamiento  del Comité de Deportes de Belén, tomó el siguiente acuerdo, 
como definitivamente aprobado:  “Se acuerda por unanimidad autorizar el permiso para que el 
Equipo de Fútbol de Primera División de Belén pueda utilizar la cancha de fútbol sintética de las 
instalaciones del Polideportivo de Belén como su cancha sede tanto para entrenamientos como 
para partidos oficiales, lo anterior respetando el horario establecido para el uso de las 
instalaciones del Polideportivo en la Sesión número 22-2010 de la Junta Directiva del CCDYRB 
de fecha viernes 28 de mayo del 2010.” En dicha sesión estuvieron presentes, las siguientes 
personas: Juan Manuel González Zamora, Lucrecia González Zumbado, Manuel González 
Murillo, José Manuel Matamoros García,  y Carlos Alvarado Luna. (Ver folio 020 del expediente 
administrativo). 
 
5.10) Que el 17 de marzo del 2012, en el Artículo 6, de la Sesión Ordinaria No. 10-2012, la 
JDCCDR, conoció el oficio ADM-0345-2012  del Administrador General, el cual contiene el  
informe solicitado por la Junta Directiva (Hecho Probado 5.7).  En el informe del oficio ADM-
0345-2012, el Administrador General del Comité realiza enumeraciones de hechos, referidas a 
los convenios con las asociaciones deportivas,  a la cronología del estudio tarifario, y a la 



   

aprobación del Reglamento de Funcionamiento del Comité de deportes. (Ver folios 021 al 029 
del expediente administrativo).  
 
5.11)  Que el referido acuerdo tomado en el Artículo 6 de la sesión ordinaria No 10-2012, fue 
aprobado con tres votos a favor, de los Sres. Juan Manuel González Zamora, José Manuel 
Matamoros García y Carlos Alvarado Luna; y dos en contra de Sra. Lucrecia González Zumbado 
y del Sr. Manuel González Murillo. (Ver folios 021 al 029 del expediente administrativo).  
 
5.12) Que el 24 de abril de 2012, en el Artículo 9 de la Sesión Ordinaria No. 25-2012, el Concejo 
conoció el oficio del Administrador General del Comité ADM-580-2012 y acordó, entre otros 
aspectos, dejarlo en estudio de ese Concejo y trasladarlo a la Dirección Jurídica, para su análisis 
y lo correspondiente. Asimismo dispuso consultar a la JDCCDRB, para que aclarara qué 
mecanismo o figura se estaba utilizando para el uso de las instalaciones deportivas del 
Polideportivo. (Ver folios del 030 al 037 del expediente administrativo). 
 
5.13) Que el 12 de mayo del 2012, mediante el acuerdo del Artículo 6, de la Sesión Ordinaria 
No. 18-2012, la JDCCDRB dispuso en lo conducente:  “Se acuerda por unanimidad Primero: 
responder al Concejo Municipal que el mecanismo utilizado para el uso de las instalaciones 
deportivas del Polideportivo de Belén se realiza bajo la modalidad de préstamo según los 
artículos 58 y 59 del Reglamento de Funcionamiento del Comité de Deportes, por lo tanto no 
existe ningún convenio firmado para el uso de las instalaciones del Polideportivo con las 
diferentes Asociaciones Deportivas que hacen uso de él. (…) ”.  En esa sesión estuvieron 
presentes las siguientes personas: Juan Manuel González Zamora, Lucrecia González 
Zumbado, y José Manuel Matamoros García.  Estuvieron ausentes con justificación: Manuel 
González Murillo  y Carlos Alvarado Luna. (Ver folios del 038 al 046 del expediente 
administrativo). 
 
5.14) Que el 19 de junio del 2012, mediante el oficio AI-49-2012 dirigido a ese Concejo,  la 
Auditoría Interna realizó una nueva advertencia sobre este caso, y en lo pertinente lo siguiente:  
“… 1. Esta Auditoría ha señalado, en varias ocasiones, la necesidad de contar, lo antes posible, 
con convenios formalizados, con apego al bloque de legalidad, para el uso de oficinas 
administrativas e instalaciones deportivas, por parte de asociaciones deportivas. A la fecha, 
según lo indicado en los oficios ADM-0580-2012 y AA-182-2012, pese a las acciones llevadas a 
cabo, se carece de esos convenios.  Para su formalización se deberán considerar en lo 
pertinente, entre otros aspectos, las observaciones formuladas por la Auditoría en el oficio AI-
07-2012. 
 
2. Se hace referencia en el oficio ADM-0580-2012, a un acuerdo tomado por la Junta Directiva 
del Comité, en la sesión No 08-2012, del 03 de marzo del 2012, por medio del cual el Comité 
autorizó el uso por parte de un equipo de fútbol de primera división, de las instalaciones en el 
polideportivo, para entrenamientos y partidos oficiales. No obstante lo anterior, no existe 
convenio que regule el uso de esas instalaciones por parte de ese equipo.  La autorización del 
uso de esas instalaciones a una organización privada, sin el respaldo de un contrato o convenio, 
formalizado con apego al bloque de legalidad, podría generar eventuales responsabilidades….”. 
(Ver folios del 047 al 049 del expediente administrativo). 



   

 
5.15) Que el 26 de Junio de 2012, en el Acuerdo del artículo 12 de la Sesión ordinaria No. 40-
2012, el Concejo conoció la advertencia de la Auditoría, del oficio  AI-49-2012, y acordó, entre 
otros aspectos, reconfirmar al CCDRB que las observaciones y recomendaciones de la Auditoría 
interna son de acatamiento obligatorio e inmediata aplicación, y se trasladó el acuerdo a la  
Dirección Jurídica y al Asesor Legal, para su análisis y recomendación. (Ver folios 050 y 051 del 
expediente administrativo). 
 
5.16) Que el 30 de Junio de 2012, mediante el acuerdo del Artículo 19, de la Sesión Ordinaria 
No. 25-2012, la JDCCDRB conoció la advertencia de la Auditoría Interna, mediante el oficio AI-
49-2012 y acordó por unanimidad,  dejar en estudio, para la próxima sesión, el citado oficio de 
la Auditoría.  En esta sesión estuvieron presentes, las siguientes personas: Juan Manuel 
González Zamora, Lucrecia González Zumbado, Manuel González Murillo, José Manuel 
Matamoros García,  y Carlos Alvarado Luna. (Ver folios  052 y 053 del expediente 
administrativo). 
 
5.17) Que el  07 de julio del 2012, mediante el acuerdo del Artículo 10, de la Sesión Ordinaria 
No. 26-2012, la Junta Directiva del Comité, tomó el siguiente acuerdo, como definitivamente 
aprobado y por unanimidad: Revocar el acuerdo tomado en Sesión Ordinaria  Nº 25-2012, 
artículo 19 (Ref.AA-248-2012) sobre el oficio AI-49-2012 de la Auditoría Municipal y dejar en 
estudio de la Junta este asunto, hasta recibir por parte del Concejo Municipal el criterio de la 
Dirección Jurídica sobre este tema.  En dicha sesión estuvieron presentes las siguientes 
personas: Juan Manuel González Zamora, Lucrecia González Zumbado, Manuel González 
Murillo, y José Manuel Matamoros García. Estuvo Ausente sin justificación Carlos Alvarado 
Luna. (Ver folio 054 del expediente administrativo). 
 
5.18) La Dirección Jurídica de la Municipalidad, mediante el Oficio DJ-231-2012, del 04 de Julio 
de 2012,  respondió a los requerimientos de información por parte del Concejo Municipal y se 
recomienda la revocación del acuerdo de la Junta Directiva del Comité, tomado en el Artículo 
No. 9, de la Sesión Ordinaria No. 08-2012, del 3 de marzo del 2012, donde se otorgó el citado 
permiso de uso de la cancha. Asimismo en ese documento, se señalaron opciones para la 
posible solución de ese caso. (Ver folios del 055 al 070 del expediente administrativo).  
 
5.19)  Que el 10 de julio del 2012,  en el Artículo 25 de la Sesión Ordinaria No. 43-2012, el 
Concejo Municipal de Belén, avaló el DJ-231-2012 y dispuso, trasladar el asunto a la JDCCDRB 
para su fiel cumplimiento del DJ-231-2012; y aplicación de todas las recomendaciones legales 
y técnicas de forma inmediata. (Ver folios del 071 al 082 del expediente administrativo). 
 
5.20)  Que el  28 de julio del 2012, en el Artículo 8 de la Sesión Ordinaria No. 29-2012, la 
JDCCDRB, conoció la notificación del acuerdo descrito en el Hecho Probado 5.19. El acuerdo 
correspondiente, tomado por el Comité en esa ocasión,  indica lo siguiente:  “Se acuerda con 
tres votos a favor y uno en contra del señor Manuel González Murillo que no se derogue el 
acuerdo del artículo 9 de la Sesión Ordinaria No. 08-2012 del 3 de marzo del 2012, el cual no 
podría derogarse por haber sido tomado por unanimidad y no existiendo unanimidad se 
mantenga por un mes la vigencia de dicho acuerdo y crea la comisión para que redacte el 



   

Convenio de alquiler o de reciprocidad para el uso de la cancha en un plazo de 30 días hábiles 
a partir de la aprobación de esta acta.” 
 
En esa Sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan Manuel González Zamora, 
Lucrecia González Zumbado, Manuel González Murillo, y  José Manuel Matamoros García. 
Estuvo ausente con justificación Carlos Alvarado Luna. (Ver folios del 083 al 096). 
 
5.21) Que el 14 de agosto del 2012 en el acuerdo del Artículo 6, de la Sesión Ordinaria No. 50-
2012, el Concejo Municipal de Belén acordó, solicitar a la JDCCDRB y al Administrador, un 
informe del cumplimiento de las advertencias de la Auditoría Interna y del oficio DJ-231-2012 de 
la Dirección Jurídica de esa Municipalidad. (Ver folio 097 del expediente administrativo). 
 
5.22) Que el 25 de agosto del 2012, en el Artículo 13, de la Sesión Ordinaria No. 33-2012, la 
JDCCDRB, adoptó el siguiente acuerdo:  “Se acuerda por unanimidad comunicar al Concejo 
Municipal de Belén lo siguiente: “Primero: Esta Junta Directiva está de acuerdo con el 
cumplimiento de lo solicitado por la Auditoría Municipal en su oficio  AI-49-2012 y en el 
seguimiento de las recomendaciones y sugerencias emitidas por la Dirección Jurídica de la 
Municipalidad de Belén en su oficio DJ-231-2012. Segundo: ” Que en virtud del acatamiento de 
lo dispuesto en el punto 3) de las CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES del oficio DJ-231-
2012 se conformó una Comisión para la confección de un Convenio o contrato en el que se 
establezcan prestaciones recíprocas y equilibradas desde el  punto de vista tanto del Comité, 
como para la Sociedad Belén FC y tomando en cuenta los plazos fijados para el cumplimiento 
de estas recomendaciones  por el Concejo Municipal en su oficio Ref-4325-2012 es que les 
solicitamos que con el afán de que la revocatoria del Artículo 9 de la Sesión Ordinaria Nº 08-
2012 del CCDYRB, según lo recomienda la Dirección Jurídica no sea arbitraria ni intempestiva, 
se reconsidere el plazo fijado para la firma del Convenio y se apruebe un plazo de quince días 
adicionales al actual ya que de lo contrario podríamos causar una (sic) daño irreversible al 
Equipo de Fútbol Belén FC y muy posible que se queden sin cancha por un tiempo y con ello 
perder los puntos del Campeonato Nacional de Fútbol de Primera División.  Tercero: Informar 
que la justificación que se tomó para no haber derogado el acuerdo Artículo 9 (sic) de la Sesión 
Ordinaria Nº 08-2012 del CCDYRB hasta estos momentos está basado en consideraciones de 
conveniencia de las partes para que su efecto no sea arbitrario ni intempestivo.” 
 
En esta sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan Manuel González Zamora,  
Lucrecia González Zumbado, Manuel González Murillo, José Manuel Matamoros García y 
Carlos Alvarado Luna. (Ver folios 098 y 099 del expediente administrativo). 
 
5.23)  Que el 28 de agosto del 2012, por medio del Oficio AI-65-2012, la Auditoria realizó una 
tercera advertencia sobre este mismo tema. Se indica la necesidad de que se atienda lo indicado 
en el Oficio DJ-231-2012 del 04 de julio del 2012, de la Dirección Jurídica  y los acuerdos 
tomados por el Concejo Municipal y se adopten las acciones pertinente, en relación con el 
permiso de uso otorgado al equipo de primera división de futbol, representado por la Sociedad 
Anónima Corporación Deportiva Belén, Siglo XXI F.C, persona jurídica 3-101-591836 entidad 
privada de naturaleza lucrativa.( Ver folios del 100 al 102 del expediente administrativo). 
 



   

5.24) Que el 01 de setiembre del 2012, en el Artículo 04, de la Sesión Ordinaria No. 34-2012, la 
JDCCDRB conoció la advertencia de la Auditoría, contenida en el oficio AI-65-2012. En esa 
ocasión no se tomó un acuerdo, con respecto al cumplimiento de esa advertencia.  En dicha 
sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan Manuel González Zamora,  Lucrecia 
González Zumbado, Manuel González Murillo, José Manuel Matamoros García y Carlos 
Alvarado Luna. (Ver folios del 103 al 105 del expediente administrativo). 
 
5.25) Que el 04 de setiembre de 2012, en el Artículo 15 de la Sesión Ordinaria No. 54-2012, el 
Concejo conoció la advertencia de la Auditoría contenida en el Oficio AI-65-2012, y dispuso en 
lo conducente:  “Primero: Trasladar a la Junta Directiva del CCDRB para el cumplimiento 
obligatorio e inmediato de todos los acuerdos mencionados y recomendaciones explícitas en el 
Oficio AI-065-2012. Segundo: Instruir al CCDRB para que presente a este Concejo Municipal 
una propuesta antes del día 28 de setiembre del 2012.”  Tercero: Solicitar a la Dirección Jurídica 
la revisión de la propuesta de convenio o contrato sobre el tema para recomendación de este 
Concejo Municipal. Cuarto: Comunicar al CCDRB que en caso de no acatar las disposiciones 
de la Auditoría y los acuerdos de este Concejo Municipal, correspondería valorar la posibilidad 
de establecer las responsabilidades que eventualmente pudieran corresponder, de conformidad 
con el Artículo 22, inciso d) de la Ley General de Control Interno y la normativa vigente.”. (Ver 
folios 106 y 107 del expediente administrativo). 
 
5.26) Que el 04 de setiembre del 2012, en el Artículo 13 de la Sesión Ordinaria 54-2012, se 
conoció por parte del Concejo Municipal de Belén, el oficio AA-306-2012 de Edwin Solano, 
encargado del Subproceso de Actas de la JDCCDRB, por medio del cual informa el acuerdo 
tomado por esa Junta en Sesión Ordinaria No 31-2012 del 11 de agosto del 2012 y ratificada en 
Sesión Ordinaria No 33-2012 del 25 de agosto del 2012. En este acuerdo se dispone comunicar, 
que la JDCCDRB, está de acuerdo en cumplir con el oficio AI-49-2012 y con el oficio DJ.231-
2012. De la misma forma se acordó lo siguiente: “Segundo: Que en virtud del acatamiento de 
los dispuesto en el punto 3) de las CONCLUCIONES Y RECOMENDACIONES del oficio DJ-
231-2012 se conformo una comisión para la confección de un convenio o contrato en que se 
establezcan prestaciones recíprocas y equilibradas desde el punto de vista tanto del comité, 
como para la Sociedad Belén FC y tomando en cuenta los plazos fijados para el cumplimiento 
de estas recomendaciones por el Concejo Municipal en su oficio Ref.4325-2012 es que les 
solicitamos que con el afán de que la revocatoria del artículo 9 de la Sesión Ordinaria No 08-
2012 del CCDRB, según lo recomienda la Dirección Jurídica no sea arbitraria ni intempestiva, 
se reconsidere el plazo fijado para la firma del convenio y se apruebe un plazo de quince días 
adicionales al actual ya que de lo contrario podríamos causar un daño irreversible al Equipo de 
Futbol Belén FC y es muy posible que se queden sin cancha por un tiempo y con ello perder los 
puntos del Campeonato Nacional de Fútbol de Primera División. Tercero: Informar que la 
justificación que se tomó para no haber derogado el acuerdo Artículo 9 de la Sesión Ordinaria 
No 08-2012 del CCDYRB hasta estos momentos este basado en consideraciones de 
conveniencia de las partes paras que se efecto (sic) no sea arbitrario ni intempestivo…”.  
 
La JDCCDRB, acordó por unanimidad dar por recibido y archivar. En la votación de este acuerdo 
estuvieron los cinco miembros de Junta Directiva investigados. (Ver folios 108 al 110 del 
expediente administrativo). 



   

 
5.27)  Que el 22 de setiembre del 2012, en el Artículo 17, de la Sesión Ordinaria No. 37-2012, 
la JDCCDRB conoció el oficio con la Referencia No. 5411/2012, del 12 de setiembre del 2012 
de la Secretaria del Concejo. En ese documento se comunicó el acuerdo relativo al cumplimiento 
del oficio AI-65-2012.  Al respecto la referida Junta Directiva, acordó por unanimidad, dar por 
recibido, incluir en el expediente y archivar. En esa Sesión estuvieron presentes las siguientes 
personas: Juan Manuel González Zamora, Manuel González Murillo, José Manuel Matamoros 
García y Carlos Alvarado Luna. Según la certificación correspondiente, la Señora Lucrecia 
González Zumbado, se presentó  a las 8:20 AM por lo que se integró a la Sesión con voz pero 
sin voto. (Ver folios 111 y 112 del expediente administrativo). 
 
5.28) Que el 22 de setiembre del 2012, mediante el acuerdo del Artículo 03, de la Sesión 
Ordinaria No. 37-2012, la JDCCDRB, conoció el Acta Nº 02-2012, con fecha viernes 21 de 
setiembre del 2012, de la Comisión de Análisis y recomendación del Convenio de Préstamo del 
Polideportivo de Belén, entre el CCDRB y la Corporación Deportiva Belén Siglo XXI Sociedad 
Anónima Deportiva.  En dicho acuerdo, la Junta Directiva del Comité, dispuso por unanimidad 
lo siguiente:  “Primero: Aprobar la Propuesta de CONVENIO DE PRÉSTAMO DEL 
POLIDEPORTIVO DE BELÉN ENTRE EL COMITÉ CANTONAL DE DEPORTES Y 
RECREACIÓN DE BELÉN Y LA CORPORACIÓN DEPORTIVA BELÉN SIGLO XXI SOCIEDAD 
ANÓNIMA DEPORTIVA presentada por la Comisión de Análisis y Recomendación. Segundo: 
Autorizar la firma de dicho Convenio al Presidente de la Junta Directiva del Comité Cantonal de 
Deportes y Recreación de Belén una vez aprobado por el Concejo Municipal de Belén. Tercero: 
Instruir  al Proceso de Secretaría remitir este acuerdo al Concejo Municipal de Belén.” 
 
En esa Sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan Manuel González Zamora, 
Manuel González Murillo, José Manuel Matamoros García y Carlos Alvarado Luna. (Ver folios 
del 113 al 122 del expediente administrativo). 
 
5.29) Que en la Cláusula Vigésima de esa propuesta de convenio, se expresa lo siguiente:  “El 
presente Convenio deja sin efecto el acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria Nº 08-2012, artículo 
9, y cualquier acuerdo verbal previo, por expresa manifestación de voluntad de las partes 
contratantes. Cualquier manifestación, ulterior, deberá realizarse por escrito, previa aceptación 
de “El Comité.”. (Ver folios del 113 al 122 del expediente administrativo). 
 
5.30) Que el 02 de Octubre de 2012, en el Artículo 7 de la Sesión Ordinaria No. 62-2012, el 
Concejo conoció el oficio AA-343-2012, en el cual el CCDRB informa del acuerdo, referente a la 
aprobación de una propuesta de convenio, entre el  Comité de Deportes y la citada Sociedad 
anónima deportiva.  En el acuerdo correspondiente, el Concejo acordó trasladar el oficio a la 
Comisión de Asuntos Jurídicos y a la Dirección Jurídica para su análisis y recomendación. (Ver 
folios 144 y 145 del expediente administrativo). 
 
5.31) Que el 04 de diciembre de 2012,  en el  Artículo 24 de la Sesión Ordinaria No. 76-2012, el 
Concejo conoció el informe MB-083-2012, del Asesor legal. En ese informe, se llegó a  la 
siguiente conclusión:  “Que en el tema del uso que el equipo de primera división Belén 
Bridgestone por medio de la sociedad Corporación Deportiva Belén Siglo XXI F.C S.A. hace 



   

actualmente de las instalaciones del polideportivo municipal, pareciera que existen 
irregularidades importantes que deberían ser investigadas de forma clara por el órgano de 
control interno competente, con tal de determinar si se ha provocado algún daño a los intereses 
y la Hacienda Pública del cantón de Belén.”. El informe MB-083-2012, fue avalado por el 
Concejo. (Ver folios del 146 al 149 del expediente). 
 
5.32) Que el 21 de marzo del 2013, en el artículo 9 de la Sesión Ordinaria No. 19-2013, el 
Concejo conoció el dictamen del Director Jurídico de la Municipalidad, número DJ-082-2013, y 
en el que se analizó la propuesta del convenio referido.  En el acuerdo, se dispuso: trasladar 
ese criterio legal, a la Comisión de Asuntos Jurídicos, para su análisis y recomendación. (Ver 
folios del 155 al 158 del expediente administrativo). 
 
5.33) Que el 09 de abril del 2013, en el acuerdo del Artículo 15, de la Sesión Ordinaria No.22-
2013, el Concejo, en el contexto del conocimiento de los dictámenes de  las Comisiones de 
Asuntos Jurídicos y de Gobierno y Administración Nos. CAJ-07-2013 y CGA-11-2013, 
respectivamente, acordó por unanimidad, avalar esos dictámenes y para lo cual se dispuso en 
lo conducente:  “Segundo: Aprobar el oficio DJ-082-13 suscrito por el Dr. Ennio Rodríguez Solís. 
Tercero: En nuestra condición de jerarca en materia de  Control Interno y en ejercicio de nuestras  
potestades de fiscalización, remitir el oficio DJ-082-13 de la Dirección Jurídica al Comité 
Cantonal de Deportes y Recreación de Belén para que proceda a ajustar los convenios y demás 
actuaciones como administradores de los recursos públicos municipales encomendados a las 
indicaciones y recomendaciones contenidas en el referido dictamen legal. (. ..)”. ( Ver folios del 
159 al 161 del expediente administrativo. 
 
5.34) Que el 27 de abril de 2013, mediante el acuerdo del Artículo 21, de la Sesión ordinaria No. 
15-2013,  la JDCCDRB dispuso por unanimidad, trasladar el acuerdo del Concejo, citado en 
Hecho Probado 5.33) a la Comisión de redacción  del Convenio CCDRB, y Belén FC, para que 
se analicen las observaciones de la Asesoría Legal de la Municipalidad y sean integradas al 
convenio.  En esa sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan Manuel González 
Zamora, Lucrecia González Zumbado, José Manuel Matamoros García y Carlos Alvarado Luna.  
(  Ver folios del 162 al 164). 
 
5.35) Que el 27 de abril de 2013, mediante el acuerdo del Artículo 11, de la Sesión ordinaria No. 
15-2013, la JDCCDRB, en el contexto del análisis de un informe del Administrador General, 
dispuso lo que se transcribe a continuación:  “Se acuerda por unanimidad: Primero: Reafirmar 
el permiso de uso para que el Equipo de Fútbol Belén F.C. Pueda seguir realizando sus partidos 
del Campeonato Nacional de Fútbol de Primera División en el Polideportivo de Belén. Segundo:  
Comisionar  al señor Carlos Alvarado Luna para que converse con ambas partes y tratar de 
presentar una solución a este problema antes de la firma del Convenio de Uso de las 
Instalaciones del Polideportivo que se piensa firmar entre el CCDYRB y Belén FC.”  En esa 
Sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan Manuel González Zamora, Lucrecia 
González Zumbado, José Manuel Matamoros García y Carlos Alvarado Luna.  ( Ver folios del 
165 al 166 del expediente administrativo). 
 



   

5.36) Que el Concejo en el Artículo 4, de la Sesión Ordinaria No. 01-2013, celebrada el 19 de 
enero del 2013, aprobó el nuevo Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité 
de Deportes, el cual fue publicado en el Alcance No. 33 a la Gaceta  No. 34, del 18 de febrero 
del 2013, fecha a partir de la cual empezó a regir. 
 
5.37) Que en el mes de setiembre del año 2013, el Auditor Interno de la Municipalidad de Belén, 
elaboró  el Informe de Auditoría denominado Relación de Hechos RH-AI-01-2013  “Uso de la 
cancha de futbol del polideportivo por el Equipo de Fútbol de la Primera División de Belén”, en 
el que se establecen una serie de actuaciones administrativas atribuidas a los referidos 
miembros de la JDCCDRB período diciembre 2011 a noviembre 2013, actuaciones que podrían 
eventualmente generar responsabilidad administrativa disciplinaria y civil. (Ver expediente 
administrativo folios 201 a 222). 
 
5.38) Que en el Informe de Auditoría RH-AI-01-2013 antes citado, el Auditor Interno de la 
Municipalidad de Belén, Lic. Tomás Valderrama Rodríguez, recomienda al Concejo Municipal, 
dar inicio a un  procedimiento administrativo contra los miembros de la Junta Directiva (período 
de diciembre del 2011 a noviembre del 2013), por eventuales responsabilidades administrativas 
y civiles, (según corresponda a cada uno-a). (Ver expediente administrativo folio 201 a 222). 
  
5.39) Que mediante acuerdo tomado por el Concejo Municipal de Belén, en artículo 4 de la 
Sesión Ordinaria número 55-2013 celebrada el día 17 de setiembre del 2013, el suscrito Lic. 
Luis Antonio Álvarez Chaves, carne del Colegio de Abogados 6143, fui designado como Órgano 
Director del Procedimiento Administrativo Disciplinario y Civil antes referido. De la misma forma 
fui juramentado mediante acuerdo tomado en artículo 34 de la Sesión Ordinaria número 57-
2013 celebrada el día veinticuatro de setiembre de dos mil trece. (Ver expediente administrativo 
folio 231 a 238). 
 
5.40) Que en cumplimiento del acuerdo adoptado por el Concejo Municipal de Belén, se dicta 
por parte de este Órgano Director, la Resolución Inicial del Procedimiento Ordinario 
Administrativo por responsabilidad administrativa y civil, en resolución de las 9 horas del 19 de 
diciembre del año 2014. En la misma se indicó a los investigados la fecha en que se celebraría 
la audiencia oral y privada, en la cual, se incorporaría la prueba ofrecida por los endilgados y 
evacuaría la misma junto con la restante, incorporada previamente en el expediente 
administrativo. Para esos efectos fueron notificados todos los investigados (a) (Ver folios del 
245 al 277). 
 
5.41) Que en la citada resolución inicial del Procedimiento, se consignaron los cargos que se le 
atribuyen a los investigados. (Ver folios del 245 al 277 del expediente administrativo). 
 
5.42) Que los miembros de la JDCCDRB investigados, fueron notificados y apercibidos de la 
celebración de la comparecencia oral y privada, se realiza la misma a la hora y fecha señalada, 
es decir a las 9 horas del 6 de marzo del año 2015, estando presentes los señores: Juan Manuel 
González Zamora, Manuel González Murillo, José Manuel Matamoros García y Carlos Alvarado 
Luna, estos tres últimos representados por el Dr. Francisco Morera Alfaro, Carné del Colegio de 
Abogados número 1325. En dicha audiencia se admite toda la prueba documental ofrecida por 



   

las partes junto con el expediente, y en cuanto a la prueba testimonial el Dr. Morera Alfaro en la 
condición dicha, ofrece como testigos a los señores Robert Mauricio Garbanzo Ilama cédula de 
identidad 1-1137-0684, Miguel Alfaro Villalobos cédula de identidad 4-116-330 y Vinicio Antonio 
Alvarado Ureña cédula de identidad 2-481-541. En cuanto a la prueba pericial e inspección 
ocular en el sitio, ambas pruebas solicitadas por los representados por el Dr. Morera se reservó 
para ser valorada en su oportunidad. Acto seguido declaró el testigo citado de oficio Lic. 
Francisco José Ugarte Soto y  finalizó su declaración a las once horas cinco minutos. Este 
Organo Director, resolvió reprogramar la continuación de la audiencia para las 8:30 horas del 
19 de marzo del 2015, y el uso del medio de grabación que utiliza el Concejo Municipal de Belén 
en las Sesiones que realiza, quedando las partes notificadas en el acto. (Ver folios del 284 al 
289 del expediente administrativo). 
 
5.43) Que el 6 de marzo del 2015, los señores Juan Manuel González Zamora y Carlos Alvarado 
Luna, contestaron el emplazamiento realizado en su contra. (Ver folios del 290 al 310 del 
expediente). 
 
5.44) Que el 19 de marzo del año en curso, a las 9 horas, se continuó con la audiencia oral y 
privada del presente procedimiento administrativo ordinario disciplinario y civil, se encontraban 
presentes los señores, Manuel González Murillo, la señora Lucrecia González Zumbado, así 
como el Dr. Francisco Morera Alfaro, carne del Colegio de Abogados 1325, quien representa a 
los señores Juan Manuel González Zamora, José Manuel Matamoros García y Carlos Alvarado 
Luna. Al ser las 9:29 horas, se procedió a tomar la declaración del señor Tomas Valderrama 
González, Asistente de Auditoría. Al ser las 10:15 horas, procedió a declarar  el testigo Pablo 
Vindas Acosta. Posteriormente al ser las once horas cuarenta y ocho minutos, se recibió la 
declaración del señor Allan Araya González. Se continuó a las 13:38 horas  con la declaración 
del Dr. Ennio Rodríguez Solís. Finalmente se dispuso que para poder recibir los testimonios 
ofrecidos por el Dr. Morera Alfaro, y ante la solicitud expresa de dicho profesional, para atender 
compromisos profesionales previos, se interrumpió la audiencia y se señaló para la continuación 
, las 9 horas del 24 de marzo del año en curso. (La audiencia fue grababa en audio, ver minuta 
folios del 321  al 325 del expediente administrativo.). 
 
5.45) Que el 24 de marzo del año 2015, a las 9 horas,  se continuó con la audiencia oral y 
privada del presente procedimiento administrativo ordinario disciplinario y civil, se encontraban 
presentes los señores, Manuel González Murillo, la señora Lucrecia González Zumbado, así 
como el Dr. Francisco Morera Alfaro, carne del Colegio de Abogados 1325, quien representa a 
los señores Juan Manuel González Zamora, José Manuel Matamoros García  y Carlos Alvarado 
Luna. Al ser las 9:29 horas, se procedió a tomar la declaración del señor Vinicio Antonio Alvarado 
Ureña, cédula 2-481-541. Seguidamente al ser las 10:08 horas, se recibe al testigo Robert 
Mauricio Garbanzo Ilama, cédula de identidad 1-1137-684.  Al transcurrir 1:26:43 hrs de la 
audiencia se dispuso por parte de este Organo Director que el informe Económico solicitado por 
la representación del Dr. Morera Alfaro era improcedente, porque no había información de las 
donaciones efectuadas.  Se confirió audiencia por 5 días para que se refieran las partes a las 
grabaciones de la audiencia. Asimismo se procedió a establecer una audiencia  para el 10 de 
abril, en ese momento se resolvería lo relativo a la inspección en sitio. Finalmente el Dr. Morera 



   

desistió del informe económico. (La audiencia fue grababa en audio, ver minuta folios del 326  
al 329 del expediente administrativo.). 
 
5.46)  Que el 7 de abril del año en curso los señores Juan Manuel González Zamora, y Carlos 
Alvarado Luna, dentro del término concedido por este Organo Director, procedieron a ofrecer 
prueba documental, y realizaron manifestaciones adicionales. ( Ver folios del 330 al 357 del 
expediente administrativo). 
 
5.47)  Que mediante auto dictado por este Organo Director a las 15 horas del 8 de abril del 2015, 
se confirió audiencia sobre la documentación descrita en el Hecho anterior,  a los restantes 
miembros de la JDCCDRB investigados, para que se pronuncien al respecto en lo que 
consideren pertinente, por escrito o en forma oral, en la audiencia convocada para las 9 horas 
del 10 de abril del año en curso. Las partes fueron notificadas. (Ver folios del 358 al 361 del 
expediente administrativo). 
 
5.48) Que el 10 de abril del 2015, a las 9:30 horas se inició la audiencia oral y privada, convocada 
al efecto con la presencia del Dr. Francisco Morera Alfaro, carne del Colegio de Abogados 1325, 
quien representa a los señores Juan González Zamora, Jose Manuel Matamoros García y 
Carlos Alvarado Luna, y en presencia de la Sra. Lucrecia González Zumbado y el señor Manuel 
González Murillo, se otorgó audiencia a los investigados en relación con la documentación  en 
los dos Hechos anteriores, no hubo oposiciones a la misma. De la misma forma este Organo 
Director, resolvió programar la inspección en el sitio, para las 8:30 horas del día 13, y para 
presentar conclusiones  hasta el día 20, ambas fechas de abril del año en curso. (Ver folios 362 
y 363 del expediente administrativo). 
 
5.49) Que el día 13 de abril del 2015, a las 8:35 horas, con la presencia del Dr. Francisco Morera 
Alfaro, carne del Colegio de Abogados 1325, quien representa a los señores Juan González 
Zamora, Jose Manuel Matamoros García y Carlos Alvarado Luna, y con la participación el 
Administrador del Comité señor Pablo Vindas Acosta, se realizó la inspección en el Polideportivo 
de Belén, a efecto de acreditar las supuestas mejoras realizadas al inmueble, detallándose las 
actuaciones realizadas. (Ver folios 364 y 365 del expediente administrativo). 
 
5.50) Que mediante auto dictado por este Organo Director el día 13 de abril del año en curso, a 
las 15 horas, se confirió audiencia por 3 días hábiles, en relación  con la inspección ocular 
realizada en el Polideportivo de Belén, la cual vencía el dieciséis de abril del año en curso. Se 
indicó además que vencido ese plazo, las partes podían presentar conclusiones en el plazo de 
5 días hábiles (hasta el 23 de abril del año 2015), modificándose así cualquier otro señalamiento 
fijado con anterioridad. (Ver folios del 366 al 368 del expediente administrativo). 
 
5.51)  Que el 23 de abril del año 2015, los señores Juan Manuel González y Carlos Alvarado 
Luna, presentaron conclusiones e indicaron que son complementarias a las alegaciones ya 
realizadas.  

5.52) Que en el oficio ADM-2079-2013, del 06 de agosto del 2013, del Administrador General 
del Comité de Deportes, señor Pablo Vindas Acosta, se detalla el uso, dado  a la cancha, desde 



   

el 02 de marzo de 2012 hasta el 01 de junio de 2013, según registros escritos.( Ver folios del 
171 al 179 del expediente administrativo).  
 
5.53) Que en declaraciones rendidas en audiencia oral y privada dentro del presente 
Procedimiento, por el Administrador General del CCDRB, señor Pablo Vindas Acosta,  y el 
Director del Área Técnica de ese Comité, señor Allan Araya González se constata, que este 
último funcionario, no  llevaba un control en sitio, para acreditar el uso de la cancha sintética del 
Polideportivo de Belén, por parte del equipo de primera división de futbol de Belén, a pesar de 
que la cancha era utilizada por ese equipo. (Ver declaración del señor Pablo Vindas Acosta, 
Grabación 19 de marzo del 2015,  1:20.10 hrs a 1:26.49 hrs y declaración del señor Allan Araya 
González, Grabación del 19 de marzo del 2015 2:34:59 hrs a 2:37:27 hrs. Minuta de la Audiencia 
Oral y Privada folios 321 al 325 del expediente administrativo).  
 
5.54) Que en diferentes oportunidades el equipo de primera división de Futbol de Belén entrenó  
en la cancha sintética del Polideportivo. (Ver Hechos Probados 5.9 y 5.35  y ver declaración del 
señor Pablo Vindas Acosta, rendida en la Audiencia oral y privada del 19 de marzo del 2015, 
señaló 1:26:20 hrs a 1:26: 49 hrs) 
 
5.55) Que el Convenio de Préstamo de Uso, Administración y Mantenimiento de Instalaciones 
Deportivas y Recreativas, celebrado entre la Municipalidad de Belén y el CCDRB,  fue aprobado 
por el Concejo Municipal, en el acuerdo del Artículo 18 de la Sesión Ordinaria No. 72-2010, el 
30 de noviembre del 2010, y suscrito por el Alcalde y la presidenta del Comité de Deportes, el 
17 de marzo de 2011. El referido Convenio en la Cláusula Tercera, indica  en lo que interesa:  
“Alquiler por el Uso de Instalaciones. El alquiler por el uso de instalaciones deportivas  y 
recreativas, se regirá conforme lo establece el artículo 59  del Reglamento para la Organización 
y Funcionamiento del Comité Cantonal de Deportes y Recreación (…) ”.  (Ver folios del 188 al 
200, de esta Relación de Hechos). 
   
5.56) Que los señores Juan Manuel González Zamora, cédula número 4-0092-0565, Lucrecia 
González Zumbado, cédula número 4-0089-0049, Manuel González Murillo, cédula número 1-
0528-0115, José Manuel Matamoros García, cédula número 8-0067-0348,  y el señor Carlos 
Alvarado Luna,  cédula número 4-0111-0522, miembros de la JDCCDRB período diciembre 
2011-noviembre 2013, incurrieron responsabilidad administrativa disciplinaria y civil, por culpa 
grave en el ejercicio de sus funciones, ya que actuaron con negligencia, al tomar un acuerdo y 
ratificarlo después, en el sentido de facilitar el uso de la cancha sintética de futbol del 
Polideportivo al equipo de Futbol de la Primera división e Belén, administrado por la Corporación 
Deportiva Belén Siglo XXI F,C, S.A, sin realizar cobro alguno, en forma gratuita, sin que mediara 
un  convenio de préstamo de uso. Además se inobservaron tres advertencias de la Auditoría 
Interna, en las que se indicaba que se debía revocar el referido acuerdo, por las consecuencias 
patrimoniales que se podía generar en contra de los intereses municipales y los miembros 
investigados, no adoptaron medidas administrativas o judiciales para revocar o anular dicho 
acuerdo y actos administrativos conexos. 
 
CONSIDERANDO 6): HECHOS NO PROBADOS: En el presente caso, se tienen como no 
demostrados los siguientes hechos: 



   

 
6.1) Que los señores Juan Manuel González Zamora, cédula número 4-0092-0565, Lucrecia 
González Zumbado, cédula número 4-0089-0049, Manuel González Murillo, cédula número 1-
0528-0115, José Manuel Matamoros García, cédula número 8-0067-0348,  y el señor Carlos 
Alvarado Luna,  cédula número 4-0111-0522, miembros de la JDCCDRB período diciembre 
2011-noviembre 2013, hayan actuado con dolo al tomar los acuerdos de facilitar el uso de la 
cancha sintética de futbol del Polideportivo al equipo de Futbol de la Primera división e Belén, 
administrado por la Corporación Deportiva Belén Siglo XXI F,C, S.A, sin realizar cobro alguno. 
 
6.2)  Que a la presente fecha, se haya aprobado en definitiva un Convenio de Préstamo de la 
cancha sintética de futbol del Polideportivo de Belén, suscrito entre el CCDRB y la Corporación 
Deportiva Belén Siglo XXI F,C, S.A, o bien la entidad que representa al equipo de futbol de 
primera división de Belén, para realizar partidos oficiales, amistosos y entrenamientos. 
 
6.3) Que exista un registro verificado en el sitio, en el que se determine el número exacto de 
actividades, en las que el equipo de futbol de primera división de Belén, haya utilizado la cancha 
sintética del Polideportivo de Belén, para prácticas o entrenamientos y/o para partidos oficiales 
y amistosos. 
 
6.4) Que personas físicas o jurídicas (públicas o privadas), hayan realizado pagos en especie o 
en dinero al CCDRB, a efecto de que el  equipo de futbol de primera división de Belén, pudiera 
utilizar la cancha sintética del Polideportivo de Belén, para prácticas o entrenamientos y/o para 
partidos oficiales y amistosos. 
 
6.5) Que los señores Juan Manuel González Zamora, cédula número 4-0092-0565, Lucrecia 
González Zumbado, cédula número 4-0089-0049, Manuel González Murillo, cédula número 1-
0528-0115, José Manuel Matamoros García, cédula número 8-0067-0348,  y el señor Carlos 
Alvarado Luna,  cédula número 4-0111-0522, miembros de la JDCCDRB período diciembre 
2011-noviembre 2013, hayan ejercido acciones administrativas o judiciales, tendientes a 
impugnar , revocar o anular los acuerdos o actos administrativos dictados por esa Junta 
Directiva, en los cuales  se haya autorizado al  equipo de futbol de primera división de Belén, el 
uso de la cancha sintética del Polideportivo de Belén, para prácticas o entrenamientos y/o para 
partidos oficiales y amistosos. 
 
CONSIDERANDO 7): ANALISIS DE LOS CARGOS IMPUTADOS A LOS SEÑORES JUAN 
MANUEL GONZALES ZAMORA, LUCRECIA GONZZALEZ ZUMBADO, MANUEL GONZALEZ 
MURILLO, JOSE MANUEL MATAMOROS GARCIA Y CARLOS ALVARADO LUNA.  CARGOS, 
QUE SE DERIVAN DE LA RELACION DE HECHOS CONTENIDA EN EL INFORME  DE 
AUDITORIA INTERNA, DENOMINADO RH-AI-01-2013, “USO DE LA CANCHA DE FUTBOL 
DEL POLIDEPORTIVO POR EL EQUIPO DE FUTBOL DE LA PRIMERA DIVISION DE BELEN”, 
Y QUE PODRIAN GENERAR RESPONSABILIDAD ADMINISTRARTIVA SON LOS 
SIGUIENTES:  En el presente asunto, se ha cumplido con el principio de intimación, toda vez 
que los miembros de la JDCCDRB del período comprendido entre noviembre 2011 y diciembre 
2013, han sido notificados de los cargos que se les instruye. 



   

 
En efecto, el derecho a ser instruido de los cargos que se le imputan a una persona, entiéndase 
funcionario (a) público (a), la Sala Constitucional en el voto No 1874-98 de 24 de abril de 1998, 
lo ha desarrollado, y dispuso en lo que interesa:  “El principio de intimación(…) significa el 
derecho de ser instruido de los cargos que se le imputan a cualquier persona o personas, y el 
principio de imputación, el derecho a tener un acusación formal, en el sentido de individualizar 
al o a los imputados que se pretendan someter a proceso, describir en forma detallada, precisa 
y claramente el hecho que se le acusa, y a hacer una clara calificación legal del hecho, 
señalando incluso los fundamentos de derecho de la acusación y concreta pretensión punitiva.” 
(Ver en sentido similar los Votos Nos 5348-94 de las 10:21 hrs del 16 de setiembre de 1994 y 
216-98 del 14 de abril de 1998 y 2376-98 del 1 de abril de 1998). 
 
Para determinar o no la participación de los referidos miembros de Junta Directiva, en los cargos 
que se les imputan, es necesario proceder al análisis de los mismos, los cuales se agrupan por 
temas de la siguiente forma: 
 
7.1) EN CUANTO A LOS CARGOS IDENTIFICADOS COMO 3.1), 3.2), 3.3).  Se comunico a los 
investigados, los cargos 3.1), 3.2) y 3.3), en los siguientes términos: 
 
“3.1) Que los señores Juan Manuel González Zamora, Lucrecia González Zumbado, Manuel 
González Murillo, José Manuel Matamoros García y Carlos Alvarado Luna,  integrantes de la 
Junta Directiva del CCDR de Belén, en el periodo diciembre 2011- noviembre 2013, en el 
ejercicio de sus competencias, aprobaron el artículo 9, de la Sesión Ordinaria No. 08-2012, del 
3 de marzo del 2012, por medio del cual autorizaron que la Cancha de fútbol del Polideportivo 
de Belén, se prestara en forma gratuita, a un equipo de fútbol de la primera división del 
campeonato nacional de fútbol, el cual es representado por la Sociedad Anónima Deportiva 
Belén Siglo XXI F.C. S.A. Préstamo que presuntamente ha causado un daño a la hacienda 
pública municipal, ya que por dolo o culpa grave no ordenaron cobrar las respectivas tarifas 
fijadas para el uso de la cancha de marras. (Ver folio 20 del expediente administrativo). 

3.2) Que ese préstamo de uso de la referida cancha, continúa ocurriendo hasta la actualidad, al 
respecto dicho permiso fue reiterado por esa Junta Directiva, el 27 de abril de 2013, mediante 
el acuerdo del Artículo 11 de la Sesión No. 15-2013, generando presuntamente esa decisión 
responsabilidad administrativa por dolo o culpa grave, al no ordenar el cobro por ese uso. (Ver 
folios del 165 al 166 del expediente administrativo). 

3.3) Que de conformidad con el oficio ADM-2079-2013, del Administrador General del CCDR de 
Belén, en el período del  02 de marzo de 2012, hasta el 01 de junio de 2013, el equipo de fútbol 
y la referida empresa Deportiva Belén Siglo XXI F.C S.A, realizaron en esa cancha un total de 
343 actividades (partidos oficiales, entrenamientos, etc.), sin que eventualmente por dolo o culpa 
grave, los referidos miembros de la Junta Directiva del CCDR, instruyeran u ordenaran el cobro 
de la tarifa respectiva por cada actividad, de conformidad con el estudio tarifario aprobado por 
esa Junta Directiva. (Ver folios del 171 al 187 del expediente administrativo).”  En el caso de 
marras, se ha acreditado como Hecho Probado 5.9), que el 3 de marzo del 2012, en el Artículo 



   

No. 9, de la Sesión Ordinaria No. 08-2012, la JDCCDRB, con fundamento en lo consignado en 
el Artículo 58 del Reglamento para la Organización y Funcionamiento  del Comité de Deportes 
de Belén, tomó el siguiente acuerdo, como definitivamente aprobado: 
 
“Se acuerda por unanimidad autorizar el permiso para que el Equipo de Fútbol de Primera 
División de Belén pueda utilizar la cancha de fútbol sintética de las instalaciones del 
Polideportivo de Belén como su cancha sede tanto para entrenamientos como para partidos 
oficiales, lo anterior respetando el horario establecido para el uso de las instalaciones del 
Polideportivo en la Sesión número 22-2010 de la Junta Directiva del CCDYRB de fecha viernes 
28 de mayo del 2010.” En dicha sesión estuvieron presentes, las siguientes personas: Juan 
Manuel González Zamora, Lucrecia González Zumbado, Manuel González Murillo, José Manuel 
Matamoros García,  y Carlos Alvarado Luna. (Ver folio 020 del expediente administrativo).  De 
la misma forma se tiene como Hecho Probado 5.20) que el  28 de julio del 2012, en el Artículo 
8 de la Sesión ordinaria No. 29-2012, la JDCCDRB, adoptó el siguiente acuerdo: 
 
“Se acuerda con tres votos a favor y uno en contra del señor Manuel González Murillo que no 
se derogue el acuerdo del artículo 9 de la Sesión Ordinaria No. 08-2012 del 3 de marzo del 
2012, el cual no podría derogarse por haber sido tomado por unanimidad y no existiendo 
unanimidad se mantenga por un mes la vigencia de dicho acuerdo y crea la comisión para que 
redacte el Convenio de alquiler o de reciprocidad para el uso de la cancha en un plazo de 30 
días hábiles a partir de la aprobación de esta acta.” 
 
En esa Sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan Manuel González Zamora, 
Lucrecia González Zumbado, Manuel González Murillo, y  José Manuel Matamoros García. 
Estuvo ausente con justificación Carlos Alvarado Luna. (Ver folios del 083 al 096).  La posición 
de la JDCCDRB, también quedó acredita en el Hecho Probado 5.22), ya que el 25 de agosto 
del 2012, en el Artículo 13, de la Sesión Ordinaria No. 33-2012, la JDCCDRB, adoptó el siguiente 
acuerdo:  “Se acuerda por unanimidad comunicar al Concejo Municipal de Belén lo siguiente: 
“Primero: Esta Junta Directiva está de acuerdo con el cumplimiento de lo solicitado por la 
Auditoría Municipal en su oficio  AI-49-2012 y en el seguimiento de las recomendaciones y 
sugerencias emitidas por la Dirección Jurídica de la Municipalidad de Belén en su oficio DJ-231-
2012. Segundo: ” Que en virtud del acatamiento de lo dispuesto en el punto 3) de las 
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES del oficio DJ-231-2012 se conformó una Comisión 
para la confección de un Convenio o contrato en el que se establezcan prestaciones recíprocas 
y equilibradas desde el  punto de vista tanto del Comité, como para la Sociedad Belén FC y 
tomando en cuenta los plazos fijados para el cumplimiento de estas recomendaciones  por el 
Concejo Municipal en su oficio Ref-4325-2012 es que les solicitamos que con el afán de que la 
revocatoria del Artículo 9 de la Sesión Ordinaria Nº 08-2012 del CCDYRB, según lo recomienda 
la Dirección Jurídica no sea arbitraria ni intempestiva, se reconsidere el plazo fijado para la firma 
del Convenio y se apruebe un plazo de quince días adicionales al actual ya que de lo contrario 
podríamos causar una (sic) daño irreversible al Equipo de Fútbol Belén FC y muy posible que 
se queden sin cancha por un tiempo y con ello perder los puntos del Campeonato Nacional de 
Fútbol de Primera División.  Tercero: Informar que la justificación que se tomó para no haber 
derogado el acuerdo Artículo 9 (sic) de la Sesión Ordinaria Nº 08-2012 del CCDYRB hasta estos 



   

momentos está basado en consideraciones de conveniencia de las partes para que su efecto 
no sea arbitrario ni intempestivo.” 
 
En esta sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan Manuel González Zamora,  
Lucrecia González Zumbado, Manuel González Murillo, José Manuel Matamoros García y 
Carlos Alvarado Luna. (Ver folios 098 y 099 del expediente administrativo).  No obstante lo 
anterior, para este momento la Auditoría Interna había realizado dos advertencias y existía un 
dictamen jurídico , el DJ 231-2012, que establecían la necesidad de revocar el acuerdo de la 
JDCCDRB, en el que se aprobó el uso de la cancha sintética al equipo de futbol de primera 
división de Belén. (Ver Hechos Probados 5.5), 5.14) y 5.18).  La JDCCDRB, en apariencia, tenía 
previsto cumplir con las advertencias de la Auditoría y el Dictamen de la Dirección Jurídica, sin 
embargo en el Hecho Probado 5.26), se establece que el 04 de setiembre del 2012, en el Artículo 
13 de la Sesión Ordinaria 54-2012, se conoció por parte del Concejo Municipal de Belén, el 
oficio AA-306-2012 de Edwin Solano, encargado del Subproceso de Actas de la JDCCDRB, por 
medio del cual informa el acuerdo tomado por esa Junta en Sesión Ordinaria No 31-2012 del 11 
de agosto del 2012 y ratificada en Sesión Ordinaria No 33-2012 del 25 de agosto del 2012. En 
este acuerdo se dispone comunicar, que la JDCCDRB, está de acuerdo en cumplir con el oficio 
AI-49-2012 y con el oficio DJ.231-2012, pero se acordó lo siguiente: “Segundo: Que en virtud 
del acatamiento de los dispuesto en el punto 3) de las CONCLUCIONES Y 
RECOMENDACIONES del oficio DJ-231-2012 se conformo una comisión para la confección de 
un convenio o contrato en que se establezcan prestaciones recíprocas y equilibradas desde el 
punto de vista tanto del comité, como para la Sociedad Belén FC y tomando en cuenta los plazos 
fijados para el cumplimiento de estas recomendaciones por el Concejo Municipal en su oficio 
Ref.4325-2012 es que les solicitamos que con el afán de que la revocatoria del artículo 9 de la 
Sesión Ordinaria No 08-2012 del CCDRB, según lo recomienda la Dirección Jurídica no sea 
arbitraria ni intempestiva, se reconsidere el plazo fijado para la firma del convenio y se apruebe 
un plazo de quince días adicionales al actual ya que de lo contrario podríamos causar un daño 
irreversible al Equipo de Futbol Belén FC y es muy posible que se queden sin cancha por un 
tiempo y con ello perder los puntos del Campeonato Nacional de Fútbol de Primera División. 
Tercero: Informar que la justificación que se tomó para no haber derogado el acuerdo Artículo 9 
de la Sesión Ordinaria No 08-2012 del CCDYRB hasta estos momentos este basado en 
consideraciones de conveniencia de las partes paras que se efecto (sic) no sea arbitrario ni 
intempestivo…”.  
 
La JDCCDRB, acordó por unanimidad dar por recibido y archivar. En la votación de este acuerdo 
estuvieron los cinco miembros de Junta Directiva investigados. (Ver folios 108 al 110 del 
expediente administrativo).  Por otra parte, es importante indicar que si bien la JDCCDRB, 
aprobó una propuesta de Convenio de Préstamo de del Polideportivo de Belén, entre el CCDRB 
y la Corporación Deportiva Belén Siglo XXI Sociedad Anónima Deportiva. (Ver Hecho Probado 
5.28), pero era necesario suspender el permiso de uso gratuito de la cancha sintética, hasta 
tanto no se aprobara en definitiva el Convenio, ya que la Junta Directiva del Comité, no estaba 
facultada para mantener un acuerdo de préstamo gratuito de la referida cancha sintética, a una 
entidad privada y lucrativa como es la Corporación Deportiva Belén Siglo XXI S.A.  
 



   

Esto porque la JDCCDRB, no tenía un fundamento legal, es decir norma aplicable para autorizar 
ese préstamo, y era entonces, por medio del Convenio, estableciendo una equivalencia de 
prestaciones, que se podría dar el uso de la cancha a cambio de una ventaja patrimonial para 
el Comité. A pesar de ello, la JDCCDRB, lo que decide es adoptar un nuevo acuerdo en la misma 
línea, es decir manteniendo el préstamo gratuito de la cancha sintética al equipo de primera 
división de futbol de Belén. Complementariamente tenemos, como Hecho No Probado 6.2) que 
a la presente fecha, se haya aprobado en definitiva un Convenio de Préstamo de la cancha 
sintética de futbol del Polideportivo de Belén, suscrito entre el CCDRB y la Corporación 
Deportiva Belén Siglo XXI F,C, S.A, o bien la entidad que representa al equipo de futbol de 
primera división de Belén, para realizar entrenamientos, partidos oficiales y entrenamientos. 
 
En lo que respecta al acuerdo de préstamo de uso gratuito de la cancha sintética al equipo de 
futbol de primera división, mediante el Hecho Probado 5.35), se logra constatar que el 27 de 
abril de 2013, a través del acuerdo del Artículo 11, de la Sesión ordinaria No. 15-2013, la 
JDCCDRB, en el contexto del análisis de un informe del Administrador General, dispuso lo que 
se transcribe a continuación:  “Se acuerda por unanimidad: Primero: Reafirmar el permiso de 
uso para que el Equipo de Fútbol Belén F.C. Pueda seguir realizando sus partidos del 
Campeonato Nacional de Fútbol de Primera División en el Polideportivo de Belén. Segundo:  
Comisionar  al señor Carlos Alvarado Luna para que converse con ambas partes y tratar de 
presentar una solución a este problema antes de la firma del Convenio de Uso de las 
Instalaciones del Polideportivo que se piensa firmar entre el CCDYRB y Belén FC.” 
 
En esa Sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan Manuel González Zamora, 
Lucrecia González Zumbado, José Manuel Matamoros García y Carlos Alvarado Luna.  (Ver 
folios del 165 al 166 del expediente administrativo).  Irrefutablemente la cancha se le prestó al 
equipo de primera división de futbol de Belén, en múltiples ocasiones por parte del CCDRB, 
contraviniendo el ordenamiento jurídico, sin que se pueda precisar la cantidad de veces, al no 
existir un registro en el sitio certero al respecto. (Ver Hecho No Probado 6.3).  Ahora bien, esta 
circunstancia, no elimina el hecho de que la cancha sintética se ha usado en forma gratuita por 
ese equipo de futbol, el señor Pablo Vindas Acosta, presentó un detalle de ese uso basado en 
registro escritos, porque como se ha indicado, no existen registros de verificación en el sitio de 
cada una de la veces que se utilizó la cancha en cuestión. (Ver Hechos Probados 5.52), .5.53 y 
Hecho No Probado 6.3). 
 
Incluso en el Hecho Probado 5.54), el Administrador del CCDRB, manifestó que en diferentes 
oportunidades el equipo de primera división de Futbol de Belén entrenó  en la cancha sintética 
del Polideportivo. (Ver declaración del señor Pablo Vindas Acosta, rendida en la Audiencia oral 
y privada del 19 de marzo del 2015, señaló 1:26:20 hrs a 1:26: 49 hrs).  La prueba plena de que 
el equipo de futbol de primera división de Belén, ha utilizado la cancha sintética, es el acuerdo 
tomado en el  Artículo No. 9, de la Sesión Ordinaria No. 08-2012,del 3 de marzo del 2012,  la 
JDCCDRB, con fundamento en lo consignado en el Artículo 58 del Reglamento para la 
Organización y Funcionamiento  del Comité de Deportes de Belén, tomó el  acuerdo,  de 
autorizar el permiso al mencionado equipo, para autorizar la cancha sintética del Polideportivo 
de Belén, para entrenamiento y partidos oficiales. (Hecho Probado 5.9) 
 



   

Finalmente, se debe indicar que se tiene como Hecho No Probado, que los señores Juan Manuel 
González Zamora, cédula número 4-0092-0565, Lucrecia González Zumbado, cédula número 
4-0089-0049, Manuel González Murillo, cédula número 1-0528-0115, José Manuel Matamoros 
García, cédula número 8-0067-0348,  y el señor Carlos Alvarado Luna,  cédula número 4-0111-
0522, miembros de la JDCCDRB período diciembre 2011-noviembre 2013, hayan ejercido 
acciones administrativas o judiciales, tendientes a impugnar , revocar o anular los acuerdos o 
actos administrativos dictados por esa Junta Directiva, en los cuales  se haya autorizado al  
equipo de futbol de primera división de Belén, el uso de la cancha sintética del Polideportivo de 
Belén, para prácticas o entrenamientos y/o para partidos oficiales y amistosos. (Hecho No 
Probado 6.5). 
 
7.2) EN CUANTO A LOS CARGOS IDENTIFICADOS COMO 3.4), 3.5), 3.6), 3.7), 3.11) Y 3.12).  
Se comunico a los investigados, los cargos 3.4), 3.5) ,3.6), 3.7), 3.11) y 3.12), en los siguientes 
términos: 
  
“3.4) Que los miembros de la Junta Directiva del CCDR, eventualmente por falta grave o dolo 
incumplieron con el principio de legalidad, establecido en el Artículo 11 de la Constitución Política 
y artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, al haber efectuado préstamos de 
la cancha sintética a la Sociedad Anónima Deportiva Belén Siglo XXI F.C. S.A, sin ninguna 
autorización legal ni reglamentaria que así lo justificara, además sin efectuar los cobros de las 
tarifas correspondientes. 
 
Señalan el artículo 11 Constitucional:  “...Los funcionarios públicos son simples depositarios de 
la autoridad. Están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse 
facultades no concedidas en ella. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta 
Constitución y las leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal por sus actos es 
pública.  La Administración Pública en sentido amplio, estará sometida a un procedimiento de 
evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal 
para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La ley señalará los medios para que 
este control de resultados y rendición de cuentas opere como un sistema que cubra todas las 
instituciones públicas...”. 
 
Dispone el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública: 
 
“..1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar 
aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la 
escala jerárquica de sus fuentes. 

2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en 
cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa...”. 

 
3.5) Que los miembros de la Junta Directiva del CCDR, al no ordenar o instruir el cobro de las 
tarifas por el uso de la cancha al equipo de fútbol de la primera división del campeonato nacional 
de fútbol,  representado por la Sociedad Anónima Corporación Deportiva Belén Siglo XXI F.C. 



   

S.A, eventualmente incurrieron  por falta grave o dolo,  en violación de lo dispuesto en el artículo 
171 del Código Municipal,    Ley Nº 7794 del 30 de abril de 1998, ya que el monto de las tarifas 
por el uso de la cancha sintética debió ser recaudado y presupuestado para fines de 
mantenimiento y mejoras de esas mismas instalaciones deportivas. 
 
El citado artículo 171, indica  en lo conducente, lo siguiente:  ” (…) Estos comités quedan 
facultados para gozar del usufructo de las instalaciones deportivas y recreativas bajo su 
administración y los recursos se aplicarán al mantenimiento, mejoras y construcción de las 
mismas instalaciones”. 
 
(…) 3.7) Que por culpa grave o dolo, los miembros de la Junta Directiva del CCDR,  podrían 
haber incurrir en un incumplimiento de lo dispuesto en la Cláusula Tercera del Convenio de 
préstamo de uso, administración y mantenimiento de Instalaciones deportivas y recreativas, 
suscrito entre la Municipalidad y el Comité, denominada Alquiler por el uso de instalaciones. 
 
La citada Cláusula, indica  en lo de interés, lo que se transcribe:  ”Alquiler por el Uso de 
Instalaciones. El alquiler por el uso de instalaciones deportivas  y recreativas, se regirá conforme 
lo establece el artículo 59  del Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité 
Cantonal de Deportes y Recreación (…) ”.  Ese convenio fue aprobado por el Concejo Municipal, 
en el acuerdo del Artículo 18 de la Sesión Ordinaria No. 72-2010, el 30 de noviembre del 2010, 
y suscrito por el Alcalde y la presidenta del Comité de Deportes, el 17 de marzo de 2011. (Ver 
folios del 188 al 200, de esta Relación de Hechos). 
 
(…) 3.11)  Que el anterior Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité de 
Deportes, fue aprobado por el Concejo Municipal de Belén, en la Sesión Ordinaria No. 01-2003 
del 02 de enero del 2003, y  publicado en  La Gaceta No. 18, del 27 de enero de ese año.  De 
acuerdo con el detalle de los préstamos de la citada cancha,  enumerados en el citado oficio 
ADM-2079-2013, se evidencia que, durante el periodo comprendido entre el 02 de marzo del 
2012 y el 17 de febrero de 2013,  los préstamos de la cancha de fútbol del Polideportivo, se 
efectuaron presuntamente en contraposición a lo dispuesto en el citado reglamento, ya que no 
se realizaron los cobros correspondientes de las tarifas establecidas, en ese reglamento. 
 
A continuación, se transcribe lo indicado, sobre ese particular: 
 
“ARTICULO 59. Las tarifas por el uso de las instalaciones deportivas y recreativas son de cobro 
obligatorio y serán fijadas anualmente por el Comité Cantonal, previo estudio autorizado por el 
Concejo Municipal. El Comité Cantonal deberá presupuestar los ingresos por tal concepto y 
además establecer los mecanismos apropiados para el giro correspondiente de tales recursos 
a la Comisión de Instalaciones Deportivas, Comités Comunales y Asociaciones Deportivas, 
según corresponda”. 
 
3.12) Que el Concejo en el Artículo 4, de la Sesión Ordinaria No. 01-2013, celebrada el 19 de 
enero del 2013, aprobó el nuevo Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité 
de Deportes, el cual fue publicado en el Alcance No. 33 a la Gaceta  No. 34, del 18 de febrero 
del 2013, fecha a partir de la cual empezó a regir.  Según el mismo oficio ADM-2079-2013, es 



   

posible afirmar que, en el periodo comprendido entre el 18 de febrero y el 01 de junio de 2013,  
se prestó la Cancha de fútbol del Polideportivo, a la referida sociedad, eventualmente 
incumpliendo ese nuevo reglamento. Esto debido a que el mismo indica, sobre el cobro de 
tarifas, lo que se transcribe a continuación: 
 
“…ARTÍCULO 63. El alquiler de instalaciones municipales deportivas y recreativas es de cobro 
obligatorio. Estos montos serán ajustados de acuerdo al índice de inflación fijado por el BCCR 
al menos una vez al año, una vez que sean aprobadas por la Junta Directiva del CCDRB y por 
el Concejo Municipal de Belén. El monto del alquiler es de cobro exclusivo por el CCDRB, 
recaudado en su totalidad por el CCDRB, ingresado y presupuestado por CCDRB; las sumas 
recaudadas deben destinarse al mantenimiento y mejoras de las mismas instalaciones, según 
lo establece el artículo 171 de Código Municipal. La responsabilidad de autorizar el alquiler y de 
recaudar le corresponde a la JD del CCDRB, por lo que se deberá documentar correcta y 
adecuadamente todo el proceso con la diligencia de la Administración del CCDRB….”. 
 
Efectivamente, existe una violación del principio de legalidad, principio regulado en los artículos 
11 de la Constitución Política y 11 de la LGAP, al haber adoptado los miembros de la JDCCDRB, 
acuerdos en los que autorizan el préstamo de la cancha sintética a la Sociedad Anónima 
Deportiva Belén Siglo XXI F.C. S.A, sin ninguna autorización legal ni reglamentaria que así lo 
justificara, además sin efectuar los cobros de las tarifas correspondientes.  El Principio de 
Legalidad, consiste en sujetar a los funcionarios (as) y a la Administración al ordenamiento 
jurídico, de tal forma que se entiende en sentido positivo y negativo. Es decir se puede hacer lo 
que  la Constitución, la ley y demás fuentes habilitan, y lo que no está autorizado por ese 
ordenamiento está vedado. (Votos de la Sala IV 1739-92 y 440-98).  
 
En el presente caso, si se analiza el descargo de los señores Juan Manuel González Zamora y 
Carlos Alvarado Luna,  no aportan un sustento legal que motive sus afirmaciones. Expresan 
ambos directivos, que no puede examinarse el presente asunto únicamente a la luz de la 
reglamentación escrita, debe considerarse otras fuentes, como la costumbre y también la 
delegación de competencias entre la Municipalidad de Belén y el Comité, para la realización del 
fin público. (Ver Resultandos Octavo y Noveno  y Hecho Probado 5.43), en cuanto a la 
presentación del descargo).  Asimismo en las conclusiones que presentaron los señores 
González Zamora y Alvarado luna,  indicaron que son complementarias a las alegaciones ya 
realizadas. Indican que su actuación ha sido lícita y argumentan lo siguiente: I) Que no existía 
normativa que regulara en forma ordenada y coherente la administración, el uso y el disfrute de 
las instalaciones deportivas del Comité, por lo que se promovió el Convenio con la 
Municipalidad. II. Que el Comité emitió el manual tarifario que regula económicamente el uso e 
instalación de la infraestructura deportiva a cargo del referido Comité. III: Que existía un conflicto 
entre la potestad del Comité, cuando toma el acuerdo de ceder el uso de la cancha de Futbol a 
una organización deportiva de belemitas que lo solicitan y que representan en si al distrito o al 
cantón en campeonatos oficiales (artículo 58), lo cual generó el acuerdo respectivo en armonía 
con el artículo 10 del citado manual, que dispone la facultad de ese Comité de no estimar costo 
dentro del espacio comunal. IV.  Que cuando el Comité decide ceder el uso de la cancha 



   

sintética de Futbol a Belén Futbol, no se exonera de pago, sino simplemente se cede el uso. V. 
Que en aplicación del ordenamiento jurídico municipal,  prescribe los mecanismos legales para 
someter a derecho actos administrativos que puedan reputarse como lesivos al interés público 
municipal, lo que implica que no habiéndose exonerado el cobro en forma expresa en el acuerdo 
tomado, el comité o la Municipalidad pueden hacer efectivo ese cobro, ya sea instruyendo al 
Comité para que lo efectúe o bien hacerlo la propia Municipalidad en el ejercicio de sus 
competencias. VI. Que lo indicado en el punto anterior, enerva el daño, es decir no puede haber 
daño, cuando están abiertas las vías legales para hacer efectiva la obligación. VI.  Que el daño 
no existe, tal y como se ha explicado en memoriales anteriores, y además porque se recibieron 
por parte del Comité contraprestaciones (dinero y obras), que superan el monto presuntamente 
dejado de percibir. 

Agregan, que rescatan la prueba testimonial del Lic. Francisco Ugarte Soto,  quien ratifica la 
prevalencia de los usos y costumbres administrativos que habilitaron legalmente el uso gratuito 
de la cancha de Futbol de diferentes entidades oficiales y cantonales (Belén-Calle Flores y 
Asociación de Futbol) y como fue iniciativa del Comité bajo su administración someter a derecho 
esa situación.  Afirman que la declaración del Dr. Ennio Rodríguez Solís ratifica lo anterior, 
agregando en su recomendación legal, para que en el evento de que se revoque el acuerdo 
tomado por  JDCCDRB, de préstamo de la cancha no se haga en forma intempestiva (debe 
entenderse para no ocasionar daño). Finalmente señalan que su actuación es conforme a 
derecho, sin dolo o culpa, y se ha demostrado que no hay daño, ni responsabilidad, solicita 
expresamente que mediante resolución fundada se les exonere de toda responsabilidad jurídica 
e igualmente se declare sin lugar la obligación de indemnizar suma alguna. (Ver Resultando 
Décimo Sétimo, y Hecho Probado 7.51, en cuanto a la presentación de las conclusiones). 

Analizados lo anteriores argumentos, tenemos que el artículo 11 de la LGAP, indica que la 
Administración actuará sometida al ordenamiento jurídico y solo podrá realizar aquellos actos y 
prestar los servicios públicos que autorice ese ordenamiento, pero se aclara en dicha norma 
jurídica que se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al 
menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa.  Es claro, que en el 
presente caso, si se revisa el actuar del comité e incluso la misma Municipalidad, se podría 
pensar que existían prácticas inconvenientes, en las que se pudo favorecer a grupos en el 
pasado, prestándose instalaciones sin cumplirse a cabalidad con la normativa legal, 
reglamentaria y técnica, sin embargo en el presente caso, no es dable pensar, que por  existir 
malas prácticas en el pasado esas son costumbres que justifiquen, mantener un préstamo de 
una cancha a un equipo de primera división de futbol, que pertenece a una sociedad anónima, 
en forma gratuita. 

En punto de lo anterior, si existían supuestamente dudas, en cuanto a la normativa aplicable, 
para el préstamo de uso de la cancha, la Auditoría Interna Municipal, fue clara y expresa al emitir 
tres advertencias, en las que se le indica a los miembros investigados, que era necesario revocar 
el acuerdo de préstamo y que se formalizara en todo caso el Convenio de préstamo. (Ver 
Hechos Probados 5.5, 5.14  y 5.23).  En cumplimiento de lo dispuesto por el ordenamiento 



   

jurídico, en  aplicación del artículo 170 del Código Municipal No 7794 “… Los comités cantonales 
de deportes y recreación podrán donar implementos, materiales, maquinaria y equipo para 
dichos programas, a las organizaciones deportivas aprobadas por el Instituto Costarricense del 
Deporte y la Recreación, que se encuentren debidamente inscritas en el Registro de 
Asociaciones, así como a las juntas de educación de las escuelas públicas y las juntas 
administrativas de los colegios públicos del respectivo cantón…”. 

Se colige de lo expuesto, que los CCDR, se encuentran habilitados por norma legal para donar 
implementos, materiales, maquinaria y equipo, no se puede dejar librado al uso gratuito de una 
organización privada una instalación deportiva, máxime si una tarifa aprobada.  En suma, 
cualquier justificación para mantener el acuerdo o actos administrativos conexos (en los que se 
autorice el préstamo de la cancha sintética, en forma gratuita a una organización privada no es 
procedente al tenor del ordenamiento jurídico) y constituye una violación al principio de 
legalidad. Es ahí donde la opción de formalizar un convenio de préstamo de uso de la cancha 
sintética entre el CCDRB y el equipo de futbol de primera división, tendría justificación, en el 
tanto el Comité obtengan ventajas y prestaciones  para ser reinvertidos en las mismas 
instalaciones.  

El argumento de los señores Juan Manuel González y Carlos Alvarado, en el sentido que la 
JDCCDRB, en el acuerdo del Artículo 4, de la Sesión ordinaria No. 14-2011, celebrada el 04 de 
abril del 2011, aprobó el Estudio Científico -Tarifario para el Alquiler de las Instalaciones 
Deportivas Administradas por el Comité de Deportes y Recreación de Belén”, (Hecho Probado 
5.2) y que el equipo de futbol de primera división tiene prioridad para el uso de la cancha. 
debemos señalar, que el Considerando VI del referido estudio, punto Tercero, se consignan las 
tarifas de alquiler correspondientes a la Cancha de Fútbol Sintética del Polideportivo.  Asimismo 
en el punto Cuarto se indica que en cuanto a la disponibilidad de espacio de la instalación 
deportiva, el uso comunal y las asociaciones deportivas tendrán prioridad. Por su parte en el 
punto Décimo, se establece que cuando un Belemita u organización comunal, deportiva o 
recreativa acreditada ante el CCDRB, requiere del uso de las instalaciones deportivas para una 
actividad, no tendrá costo dentro del espacio denominado comunal. (Ver folios 180 al 187 del 
expediente administrativo), son reglas que no aplican a equipos de nivel profesional, que reciben 
patrocinios y que pertenecen a sociedades anónimas, como en el caso de marras. 
 
En consecuencia, y  bajo la cobertura del principio de legalidad,  en aplicación de lo dispuesto 
en el artículo 171 del Código Municipal,    Ley Nº 7794 del 30 de abril de 1998, se violenta esta 
norma, ya que el monto de las tarifas por el uso de la cancha sintética debió ser recaudado y 
presupuestado para los fines de mantenimiento y mejoras de dichas instalaciones deportivas. 
En igual sentido se violenta la Cláusula Tercera del Convenio de Préstamo de Uso, 
Administración y Mantenimiento de Instalaciones Deportivas y Recreativas, suscrito entre la 
Municipalidad y el Comité, en el tanto las tarifas por el uso de instalaciones deportivas son de 
cobro obligatorio. También se infringe el artículo 63 del nuevo Reglamento para la Organización 
y Funcionamiento del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén (publicado en La 
Gaceta No 34 del 18 de febrero del 2013), en el tanto dispone esa norma, que el alquiler de 
instalaciones municipales deportivas y recreativas es de cobro obligatorio y las sumas 



   

recaudadas deben destinarse al mantenimiento y mejoras de las mismas instalaciones, según 
el artículo 171 del Código Municipal. (Ver Hecho Probado 5.36).  
 
Existe una conexidad de normas que se quebrantan, al autorizarse un uso de instalaciones 
deportivas, sin que se realice el pago respectivo por ese uso a una entidad privada.  En efecto, 
al tomar los acuerdos citados, los miembros de la Junta Directiva del Comité han incurrido en 
infracción del Artículo 171 del Código Municipal, y de lo dispuesto en los Artículos Nos. 63 y 59, 
respectivamente, del actual y del anterior Reglamento de Organización y Funcionamiento del 
Comité Cantonal de Deportes de Belén,  todo de conformidad con lo acreditado. 
 
7.3) EN CUANTO AL CARGO IDENTIFICADO COMO 3.6).  Se comunicó a los investigados el 
cargo 3.6) en los siguientes términos: 
 

“3.6) Que los miembros de la Junta Directiva del CCDR, al no ordenar o instruir el cobro de las 
tarifas por el uso de la cancha al equipo de fútbol de la primera división del campeonato nacional 
de fútbol,  representado por la Sociedad Anónima Corporación Deportiva Belén Siglo XXI F.C. 
S.A, eventualmente incurrieron  por falta grave o dolo,  en violación de lo dispuesto en el artículo 
El artículo 3 de la Ley Contra La corrupción y El Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública 
(Ley No 8422 del 6 de octubre del 2004 y sus reformas.  El citado  numeral dispone: 
 
“…Artículo 3.- Deber de Probidad.  El funcionario público estará obligado a orientar su gestión 
a la satisfacción del interés público. Este deber se manifestará, al identificar y atender las 
necesidades colectivas prioritarias, de manera planificada, regular, eficiente, continua y en 
condiciones de igualdad para los habitantes de la república: asimismo, al demostrar rectitud y 
buena fe en el ejercicio de las potestades que le confiere la ley; asegurarse de que las decisiones 
que adopte en cumplimiento de sus atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos 
propios de la institución en la que se desempeña y finalmente, al administrar los recursos 
públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia, economía y eficiencia, rindiendo 
cuentas satisfactoriamente….”. 
 
La Sala Cuarta de la Corte Suprema de Justicia, en el  Voto 175-13 de las 9:05 hrs 11 de enero 
del 2013, esbozo algunos lineamientos, en relación con la aplicación del deber de probidad para 
los funcionarios (as) públicos  al señalar en lo que interesa: 
 
“…VI. - EL DEBER DE PROBIDAD Y LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS. Como derivación de 
la normativa mencionada, se ha incluido en ésta el llamado deber de probidad, el cual, está 
definido en el artículo 3° de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función 
Pública, de la manera siguiente: 
 
El funcionario público estará obligado a orientar su gestión a la satisfacción del interés público. 
Este deber se manifestará, fundamentalmente, al identificar y atender las necesidades 
colectivas prioritarias, de manera planificada, regular, eficiente, continua y en condiciones de 
igualdad para los habitantes de la República; asimismo, al demostrar rectitud y buena fe en el 
ejercicio de las potestades que le confiere la ley; asegurarse de que las decisiones que adopte 



   

en cumplimiento de sus atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos propios de la 
institución en la que se desempeña y, finalmente, al administrar los recursos públicos con apego 
a los principios de legalidad, eficacia, economía y eficiencia, rindiendo cuentas 
satisfactoriamente. ´ 
  
Del contenido propio del artículo, la Sala no encuentra inconstitucionalidad alguna, pues 
siguiendo un lineamiento que corresponde al régimen de ética mencionado, el concepto de 
probidad establecido en la norma, si bien es amplio, responde a principios ya establecidos para 
la función pública, sea, a través de la imposición de una pauta de comportamiento, la rectitud 
en el desempeño de las funciones públicas atribuidas.  (..) Así las cosas, el deber de probidad, 
como se ha indicado, no puede per se, considerársele inconstitucional, ya que, se trata de un 
concepto jurídico indeterminado inherente al servicio y la función pública. Por esto, si tal y como 
lo expresa la propia acepción de la Real Academia, la rectitud o integridad es parte integral de 
lo que se espera de un servidor público en ejercicio de sus funciones, aún los legisladores 
estarían sujetos a este concepto, sin que por ello, se pueda indicar afectación propia al 
desempeño de sus funciones. Este Tribunal estima que el deber de probidad intrínseco a la 
función pública, no puede considerarse una autocensura, en el tanto, si bien se trata de un 
concepto jurídico indeterminado, tal y como se ha dicho, la rectitud o integridad no se aparta de 
la idea general del servicio público y la función pública.” 
 
En el presente caso, es claro que los cargos endilgados a los miembros de Junta Directiva 
investigados, corresponden a faltas al deber de probidad por no motivar o sustentar, en su 
condición de directivos,  que las decisiones que adoptaron en el ejercicio de sus competencias- 
( acuerdos en los que se presta el uso de la cancha sintética al equipo de primera división de 
futbol de Belén, en forma gratuita, Hechos Probados 5.9, 5.26 y 5.35)-  eran decisiones  
necesarias  y esenciales para el cumplimiento de los objetivos propios de la institución. En la 
misma línea se violenta el deber de probidad, al no administrarse los recursos públicos con 
apego a los principios de legalidad, eficacia, economía y eficiencia, rindiendo cuentas 
satisfactoriamente, ya que no se hace el cobro debido por el uso de la cancha sintética a la 
Sociedad Anónima que administra a ese equipo de futbol.  
 
La decisión de los miembros de la JDCCDRB investigados, de mantener un acuerdo de 
préstamo de uso de una cancha sintética de futbol a un equipo de primera división, a pesar de 
tres advertencias de la Auditoría Interna ( ver Hechos Probados 5.5, 5.23 y 5.43), en el sentido 
de que se debía revocar dicho acuerdo, evidencia un debilitamiento del sistema de control 
interno de la institución, por no tomar las acciones para proporcionar seguridad en la protección 
y conservación del patrimonio público, contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, 
irregularidad o acto ilegal, como se sucede al darse un préstamo gratuito de una cancha sintética 
de futbol a un equipo de primera división administrado por una Sociedad Anónima.  
 
7.4) EN CUANTO A LOS CARGO IDENTIFICADOS COMO 3.8), 3.9) y 3.10).  Se comunicó a 
los investigados el cargo 3.8), 3.9) y 3.10) en los siguientes términos: 
 
“3.8)  Que podría existir un incumplimiento, por parte de los referidos miembros de la Junta 
Directiva del CCDR, al no acatar por culpa grave o dolo lo consignado en el criterio jurídico 



   

relativo al préstamo gratuito de la cancha sintética al equipo de fútbol de Belén de primera 
división,  emitido por la Dirección Jurídica de la Municipalidad de Belén, en el Oficio DJ-231-
2012, del 04 de julio de 2012.  Dicho criterio jurídico, establecía posibles soluciones a este caso, 
tales como suspender el permiso de uso de la cancha, proceder a cobrar tarifas, o establecer  
condiciones equilibradas de contraprestación, mediante un convenio. Dicho criterio  fue  avalado 
por el Concejo Municipal de Belén, y trasladado para su cumplimiento a la Junta Directiva del 
CCDR, lo que lo hace un criterio jurídico de acatamiento obligatorio para esa Junta. (Ver folios 
del 055 al 070 del expediente administrativo). 
 
3.9) Que presuntamente por culpa grave o dolo los citados miembros de Junta Directiva, del 
CCDR, hicieron caso omiso a las prevenciones realizadas por la Auditoría Interna de la 
Municipalidad de Belén a saber:   
 
-Oficio AI-07-2012 de 17 de febrero del 2012, la Auditoría Interna efectuó una advertencia sobre 
el uso de las instalaciones  del Polideportivo, y la cancha sintética, entre otras, por parte del 
equipo de primera división de fútbol de Belén. Se señaló además que el uso de esas 
instalaciones, sin el respaldo de un convenio vigente, podría resultar improcedente. (Ver folios 
del 009 al 011 del expediente administrativo). 
 
-Oficio AI-49-2012 del 19 de junio del 2012, se hizo una prevención similar a la indicada 
anteriormente y se hizo caso omiso por parte de los miembros de la Junta Directiva del CCDR. 
(Ver folios del 047 al 049 del expediente administrativo). 
 
-Oficio AI-65-2012 del 28 de agosto del 2012, se hizo una tercera advertencia por parte de la 
Auditoría Interna, sobre los mismos temas y no fue atendida por la miembros de la Junta 
Directiva del CCDR, toda vez que el préstamo gratuito de la cancha sintética a la Sociedad 
Anónima Corporación Deportiva Belén, Siglo XXI S.A, para ser utilizada por el equipo de fútbol 
de la primera división de Belén, ha perdurado en el tiempo. (Ver folios del 100 al 102 del 
expediente administrativo). 
 
3.10) Que podría existir un incumplimiento, por parte de los referidos miembros de la Junta 
Directiva del CCDR, al no acatar por culpa grave o dolo lo dispuesto en acuerdos del Concejo 
Municipal de Belén, según el siguiente detalle: Artículo 25, de la Sesión ordinaria No. 43-2012, 
el 10 de julio del 2012 (Aparte 2.14 de la relación de hechos de este documento); Artículo 6, de 
la Sesión Ordinaria No. 50-2012, del 14 de agosto del 2012 (Aparte 2.16 de la Relación de 
Hechos de este documento), y del Artículo 15 -Acuerdo primero-, de la Sesión ordinaria No. 54-
2012, del 04 de setiembre de 2012 (Aparte 2.20 de este documento).   
 
-El Artículo 25 de la Sesión Ordinaria No 43-2012 dispone en lo que interesa: “Segundo: 
Trasladar este acuerdo y el DJ-231-2012, a la Junta Directiva del Comité Cantonal de Deportes 
y Recreación de Belén y sus dependencias, para el fiel cumplimiento del DJ-231-2012; y 
aplicación de todas las recomendaciones legales y técnicas de forma inmediata. (...)” (Ver folios 
del 071 al 082 del expediente administrativo). 
 



   

-El Artículo 6 de la Sesión Ordinaria No 50-2012 señala en lo conducente: “SE ACUERDA POR 
UNANIMIDAD: Primero: Solicitar a la Junta Directiva, al Administrador y a las dependencias del 
CCDRB un informe del cumplimiento de las recomendaciones  y sugerencias dadas en el Oficio 
DJ-231,Oficio DJ-091, el Oficio AI-007, Oficio AI-49 todos del 2012 y también del acatamiento 
del Artículo 17 del Reglamento del CCDRB vigente; se aclara que este Concejo Municipal  ha 
determinado de acatamiento obligatorio e inmediato las disposiciones contenidas en estos 
oficios; todo esto en aplicación del Artículo 22  inciso d) de la Ley de Control Interno. (...)”  (Ver 
folio 097 del expediente administrativo). 
 
-El Artículo 15 de la Sesión Ordinaria No 54-2012,  señala en lo pertinente: “Primero: Trasladar 
a la Junta Directiva del CCDRB para el cumplimiento obligatorio e inmediato de todos los 
acuerdos mencionados y recomendaciones explícitas en el Oficio AI-065-2012. Segundo: 
Instruir al CCDRB para que presente a este Concejo Municipal una propuesta antes del día 28 
de setiembre del 2012.”  Tercero: Solicitar a la Dirección Jurídica la revisión de la propuesta de 
convenio o contrato sobre el tema para recomendación de este Concejo Municipal. Cuarto: 
Comunicar al CCDRB que en caso de no acatar las disposiciones de la Auditoría y los acuerdos 
de este Concejo Municipal, correspondería valorar la posibilidad de establecer las 
responsabilidades que eventualmente pudieran corresponder, de conformidad con el Artículo 
22, inciso d) de la Ley General de Control Interno y la normativa vigente.”  (Ver folios del 106 al 
107 del expediente administrativo). 
  
Se tiene como Hecho Probado 5.5) que el 17 de febrero del 2012, mediante  el oficio AI-07-
2012, dirigido al Concejo Municipal, la Auditoría Interna efectuó una advertencia, sobre el uso 
de  las instalaciones del Polideportivo (cancha de fútbol sintética, entre otras), por parte del  
equipo de fútbol de la Primera División de Belén. De la misma forma se advirtió que el uso de 
esas instalaciones sin un convenio formalizado, podría resulta improcedente y que era necesario 
contar con la asesoría de la Dirección Jurídica de la Municipalidad. (Ver folios del 009 al 011 del 
expediente administrativo).  Por su parte, el 21 de febrero de 2012, en el Artículo 9 de la Sesión 
Ordinaria No. 12-2012, el Concejo conoció el citado oficio de advertencia AI-07-2012  y se 
dispuso trasladar una copia a la Junta Directiva del CCDRB y a la Dirección Jurídica de la 
Municipalidad de Belén para su análisis. (Ver Hecho Probado 5.6, folios del 012 al 014 del 
expediente administrativo). 
 
Ante este panorama, el 25 de febrero de 2012, en el Artículo 5 de la Sesión Ordinaria No. 07-
2012, la JDCCDRB, conoció el oficio AI-07-2012, y acordó por unanimidad, pedir un informe a 
la Administración de ese Comité. En esta sesión estuvieron presentes, las siguientes personas: 
Juan Manuel González Zamora, Lucrecia González Zumbado, Manuel González Murillo y José 
Manuel Matamoros García. Ausente Justificado: Carlos Alvarado Luna. (Ver folios del 015 al 019 
del expediente administrativo). Es claro, que desde ese 25 de febrero, la JDCCDRB, conoció en 
relación con  la no procedencia del préstamo, de las instalaciones de la cancha sintética a esa 
entidad privada. (Ver Hechos Probados 5.7 y 5.8. Folios del 015 al 019 del expediente 
administrativo).  A pesar de la advertencia de la Auditoría Interna, el 3 de marzo del 2012, en el 
Artículo No. 9, de la Sesión Ordinaria No. 08-2012, la Junta Directiva del CCDRB, con 
fundamento en lo consignado en el Artículo 58 del Reglamento para la Organización y 



   

Funcionamiento  del Comité de Deportes de Belén, tomó el siguiente acuerdo unánime, como 
definitivamente aprobado: 
 
“Se acuerda por unanimidad autorizar el permiso para que el Equipo de Fútbol de Primera 
División de Belén pueda utilizar la cancha de fútbol sintética de las instalaciones del 
Polideportivo de Belén como su cancha sede tanto para entrenamientos como para partidos 
oficiales, lo anterior respetando el horario establecido para el uso de las instalaciones del 
Polideportivo en la Sesión número 22-2010 de la Junta Directiva del CCDYRB de fecha viernes 
28 de mayo del 2010.” En dicha sesión estuvieron presentes, las siguientes personas: Juan 
Manuel González Zamora, Lucrecia González Zumbado, Manuel González Murillo, José Manuel 
Matamoros García,  y Carlos Alvarado Luna. (Ver Hecho Probado 5.9, ver folio 020 del 
expediente administrativo).  
 
E hecho probado anterior acredita que se hizo caso omiso por parte de los cinco investigados 
de la gestión del órgano control interno que advierte de situaciones expuestas a eventuales 
ilegalidades, y bajo la argumentación que el equipo de primera división de futbol (que no es 
deporte de iniciación o de alto rendimiento a nivel no profesional, y menos actividad de 
recreación) representa al cantón de Belén, se le otorga un préstamo de la cancha sintética de 
uso gratuito, desconociendo la advertencia de la Auditoría Interna.  Por otra parte es importante 
señalar, que el 24 de abril de 2012, en el Artículo 9 de la Sesión Ordinaria No. 25-2012, el 
Concejo conoció el oficio del Administrador General del Comité ADM-580-2012 (oficio en el que 
se indica que las inconsistencias señaladas por la Auditoría en el AI-07-2012, se subsanan con 
la aprobación de la propuesta actual del reglamento de funcionamiento del Comité). El Concejo 
acordó, entre otros aspectos, dejarlo en estudio  Concejo y trasladarlo a la Dirección Jurídica, 
para su análisis y lo correspondiente. Asimismo dispuso consultar a la JDCCDRB, para que 
aclarara qué mecanismo o figura se estaba utilizando para el uso de las instalaciones deportivas 
del Polideportivo. (Ver Hecho Probado 5.12,  folios del 030 al 037 del expediente administrativo). 
 
Congruente con lo anterior, el 12 de mayo del 2012, mediante el acuerdo del Artículo 6, de la 
Sesión Ordinaria No. 18-2012, la JDCCDRB dispuso en lo conducente:  “Se acuerda por 
unanimidad Primero: responder al Concejo Municipal que el mecanismo utilizado para el uso de 
las instalaciones deportivas del Polideportivo de Belén se realiza bajo la modalidad de préstamo 
según los artículos 58 y 59 del Reglamento de Funcionamiento del Comité de Deportes, por lo 
tanto no existe ningún convenio firmado para el uso de las instalaciones del Polideportivo con 
las diferentes Asociaciones Deportivas que hacen uso de él. (…) ”.   
 
En esa sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan Manuel González Zamora, 
Lucrecia González Zumbado, y José Manuel Matamoros García.  Estuvieron ausentes con 
justificación: Manuel González Murillo  y Carlos Alvarado Luna. (Ver Hecho Probado 5.13,  folios 
del 030 al 046 del expediente administrativo).  Es decir la motivación del acuerdo (acto 
administrativo), no contiene elementos fácticos y jurídicos, que acrediten, que la cancha sintética 
de futbol, se puede prestar a un equipo de primera división administrado por una Sociedad 
Anónima, que  no es una entidad deportiva no profesional , ni de carácter recreativo cantonal.  
Al persistir la renuencia de la JDCCDRB, de acatar la advertencia de la Auditoría, el 19 de junio 



   

del 2012, mediante el oficio AI-49-2012 dirigido a ese Concejo,  la Auditoría Interna realizó una 
nueva advertencia sobre este caso, y en lo pertinente indicó lo siguiente: 
 
“… 1. Esta Auditoría ha señalado, en varias ocasiones, la necesidad de contar, lo antes posible, 
con convenios formalizados, con apego al bloque de legalidad, para el uso de oficinas 
administrativas e instalaciones deportivas, por parte de asociaciones deportivas. A la fecha, 
según lo indicado en los oficios ADM-0580-2012 y AA-182-2012, pese a las acciones llevadas a 
cabo, se carece de esos convenios.  Para su formalización se deberán considerar en lo 
pertinente, entre otros aspectos, las observaciones formuladas por la Auditoría en el oficio AI-
07-2012. 
 
2. Se hace referencia en el oficio ADM-0580-2012, a un acuerdo tomado por la Junta Directiva 
del Comité, en la sesión No 08-2012, del 03 de marzo del 2012, por medio del cual el Comité 
autorizó el uso por parte de un equipo de fútbol de primera división, de las instalaciones en el 
polideportivo, para entrenamientos y partidos oficiales. No obstante lo anterior, no existe 
convenio que regule el uso de esas instalaciones por parte de ese equipo.  La autorización del 
uso de esas instalaciones a una organización privada, sin el respaldo de un contrato o convenio, 
formalizado con apego al bloque de legalidad, podría generar eventuales responsabilidades….”. 
(Ver Hecho Probado 5.14, folios del 047 al 049 del expediente administrativo).  En atención a lo 
indicado, el 26 de Junio de 2012, en el Acuerdo del artículo 12 de la Sesión ordinaria No. 40-
2012, el Concejo conoció la advertencia de la Auditoría, del oficio  AI-49-2012, y acordó, entre 
otros aspectos, reconfirmar al CCDRB que las observaciones y recomendaciones de la Auditoría 
interna son de acatamiento obligatorio e inmediata aplicación, y se trasladó el acuerdo a la  
Dirección Jurídica y al Asesor Legal, para su análisis y recomendación. (Ver Hecho Probado 
5.15, folios 050 y 051 del expediente administrativo). 
 
En este aspecto, es importante señalar, que el 30 de Junio de 2012, mediante el acuerdo del 
Artículo 19, de la Sesión Ordinaria No. 25-2012, la JDCCDRB conoció la advertencia de la 
Auditoría Interna, mediante el oficio AI-49-2012 y acordó por unanimidad,  dejar en estudio esa 
advertencia para la próxima sesión.  En esta sesión estuvieron presentes, las siguientes 
personas: Juan Manuel González Zamora, Lucrecia González Zumbado, Manuel González 
Murillo, José Manuel Matamoros García,  y Carlos Alvarado Luna. (Ver Hecho Probado 5.16, ver 
folios  052 y 053 del expediente administrativo).  Posteriormente, el  07 de julio del 2012, 
mediante el acuerdo del Artículo 10, de la Sesión Ordinaria No. 26-2012, la Junta Directiva del 
Comité, tomó el siguiente acuerdo, como definitivamente aprobado y por unanimidad: Revocar 
el acuerdo tomado en Sesión Ordinaria  Nº 25-2012, artículo 19 (Ref.AA-248-2012) sobre el 
oficio AI-49-2012 de la Auditoría Municipal y dejar en estudio de la Junta este asunto, hasta 
recibir por parte del Concejo Municipal el criterio de la Dirección Jurídica sobre este tema. 
 
En dicha sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan Manuel González Zamora, 
Lucrecia González Zumbado, Manuel González Murillo, y José Manuel Matamoros García. 
Estuvo Ausente sin justificación Carlos Alvarado Luna. (Ver folio, Ver Hecho Probado 5.17, folio 
054 del expediente administrativo).  Reseñando, tenemos que al 07 de julio del 2012, existe la 
emisión de dos advertencias clarísimas de la Auditoría Interna, y la respuesta de la JDCCDRB, 
es no atender de manera objetiva esas advertencias. Lo procedente, en este caso, era dar un 



   

plazo razonable (un mes) a este equipo, para que sus dueños o patrocinadores financiaran el 
pago de la cancha, y una vez que se cuente con un Convenio debidamente aprobado, suscrito 
entre el CCDRB y el propietario o administrador del equipo de Futbol, se establecieran 
contraprestaciones equitativas, para que pudiera usar la cancha.  El argumento de los señores 
Gonzalez Zamora y Alvarado Luna, en el sentido de que en el pasado se prestó la cancha a 
otras organizaciones comunales en forma gratuita, no es de recibo, esta práctica administrativa 
irregular, se está rectificando. En efecto, en este caso, al detectarse el  uso de la cancha 
sintética, por parte del equipo de primera división en forma gratuita, la Auditoría Interna,  hace 
dos advertencia y luego una tercera p para que se subsane esa práctica  y se incumple con las 
mismas. (Ver declaraciones del Lic. Francisco Ugarte Soto y del Dr. Ennio Rodriguez Solís, en 
cuanto al uso que en el pasado se le dio a las canchas en el cantón de Belén. (Ver Hechos 
Probados en cuanto a la presentación de argumentos de los investigados y declaraciones 
rendidas por el Lic. Ugarte Soto y el Dr. Rodríguez Solís, ver Hechos Probados  5.42, 5.43 y 
5.44).   
 
En otro orden de ideas,  en el cargo 3.8), tenemos, que la Dirección Jurídica de la Municipalidad, 
mediante el Oficio DJ-231-2012, del 04 de Julio de 2012,  respondió a los requerimientos de 
información por parte del Concejo Municipal y se recomienda la revocación del acuerdo de la 
Junta Directiva del Comité, tomado en el Artículo No. 9, de la Sesión Ordinaria No. 08-2012, del 
3 de marzo del 2012, donde se otorgó el citado permiso de uso de la cancha. Asimismo en ese 
documento, se señalaron opciones para la posible solución de ese caso. (Ver Hecho Probado 
5.18, folios del 055 al 070 del expediente administrativo).  Ahora bien, es necesario apuntar, que 
la JDCCDRB, no se suspendió el permiso de uso de la cancha sintética, en tanto se encontraba 
la solución idónea, con fundamento en las recomendaciones de la Dirección Jurídica de la 
Municipalidad de Belén, órgano consultivo, cuyos dictámenes no son vinculantes, pero al 
separarse de ellos  hará incurrir a los miembros de la Junta Directiva, en ilegalidad manifiesta. 
(Artículo 199.3 de la L.G.A.P).  
 
Aunado a lo anterior,  tenemos por acreditado en cuanto al cargo 3.9)  y 3.10) lo siguiente: 
 
-Que el día 10 de julio del 2012,  en el Artículo 25 de la Sesión Ordinaria No. 43-2012, el Concejo 
Municipal de Belén, avaló el DJ-231-2012 y dispuso, trasladar el asunto a la JDCCDRB para su 
fiel cumplimiento del DJ-231-2012; y aplicación de todas las recomendaciones legales y técnicas 
de forma inmediata. (Hecho Probado 5.19 Ver folios del 071 al 082 del expediente 
administrativo). 
 
-Que el día 28 de julio del 2012, en el Artículo 8 de la Sesión ordinaria No. 29-2012, la 
JDCCDRB, conoció la notificación del acuerdo descrito en el Hecho Probado 5.19. El acuerdo 
correspondiente, tomado por el Comité en esa ocasión,  indica lo siguiente:  “Se acuerda con 
tres votos a favor y uno en contra del señor Manuel González Murillo que no se derogue el 
acuerdo del artículo 9 de la Sesión Ordinaria No. 08-2012 del 3 de marzo del 2012, el cual no 
podría derogarse por haber sido tomado por unanimidad y no existiendo unanimidad se 
mantenga por un mes la vigencia de dicho acuerdo y crea la comisión para que redacte el 
Convenio de alquiler o de reciprocidad para el uso de la cancha en un plazo de 30 días hábiles 
a partir de la aprobación de esta acta.” 



   

 
En esa Sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan Manuel González Zamora, 
Lucrecia González Zumbado, Manuel González Murillo, y  José Manuel Matamoros García. 
Estuvo ausente con justificación Carlos Alvarado Luna. (Ver Hecho Probado 5.20 folios del 083 
al 096). En forma clara y atinada, el 14 de agosto del 2012 en el acuerdo del Artículo 6, de la 
Sesión Ordinaria No. 50-2012, el Concejo Municipal de Belén acordó, solicitar a la JDCCDRB y 
al Administrador, un informe del cumplimiento de las advertencias de la Auditoría Interna y del 
oficio DJ-231-2012 de la Dirección Jurídica de esa Municipalidad. (Ver  Hecho Probado 5.21), y 
ver folio 097 del expediente administrativo). 
 
-El 25 de agosto del 2012, en el Artículo 13, de la Sesión Ordinaria No. 33-2012, la JDCCDRB, 
adoptó el siguiente acuerdo:  “Se acuerda por unanimidad comunicar al Concejo Municipal de 
Belén lo siguiente: “Primero: Esta Junta Directiva está de acuerdo con el cumplimiento de lo 
solicitado por la Auditoría Municipal en su oficio  AI-49-2012 y en el seguimiento de las 
recomendaciones y sugerencias emitidas por la Dirección Jurídica de la Municipalidad de Belén 
en su oficio DJ-231-2012. Segundo: ” Que en virtud del acatamiento de lo dispuesto en el punto 
3) de las CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES del oficio DJ-231-2012 se conformó una 
Comisión para la confección de un Convenio o contrato en el que se establezcan prestaciones 
recíprocas y equilibradas desde el  punto de vista tanto del Comité, como para la Sociedad 
Belén FC y tomando en cuenta los plazos fijados para el cumplimiento de estas 
recomendaciones  por el Concejo Municipal en su oficio Ref-4325-2012 es que les solicitamos 
que con el afán de que la revocatoria del Artículo 9 de la Sesión Ordinaria Nº 08-2012 del 
CCDYRB, según lo recomienda la Dirección Jurídica no sea arbitraria ni intempestiva, se 
reconsidere el plazo fijado para la firma del Convenio y se apruebe un plazo de quince días 
adicionales al actual ya que de lo contrario podríamos causar una (sic) daño irreversible al 
Equipo de Fútbol Belén FC y muy posible que se queden sin cancha por un tiempo y con ello 
perder los puntos del Campeonato Nacional de Fútbol de Primera División.  Tercero: Informar 
que la justificación que se tomó para no haber derogado el acuerdo Artículo 9 (sic) de la Sesión 
Ordinaria Nº 08-2012 del CCDYRB hasta estos momentos está basado en consideraciones de 
conveniencia de las partes para que su efecto no sea arbitrario ni intempestivo.” 
 
En esta sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan Manuel González Zamora,  
Lucrecia González Zumbado, Manuel González Murillo, José Manuel Matamoros García y 
Carlos Alvarado Luna. (Ver Hecho Probado 5.22 Ver folios 098 y 099 del expediente 
administrativo). Es fundamental señalar, que el 28 de agosto del 2012, por medio del Oficio AI-
65-2012, la Auditoria realizó una tercera advertencia sobre este mismo tema. Se indica la 
necesidad de que se atienda lo indicado en el Oficio DJ-231-2012 del 04 de julio del 2012, de la 
Dirección Jurídica  y los acuerdos tomados por el Concejo Municipal y se adopten las acciones 
pertinente, en relación con el permiso de uso otorgado al equipo de primera división de futbol, 
representado por la Sociedad Anónima Corporación Deportiva Belén, Siglo XXI F.C, persona 
jurídica 3-101-591836 entidad privada de naturaleza lucrativa.( Ver Hecho Probado 5.23 y folios 
del 100 al 102 del expediente administrativo).  
 
En ese orden de ideas,  el 01 de setiembre del 2012, en el Artículo 04, de la Sesión Ordinaria 
No. 34-2012, la JDCCDRB conoció la advertencia de la Auditoría, contenida en el oficio AI-65-



   

2012. En esa ocasión no se tomó un acuerdo, con respecto al cumplimiento de esa advertencia.  
En dicha sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan Manuel González Zamora,  
Lucrecia González Zumbado, Manuel González Murillo, José Manuel Matamoros García y 
Carlos Alvarado Luna. (Ver Hecho Probado 5.24 y folios del 103 al 105 del expediente 
administrativo).  Una vez emitida la tercera advertencia por la Auditoría Interna, el 04 de 
setiembre de 2012, en el Artículo 15 de la Sesión Ordinaria No. 54-2012, el Concejo conoció la 
referida advertencia contenida en el Oficio AI-65-2012, y dispuso en lo conducente: 
 
“Primero: Trasladar a la Junta Directiva del CCDRB para el cumplimiento obligatorio e inmediato 
de todos los acuerdos mencionados y recomendaciones explícitas en el Oficio AI-065-2012. 
Segundo: Instruir al CCDRB para que presente a este Concejo Municipal una propuesta antes 
del día 28 de setiembre del 2012.”  Tercero: Solicitar a la Dirección Jurídica la revisión de la 
propuesta de convenio o contrato sobre el tema para recomendación de este Concejo Municipal. 
Cuarto: Comunicar al CCDRB que en caso de no acatar las disposiciones de la Auditoría y los 
acuerdos de este Concejo Municipal, correspondería valorar la posibilidad de establecer las 
responsabilidades que eventualmente pudieran corresponder, de conformidad con el Artículo 
22, inciso d) de la Ley General de Control Interno y la normativa vigente.” (Ver Hecho Probado 
5.25 folios 106 y 107 del expediente administrativo). 
 

De la misma forma, en el Artículo 13 de la citada  Sesión Ordinaria 54-2012, se conoció por 
parte del Concejo Municipal de Belén, el oficio AA-306-2012 de Edwin Solano, encargado del 
Subproceso de Actas de la JDCCDRB, por medio del cual informa el acuerdo tomado por esa 
Junta en Sesión Ordinaria No 31-2012 del 11 de agosto del 2012 y ratificada en Sesión Ordinaria 
No 33-2012 del 25 de agosto del 2012. En este acuerdo se dispone comunicar, que la 
JDCCDRB, está de acuerdo en cumplir con el oficio AI-49-2012 y con el oficio DJ.231-2012. De 
la misma forma se acordó lo siguiente: “Segundo: Que en virtud del acatamiento de los dispuesto 
en el punto 3) de las CONCLUCIONES Y RECOMENDACIONES del oficio DJ-231-2012 se 
conformo una comisión para la confección de un convenio o contrato en que se establezcan 
prestaciones recíprocas y equilibradas desde el punto de vista tanto del comité, como para la 
Sociedad Belén FC y tomando en cuenta los plazos fijados para el cumplimiento de estas 
recomendaciones por el Concejo Municipal en su oficio Ref.4325-2012 es que les solicitamos 
que con el afán de que la revocatoria del artículo 9 de la Sesión Ordinaria No 08-2012 del 
CCDRB, según lo recomienda la Dirección Jurídica no sea arbitraria ni intempestiva, se 
reconsidere el plazo fijado para la firma del convenio y se apruebe un plazo de quince días 
adicionales al actual ya que de lo contrario podríamos causar un daño irreversible al Equipo de 
Futbol Belén FC y es muy posible que se queden sin cancha por un tiempo y con ello perder los 
puntos del Campeonato Nacional de Fútbol de Primera División. Tercero: Informar que la 
justificación que se tomó para no haber derogado el acuerdo Artículo 9 de la Sesión Ordinaria 
No 08-2012 del CCDYRB hasta estos momentos este basado en consideraciones de 
conveniencia de las partes paras que se efecto (sic) no sea arbitrario ni intempestivo…”.  
 

La JDCCDRB, acordó por unanimidad dar por recibido y archivar. En la votación de este acuerdo 
estuvieron los cinco miembros de Junta Directiva investigados. (Ver Hecho Probado 5.26, folios 
108 al 110 del expediente administrativo). 



   

 
-El 22 de setiembre del 2012, en el Artículo 17, de la Sesión Ordinaria No. 37-2012, la JDCCDRB 
conoció el oficio con la Referencia No. 5411/2012, del 12 de setiembre del 2012 de la Secretaria 
del Concejo. En ese documento se comunicó el acuerdo relativo al cumplimiento del oficio AI-
65-2012.  Al respecto la referida Junta Directiva, acordó por unanimidad, dar por recibido, incluir 
en el expediente y archivar. En esa Sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan 
Manuel González Zamora, Manuel González Murillo, José Manuel Matamoros García y Carlos 
Alvarado Luna. Según la certificación correspondiente, la Señora Lucrecia González Zumbado, 
se presentó  a las 8:20 AM por lo que se integró a la Sesión con voz pero sin voto. (Ver Hecho 
Probado 5.27,  folios 111 y 112 del expediente administrativo). 
 
Es evidente que, durante todo el periodo descrito en las consideraciones y hechos probados 
antes citados, no ha existido, un convenio aprobado entre el Comité y la Sociedad Anónima, y 
que sólo se cuenta con una propuesta para el mismo, la cual se encuentra en proceso de 
aprobación, y a pesar de ello la JDCCDR, continuó autorizando los   préstamos de la cancha de 
fútbol del Polideportivo, al citado equipo de Fútbol, representado por la Sociedad Anónima 
Deportiva Belén Siglo XXI F.C., sin que ese Comité recibiera ningún pago de tarifas, ni otra 
contraprestación por ese uso.  Estos préstamos se han efectuado, como se ha  indicado,  en 
desacato de  tres advertencias de la Auditoría Interna y de criterios legales, contenidos en el 
oficio DJ-231-2012, del 04 de Julio de 2012, de la Dirección Jurídica de la Municipalidad. 
 
Ante este panorama, lo procedente, era suspender el permiso, no en forma intempestiva (es 
decir fuera de tiempo y sazón, según el Diccionario usual de la Real Academia Española 
buscon.rae.es), por lo que lo oportuno es dar un plazo prudente a  la Sociedad Anónima, 
propietaria del equipo de primera división, para que dejara de utilizar las instalaciones, se 
suspendía el permiso de uso gratuito y en paralelo se buscaban las soluciones (entre otras la 
formalización de un convenio).  Por todo lo expuesto, existe un incumplimiento, por parte de los 
miembros de la Junta Directiva del Comité de Deportes, de lo dispuesto en acuerdos del Concejo 
Municipal de Belén, según el siguiente detalle:  
 
-El Artículo 25 de la Sesión Ordinaria No 43-2012 dispone en lo que interesa: “Segundo: 
Trasladar este acuerdo y el DJ-231-2012, a la Junta Directiva del Comité Cantonal de Deportes 
y Recreación de Belén y sus dependencias, para el fiel cumplimiento del DJ-231-2012; y 
aplicación de todas las recomendaciones legales y técnicas de forma inmediata. (...)” (Ver folios 
del 071 al 082 del expediente administrativo). 
 
-El Artículo 6 de la Sesión Ordinaria No 50-2012 señala en lo conducente: “SE ACUERDA POR 
UNANIMIDAD: Primero: Solicitar a la Junta Directiva, al Administrador y a las dependencias del 
CCDRB un informe del cumplimiento de las recomendaciones  y sugerencias dadas en el Oficio 
DJ-231,Oficio DJ-091, el Oficio AI-007, Oficio AI-49 todos del 2012 y también del acatamiento 
del Artículo 17 del Reglamento del CCDRB vigente; se aclara que este Concejo Municipal  ha 
determinado de acatamiento obligatorio e inmediato las disposiciones contenidas en estos 
oficios; todo esto en aplicación del Artículo 22  inciso d) de la Ley de Control Interno. (...)”  (Ver 
folio 097 del expediente administrativo). 
 



   

-El Artículo 15 de la Sesión Ordinaria No 54-2012,  señala en lo pertinente: “Primero: Trasladar 
a la Junta Directiva del CCDRB para el cumplimiento obligatorio e inmediato de todos los 
acuerdos mencionados y recomendaciones explícitas en el Oficio AI-065-2012. Segundo: 
Instruir al CCDRB para que presente a este Concejo Municipal una propuesta antes del día 28 
de setiembre del 2012.”  Tercero: Solicitar a la Dirección Jurídica la revisión de la propuesta de 
convenio o contrato sobre el tema para recomendación de este Concejo Municipal. Cuarto: 
Comunicar al CCDRB que en caso de no acatar las disposiciones de la Auditoría y los acuerdos 
de este Concejo Municipal, correspondería valorar la posibilidad de establecer las 
responsabilidades que eventualmente pudieran corresponder, de conformidad con el Artículo 
22, inciso d) de la Ley General de Control Interno y la normativa vigente.”  (Ver folios del 106 al 
107 del expediente administrativo). 
 
La interrogante  es porqué surge tal incumplimiento?porque los integrantes de la JDCCDRB, 
señores Juan Manuel González Zamora, cédula número 4-0092-0565, Lucrecia González 
Zumbado, cédula número 4-0089-0049, Manuel González Murillo, cédula número 1-0528-0115, 
José Manuel Matamoros García, cédula número 8-0067-0348,  y el señor Carlos Alvarado Luna,  
cédula número 4-0111-0522, miembros de la JDCCDRB período diciembre 2011-noviembre 
2013, no ejercieron las acciones administrativas o judiciales, tendientes a impugnar , revocar o 
anular los acuerdos o actos administrativos dictados por esa Junta Directiva, en los cuales  se 
haya autorizado al  equipo de futbol de primera división de Belén, el uso de la cancha sintética 
del Polideportivo de Belén, para prácticas o entrenamientos y/o para partidos oficiales y 
amistosos, lo que los hace incurrir en culpa grave  por incurrir en los cargos que se les ha 
imputado. 
 
7.5) EN CUANTO AL DESCARGO PRESENTADO POR LOS SEÑORES JUAN MANUEL 
GONZALEZ Y CARLOS ALVARADO LUNA.  Los señores Juan Manuel Gonzalez Zamora y 
Carlos Alvarado Luna, externaron su argumentación de descargo, tal como consta en los 
Resultando Sétimo y Octavo y en el Hecho Probado 5.43 (en cuanto a la presentación de 
argumentos). Efectivamente en los Resultandos antes mencionados, se indica en lo que 
interesa:  “…OCTAVO: Que el 6 de marzo del 2015, los señores Juan Manuel González Zamora 
y Carlos Alvarado Luna, contestaron el emplazamiento realizado en su contra, y manifestaron 
lo siguiente:  Señala que se les cuestiona como ex miembros del referido Comité en el período 
de noviembre 2011 a diciembre del 2013, con ocasión de haber facilitado el uso de la cancha 
de futbol del polideportivo de Belén al equipo de la Primera División del cantón (Belén Futbol 
SAD),  y la otra imputación es que no se cobro dinerariamente esa utilización. Afirman que los 
actos no pueden examinarse únicamente a la luz de la reglamentación escrita, debe 
considerarse otras fuentes, como la costumbre, y también  la delegación de competencias entre 
la Municipalidad y ese Comité de Deportes, para la realización del fin público. Agregan que para 
el primer cargo (consistente en que el Comité facilitó el uso de la cancha de futbol a Belén Futbol 
Club SAD, sin convenio que así lo autorizare, el sustento de esa actuación, es el artículo 58 del 
Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité Cantonal de Deportes y 
Recreación de Belén, vigente desde enero del 2003 a enero del 2013. Indican que  en el 
momento en que se realiza el préstamo de la cancha, no existe reglamentación escrita que 
norme el asunto, por lo que se realizó un acuerdo  verbal. Señalan que hay dos aspectos 
relevantes: que Belén Futbol Club SAD, es una entidad futbolística de primera división, y que la 



   

divisa publicitaria de esa entidad deportiva representa al cantón, al igual que lo hacen otras 
divisas futbolísticas de igual rango, como Limón Futbol Club, o Santos de Guápiles. Afirman que 
para el momento en que se hace el préstamo de la cancha, el equipo de Belén no tenía sede y 
podía ser descalificado, además existía una costumbre y uso administrativo reconocido y vigente 
, que facilitó el préstamo de instalaciones deportivas a otras entidades deportivas ( Belén-Calle 
Flores de 1986-2000, y Asociación de Futbol de Belén del año 2000 en adelante), bajo una 
misma argumentación (satisfacción de una necesidad comunal deportiva en tanto objetivo de 
fin público según reglamentariamente se establecía). Arguyen que en el análisis debe 
considerarse los principios del servicio público (artículo 4 de la Ley General de la Administración 
Pública), así como los artículos del 1 al 19 de dicha Ley, buscando garantizar el equilibrio entre 
la eficiencia de la administración y los derechos fundamentales del individuo, sin contrariar las 
reglas de la ciencia o técnica y los principios elementales de justicia lógica y conveniencia. 
Consideran que el Comité realizó gestiones importantes: -En el mes de setiembre 2012 enviaron 
al Concejo Municipal una propuesta de convenio a los fines dichos, que se pretendía suscribir 
entre el Comité y Belén Futbol Club SAD, la cual se devolvió sin aprobación y con observaciones 
de la Dirección Jurídica de la Municipalidad. A finales de abril del 2013 se presentó  la propuesta 
con las correcciones de nuevo a esa Dirección Jurídica, y nuevamente se surgieron 
observaciones, las cuales se pasaron al Administrador del Comité señor Pablo Vindas para su 
decisión y no se tiene noticia que se resolvió. Sostienen que no existía criterio normativo, ni 
claridad en cuanto a las potestades de un Comité para firmar convenios de uso de instalaciones 
deportivas. Afirman que en el año 2002, se emitió el dictamen C-352-2002, por parte de la 
Procuraduría General de la República, pero era vinculante únicamente para la Municipalidad de 
Santa Bárbara y que existe otro antecedente el dictamen C-10-2014, consulta realizar por la 
Municipalidad de Belén, pero para esa época la Junta Directiva cuestionada, no estaba en el 
ejercicio de funciones que culminó en noviembre 2013. Afirman que para que se evalúe la 
actuación propositiva del Comité, se firmó un convenio  con la Fedefutbol para la celebración 
del Campeonato Mundial Femenino Sub 17, por el uso de las instalaciones del Polideportivo, lo 
que generó $ 40.000 dólares (para remodelaciones según Cláusula Sexta del Convenio) y ¢ 
4.200.000 colones (por concepto de uso de la cancha).” (Ver folios del 290 al 310 del expediente) 
 
NOVENO: Que en el referido escrito, afirman los señores González Zamora y Alvarado Luna, 
que en cuanto al segundo cargo (facilitar la cancha a Belén Futbol Club SAD), no es cierto, 
porque si cobraron, parte en dinero en efectivo y parte con pago en especie, para invertir en 
mejoras y nuevas obras en el Polideportivo, las que se detallan: -Instalación de 37 tonelada de 
caucho a la cancha sintética del Polideportivo de Belén, con un costo aproximado de 20 millones 
de colones. Se dio mantenimiento a la cancha sintética del Polideportivo de Belén por un año, 
con un costo de 2 millones de colones (peinar la cancha). Se le hicieron mejoras a las oficinas 
de la Asociación Deportiva de Belén, con un costo aproximado de 5 millones de colones. Se 
instaló un palco para la presa y espectadores, esto con un costo aproximado a los 8 millones de 
colones. Se hizo un muro protector en la malla del polideportivo, con un costo aproximado de 5 
millones de colones. Se le hicieron mejoras a los baños de taekondo, con un costo aproximado 
de 2 millones de colones. Se instaló una valla publicitaria en la piscina esto con un aporte 
aproximado de 5 millones usados para el equiparamiento de la soda de natación. Y en este 
momento y por trabajos que comenzaron a inicios de este año 2015 y gracias a lo pactado con 
entes de la empresa privada (vía Belén Futbol Club- se realizan trabajos de nuevas 



   

instalaciones, no simples mejoras, en el tendido de luz del polideportivo por un costo superior a 
50 millones de colones. Afirman que el equipo de primera, representante del cantón de Belén, 
fue expulsado del Polideportivo, y ha tenido que entrenar en otras canchas, por lo que aportes 
que iban a efectuar la Federación  de Futbol por 4 millones y la empresa Pedregal por 5 millones, 
para la construir las bases de 8 torres de iluminación no se hicieron efectivos, y el Comité terminó 
pagando la referida obra, una vez licitada. Mencionan que existe otro aspecto, como es el 
impacto positivo de opinión a nivel cantonal y nacional, que se genera con la presencia de un 
equipo en primera división y su relación con la Escuela de Futbol, en la que hay más de 300 
niños. Afirman que la suma de aportes en obras remodeladas y nuevas que recibió el Comité 
(Fedefutbol Unafut y empresa privada) es mucho mayor al presunto monto 38.4 millones, que 
presuntamente dejó de percibir el Comité por no pago del uso de la cancha, por lo que 
jurídicamente y económicamente no hay daño. Manifiestan, que no se ha considerado el valor 
moral y social que se generó  en la imagen positiva del cantón de belén como cantón deportivo. 
Estiman que el traslado de cargos que ahora se contesta tipifica su actuación o al menos la 
insinúa como dolosa, culpable o al menos negligente, lo que resultan jurídicamente erróneo, no 
hay tipificación y resulta injusta. Agregan que en cuanto al primer cargo, el uso de la cancha al 
equipo Belén Futbol Club, se hace en un momento en que no había norma escrita que lo 
autorizara, pero se hizo con fundamento en usos y costumbres administrativos anteriores al acto 
y respecto a entidades similares de futbol cantonal. Además resaltan el esfuerzo de someter un 
convenido a estudio del Concejo Municipal y que no surtió efecto, por tramitología municipal, 
más que por responsabilidad del Comité, y en cuanto al segundo cargo, no se dejó de cobrar 
por el uso de la cancha, se cobro parte en dinero y parte en especie, (obras nuevas y mejoras, 
aporte de materiales y mano de obra), en suma superior al presunto monto dejado de percibir, 
ni jurídica, ni económicamente hubo daño, y por la misma razón no hubo dolo, ni culpa en su 
actuación, y por el contrario cumplieron son su deber in vigilando. Con su actuación afirman se 
fortaleció y enriqueció el patrimonio deportivo del cantón (valor tangible e intangible) y se 
mantuvo el prestigio de Belén. Adicionalmente aportaron  prueba documental, pericial, solicitud 
de informe económico, petición de inspección ocular en sitio, prueba testimonial. (Ver folios del 
290 al 310 del expediente administrativo). 
 
Como argumento central de su defensa, señalan los señores González y Alvarado  que se les 
cuestiona como ex miembros del referido Comité en el período de noviembre 2011 a diciembre 
del 2013, con ocasión de haber facilitado el uso de la cancha de futbol del polideportivo de Belén 
al equipo de la Primera División del cantón (Belén Futbol SAD),  y la otra imputación es que no 
se cobro dinerariamente esa utilización. Sostienen que los actos no pueden examinarse 
únicamente a la luz de la reglamentación escrita, debe considerarse otras fuentes, como la 
costumbre, y también  la delegación de competencias entre la Municipalidad y ese Comité de 
Deportes, para la realización del fin público.  Está acreditado como Hecho Probado 5.52), que 
en el oficio ADM-2079-2013, del 06 de agosto del 2013, del Administrador General del Comité 
de Deportes, señor Pablo Vindas Acosta, se detalla el uso, dado  a la cancha, desde el 02 de 
marzo de 2012 hasta el 01 de junio de 2013, según registros escritos. (Ver folios del 171 al 179 
del expediente administrativo).  
 
El anterior Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité de Deportes, fue 
aprobado por el Concejo, en la Sesión Ordinaria No. 01-2003 del 02 de enero del 2003, y  



   

publicado en  La Gaceta No. 18, del 27 de enero de ese año.  De acuerdo con el detalle de los 
préstamos de la citada cancha,  enumerados en el citado oficio ADM-2079-2013, se evidencia 
que, durante el periodo comprendido entre el 02 de marzo del 2012 y el 17 de febrero de 2013,  
los prestamos de la cancha de fútbol del Polideportivo, se efectuaron en contraposición a lo 
dispuesto en el citado reglamento, ya que no se realizaron los cobros correspondientes de las 
tarifas establecidas en ese reglamento.  El artículo 59 ibídem, establecía en lo conducente lo 
siguiente: 
 
 “ARTICULO 59. Las tarifas por el uso de las instalaciones deportivas y recreativas son de cobro 
obligatorio y serán fijadas anualmente por el Comité Cantonal, previo estudio autorizado por el 
Concejo Municipal. El Comité Cantonal deberá presupuestar los ingresos por tal concepto y 
además establecer los mecanismos apropiados para el giro correspondiente de tales recursos 
a la Comisión de Instalaciones Deportivas, Comités Comunales y Asociaciones Deportivas, 
según corresponda”. 
 
El Concejo en el Artículo 4, de la Sesión Ordinaria No. 01-2013, celebrada el 19 de enero del 
2013, aprobó el nuevo Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité de 
Deportes, el cual fue publicado en el Alcance No. 33 a la Gaceta  No. 34, del 18 de febrero del 
2013, fecha a partir de la cual empezó a regir.  Según el mismo oficio ADM-2079-2013, es 
posible afirmar que, en el periodo comprendido entre el 18 de febrero y el 01 de junio de 2013,  
se prestó la Cancha de fútbol del Polideportivo, a la referida sociedad, también en 
incumplimiento del artículo 63  de ese nuevo reglamento.  
 
“…ARTÍCULO 63. El alquiler de instalaciones municipales deportivas y recreativas es de cobro 
obligatorio. Estos montos serán ajustados de acuerdo al índice de inflación fijado por el BCCR 
al menos una vez al año, una vez que sean aprobadas por la Junta Directiva del CCDRB y por 
el Concejo Municipal de Belén. El monto del alquiler es de cobro exclusivo por el CCDRB, 
recaudado en su totalidad por el CCDRB, ingresado y presupuestado por CCDRB; las sumas 
recaudadas deben destinarse al mantenimiento y mejoras de las mismas instalaciones, según 
lo establece el artículo 171 de Código Municipal. La responsabilidad de autorizar el alquiler y de 
recaudar le corresponde a la JD del CCDRB, por lo que se deberá documentar correcta y 
adecuadamente todo el proceso con la diligencia de la Administración del CCDRB….”. 
 
De la misma forma, con las actuaciones antes descritas, se ha violentado el artículo 171 del 
Código Municipal, el cual en lo que interesa señala “(…) Estos comités quedan facultados para 
gozar del usufructo de las instalaciones deportivas y recreativas bajo su administración y los 
recursos se aplicarán al mantenimiento, mejoras y construcción de las mismas instalaciones”. 
 
Desde esa perspectiva, también se infringe el Que el Convenio de Préstamo de Uso, 
Administración y Mantenimiento de Instalaciones Deportivas y Recreativas entre la 
Municipalidad de Belén y el CCDRB,  fue aprobado por el Concejo Municipal, en el acuerdo del 
Artículo 18 de la Sesión Ordinaria No. 72-2010, el 30 de noviembre del 2010, y suscrito por el 
Alcalde y la presidenta del Comité de Deportes, el 17 de marzo de 2011. El referido Convenio 
en la Cláusula Tercera, indica  en lo que interesa:  “Alquiler por el Uso de Instalaciones. El 
alquiler por el uso de instalaciones deportivas  y recreativas, se regirá conforme lo establece el 



   

artículo 59  del Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité Cantonal de 
Deportes y Recreación (…)”. (Ver Hecho Probado 7.55), folios del 188 al 200, de esta Relación 
de Hechos). 
 
En ese sentido, se tiene como Hecho No Probado 6.4) que personas físicas o jurídicas (públicas 
o privadas), hayan realizado pagos en especie o en dinero al CCDRB, a efecto de que el  equipo 
de futbol de primera división de Belén, pudiera utilizar la cancha sintética del Polideportivo de 
Belén, para prácticas o entrenamientos y/o para partidos oficiales y amistosos.  Se colige de lo 
anterior, que en efecto, podría pensarse en dar preferencia a un equipo de futbol que represente 
al cantón, pero la norma no exonera del pago, precisamente, porque el artículo 59 del mismo 
Reglamento dispone en lo que interesa: “…Las tarifas por el uso de las instalaciones deportivas 
y recreativas son de cobro obligatorio…”.  Como se ha indicado la JDCCDRB, en el acuerdo del 
Artículo 4, de la Sesión ordinaria No. 14-2011, celebrada el 04 de abril del 2011, aprobó el 
Estudio Científico –Tarifario para el Alquiler de las Instalaciones Deportivas Administradas por 
el Comité de Deportes y Recreación de Belén”, (Hecho Probado 5.2) y que el equipo de futbol 
de primera división tiene prioridad para el uso de la cancha.  
 
Pero es necesario apuntar, que en el Considerando VI del referido estudio, punto Tercero, se 
consignan las tarifas de alquiler correspondientes a la Cancha de Fútbol Sintética del 
Polideportivo.  Asimismo en el punto Cuarto se indica que en cuanto a la disponibilidad de 
espacio de la instalación deportiva, el uso comunal y las asociaciones deportivas tendrán 
prioridad. Por su parte en el punto Décimo, se establece que cuando un Belemita u organización 
comunal, deportiva o recreativa acreditada ante el CCDRB, requiere del uso de las instalaciones 
deportivas para una actividad, no tendrá costo dentro del espacio denominado comunal. (Ver 
folios 180 al 187 del expediente administrativo).  No obstante lo anterior, esas son reglas que 
no aplican a equipos de nivel profesional, que reciben patrocinios y que pertenecen a 
sociedades anónimas, como en el caso de marras. 
 
De la misma forma, argumentar, que en épocas anteriores se permitía el uso de las canchas en 
Belén, a organizaciones privadas en forma gratuita, es una situación que pudo haber ocurrido, 
sin embargo en el momento en que la Auditoría hace tres advertencias a la JDCCDRB para 
revocar el acuerdo en el que se dispuso prestar las instalaciones a la Sociedad Anónima dueña 
o administradora del equipo de primera división en forma gratuita, era de acatamiento 
obligatorio, para resguardar las normas de control interno, en tutela del patrimonio del CCDRB.  
Por otra parte, en cuanto a las declaraciones de los señores Vinicio Alvarado Ureña cédula de 
identidad 2-481-541 y Robert Garbanzo Ilama, cédula de identidad 1-1137-684, tenemos un 
amplio detalle de obras y reparaciones que se hicieron y se hacen en el Polideportivo de Belén, 
lo cual se constató también con la inspección de campo, ya que el día 13 de abril del 2015, a 
las 8:35 horas, con la presencia del Dr. Francisco Morera Alfaro, carne del Colegio de Abogados 
1325, quien representa a los señores Juan González Zamora, Jose Manuel Matamoros García 
y Carlos Alvarado Luna, y con la participación el Administrador del Comité señor Pablo Vindas 
Acosta, se realizó la inspección en el Polideportivo de Belén, a efecto de acreditar las mejoras 
realizadas al inmueble, detallándose las actuaciones realizadas. (Ver Hecho Probado 5.49 folios 
364 y 365 del expediente administrativo y Hecho Probado 5.45 en cuanto a la existencia de las 
declaraciones de los señores Vinicio Alvarado Ureña y Robert Garbanzo Ilama). 



   

 
Sin perjuicio de lo anterior, es importante resaltar, que no se ha acreditado que todas esas 
reparaciones y aportes, constituyan el pago de las tarifas por el uso de la cancha sintética de 
ese Polideportivo, por parte del equipo de primera división de futbol. (Hecho No Probado 6.4).  
En definitiva, existe una falta de diligencia grave, por parte de los señores Juan Manuel 
González Zamora, cédula número 4-0092-0565, Lucrecia González Zumbado, cédula número 
4-0089-0049, Manuel González Murillo, cédula número 1-0528-0115, José Manuel Matamoros 
García, cédula número 8-0067-0348,  y el señor Carlos Alvarado Luna,  cédula número 4-0111-
0522, miembros de la JDCCDRB período diciembre 2011-noviembre 2013, al no haber ejercido 
acciones administrativas o judiciales, tendientes a impugnar , revocar o anular los acuerdos o 
actos administrativos dictados por esa Junta Directiva, en los cuales  se haya autorizado al  
equipo de futbol de primera división de Belén, el uso de la cancha sintética del Polideportivo de 
Belén, para prácticas o entrenamientos y/o para partidos oficiales y amistosos. (Hecho No 
Probado 6.5). 
 
CONSIDERANDO 8): REPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA (DISCIPLINARIA) Y 
RESPONSABILIDAD CIVIL ATRIBUIBLE A LOS SEÑORES JUAN MANUEL GONZALES 
ZAMORA, LUCRECIA GONZZALEZ ZUMBADO, MANUEL GONZALEZ MURILLO, JOSE 
MANUEL MATAMOROS GARCIA Y CARLOS ALVARADO LUNA.  CARGOS, QUE SE 
DERIVAN DE LA RELACION DE HECHOS CONTENIDA EN EL INFORME  DE AUDITORIA 
INTERNA, DENOMINADO RH-AI-01-2013, “USO DE LA CANCHA DE FUTBOL DEL 
POLIDEPORTIVO POR EL EQUIPO DE FUTBOL DE LA PRIMERA DIVISION DE BELEN”. 
EXISTENCIA DE CULPA GRAVE.  Los cargos que se han endilgado a los referidos miembros 
de la JDCCDRB y que fueron analizados en el Considerando 7), del presente acuerdo, generan 
responsabilidad administrativa de tipo disciplinaria y responsabilidad civil, por las siguientes 
razones: 

8.1) Determinación de la responsabilidad administrativa (disciplinaria) en el presente caso. 
Existencia de culpa grave.  La Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, ha sostenido, 
que a los funcionarios (as) públicos (as) del Estado se les exige un especial deber de diligencia 
en todos aquellos asuntos que guarden relación con las labores que desempeñan, ya que son 
responsables de que la función que realizan, y la misma debe ejecutada conforme a criterios de 
objetividad, imparcialidad, eficiencia y profesionalidad, entre otros, por lo que la confianza en 
ellos depositada, alcanza una trascendencia particular al momento de analizar las faltas que se 
les atribuyen, especialmente si las mismas están relacionadas con las tareas específicas 
asignadas o pueden incidir en ellas.  Sobre el particular, la Sala Segunda de la Corte Suprema 
de Justicia, en la Resolución Nº2004-01010 de las 9:30 horas del 24 de noviembre del 2004 
señaló: 

“… Se trata de una actividad que implica derechos (facultades) y deberes (obligaciones 
inexcusables) que cumplen quienes desempeñan un cargo dentro de cualquier poder público.  
Los funcionarios públicos son depositarios de la confianza del Estado-patrono y de los usuarios 
del servicio, por lo que deben tener un comportamiento impecable y probo, así como una 
conducta intachable.  Por eso, en tratándose de servidores públicos, independientemente de su 



   

naturaleza, función y categoría, la valoración de sus faltas debe hacerse en forma estricta y 
meticulosa, por estar de por medio el interés público ante el cual debe ceder el del trabajador 
(en cuanto a la mayor rigurosidad en la calificación de las faltas de los servidores públicos, véase 
entre otros los votos números 638 de las 10:30 horas del 26 de octubre del 2001; 234 de las 
9:30 horas del 22 de mayo del 2002 de esta Sala).  A los servidores y servidoras del Estado se 
les exige un especial deber de diligencia en todos aquellos asuntos que guarden relación con 
las labores que desempeñan –después de todo son responsables de que la función que realizan 
sea ejecutada conforme a criterios de objetividad, imparcialidad, eficiencia y profesionalidad, 
entre otros-, por lo que la confianza en ellos depositada, alcanza una trascendencia particular 
al momento de analizar las faltas que se les atribuyen, especialmente si las mismas están 
relacionadas con las tareas específicas asignadas o pueden incidir en ellas (en este sentido, ver 
entre otros los votos números 722 de las 10:30 horas del 30 de noviembre, 724 de las 9:30 
horas del 5 de diciembre, ambos del 2001, de esta Sala). …”. 

 
No queda duda que en el presente caso, después de tres advertencias de la Auditoría Interna 
de la Municipalidad de Belén a la JDCCDRB( Hechos Probados 5.5, 5.14, y 5.23), en el sentido 
de adoptar las medidas para regularizar el permiso de uso de la cancha sintética de futbol del 
Polideportivo de Belén, a la Corporación Deportiva Belén Siglo XXI FC.SA, que es la entidad 
que representa al equipo de futbol  de Belén en la Primera División, y existiendo el dictamen DJ 
231-2012, emitido por la Dirección Jurídica de la Municipalidad de Belén ( Ver Hecho Probado 
5.18), en el que se establece la necesidad de revocar el permiso de uso antes referido, y buscar 
nuevas alternativas de solución; el persistir por parte de los investigados, en mantener ese 
permiso de uso en forma gratuita constituye una falta por negligencia grave, al no recaudar los 
montos por concepto de cobro de tarifas debían cobrarse a la entidad o grupo que utiliza la 
cancha sintética. 
 
En punto a lo anterior, se indica en el Oficio DJ-231-2012 en lo conducente:  “En consecuencia, 
el permiso de uso, no genera un derecho subjetivo a favor de la Corporación Deportiva Belén 
Siglo XXI F.C. S.A., que es la entidad que representa al equipo de fútbol de Belén en la primera 
división.”  “La Junta Directiva del Comité de Deportes y Recreación, tiene la potestad de revocar 
en cualquier momento el permiso de uso de la cancha sintética, y en el presente caso, se justifica 
por razones de oportunidad y conveniencia, toda vez que la organización encargada del equipo 
de fútbol de primera división de fútbol de Belén (sic), es una sociedad anónima, entidad lucrativa, 
que tendría que pagar el alquiler correspondiente por el uso de la referida instalación.” 
 
Ese mismo documento, continúa señalando lo siguiente:  “En abono de lo anterior, el artículo 
16.1 de la L.G.A.P. dispone: 
 
“…Artículo 16.1. En ningún caso podrán dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la ciencia 
o de la técnica, o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia….”   
 
Posteriormente ese oficio indica lo siguiente:  “No resulta acorde con los principios elementales 
de justicia, lógica y conveniencia, que una sociedad anónima como lo es la Corporación 
Deportiva Belén Siglo XXI F.C Sociedad Anónima (entidad que representa al equipo de fútbol de 
Belén de Primera División), la cual tiene por objeto, según su pacto constitutivo, todo lo 



   

relacionado con la actividad deportiva, comercio, industria, turismo, agricultura, ganadería, se le 
otorgue un permiso de uso gratuito de una cancha sintética propiedad municipal, sin que la 
misma –como ente lucrativo-, pague el alquiler o canon correspondiente.  La referida entidad se 
trata de una persona de naturaleza privada, lucrativa y que está obteniendo una ventaja al 
utilizar un bien público, sin retribuir el pago por concepto de alquiler o canon para el 
mantenimiento y mejoras del bien, en provecho o beneficio de los restantes usuarios.” 

 
No obstante lo anterior, tenemos la siguiente secuencia de Hechos Probados: 
-La Dirección Jurídica de la Municipalidad, mediante el Oficio DJ-231-2012, del 04 de Julio de 
2012,  respondió a los requerimientos de información por parte del Concejo Municipal y se 
recomienda la revocación del acuerdo de la Junta Directiva del Comité, tomado en el Artículo 
No. 9, de la Sesión Ordinaria No. 08-2012, del 3 de marzo del 2012, donde se otorgó el citado 
permiso de uso de la cancha. Asimismo en ese documento, se señalaron opciones para la 
posible solución de ese caso. (Ver Hecho Probado 5.18), folios del 055 al 070 del expediente 
administrativo).  
 
-Que el 10 de julio del 2012,  en el Artículo 25 de la Sesión Ordinaria No. 43-2012, el Concejo 
Municipal de Belén, avaló el DJ-231-2012 y dispuso, trasladar el asunto a la JDCCDRB para su 
fiel cumplimiento del DJ-231-2012; y aplicación de todas las recomendaciones legales y técnicas 
de forma inmediata. (Ver Hecho Probado 5.19),  folios del 071 al 082 del expediente 
administrativo). 
 
-Que el  28 de julio del 2012, en el Artículo 8 de la Sesión ordinaria No. 29-2012, la JDCCDRB, 
conoció la notificación del acuerdo descrito en el Hecho Probado 7.19. El acuerdo 
correspondiente, tomado por el Comité en esa ocasión,  indica lo siguiente:  “Se acuerda con 
tres votos a favor y uno en contra del señor Manuel González Murillo que no se derogue el 
acuerdo del artículo 9 de la Sesión Ordinaria No. 08-2012 del 3 de marzo del 2012, el cual no 
podría derogarse por haber sido tomado por unanimidad y no existiendo unanimidad se 
mantenga por un mes la vigencia de dicho acuerdo y crea la comisión para que redacte el 
Convenio de alquiler o de reciprocidad para el uso de la cancha en un plazo de 30 días hábiles 
a partir de la aprobación de esta acta.” 
 
En esa Sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan Manuel González Zamora, 
Lucrecia González Zumbado, Manuel González Murillo, y  José Manuel Matamoros García. 
Estuvo ausente con justificación Carlos Alvarado Luna. (Ver Hecho Probado 5.20), folios del 083 
al 096). 
 
-Que el 14 de agosto del 2012 en el acuerdo del Artículo 6, de la Sesión Ordinaria No. 50-2012, 
el Concejo Municipal de Belén acordó, solicitar a la JDCCDRB y al Administrador, un informe 
del cumplimiento de las advertencias de la Auditoría Interna y del oficio DJ-231-2012 de la 
Dirección Jurídica de esa Municipalidad. (Ver Hecho Probado 5.21), folio 097 del expediente 
administrativo). 
 
-Que el 25 de agosto del 2012, en el Artículo 13, de la Sesión Ordinaria No. 33-2012, la 
JDCCDRB, adoptó el siguiente acuerdo:  “Se acuerda por unanimidad comunicar al Concejo 



   

Municipal de Belén lo siguiente: “Primero: Esta Junta Directiva está de acuerdo con el 
cumplimiento de lo solicitado por la Auditoría Municipal en su oficio  AI-49-2012 y en el 
seguimiento de las recomendaciones y sugerencias emitidas por la Dirección Jurídica de la 
Municipalidad de Belén en su oficio DJ-231-2012. Segundo: ” Que en virtud del acatamiento de 
lo dispuesto en el punto 3) de las CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES del oficio DJ-231-
2012 se conformó una Comisión para la confección de un Convenio o contrato en el que se 
establezcan prestaciones recíprocas y equilibradas desde el  punto de vista tanto del Comité, 
como para la Sociedad Belén FC y tomando en cuenta los plazos fijados para el cumplimiento 
de estas recomendaciones  por el Concejo Municipal en su oficio Ref-4325-2012 es que les 
solicitamos que con el afán de que la revocatoria del Artículo 9 de la Sesión Ordinaria Nº 08-
2012 del CCDYRB, según lo recomienda la Dirección Jurídica no sea arbitraria ni intempestiva, 
se reconsidere el plazo fijado para la firma del Convenio y se apruebe un plazo de quince días 
adicionales al actual ya que de lo contrario podríamos causar una (sic) daño irreversible al 
Equipo de Fútbol Belén FC y muy posible que se queden sin cancha por un tiempo y con ello 
perder los puntos del Campeonato Nacional de Fútbol de Primera División.  Tercero: Informar 
que la justificación que se tomó para no haber derogado el acuerdo Artículo 9 (sic) de la Sesión 
Ordinaria Nº 08-2012 del CCDYRB hasta estos momentos está basado en consideraciones de 
conveniencia de las partes para que su efecto no sea arbitrario ni intempestivo.” 
 
En esta sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan Manuel González Zamora,  
Lucrecia González Zumbado, Manuel González Murillo, José Manuel Matamoros García y 
Carlos Alvarado Luna. (Ver Hecho Probado 5.22) folios 098 y 099 del expediente administrativo). 
 
-Que el 28 de agosto del 2012, por medio del Oficio AI-65-2012, la Auditoria realizó una tercera 
advertencia sobre este mismo tema. Se indica la necesidad de que se atienda lo indicado en el 
Oficio DJ-231-2012 del 04 de julio del 2012, de la Dirección Jurídica  y los acuerdos tomados 
por el Concejo Municipal y se adopten las acciones pertinente, en relación con el permiso de 
uso otorgado al equipo de primera división de futbol, representado por la Sociedad Anónima 
Corporación Deportiva Belén, Siglo XXI F.C, persona jurídica 3-101-591836 entidad privada de 
naturaleza lucrativa.( Ver Hecho Probado 5.23) folios del 100 al 102 del expediente 
administrativo).  De la misma forma, en el Artículo 13 de la citada  Sesión Ordinaria 54-2012, se 
conoció por parte del Concejo Municipal de Belén, el oficio AA-306-2012 de Edwin Solano, 
encargado del Subproceso de Actas de la JDCCDRB, por medio del cual informa el acuerdo 
tomado por esa Junta en Sesión Ordinaria No 31-2012 del 11 de agosto del 2012 y ratificada en 
Sesión Ordinaria No 33-2012 del 25 de agosto del 2012 ( Hecho Probado 5.22) ya transcrito).  
 
La JDCCDRB, acordó por unanimidad dar por recibido y archivar. En la votación de este acuerdo 
estuvieron los cinco miembros de Junta Directiva investigados. Ver Hecho Probado 5.26), folios 
108 al 110 del expediente administrativo). 
 
-El 22 de setiembre del 2012, en el Artículo 17, de la Sesión Ordinaria No. 37-2012, la JDCCDRB 
conoció el oficio con la Referencia No. 5411/2012, del 12 de setiembre del 2012 de la Secretaria 
del Concejo. En ese documento se comunicó el acuerdo relativo al cumplimiento del oficio AI-
65-2012.  Al respecto la referida Junta Directiva, acordó por unanimidad, dar por recibido, incluir 
en el expediente y archivar. En esa Sesión estuvieron presentes las siguientes personas: Juan 



   

Manuel González Zamora, Manuel González Murillo, José Manuel Matamoros García y Carlos 
Alvarado Luna. Según la certificación correspondiente, la Señora Lucrecia González Zumbado, 
se presentó  a las 8:20 AM por lo que se integró a la Sesión con voz pero sin voto. (Ver Hecho 
Probado 5.27,  folios 111 y 112 del expediente administrativo). 
 
Es evidente que, durante todo el periodo descrito en las consideraciones y hechos probados 
antes citados, no se  ha aprobado, un convenio entre el Comité y la Sociedad Anónima que 
administra al equipo de futbol, y que sólo se cuenta con una propuesta para el mismo, la cual 
se encuentra en proceso de aprobación, la JDCCDR, continuó autorizando los   préstamos de 
la cancha de fútbol del Polideportivo, al citado equipo de Fútbol, representado por la Sociedad 
Anónima Deportiva Belén Siglo XXI F.C, sin que ese Comité recibiera ningún pago de tarifas, ni 
otra contraprestación por ese uso. (Ver Hechos No Probados 6.2 y 6.4).  Con las actuaciones 
antes descritas, los investigados, han violentado el  principio de legalidad, regulado en  el 
artículo 11 de la Constitución Política y 11 de la L.G.A.P, principio en  virtud del cual,  los 
funcionarios (as) públicos (as), se deben ajustar al ordenamiento jurídico, de tal forma que se 
entiende en sentido positivo y negativo. Es decir se puede hacer lo que  la Constitución, la ley y 
demás fuentes permiten, y lo que no está autorizado por ese ordenamiento está vedado. (Votos 
de la Sala IV 1739-92 y 440-98).  
 

Para mayor abundamiento el artículo 107 de la Ley de la Administración Financiera de la 
República y Presupuestos Públicos, Ley No 8131 del 18 de setiembre del 2001, publicado en 
La Gaceta No 198 de 16 de octubre del 2001: 

“…Artículo 107.-Principio de legalidad.  Los actos y contratos administrativos dictados en 
materia de administración financiera, deberán conformarse sustancialmente con el 
ordenamiento jurídico, según la escala jerárquica de sus fuentes. Se presume la legalidad de 
los actos y las operaciones de órganos y entes públicos sujetos a la presente Ley, pero se 
admitirá prueba en contrario”. 

De la misma forma esta Ley, es muy clara al señalar:  “…Artículo 110.-Hechos generadores de 
responsabilidad administrativa.  Además de los previstos en otras leyes y reglamentaciones 
propias de la relación de servicio, serán hechos generadores de responsabilidad administrativa, 
independientemente de la responsabilidad civil o penal a que puedan dar lugar, los mencionados 
a continuación: 

(…) b) La omisión, el retardo, la negligencia o la imprudencia en la preservación y salvaguarda 
de los bienes o derechos del patrimonio público o la adopción de acciones dolosas contra su 
protección, independientemente de que se haya consumado un daño o lesión…”. 

En el presente caso, si se analiza el descargo y las conclusiones de los señores Juan Manuel 
González Zamora y Carlos Alvarado Luna, así como de los restantes investigados, no aportan 
un sustento legal que motive sus afirmaciones y justifique sus conductas, es decir los permisos 
de uso de la cancha sintética al equipo de primera división en forma gratuita.  En ese sentido, 
los investigados al adoptar y mantener dichos acuerdos de préstamo de uso gratuito de la 
cancha sintética del polideportivo de Belén a dicho equipo, infringen lo dispuesto en el artículo 



   

171 de Código Municipal, Ley No 7794 de 30 de abril de 1998, Publicado en La Gaceta No 94 
de 18 de mayo de 1998, que dispone: 
 

“Artículo 171.-  La Dirección General de Deportes del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes, 
las municipalidades, las instituciones públicas y las organizaciones comunales podrán ceder en 
administración las instalaciones deportivas y recreativas de su propiedad, a los comités 
cantonales de la comunidad donde se ubiquen. Para ello, se elaborarán los convenios 
respectivos.  Estos comités quedan facultados para gozar del usufructo de las instalaciones 
deportivas y recreativas bajo su administración y los recursos se aplicarán al mantenimiento, 
mejoras y construcción de las mismas instalaciones….” (El destacado no es del original). 

El no cobrar la tarifa por el uso de la cancha sintética y no cumplir con las tres advertencias de 
la Auditoría Interna de la Municipalidad de Belén, para poner a derecho esa situación, hace 
incurrir a los investigados en responsabilidad por culpa grave.  Profundizando en el concepto de 
culpa grave, el máximo órgano fiscalizador de la hacienda pública en Costa Rica, dispuso:  “…La 
culpa grave, exigida como condición para exigir la responsabilidad civil de los funcionarios se 
puede dar cuando en la actuación ha mediado ya sea, negligencia, imprudencia o impericia. 
Para los efectos de esta resolución puede conceptualizarse con la definición dada por el autor 
Guillermo Cabanellas: “la omisión de la diligencia o cuidado que debe ponerse en los negocios, 
en las relaciones con las personas y en el manejo o custodia de las cosas.” (CABANELLAS, 
Guillermo, Diccionario de Derecho Usual, Buenos Aires, Tomo I 1953, p 742). Así, podría decirse 
que en las relaciones humanas es dable esperar una conducta socialmente aceptada, de forma 
tal que si se transgrede esa norma por descuido o falta de diligencia (negligencia) se incurre en 
una falta.  [...]”. (Despacho del Contralor. Resolución de las 8:00 horas del 24 de mayo del 2001). 

Esos conceptos, se recogen en la L.G.A.P, la cual establece en artículo 211 que el servidor (a) 
público (a) estará sujeto a responsabilidad disciplinaria por sus acciones, actos o contratos 
opuestos al ordenamiento jurídico, cuando ha actuado con dolo o culpa grave, sin perjuicio de 
que exista un régimen más grave en otras leyes. Para esos fines se debe seguir un 
procedimiento en el que se brinden todas las garantías al funcionario (a).  Por su parte, el 
proceder de los investigados infringe también el deber de probidad regulado en el artículo 3 de 
la Ley Contra La corrupción y El Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública (Ley No 8422 del 
6 de octubre del 2004 y sus reformas:  

“Artículo 3 .- Deber de Probidad.  El funcionario público estará obligado a orientar su gestión a 
la satisfacción del interés público. Este deber se manifestará, al identificar y atender las 
necesidades colectivas prioritarias, de manera planificada, regular, eficiente, continua y en 
condiciones de igualdad para los habitantes de la república: asimismo, al demostrar rectitud y 
buena fe en el ejercicio de las potestades que le confiere la ley; asegurarse de que las decisiones 
que adopte en cumplimiento de sus atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos 
propios de la institución en la que se desempeña y finalmente, al administrar los recursos 



   

públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia, economía y eficiencia, rindiendo 
cuentas satisfactoriamente.”. 

Consecuentemente, al autorizarse el uso de una cancha sintética (propiedad municipal), sin 
exigirse el pago de tarifas, los jerarcas incurren en responsabilidad por incumplir con las 
atribuciones de administrar y custodiar correctamente las instalaciones públicas, 
comprobándose un debilitamiento del control interno (adecuada protección del patrimonio 
institucional) ( Artículo 39 de la Ley de Control Interno, Ley de Control Interno, Ley No 8292 del 
31 de julio del 2002, publicado en La Gaceta No 169 del 4 de setiembre del 2002).  Este numeral 
39 en forma  adicional, dispone en lo que interesa:  “...Cuando se trate de actos u omisiones de 
órganos colegiados, la responsabilidad será atribuida a todos sus integrantes, salvo que conste, 
de manera expresa, el voto negativo…”. Aspecto, que por el contrario ha quedado como hecho 
no demostrado en el caso que nos ocupa, que los señores Juan Manuel González Zamora, 
cédula número 4-0092-0565, Lucrecia González Zumbado, cédula número 4-0089-0049, 
Manuel González Murillo, cédula número 1-0528-0115, José Manuel Matamoros García, cédula 
número 8-0067-0348,  y el señor Carlos Alvarado Luna,  cédula número 4-0111-0522, miembros 
de la JDCCDRB período diciembre 2011-noviembre 2013, hayan ejercido acciones 
administrativas o judiciales, tendientes a impugnar, revocar o anular los acuerdos o actos 
administrativos dictados por esa Junta Directiva, en los cuales  se haya autorizado al  equipo de 
futbol de primera división de Belén, el uso de la cancha sintética del Polideportivo de Belén, para 
prácticas o entrenamientos y/o para partidos oficiales y amistosos. (Hecho No Probado 6.5). 
  
En punto a lo anterior, el artículo 213 de ese mismo cuerpo normativo, también contiene un 
principio importante de tomar en cuenta a la hora de determinar responsabilidades, dispone este 
numeral: “A los efectos de determinar la existencia y el grado de la culpa o negligencia del 
funcionario, al apreciar el presunto vicio del acto al que se opone, o que dicta o ejecuta, deberá 
tomarse en cuenta la naturaleza y jerarquía de las funciones desempeñadas, entendiéndose 
que cuanto mayor sea la jerarquía del funcionario y más técnicas las funciones, en relación al 
vicio del acto, mayor es su deber de conocerlo y apreciarlo debidamente”.  
Este artículo debe armonizarse con el artículo 108 de la Ley de Administración Financiera y 
Presupuestos Públicos, Ley No 8131:  
 
“Artículo 108.-Criterios de valoración de anomalías.  Todo servidor público responderá, 
administrativa y civilmente, por el desempeño de sus funciones, deberes y atribuciones 
asignados al cargo, cuando en su conducta medie dolo, culpa o negligencia, sin perjuicio de las 
responsabilidades penales. Para tal valoración, se tomarán en cuenta, entre otros aspectos, los 
siguientes:  

a) El impacto negativo en el servicio público que brinde la entidad o en el logro de los resultados 
concretos conforme a la planificación institucional. 

b) El rango y las funciones del servidor. Se entenderá que a mayor jerarquía y complejidad de 
las tareas, mayor será el deber de apreciar la legalidad y conveniencia de los actos que se dictan 
o ejecutan. 

c) La cuantía de los daños y perjuicios irrogados. 



   

d) La existencia de canales apropiados de información gerencial y la posibilidad de asesorarse 
con profesionales especializados. 

e) La necesidad de satisfacer el interés público en circunstancias muy calificadas de urgencia 
apremiante. 

f) La reincidencia del presunto responsable. 

g) Si la decisión fue tomada en procura de un beneficio mayor y en resguardo de los bienes de 
la entidad, dentro de los riesgos propios de la operación y las circunstancias imperantes en el 
momento de decidir. 

También se considerará si la fuerza mayor originó la decisión o incidió en el resultado final de 
la operación.” 
 
Aplicando y valorando, los criterios de determinación de responsabilidad antes transcritos, 
tenemos que la JDCCDRB, mediante el Acuerdo del artículo 9, de la Sesión Ordinaria No. 08-
2012, del 3 de marzo del 2012, autorizó que la Cancha de fútbol del Polideportivo de Belén, 
fuera prestada a un Equipo de Fútbol de la Primera División del Campeonato nacional de fútbol, 
el cual es representado por la Sociedad Anónima Deportiva Belén Siglo XXI F.C. S.A.  Esos 
préstamos continuaron por varios meses, al respecto dicho permiso fue reiterado por esa Junta 
Directiva, el 27 de abril de 2013, mediante el acuerdo del Artículo 11 de la Sesión No. 15-2013.  
De acuerdo con el oficio ADM-2079-2013, del Administrador General del Comité, en el periodo 
del  02 de marzo de 2012, hasta el 01 de junio de 2013,  y su propia declaración en audiencia 
oral y privada, se realizaron múltiples partidos oficiales y entrenamientos. 
 
Es decir, el jerarca del Comité (JDCCDRB)  adopta un acuerdo de préstamo de uso gratuito, lo 
reitera y sin argumentos técnicos o jurídicos desconoce tres advertencias de la Auditoría Interna 
de la Municipalidad de Belén, se debilita así el control interno, y no se justifica la satisfacción del 
interés público con este proceder. De la misma forma se quebranta el principio de legalidad por 
las razones dichas, y por ende surge la responsabilidad administrativa por culpa grave. (Ver 
Hechos Probados 5.5) 5.9), 5.10), 5.22), 5.26), 5.35), 5.14), 5.23). 5.52, 5.53) 5.55) y 5.56).  
Dichos préstamos se han efectuado, como se ha  indicado,  en desacato de  tres advertencias 
de la Auditoría Interna y de criterios legales, contenidos en el oficio DJ-231-2012, del 04 de Julio 
de 2012, de la Dirección Jurídica de la Municipalidad. 
 
En estas condiciones, lo procedente, era suspender el permiso, no en forma intempestiva (es 
decir fuera de tiempo y sazón, según el Diccionario usual de la Real Academia Española 
buscon.rae.es), por lo que lo oportuno era dar un plazo prudente a  la Sociedad Anónima, 
propietaria del equipo de primera división, para que dejara de utilizar las instalaciones, se 
suspendía el permiso de uso gratuito y en paralelo se buscaban las soluciones (entre otras la 
formalización de un convenio).  Por todo lo expuesto, existe un incumplimiento, y una culpa 
grave (por negligencia) que hace que se tengan por acreditados los cargos que se detallan en 
el Considerando 7) del presente acuerdo.  La interrogante, que se puede formular,  es porqué 
surge tal incumplimiento?, la respuesta es porque los integrantes de la JDCCDRB, señores Juan 
Manuel González Zamora, cédula número 4-0092-0565, Lucrecia González Zumbado, cédula 



   

número 4-0089-0049, Manuel González Murillo, cédula número 1-0528-0115, José Manuel 
Matamoros García, cédula número 8-0067-0348,  y el señor Carlos Alvarado Luna,  cédula 
número 4-0111-0522, miembros de la JDCCDRB período diciembre 2011-noviembre 2013, no 
ejercieron las acciones administrativas o judiciales, tendientes a impugnar , revocar o anular los 
acuerdos o actos administrativos dictados por esa Junta Directiva, en los cuales  se haya 
autorizado al  equipo de futbol de primera división de Belén, el uso de la cancha sintética del 
Polideportivo de Belén, para prácticas o entrenamientos y/o para partidos oficiales y amistosos 
( Ver Hecho No Probado 6.1), lo que los hace incurrir en culpa grave  al acreditarse los cargos 
que se les ha imputado. 
 
Un aspecto medular, es que si bien los hechos se ubican entre el año 2012 y 2013, aplica para 
el caso concreto los alcances del artículo 71 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República, la cual dispone: 

“…Artículo 71.- Prescripción de la responsabilidad disciplinaria.  La responsabilidad 
administrativa del funcionario público por las infracciones previstas en esta Ley y en el 
ordenamiento de control y fiscalización superiores, prescribirá de acuerdo con las siguientes 
reglas: 

a) En los casos en que el hecho irregular sea notorio, la responsabilidad prescribirá en cinco 
años, contados a partir del acaecimiento del hecho. 

b) En los casos en que el hecho irregular no sea notorio –entendido este como aquel hecho que 
requiere una indagación o un estudio de auditoría para informar de su posible irregularidad- la 
responsabilidad prescribirá en cinco años, contados a partir de la fecha en que el informe sobre 
la indagación o la auditoría respectiva se ponga en conocimiento del jerarca o el funcionario 
competente para dar inicio al procedimiento respectivo. 

La prescripción se interrumpirá, con efectos continuados, por la notificación al presunto 
responsable del acto que acuerde el inicio del procedimiento administrativo.  Cuando el autor 
de la falta sea el jerarca, el plazo empezará a correr a partir de la fecha en que él termine su 
relación de servicio con el ente, la empresa o el órgano respectivo.  Se reputará como falta grave 
del funcionario competente para iniciar el procedimiento sancionatorio, el no darle inicio a este 
oportunamente o el dejar que la responsabilidad del infractor prescriba, sin causa justificada….”. 

Para explicar el alcance y contenido del referido artículo 71, la Sala Segunda de la Corte 
Suprema de Justicia, en el voto No 2013-00408 de las 9:50 horas del 17 de abril del 2013, ha 
señalado:  “…Del texto resaltado se extrae que el plazo ampliado previsto en ese nuevo texto 
resulta de aplicación ya no solo a los funcionarios de la “Hacienda Pública” sino a toda persona 
funcionaria pública que incurra en las infracciones previstas en la Ley Orgánica de la Contraloría 
General de la República y en el ordenamiento de control y fiscalización superiores -Ley de 
Control Interno- cuyo objetivo fue fijar un marco de criterios mínimos que deberán observar la 
Contraloría General de la República y los entes u órganos sujetos a su fiscalización, para el 
establecimiento, funcionamiento, mantenimiento, perfeccionamiento y evaluación de sistemas 
de control interno, entendido como la serie de acciones ejecutadas por la administración activa, 



   

diseñadas para proporcionar seguridad en la consecución de los siguientes objetivos: a) 
Proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, 
irregularidad o acto ilegal; b) exigir confiabilidad y oportunidad de la información; c) garantizar 
eficiencia y eficacia de las operaciones; d) cumplir con el ordenamiento jurídico y técnico 
(artículo 8° de la Ley de Control Interno). De manera que el razonamiento realizado por el ad 
quem es acertado en el tratamiento que realiza de la naturaleza de las faltas para cuya 
prescripción no aplica el plazo dispuesto por el artículo 603 del Código de Trabajo sino el 
especialmente regulado por el artículo 71 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República….”. (El subrayado no es del original). 
 

En punto a lo anterior, debemos señalar que el artículo 603 del Código de Trabajo resultaría 
aplicable, para sancionar faltas relativas al incumplimiento de deberes, obligaciones y funciones 
propias de un funcionario (a), a manera de ejemplo: ausentismo, incumplimiento de tareas 
propias del cargo, retrasos en la presentación de informes o en la resolución de asuntos, faltas 
de respeto, y otras faltas graves.  El artículo 71 ibídem, se aplica a las infracciones que 
eventualmente comentan los funcionarios (as), al contrariar lo dispuesto en  la Ley Orgánica de 
la Contraloría General de la República, en las normas de ordenamiento de control y fiscalización 
del patrimonio, la hacienda pública y presupuesto.  Finalmente, teniendo por acreditado 
irrefutablemente, que los señores Juan Manuel González Zamora, cédula número 4-0092-0565, 
Lucrecia González Zumbado, cédula número 4-0089-0049, Manuel González Murillo, cédula 
número 1-0528-0115, José Manuel Matamoros García, cédula número 8-0067-0348,  y el señor 
Carlos Alvarado Luna,  cédula número 4-0111-0522, miembros de la JDCCDRB período 
diciembre 2011-noviembre 2013, incurrieron responsabilidad administrativa disciplinaria, por 
culpa grave en el ejercicio de sus funciones, ya que actuaron con negligencia, al tomar un 
acuerdo y ratificarlo después, en el sentido de facilitar el uso de la cancha sintética de futbol del 
Polideportivo al equipo de Futbol de la Primera división e Belén, administrado por la Corporación 
Deportiva Belén Siglo XXI F,C, S.A, sin realizar cobro alguno, en forma gratuita, sin que mediara 
un  convenio de préstamo de uso. Además se incumplieron tres advertencias de la Auditoría 
Interna, en las que se indicaba que se debía revocar el referido acuerdo, por las consecuencias 
patrimoniales que se podía generar en contra de los intereses municipales y los miembros 
investigados, no adoptaron medidas administrativas o judiciales para revocar o anular dicho 
acuerdo y actos administrativos conexos. (Hecho Probado 5.56). 
 
Por la gravedad de las faltas, y de con conformidad con lo dispuesto en el inciso  d) del artículo 
41 de la Ley de Control Interno que dispone “…Según la gravedad, las faltas que señala esta 
Ley serán sancionada así: (…) sancionadas así: (…)d) Separación del cargo sin responsabilidad 
patronal. Y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 113 de la Ley de Administración 
Financiera y presupuestos Públicos: “…De conformidad con las causales del Artículo 110, las 
sanciones administrativas podrán ser impuestas por el órgano de la entidad que ostente la 
potestad disciplinaria. (…) d) Destitución sin responsabilidad.”,  es lo procedente destituir a estos 
miembros de sus cargos, en el supuesto que en la actualidad sean miembros de la Junta 
Directiva del CCDRB. 

 



   

8.2) Determinación de la responsabilidad civil. Circunstancias especiales que rodean el presente 
caso.  La responsabilidad civil u obligación resarcitoria derivada de una acción u omisión 
imputable a un funcionario (a) en el ejercicio de sus funciones, puede ocasionar daños y/o 
perjuicios a terceras personas (administrados) o a la propia administración pública para la que 
presta sus servicios. De conformidad con lo que dispone el ordenamiento jurídico costarricense, 
debe existir en la conducta u omisión del servidor o funcionario público dolo (intencionalidad de 
querer provocar el daño) o culpa grave (negligencia o imprudencia en el cumplimiento de esas 
funciones). 

El artículo 210 de la L.G.A.P señala: 
 
“…1. El servidor público será responsable ante la Administración por todos los daños que 
cause a ésta por dolo o culpa grave, aunque no se haya producido un daño a tercero.  
 
2. Para hacer efectiva esta responsabilidad se aplicarán los artículos anteriores, con las 
salvedades que procedan.  
 
3. La acción de recuperación será ejecutiva y el título será la certificación sobre el monto 
del daño expedida por el jerarca del ente respectivo….”. 

De la misma forma el Artículo 114 de la Ley de Administración Financiera de la República y 
Presupuestos Públicos, estipula:  “…Responsabilidad Civil. Todo servidor público será 
responsable civil por los daños y perjuicios que ocasione, por dolo o culpa grave, a los órganos 
y entes públicos, independientemente de si existe con ellos relación de servicio. Tal 
responsabilidad se regirá por la Ley General de la Administración Pública y podrá surgir, sin que 
esa enumeración sea taxativa, por la comisión de alguno de los hechos contemplados en los 
Artículos 110 y 111 de la presente Ley….”. 

En abono a lo antes expuesto, se debe tomar en consideración que para que exista 
responsabilidad civil imputable al funcionario público(a), deben existir varios elementos: a) 
Una conducta u omisión imputable a ese funcionario, b) Una lesión patrimonial, es decir un 
daño y/o perjuicio, entendiéndose por daño (la pérdida  sufrida) y por perjuicio (la ganancia 
dejada de obtener) y 3) Un nexo causal entre la conducta u omisión y la lesión patrimonial.  
En relación con la responsabilidad civil y la obligación de resarcir, la Sala Primera de la Corte 
Suprema de Justicia y la Contraloría General de la República han sostenido:  “[...] No 
cualquier daño da pie a la obligación de resarcir: Para tal efecto, han de confluir, 
básicamente, las siguientes características para ser un daño indemnizable: A) debe ser 
cierto, real y efectivo, y no meramente eventual o hipotético, no puede estar fundado en 
realizaciones supuestas o conjeturables. El daño no pierde esta característica si su 
cuantificación resulta incierta, indeterminada o de difícil apreciación o prueba; tampoco debe 
confundirse la certeza con la actualidad, pues es admisible la reparación del daño cierto 
pero futuro; asimismo, no cabe confundir el daño futuro con el lucro cesante o perjuicio, pues 
el primero está referido a aquel que surge como una consecuencia necesaria derivada del 



   

hecho causal o generador del daño, es decir, sus repercusiones no se proyectan al incoarse 
el proceso. En lo relativo a la magnitud o monto (seriedad) del daño, ello constituye un 
extremo de incumbencia subjetiva única del damnificado, empero el derecho no puede 
ocuparse de pretensiones fundadas en daños insignificantes, derivadas de una excesiva 
susceptibilidad. B) Debe mediar lesión a un interés jurídicamente relevante y merecedor de 
amparo. Así puede haber un damnificado directo y otro indirecto: el primero es la víctima del 
hecho dañoso, y el segundo serán los sucesores de la víctima. C) Deberá ser causado por 
un tercero, y subsistente, esto es, si ha sido reparado por el responsable o por un tercero 
resulta insubsistente. D) Debe mediar una relación de causalidad entre el hecho ilícito y el 
daño.” (Sala Primera de Casación, sentencia Nº 14 de las 16:00 hrs. del 2 de marzo de 1993 
y Contraloría General de la República, División de Asesoría y Gestión Jurídica. PA-16-2001 
de las 13:00 horas del 13 de noviembre del 2001). 

En el presente asunto, los cargos que se le atribuye a los investigados y que generan 
responsabilidad civil solidaria y acción de regreso son los siguientes:  “…4) LOS CARGOS QUE 
SE LE ATRIBUYEN A LOS MIEMBROS DE LA JUNTA DIRECTIVA DEL COMITÉ CANTONAL 
DE DEPORTES DE LA MUNICIPALIDAD BELEN, EN LA RELACION DE HECHOS CONTENIDA 
EN EL INFORME DENOMINADO RH-AI-01-2013, “USO DE LA CANCHA DE FUTBOL DEL 
POLIDEPORTIVO POR EL EQUIPO DE FUTBOL DE LA PRIMERA DIVISION DE BELEN”, Y 
QUE PODRIAN GENERAR RESPONSABILIDAD CIVIL SOLIDARIA Y ACCION DE REGRESO 
SON LOS SIGUIENTES: 
 

4.1) Que  según lo descrito en  la Sección 3) supracitada, referente a los cargos por eventual 
responsabilidad administrativa de los miembros de Junta Directiva del CCDR, y de llegarse a 
determinar que ha mediado dolo o culpa grave, por omisión o acción atribuible a los mismos, se 
presume que serían responsables civilmente ante la Municipalidad de Belén en forma solidaria, 
por los daños o menoscabos causados a la hacienda pública municipal de Belén, los cuales 
consisten en  autorizar el préstamo gratuito de la cancha sintética ubicada en el Polideportivo 
de Belén, al equipo de fútbol Belén,  de la primera división del campeonato nacional de fútbol,  
el cual es representado por la Sociedad Anónima Corporación Deportiva Belén Siglo XXI F.C. 
S.A; en el período del 2 de marzo del 2012 al 1 de junio del 2013 y además en no ordenar los 
miembros de dicha Junta Directiva, el cobro de las respectivas tarifas fijadas para el uso de la 
cancha de marras.  
 
Lo anterior a pesar que la Junta Directiva del CCDR, en el acuerdo del Artículo 4, de la Sesión 
Ordinaria No. 14-2011, celebrada el 04 de abril del 2011, aprobó el Estudio Científico -Tarifario 
para el Alquiler de las Instalaciones Deportivas Administradas por ese Comité. (Ver folios del 
171 al 179 y del  180 al 187 del expediente administrativo). 
 
4.2) Que de conformidad con la información contenida en el oficio ADM-2079-2013 del 6 de 
agosto del 2013, emitido por el Administrador General del CCDR, se puede deducir 
presuntamente que, si en cada una de las actividades o uso de la cancha sintética por parte del 
equipo de fútbol de Belén de Primera División, los miembros de Junta Directiva del CCDR 
hubieran ordenado los cobros de las tarifas correspondientes al periodo del 2 de marzo del 2012 



   

al 1 de junio del 2013, ese Comité hubiera recibido un monto total de ¢ 38,400,000.00 (TREINTA 
Y OCHO MILLONES CUATROCIENTOS MIL COLONES). 
 
4.3) Que de conformidad con los dos cargos anteriores, de comprobarse dolo o culpa grave en 
la actuación administrativa de los referidos miembros de Junta Directiva,  se debe proceder en 
forma solidaria en contra  los miembros de esa Junta Directiva y exigir acción de regreso a la 
hacienda pública municipal de Belén, por de la suma de ¢ 38,400,000.00 (TREINTA Y OCHO 
MILLONES CUATROCIENTOS MIL COLONES), de conformidad con lo previsto en el artículo 
210 de la Ley General de la General de la Administración Pública, que expresamente señala: 
 
 “...1. El servidor público será responsable ante la Administración por todos los daños que cause 
a ésta por dolo o culpa grave, aunque no se haya producido un daño a tercero. 

2. Para hacer efectiva esta responsabilidad se aplicarán los artículos anteriores con las 
salvedades que procedan. 
3. La acción de recuperación será ejecutiva y el título será la certificación sobre el monto del 
daño expedida por el jerarca del ente respectivo....”. 
  
A pesar de lo indicado, en relación con los cargos que sirven de fundamento para determinar 
la procedencia o no de la responsabilidad civil, de los investigados, tenemos que hacer las 
siguientes aclaraciones: 
 
-Que en el oficio ADM-2079-2013, del 06 de agosto del 2013, del Administrador General del 
Comité de Deportes, señor Pablo Vindas Acosta, se detalla el uso, dado  a la cancha, desde el 
02 de marzo de 2012 hasta el 01 de junio de 2013, según registros escritos.( Ver Hecho Probado 
5.53), folios del 171 al 179 del expediente administrativo).  
 
-Que en declaraciones rendidas en audiencia oral y privada dentro del presente Procedimiento, 
por el Administrador General del CCDRB, señor Pablo Vindas Acosta,  y el Director del Area 
Técnica de ese Comité, señor Allan Araya González se constata, que este último funcionario, 
no  llevaba un control en sitio, para acreditar el uso de la cancha sintética del Polideportivo de 
Belén, por parte del equipo de primera división de futbol de Belén, a pesar de que la cancha era 
utilizada por ese equipo. (Ver Hecho Probado 5.53) declaración del señor Pablo Vindas Acosta, 
Grabación 19 de marzo del 2015,  1:20.10 hrs a 1:26.49 hrs y declaración del señor Allan Araya 
González, Grabación del 19 de marzo del 2015 2:34:59 hrs a 2:37:27 hrs. Minuta de la Audiencia 
Oral y Privada folios 321 al 325 del expediente administrativo).  
 
- Que en diferentes oportunidades el equipo de primera división de Futbol de Belén entrenó  en 
la cancha sintética del Polideportivo. (Ver Hecho Probado 5.54) declaración del señor Pablo 
Vindas Acosta, rendida en la Audiencia oral y privada del 19 de marzo del 2015, señaló 1:26:20 
hrs a 1:26: 49 hrs) 
 
-Se tiene como un hecho no probado, que exista un registro verificado en el sitio, en el que se 
determine el número exacto de actividades, en las que el equipo de futbol de primera división 
de Belén, haya utilizado la cancha sintética del Polideportivo de Belén, para prácticas o 



   

entrenamientos y/o para partidos oficiales y amistosos. (Hecho No Probado 6.3).  Precisamente 
por todo lo expuesto, es que los señores Juan Manuel González Zamora, cédula número 4-
0092-0565, Lucrecia González Zumbado, cédula número 4-0089-0049, Manuel González 
Murillo, cédula número 1-0528-0115, José Manuel Matamoros García, cédula número 8-0067-
0348,  y el señor Carlos Alvarado Luna,  cédula número 4-0111-0522, miembros de la JDCCDRB 
período diciembre 2011-noviembre 2013, incurrieron responsabilidad administrativa disciplinaria 
y civil, por culpa grave en el ejercicio de sus funciones, ya que actuaron con negligencia, al 
tomar un acuerdo y ratificarlo después, en el sentido de facilitar el uso de la cancha sintética de 
futbol del Polideportivo al equipo de Futbol de la Primera división e Belén, administrado por la 
Corporación Deportiva Belén Siglo XXI F,C, S.A, sin realizar cobro alguno, en forma gratuita, sin 
que mediara un  convenio de préstamo de uso. Además se inobservaron tres advertencias de 
la Auditoría Interna, en las que se indicaba que se debía revocar el referido acuerdo, por las 
consecuencias patrimoniales que se podía generar en contra de los intereses municipales y los 
miembros investigados, no adoptaron medidas administrativas o judiciales para revocar o anular 
dicho acuerdo y actos administrativos conexos. (Ver Hecho Probado 5.56). 
 
En consecuencia, al tenor del artículo 210.1 de la L.G.A.P, el servidor público será responsable 
ante la Administración por todos los daños que cause a éste por dolo o culpa grave, aunque no 
se ha producido un daño a un tercero.  No obstante lo anterior, no existe a la presente fecha 
una dato preciso, verificado en el sitio, que determine el número de actividades ( entrenamientos 
y partidos oficiales o amistosos), que haya realizado el equipo de primera división de futbol de 
Belén, en la cancha sintética del Polideportivo de Belén, entre el año 2012-2013, por ende no 
existe una definición del  monto del daño infringido al CCDRB, y en forma indirecta a la 
Municipalidad de Belén, por el uso gratuito de la cancha sintética, por parte del el citado equipo 
de futbol, al no pagarse o cancelarse las tarifas que correspondían por ese uso. 

Es por ello, que al existir responsabilidad civil por el proceder de los investigados, lo 
procedente es que la Administración del CCDRB, proceda a realizar un estudio de los 
registros y archivos de esa entidad, para precisar de manera conducente y pertinente, con 
prueba idónea (registros o archivos que comprueben en sitio las  horas y días en el que se 
realizaron las actividades), el número de ocasiones en que se utilizo esa cancha sintética 
en forma gratuita por el referido equipo de futbol. Incluso de ser necesario, solicitar una 
certificación de la Federación Costarricense de Futbol, en la que se detalle cuales partidos 
oficiales en los que participó el equipo de primera división de futbol, se realizaron en la 
cancha del Polideportivo.  Una vez que se tenga certeza y se tenga la comprobación del 
dato, es decir el número de ocasiones en  que se utilizó la cancha, se puede precisar el 
monto de daño ocasionado, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 210.3 de la L.G.A.P, 
la acción de recuperación será ejecutiva y el título será la certificación sobre el monto del 
daño expedida por el jerarca del ente respectivo. 

Esta acción cobratoria,  debe implementarse, en un plazo razonable, ya que el plazo de 
prescripción operaría- ( de conformidad con el artículo 71 de la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República, 5 años) - en el mes de setiembre del 2018 , toda vez 
que la  Relación de Hecho No RH-AI-01-2013 denominada “Uso de la Cancha de Futbol del 



   

Polideportivo por el Equipo de Futbol de la Primera División de Belén, fue elaborado por la 
Auditoría Interna de la Municipalidad de Belén, en setiembre del 2013. 

POR TANTO.  A PARTIR DE LAS ANTERIORES CONSIDERACIONES DE HECHO Y 
DERECHO  EXPUESTAS, ACOGIENDO EL INFORME RENDIDO POR EL ÓRGANO 
DIRECTOR, teniendo en cuenta las declaraciones de los testigos en la audiencia oral, así como 
de la demás documentación contenida en el expediente administrativo, descargo y conclusiones 
aportadas por los investigados, y con fundamento en las citas legales y fácticas antes expuestas, 
este Concejo Municipal: 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Aprobar las recomendaciones planteadas en 
el informe final del Lic. Luis Álvarez.  SEGUNDO:  A partir de los hechos demostrados, y con 
fundamento en las consideraciones de derecho y la valoración de la prueba recibida, se tiene 
por acreditada la responsabilidad administrativa disciplinaria de  los señores Juan Manuel 
González Zamora, cédula número 4-0092-0565, Lucrecia González Zumbado, cédula número 
4-0089-0049, Manuel González Murillo, cédula número 1-0528-0115, José Manuel Matamoros 
García, cédula número 8-0067-0348,  y el señor Carlos Alvarado Luna,  cédula número 4-0111-
0522, miembros de la Junta Directiva del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén, 
período diciembre 2011-noviembre 2013, por culpa grave en el ejercicio de sus funciones, ya 
que actuaron con negligencia, al tomar un acuerdo y ratificarlo después, en el sentido de facilitar 
el uso de la cancha sintética de futbol del Polideportivo al equipo de Futbol de la Primera división 
de Belén, administrado por la Corporación Deportiva Belén Siglo XXI F,C, S.A, sin realizar cobro 
alguno, en forma gratuita, sin que mediara un  convenio de préstamo de uso. Además se 
incumplieron tres advertencias de la Auditoría Interna, en las que se indicaba que se debía 
revocar el referido acuerdo, por las consecuencias patrimoniales que se podía generar en contra 
de los intereses municipales. De la misma forma, los miembros investigados  supracitados, no 
adoptaron medidas administrativas o judiciales para revocar o anular dicho acuerdo y actos 
administrativos conexos. (Ver Hecho Probado 7.56 y Hecho No Probado 6.1).  TERCERO:  
Destituir a los señores Juan Manuel González Zamora, cédula número 4-0092-0565, Lucrecia 
González Zumbado, cédula número 4-0089-0049, Manuel González Murillo, cédula número 1-
0528-0115, José Manuel Matamoros García, cédula número 8-0067-0348,  y al señor Carlos 
Alvarado Luna, cédula número 4-0111-0522, de sus puestos, en el tanto se mantengan como 
integrantes de la Junta Directiva del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén, por 
haberse acreditado los cargos que se les imputaban en el presente procedimiento, al tenor de 
lo previsto en el inciso d) del artículo 41 de la Ley de Control Interno, inciso d) del artículo 113 
de la Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos y artículo 210  de la Ley General 
de la Administración Pública. (Ver Hechos Probados y  Considerandos 7 y 8  del presente 
acuerdo).  Esta destitución se ejecutará una vez firme el presente acuerdo, destituyéndose a 
aquellos miembros sancionados que se mantengan en el cargo en ese momento.  CUARTO:  
Para todos los efectos se aclara que de acuerdo con lo previsto en el artículo 71 de la Ley 
Orgánica de la Contraloría General de la República el plazo de prescripción de las faltas en las 
que incurra un funcionario (a) pública (o), por infracción al ordenamiento de control y 
fiscalización interno, y del régimen de hacienda pública y presupuestario, es de cinco años, a 
partir de la comisión  del hecho, cuando es notario. Por su parte, los casos en que el hecho no 



   

sea notario y se requiere un estudio de auditoría, los cinco años  se cuentan a partir de que el 
estudio es puesto en conocimiento del jerarca competente para dar inicio al procedimiento. 
  
Dispone el referido artículo 71: 
 

“Artículo 71.- Prescripción de la responsabilidad disciplinaria.  La responsabilidad administrativa 
del funcionario público por las infracciones previstas en esta Ley y en el ordenamiento de control 
y fiscalización superiores, prescribirá de acuerdo con las siguientes reglas: 

a) En los casos en que el hecho irregular sea notorio, la responsabilidad prescribirá en cinco 
años, contados a partir del acaecimiento del hecho. 

b) En los casos en que el hecho irregular no sea notorio –entendido este como aquel hecho que 
requiere una indagación o un estudio de auditoría para informar de su posible irregularidad- la 
responsabilidad prescribirá en cinco años, contados a partir de la fecha en que el informe sobre 
la indagación o la auditoría respectiva se ponga en conocimiento del jerarca o el funcionario 
competente para dar inicio al procedimiento respectivo. 

La prescripción se interrumpirá, con efectos continuados, por la notificación al presunto 
responsable del acto que acuerde el inicio del procedimiento administrativo.  Cuando el autor 
de la falta sea el jerarca, el plazo empezará a correr a partir de la fecha en que él termine su 
relación de servicio con el ente, la empresa o el órgano respectivo.  Se reputará como falta grave 
del funcionario competente para iniciar el procedimiento sancionatorio, el no darle inicio a este 
oportunamente o el dejar que la responsabilidad del infractor prescriba, sin causa justificada.” 

En el presente asunto, el informe del Auditor de la Municipalidad de Belén, fue puesto en 
conocimiento de este Concejo en el mes de setiembre del año 2013, y por ende el plazo de 
prescripción de la responsabilidad administrativa,  por las faltas investigadas sería el último día 
del mes de agosto del año 2018.  QUINTO:  Que al tenor de lo dispuesto en el artículo 72 de la 
Ley Orgánica de la Contraloría General de la República ( Ley No 7428 de 07 de setiembre de 
1994 y sus reformas), se acuerda remitir a la Contraloría General de la República, copia 
certificada del expediente administrativo, a efecto de que ese órgano contralor inicie 
Procedimiento Administrativo en el cual se declare la prohibición de ingreso o reingreso de los 
integrantes de la referida Junta Directiva para periodos venideros.  Estipula el artículo 72 ibídem: 

“..Artículo 72.- Prohibición de ingreso o de reingreso del infractor.  No podrá ser nombrado en 
un cargo de la Hacienda Pública quien haya cometido un delito o falta grave contra las normas 
que integran el sistema de fiscalización, contemplado en esta Ley o contra la propiedad o la 
buena fe de los negocios.  La presente prohibición tendrá vigencia por un plazo que no será 
menor de dos años ni mayor de ocho años, a juicio de la Contraloría General de la República, 
la cual resolverá con vista de la prueba del caso.  Asimismo regirá la prohibición, por igual plazo, 
en contra de ex servidores públicos que intenten reingresar a la Hacienda Pública, cuando hayan 
cometido un delito o falta grave como los mencionados en los numerales anteriores, aunque su 



   

relación de servicio anterior con la Hacienda Pública haya terminado sin responsabilidad de su 
parte. 

Además, se aplicará la prohibición aquí establecida contra el servidor público que haya sido 
despedido, por haber cometido un delito o falta grave como los ya citados.  Al aplicar la 
prohibición anterior, la Contraloría fijará su duración dentro de los límites indicados y computará, 
en favor del afectado, el tiempo durante el cual haya permanecido fuera de la Hacienda Pública, 
después de su último cargo en ella.  La acción para aplicar la prohibición aquí establecida 
prescribirá en un plazo de diez años, a partir de la comisión del delito o de la falta grave indicados 
en este artículo..”.  SEXTO:  Se aclara a los interesados que contra el presente acuerdo procede 
interponer ante el Concejo Municipal, recursos ordinarios de revocatoria y apelación, ambos 
dentro del plazo de cinco días después de notificado, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 156 del Código Municipal.  SETIMO:  Remitir copia a la Auditoria Interna para efectos 
de seguimiento. 
 

ARTÍCULO 4.  PROYECTO DE ACUERDO PARA ORDENAR AUDITORIA OPERATIVA Y 
DETERMINACION CIERTA DE FECHAS DE USO DE LA CANCHA SINTETICA.  Habiédose 
conocido y avalado por este este Concejo Municipal en acuerdo Nº……. el Informe Final rendido 
por el órgano director correspondiente a la instrucción realizada en el PROCEDIMIENTO 
ORDINARIO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO Y CIVIL tramitado bajo el expediente Nº POA-
CCDRB, en contra de de los integrantes de la junta directiva del comité de deportes y recreación 
de belén, período diciembre 2011- noviembre 2013, señores: JUAN MANUEL GONZÁLEZ 
ZAMORA, CÉDULA NÚMERO 4-0092-0565, PRESIDENTE; SEÑORA LUCRECIA GONZÁLEZ 
ZUMBADO, CÉDULA NÚMERO 4-0089-0049,  VICEPRESIDENTA; SEÑOR MANUEL 
GONZÁLEZ MURILLO, CÉDULA NÚMERO 1-0528-0115,   VOCAL I; SEÑOR JOSÉ MANUEL 
MATAMOROS GARCÍA, CÉDULA NÚMERO 8-0067-0348, VOCAL II, Y EL SEÑOR CARLOS 
ALVARADO LUNA,  CÉDULA NÚMERO 4-0111-0522, VOCAL III, CON FUNDAMENTO EN LA 
RELACION DE HECHOS ELABORADA POR LA AUDITORIA INTERNA DE LA 
MUNICIPALIDAD DE BELEN, DENOMINADA RH-AI-01-2013, “USO DE LA CANCHA DE 
FUTBOL DEL POLIDEPORTIVO POR EL EQUIPO DE FUTBOL DE LA PRIMERA DIVISIÓN 
DE BELÉN”. 
 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Instruir a la Administración del Comité 
Cantonal de Deportes y Recreación de Belén, para que se sirva proceder a realizar estudio de 
los registros, archivos y activos de esa entidad, para precisar de manera conducente y 
pertinente, con prueba idónea (comprobación en sitio de horas y días en el que se realizaron 
las actividades), el número de ocasiones en que se utilizó la cancha sintética de fútbol en forma 
gratuita por el  equipo de futbol de primera división de Belén. Incluso solicitar en caso de ser 
necesario, una certificación de la Federación Costarricense de Futbol, en la que se detalle 
cuales partidos oficiales en los que participó el equipo de primera división de futbol, se realizaron 
en la cancha del Polideportivo. Lo anterior a efectos de determinar con certeza y contar con la 
comprobación del número de ocasiones en  que se utilizó la cancha sintética de fútbol, a efecto 
de precisar con certeza el monto del daño civil ocasionado, para proceder de conformidad con 
el inciso 3 del artículo 210 de la Ley General de la Administación Pública, todo dentro del plazo 
de prescripción regulado en el artículo 71 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 



   

República.  SEGUNDO:  Instruir a la Administración del Comité Cantonal de Deportes y 
Recreación de Belén, para que se sirva proceder a realizar una Auditoría Operativa de todo el 
proceso de administración de ese órgano.  TERCERO:  Instruir a la Administración del Comité 
Cantonal de Deportes y Recreación de Belén, para que se sirva proceder a revisar los 
lineamientos en materia de  control de uso de activos o bienes,  con el propósito de que exista 
un  procedimiento, en el que se pueda comprobar en sitio, las actividades que se realizan en la 
cancha de futbol sintética y el pago por ese uso, especificándose el número de horas de la 
actividad y el día en que se desarrollo la actividad. 
 

ARTÍCULO 5.  Se sugiere una reunión de trabajo, para el análisis del PAO 2016, para el viernes 
11 de setiembre, de 8 de la mañana a 3 de la tarde en la Cruz Roja con el Concejo en pleno.  
 
La Regidora Propietaria Rosemile Ramsbottom, manifiesta que por motivos laborales se 
disculpa, a esa hora y un viernes es imposible. 
 
La Regidora Maria Antonia Castro, aclara que tiene que trabajar, podría asistir un rato. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Realizar una reunión de trabajo, para el análisis del PAO 
2016 y su presupuesto, el viernes 11 de septiembre 2015, con el Concejo en pleno. 
 
INFORME DEL COMITÉ CANTONAL DE DEPORTES Y RECREACIÓN DE BELÉN. 
 
ARTÍCULO 6.  Se conoce Oficio AA-0776-2015-25-08-K-JD-31-08.02-ESTADOS-
FINANCIEROS-ASOCIACION-VOLEIBOL del Lic. Alberto Trejos secretario de Junta Directiva 
del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén. El suscrito secretario de Junta 
Directiva del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén (en adelante CCDRB), le 
notifica el acuerdo tomado, en la Sesión Ordinaria No 031-2015, celebrada el jueves 13 de 
agosto del 2015 y ratificada jueves 20 de agosto 2015, que literalmente dice: 

CAPÍTULO VIII. LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA.  

ARTICULO  8.2. Se recibe Oficio AT-120-2015, con fecha 07 de agosto del 2015,  firmado por 
el señor Allan Araya González del Área Técnica del CCDRB, donde remite los  Estados 
Financieros de la Asociación Deportiva Voleibol de Belén.   

El Presidente, Manuel González Murillo solicita ver los mismos, a lo que hace una crítica por los 
atestados en el mismo y a la presentación del informe y su gran decepción al verla. 

El Administrador comenta que la señorita Lenny Ramos le emite su criterio técnico al respecto 
y recomienda que todas las Asociaciones deberían de presentar dichos estados con el mismo 
formato como el que presento la Asociación de Triatlón, ya que este si cuenta con todos los 
rubros que tiene que llevar un Estado Financiero.  Los señores miembros de la Junta Directiva 
luego de discutir el criterio técnico emitido por la señorita Lenny Ramos, llegan a la conclusión 
de que se debe estandarizar el procedimiento tal como lo hace la Controlaría General de la 
República.  



   

Toma la palabra el señor Manuel González Murillo, Presidente de la Junta Directiva y propone 
tomar la recomendación de la señorita Lenny Ramos y que sigan utilizando un mismo machote 
con la misma estructura contable para todas las Asociaciones, notificar al Concejo Municipal 
para su conocimiento,  dicho lo anterior somete a votación. 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS MIEMBROS DE 
JUNTA MANUEL GONZÁLEZ MURILLO, ROSARIO ALVARADO GONZÁLEZ Y ROBERTO 
CARLOS ZUMBADO ZUMBADO: SE ACUERDA: tomar la recomendación de la señorita Lenny 
Ramos y que sigan utilizando el mismo machote con la misma estructura contable para todas 
las Asociaciones, notificar al Concejo Municipal para su conocimiento. 

La Regidora Propietaria Rosemile Ramsbottom, manifiesta que es un tema administrativo del 
Comité de Deportes, pero para que las Asociaciones presenten Estados Financieros debe estar 
definido un procedimiento, no solamente un machote, esto se debe ir ordenando, para que los 
Estados Financieros puedan ser consultados por cualquier persona. 
 
El Regidor Propietario Luis Zumbado, informa que existe una normativa internacional para la 
presentación de Estados Financieros.   
 
El Regidor Suplente Mauricio Villalobos, avala que deben cumplir con la normativa, es más 
problemática porque la contabilidad de las Asociaciones no es financiera, sino presupuestaria, 
así es muy difícil, el informe es muy complicado, someterlo a una estructura es complicado, 
porque cada Asociacion es diferente. 
 
La Vicepresidenta Municipal María Lorena Vargas Víquez, confirma que existe la Ley de 
Asociaciones que cubre estos aspectos y cree que allí se establece controles por un Contador 
Público. 
 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES María Lorena Vargas, 
Rosemile Ramsbottom, Luis Zumbado, María Antonia Castro Y UNO EN CONTRA DEL 
REGIDOR Alejandro Gomez:  PRIMERO:  Agradecer la información.  SEGUNDO:  Incorporar 
al expediente.  TERCERO:  Enviar copia de los comentarios para que se sean tomados en 
cuenta. 

ARTÍCULO 7.  Se conoce Oficio AA-0792-2015 del Lic. Alberto Trejos secretario de Junta 
Directiva del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén.  En apego a la Ref. 
4538/2015 me permito adjuntar lo solicitado. 

COMITÉ CANTONAL DE DEPORTES Y RECREACION DE BELEN  
SESION ORDINARIA N°030-2015 
JUEVES 06 DE AGOSTO DEL 2015 
 
CAPÍTULO VII. LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 
ARTICULO 7.4. Se recibe memorando ADM-1269-2015, en el cual se responde a nota 
presentada por la Asociación Deportiva de Karate respecto del uso de los baños, la 



   

Administración responde indicando que se encuentran habilitados los baños que están debajo 
de las graderías. La señora Rosario Alvarado González indica que el señor Sergio la busco para 
que intercediera ante la Junta Directiva por lo que indica que su interés es hablar por los niños, 
sobre todo considera importantísimo que estos niños cuenten con un vestidor, el cual puede 
permanecer cerrado y los días que ellos entrenan el oficial de seguridad se encargue de abrirlos 
y cerrarlos en el entendido que el responsable directo es el señor Sergio Cambronero tanto de 
los insumos como de las Instalaciones.  El señor Roberto Carlos Zumbado secunda la moción 
presentada por la señora Rosario Alvarado.  El señor Manuel González Murillo manifiesta que 
está de acuerdo con la mejora continua,  tienen que ser responsables de lo que se le dé y la 
propuesta es que se le abra en coordinación el oficial de seguridad la señora Rosario Alvarado 
González recomienda poner un letrero en el cual se indique por qué se cerró, en este debe 
indicar también que fue por vandalismo y por seguridad.  Se acuerda ceder los baños que están 
junto al cuarto de monitoreo con un uso coordinado con la administración y que se haga 
responsable el Representante de la Asociación Deportiva de Karate de las instalaciones, 
cualquier daño así como el aseo del área corre por cuenta de la Asociación Deportiva de Karate.  

 
Toma la palabra el señor Manuel González Murillo, Presidente de la Junta Directiva y propone 
ceder a la Asociación de Karate el préstamo de los baños que están contiguo a la caseta de 
monitoreo y que el guarda se encargue de abrir y cerrar los baños,  dicho lo anterior somete a 
votación. 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS MIEMBROS DE 
JUNTA MANUEL GONZÁLEZ MURILLO, ROSARIO ALVARADO GONZÁLEZ Y ROBERTO 
CARLOS ZUMBADO ZUMBADO: SE ACUERDA: ceder a la Asociación de Karate el préstamo 
de los baños que están debajo del dojo durante el espacio de entrenamiento, siempre y cuando 
se encarguen del aseo, limpieza, dotación de papel y mantenimiento de dichos baños, asimismo 
que coordinen con el oficial se encargue de abrir y cerrar los baños. Informar al Concejo 
Municipal, para su conocimiento. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Recordar al CCDRB que quien tiene en 
administración esos bienes municipales es el mismo CCDRB, por lo tanto seguirá siendo el 
responsable del cuidado y la protección de estas instalaciones.  SEGUNDO:  Incorporar al 
expediente.  

 
INFORME DE LA SECRETARIA DEL CONCEJO MUNICIPAL. 
 
ARTÍCULO 8.  La Secretaria del Concejo Municipal Ana Patricia Murillo, recuerda la Sesión 
Extraordinaria el jueves 03 de setiembre, a las 6:00 pm, con el siguiente Orden del Día: 
 

• 6:00 pm.  Solicitar una presentación de los resultados y recomendaciones del 
Observatorio Ambiental de Belén con la participación del Dr. Jorge Herrera Murillo de la 
UNA.   

• 7:00 pm.  Se atiende al señor Henry Sanchez.  Asunto:  “Cosecha de Agua”.   
 



   

La Regidora Maria Antonia Castro, advierte que para el tema de Cosecha de Agua, se había 
propuesto invitar a varios funcionarios. 
 
La Regidora Propietaria Rosemile Ramsbottom, manifiesta que no recuerda la presentación de 
un informe sobre los resultados del Observatorio Ambiental, si tienen información que lo puedan 
enviar previo a la presentación, para externar las consultas durante la sesión. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVAMENTE APROBADA:  
PRIMERO:  Realizar una Sesión Extraordinaria el jueves 03 de setiembre, a las 6:00 pm con el 
orden del día propuesto.  SEGUNDO:  Invitar a los funcionarios Jose Zumbado, Ligia Franco, 
Luis Bogantes, Denis Mena, Eduardo Solano, Oscar Hernandez, Angelica Venegas, Dulcehe 
Jimenez, Esteban Avila, Francisco Ugarte, Hermis Murillo, miembros de la Comisión del Plan 
Regulador, Ligia Delgado, Manuel Alvarado, Osvaldo Apu.  TERCERO:  Solicitar que envíen el 
texto si es posible antes de la exposición para darle lectura antes de la presentación.  

 
ARTÍCULO 9.  La Secretaria del Concejo Municipal Ana Patricia Murillo, informa que en La 
Gaceta 168 del viernes 28 de agosto de 2015, se publicó el acuerdo tomado en el Articulo 6 del 
Acta 43-2015. 
 

Traslado de Sesiones. 
 

 Se traslada 
Sesión Ordinaria  Sesión Ordinaria  

Martes 15 Setiembre  Miércoles  16 setiembre  
6:00 pm 

Martes 22 diciembre  Miércoles 16 diciembre  
6 pm 

Martes 29 diciembre Jueves 17 diciembre  
6:00 pm 

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Agradecer la información.  SEGUNDO:  
Trasladar esta información a toda la Corporación Municipal de Belén.  TERCERO:  Publicar en 
todos los medios disponibles tales como página web y Facebook.  
 

CAPÍTULO V 
 

INFORME  DE LA ALCALDÍA Y CONSULTAS A LA ALCALDÍA. 
 

El Alcalde Municipal Horacio Alvarado Bogantes, plantea los siguientes asuntos: 
 

INFORME DEL ALCALDE. 
 
ARTÍCULO 10.  Se conoce el Oficio AMB-MC-191-2015 del Alcalde Horacio Alvarado.  
Trasladamos el memorando UIDI-116-2015, suscrito por Alina Sánchez, coordinadora de la 



   

Unidad de Informática, por medio del cual solicita a la Comisión de Reestructuración copia de 
los informes señalados por la regidora María Antonia Castro en la Sesión Ordinaria N°44 
relacionados  con el programa DECSA, con el objetivo de poder rendir el informe solicitado al 
respecto.  Al respecto, y en cumplimento del acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria N°44-2015, 
adjunto enviamos el documento mencionado para su conocimiento. 
 
UIDI-116-2015 
En seguimiento a lo conversado con su personal, el día jueves 27 de agosto de los corrientes, 
acerca de la  nota AMB-MA-163-2015, considero oportuno y necesario solicitar a la Comisión 
de Reestructuración copia de los informes señalados en los comentarios de  la regidora María 
Antonia Castro, registrados en el acta sesión ordinaria no. 44-2015, donde afirma: "... también 
tiene duda sobre el Programa DECSA que no está en funcionamiento, se sigue alimentando 
pero no está funcionando, se debe pedir un informe, eso lo dicen los informes en poder de la 
Comisión de Restructuración, solicita un informe del estado del proyecto".  Con los informes de 
dicha comisión, procederé a realizar el informe solicitado mediante acuerdo del concejo en el 
acta supra indicada.  
 
Sin otro particular, 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVAMENTE APROBADA:  Remitir 
a la Comisión de Reestructuración para análisis y recomendación a este Concejo Municipal. 
 
ARTÍCULO 11.  Se conoce el Oficio AMB-MC-192-2015 del Alcalde Horacio Alvarado.  
Trasladamos el memorando DTO.0170-2015, suscrito por José Zumbado, director del Área 
Técnica Operativa, por medio del cual remite el avaluó administrativo, realizado por parte del 
Ministerio de Hacienda en fecha 21 de agosto de 2015, correspondiente al terreno e 
instalaciones existentes que se pretenden adquirir por parte de la Municipalidad de Belén para 
un Centro Cívico Cultural.  Al respecto, y en cumplimento del acuerdo tomado en la Sesión 
Ordinaria N°44-2015, adjunto enviamos el documento mencionado para su conocimiento. 
 
DTO.0170-2015 
Consecuente con el acuerdo del Concejo Municipal de la Sesión Ordinaria N°44-2015, artículo 
18 de fecha 4 de agosto de 2015 y como complemento al Informe DTO-0133-2015 
específicamente en el apartado de Avaluó de Referencia de la finca 104135, se remite el Avaluó 
Administrativo AV.ADM. N°H-063-2015 realizado por parte del Ministerio de Hacienda en fecha 
21 de agosto de 2015.  Es importante indicar que el avaluó de interés corresponde al Terreno e 
Instalaciones existentes que se pretenden adquirir por parte de la Municipalidad de Belén para 
un Centro Cívico Cultural del Cantón.  A continuación se presenta un resumen con la Información 
General:  
 
 DESCRIPCIÓN                          Valor (¢) 
  
TERRENO                               665.416.875.00 



   

CONSTRUCCIONES             896.900.000.00 
INSTALACIONES                    31.290.000.00 
 
TOTAL                                  1.593.606.875.00 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir a la Comisión Pro Construcción del Centro Cívico 
y a la Comisión de Hacienda y Presupuesto para análisis y recomendación a este Concejo 
Municipal. 
 
ARTÍCULO 12.  Se conoce el Oficio AMB-MC-193-2015 del Alcalde Horacio Alvarado.  Hemos 
recibido el Memorando CO-50-2015, suscrito por Hazel Sanabria Sánchez, coordinadora de la 
Unidad de Contabilidad, por medio del cual presenta la Liquidación de Compromisos 2014.  Al 
respecto trasladamos copia del oficio mencionado para su valoración, análisis y gestiones que 
estimen pertinentes. 
 
CO-50-2015 
Por medio de la presente hacemos entrega del documento anexo 1 de la Liquidación con el 
detalle de  superávit de compromisos correspondiente al año 2014, esto para su conocimiento, 
análisis y posterior presentación al Concejo Municipal para su aprobación. Dicha Liquidación  se 
presenta un detalle general: 
 
        Presupuestado    Real 
 
Ingresos:            7.995.974.269,93                           7.795.252.296,45  
   
Egresos:                                  7.995.974.269,93                           6.103.377.036,90 
 
 
Egresos contemplan el monto de los compromisos asumidos el cual corresponde a un monto 
total de ¢521.382.992,83 de los mismos se cancelaron al 31 de Junio de 2015, un total de 
¢424.419.451,23, quedando un superávit de compromisos de ¢96.963.541,60.  Se encontrara 
un detalle de los Saldos con destino específicos los cuales suman el monto de ¢929.468.706,14.  
Quedando un  total de Superávit libre al final de haber liquidado los compromisos  a Junio de 
2015, corresponde al monto ¢337.987.102,18.  En este momento se requiere este Martes quede 
en el acuerdo aprobado y en firme, ya que en estos momentos se encuentra en trámite de 
aprobación ante la Contraloría General de la Republica, el  Presupuesto Extraordinario 02-2015, 
mismos solicitados por la Contraloría General de la Republica.  Con todo respeto les sugiero: 
 
1. Dispensar de trámite de la Comisión de Hacienda y Presupuesto el memorando 

Memorando CO-50-2015. 
 

2. Dentro del acuerdo se debe transcribir la información presentada en esta nota.  
 

3. Someterlo a votación y que dicho acuerdo pueda quedar en firme. 
 



   

Dado los puntos antes mencionados, les solicito por favor de considerar los argumentos 
expuestos. 
 
 
La Vicepresidenta Municipal María Lorena Vargas Víquez, manifiesta que según procedimiento 
establecido debe enviarse a la Comisión de Hacienda y Presupuesto. 
 
La Regidora Suplente Luz Marina Fuentes, específica que el Director Administrativo Financiero 
envió la información por correo electrónico, de hecho ya se había presentado al Concejo. 
 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado, manifiesta que el Director Administrativo envió la 
Liquidación de Compromisos. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVAMENTE APROBADA:  
PRIMERO:  Dispensar de trámite de Comisión.  SEGUNDO:  Aprobar la Liquidación de 
Compromisos 2014.   
 
ARTÍCULO 13.  Se conoce conoce el Oficio AMB-MC-194-2015 del Alcalde Horacio Alvarado.  
Hemos recibido el Memorando UA-234-2015, suscrito por Dulcehé Jiménez, coordinadora de la 
Unidad Ambiental, por medio del cual con el fin de dar cumplimiento a lo solicitado en el informe 
del Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa con respecto al Expediente 
del Proyecto de Ley N°19570 (“Autorización a la Municipalidad de Belén para que cambie LA 
NATURALEZA de un lote con el fin de construir el centro de gestión integral de residuos sólidos 
del cantón (Compostera y centro de recuperación)”, con fecha de ingreso a la Unidad Ambiental 
el 25 de agosto del 2015, se requiere que el Concejo Municipal tome el siguiente acuerdo:  

 
“ARTÍCULO ÚNICO.- Autorícese a la Municipalidad de Belén, cédula de persona jurídica 
número tres-cero uno cuatro-cero cuatro dos cero nuevo cero (3-014-042090), a desafectar el 
uso y la naturaleza del bien inmueble propiedad de la Municipalidad de Belén, inscrito en el 
Registro Nacional de la Propiedad, partido de Heredia, matrícula de Folio Real número cuatro-
dos tres siete dos cuatro siete- cero cero cero (N.°4-237247-000), que se describe así:  
Naturaleza: lote destinado a parque y áreas verdes; situado en: distrito 2°, La Ribera, cantón 
VII, Belén, de la provincia de Heredia; mide: mil doscientos cinco metros cuadrados; linda: al 
norte, Tabacalera Costarricense S.A., al sur, calle pública, al este, Tabacalera Costarricense 
S.A, y al oeste, Manuel Antonio Barrantes Víquez, cuyo Plano Catastrado es H-uno seis dos 
cuatro dos cinco dos-dos mil doce (H-1624252-2012).  Pasa de terreno de parque y áreas 
verdes, quedando afecto a terreno destinado para la construcción de un centro de gestión 
integral de residuos sólidos ordinarios (compostera y centro de recuperación).” 
 
Al respecto trasladamos copia del oficio mencionado para su valoración, análisis y gestiones 
que estimen pertinentes. 
 
La Regidora Maria Antonia Castro, determina que está de acuerdo con el proyecto, pero no 
eliminar un parque, porque Belén tiene un déficit de áreas verdes para los pobladores. 



   

 
La Regidora Propietaria Rosemile Ramsbottom, manifiesta que ya se había votado y se había 
enviado a la Asamblea Legislativa. 
 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES María Lorena Vargas, 
Rosemile Ramsbottom, Luis Zumbado, Alejandro Gomez Y UNO EN CONTRA DE LA 
REGIDORA Maria Antonia Castro:  Avalar el Oficio UA-234-2015 y la propuesta presentada 
que cita:  ““ARTÍCULO ÚNICO.- Autorícese a la Municipalidad de Belén, cédula de persona 
jurídica número tres-cero uno cuatro-cero cuatro dos cero nuevo cero (3-014-042090), a 
desafectar el uso y la naturaleza del bien inmueble propiedad de la Municipalidad de Belén, 
inscrito en el Registro Nacional de la Propiedad, partido de Heredia, matrícula de Folio Real 
número cuatro-dos tres siete dos cuatro siete- cero cero cero (N.°4-237247-000), que se 
describe así:  Naturaleza: lote destinado a parque y áreas verdes; situado en: distrito 2°, La 
Ribera, cantón VII, Belén, de la provincia de Heredia; mide: mil doscientos cinco metros 
cuadrados; linda: al norte, Tabacalera Costarricense S.A., al sur, calle pública, al este, 
Tabacalera Costarricense S.A, y al oeste, Manuel Antonio Barrantes Víquez, cuyo Plano 
Catastrado es H-uno seis dos cuatro dos cinco dos-dos mil doce (H-1624252-2012).  Pasa de 
terreno de parque y áreas verdes, quedando afecto a terreno destinado para la construcción de 
un centro de gestión integral de residuos sólidos ordinarios (compostera y centro de 
recuperación)”. 
 
ARTÍCULO 14.  Se conoce el Oficio AMB-MC-195-2015 del Alcalde Horacio Alvarado.  Hemos 
recibido el Memorando UC-130-2015, suscrito por Lillyana Ramírez, coordinadora de la Unidad 
de Cultura, por medio del cual presenta el Plan Operativo de Emergencias que la Unidad de 
Cultura ha gestado como parte de los esfuerzos por conservar la Casa de la Cultura y la 
seguridad de las personas que a diario visitan el inmueble.  Al respecto trasladamos copia del 
oficio mencionado y se adjunta un disco compacto con la información indicada para su 
valoración, análisis y gestiones que estimen pertinentes. 
 
UC-130-2015 
Cordial Saludo!.  Sirva la presente para solicitarle muy respetuosamente hacer entrega al 
honorable Concejo Municipal del Plan Operativo de Emergencias que la Unidad de Cultura de 
la Municipalidad de Belén ha gestado, como parte de los esfuerzos por conservar el valioso 
edificio municipal denominado Casa de la Cultura, y a la vez garantizar la seguridad de las 
personas que diariamente lo visitan.  Lo anterior para su conocimiento. Cualquier consulta estoy 
para servirles 
 
 
 
 



   

PLAN OPERATIVO DE EMERGENCIAS 
EDIFICIO MUNICIPAL 

CASA DE LA CULTURA DE BELÉN 
MUNICIPALIDAD DE BELÉN 

CÉDULA JURÍDICA: 3-014-042090 
SAN ANTONIO DE BELÉN, HEREDIA, COSTA RICA, C.A. 

 
 
 

PLAN OPERATIVO DE EMERGENCIAS 
 
ASPECTOS GENERALES  
 
Reseña:  La Casa de la Cultura es el primer edificio municipal que existió en el cantón de Belén. 
Fue construido en 1908 durante la primera gestión administrativa de don Cleto González Víquez 
(1906-1910). Este edificio inicialmente albergaba la Guardia de Asistencia Rural y a la vez era 
utilizado como cárcel. Así mismo, uno de sus salones fungió como Salón Municipal, siendo aquí 
donde se realizó la Primera Sesión del Concejo Municipal de Belén.  En el año 1995 fue 
declarado de Interés Histórico Nacional, por el Centro de Investigación y Conservación del 
Patrimonio Cultural, del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes. Desde esa fecha se designó 
como Casa de la Cultura, para abrir sus puertas al público en marzo de 1999.  El edificio está 
conformado la oficina de la Unidad de Cultura dela Municipalidad de Belén, además cuenta con 
dos aulas y un auditorio, los cuales son utilizados para la realización de cursos, talleres, 
reuniones, etc sin fines de lucro, bajo la coordinación previa de la Unidad de Cultura.  
 
La Oficina de la Unidad de Cultura se encarga de brindar a la comunidad belemita un servicio 
de información, asesoría y apoyo a las diferentes organizaciones cantonales, instituciones 
públicas o empresas privadas en la realización de sus respectivas actividades culturales; así 
como sirve de espacio para la realización de los cursos del Programa de Formación Artística del 
Distrito de San Antonio.  Además este edificio alberga la Galería de las órdenes Billo Sánchez 
y Rita Mora, con decoraciones a personas de la comunidad con su trabajo altruista y 
desinteresado en apoyo de la visión comunal.  Como parte de los esfuerzos por conservar este 
valioso patrimonio y a la vez garantizar con ello, la seguridad de las personas que diariamente 
le visitan, es que se ha gestado el presente Plan de Operativo de Emergencias. 
 
Objetivos: 
 

a. Objetivo General: 

� Brindarle al personal de la Casa de la Cultura Belén, los conocimientos técnicos  
necesarios para el desarrollo de las acciones de prevención y/o atención de una situación 
de emergencia que se presente en el lugar, por medio de un protocoló escrito y su debida 
implementación. 

 

b. Objetivos Específicos: 



   

� Determinar por medio de técnicas de identificación y evaluación de riesgos, las áreas más 
vulnerables de la edificación a presentar alguna situación de inminente peligro. 

� Desarrollar a nivel práctico cada una de las etapas correspondientes al “Plan Operativo de 
Emergencias” en las áreas vulnerables, con el fin de reducir el nivel de riesgo y peligro. 

� Capacitar, entrenar y equipar un equipo humano encargado de velar por la seguridad 
humana del lugar, con la capacidad de prevenir y responder de una forma adecuada y 
precisa a los incidentes que se presenten en el lugar y sus cercanías. 

� Diseñar un Plan de Respuesta Rápida, que permita a los ocupantes de la infraestructura 
conocer qué, cómo y cuándo realizar las maniobras, ya sea de combate, salvamento o 
evacuación en pro de salvaguardar vidas humanas primeramente y los bienes del lugar. 

 

Alcance:  El presente Plan Operativo de Emergencias es aplicable a todas las actividades, 
colaboradores, visitantes y demás involucrados en el funcionamiento de Casa de la Cultura 
Belén. 
 
Justificación:  Para la coordinación de la Unidad de Cultura de la Municipalidad de Belén, 
establecida en el edificio municipal denominado Casa de la Cultura, se evidencia de suma 
importancia la adecuada administración de los riesgos en la seguridad, productividad y 
desarrollo de su recurso humano, por ende es que se adopta e implementa el presente “Plan 
Operativo de Emergencias” como una herramienta técnico- práctica que permita el 
cumplimiento de los objetivos y metas propuestos en materia de seguridad humana, y que sea 
un punto de partida en la mejora de la calidad de vida de sus ciudadanos, colaboradores y 
visitantes. 
 

INFORMACIÓN GENERAL DE LA EMPRESA (Organización) 

� Razón Social: Casa de la Cultura Belén  
 

� Cédula Jurídica: 3-014-042090 
 

� Tipo de Establecimiento: Cultural- municipal. 
 

� Responsable Técnico: Bach. Johansy García Zúñiga 
 

� Representante Legal: Horacio Alvarado Bogantes 
 

� Cédula  de identidad: 4-0124-0551   
 

� Dirección: San Antonio de Belén, 100 metros norte de la esquina noroeste de la Plaza 
de Deportes de San Antonio, edificio esquinero a mano derecha. 

 
� Teléfono: (506) 2587-0290                                   

 
� Fax: (506) 2293-3667 



   

 
� Página Web: www.belen.go.cr                                 

 
� Correo Electrónico: cultura1@belen.go.cr 

 
� Horario de Apertura: Lunes a viernes de 7:30am a 9:00pm 

 
� Número de Colaboradores: Total general: 03 (coordinadora, asistente y encargada de 

limpieza) 
 

� Visitantes Promedio por Día: Más de 100 personas aproximadamente 
 

� Tamaño de las Construcciones: 294,01 m2    
 

� Tamaño del Terreno:   294,01 m2    
 

� Tipo de Construcción: Clásica colonial   
 

� Materiales principales utilizados: Ladrillos de barro repellados, madera, concreto y  
hierro. 

 
� Tiempo de Construcción: 107 años aproximadamente 

 
� Numero de Espacios en Parqueos: 0 

 
� Pólizas: 

 
 

1. ETAPA: ANÁLISIS DEL NIVEL DE AMENAZAS Y VULNERABILIDAD 

1.1.  NIVEL EXTERNO 

1.1.1  Descripción del área donde se encuentra la organización:  La Casa de la Cultura de Belén 
se encuentra ubicada en el cantón de Belén, específicamente en el distrito de San Antonio, su 
edificación limita al norte con la avenida 1 y posteriores viviendas, al sur con el Cen Cinai del 
Ministerio de Salud, al este, con la edificación de la Policía Municipal, y al oeste con la calle 2 y 
posterior supermercado.  El área donde se encuentra el inmueble es de tipo cuidad urbano, con 
un desarrollo constructivo a considerar.  Coordenadas geográficas: 9.979719, -84.187385 

Fotografía satelital del lugar  
Imagen Nº 1 

 

Fuente: Google Maps, 2015 



   

 1.1.2  Amenazas existentes en la Zona Estudiada: 

AMENAZAS HIDROMETEOROLOGICAS DEL CANTON DE BELEN.  El Cantón de Belén posee 
una red fluvial bien definida, la misma cuenta con un grupo de ríos y quebradas que se pueden 
considerar el punto focal de las amenazas hidrometeorológicas del cantón, dicha red de drenaje 
está compuesta principalmente por: 

• Río Segundo 
• Quebrada Seca 
• Río Bermúdez 
• Río Virilla 

De estos ríos y quebradas algunas, han disminuido el período de recurrencia de inundaciones 
a un año, y algunos a períodos menores, lo anterior por causa de la ocupación de las planicies 
de inundación, y desarrollo urbano en forma desordenada y sin ninguna planificación, y al 
margen de las leyes de desarrollo urbano y Forestal.  Así mismo el lanzado de desechos sólidos 
a los cauces de los mismos, redundando esto y lo anterior en la reducción de la capacidad de 
la sección hidráulica, lo que provoca el desbordamiento de ríos y quebradas. Situación que se 
ha generado por los serios problemas de construcción de viviendas cercanas a los ríos en el 
cantón de Belén.  Las zonas o barrios más afectados y alto riesgo por las inundaciones de los 
ríos y quebradas antes mencionadas son: 

• Quebrada Seca: San Antonio, Asunción 
• Río Bermúdez: San Antonio 

RECOMENDACIONES.  Debido a que el mayor problema que generan las inundaciones, es por 
la ocupación de las planicies de inundación de los ríos, con precarios y asentamientos humanos, 
supuestamente legales, la deforestación de las cuencas altas y medias, y la falta de programas 
de uso sostenible de recursos naturales se recomienda que: 

1. Que la Municipalidad del Cantón de Belén, no permita que continúe el desarrollo urbano en 
las planicies de inundación, exigiendo a toda persona que solicite un permiso de 
construcción en áreas cercanas a cauces de agua, el respectivo visado de planos por parte 
de la Dirección de Obras Portuarias y Fluviales, así como de la Dirección General Forestal, 
con el objetivo de que el desarrollo urbano este a derecho, y se protejan las cuencas 
hidrográficas. 

2. Fomentar programas de educación ambiental y de uso del suelo con fines de construcción, 
para evitar la contaminación de los ríos y quebradas, con desechos sólidos y otros, así 
como establecer brigadas de vecinos para la limpieza y mantenimiento de los desagües y 
cauces de agua. 

3. Planificar el envío de aguas servidas y pluviales que fluyen de las diferentes 
urbanizaciones, y que aumentan el caudal de los ríos, provocando inundaciones en 
períodos de lluvias intensas, y cuando se presentan otros fenómenos hidrometeorológicos 
tal como: frentes fríos, vaguadas, temporales, etc. 



   

4. Que la Municipalidad busque los mecanismos adecuados de coordinación con otras 
instituciones del Estado, Organismos no gubernamentales (ONG´s), vecinos y empresa 
privada para poner en práctica obras de protección de las márgenes de los ríos o de los 
cauces, para reducir la posibilidad de inundaciones. 

5. Que los grupos organizados del cantón de Belén, formen brigadas de vigilancia de las 
cuencas de los ríos que pasan cerca de los centros de población para evitar que 
inundaciones y avalanchas tomen por sorpresa a la población en época de lluvia de alta 
intensidad. 

AMENAZAS GEOLOGICAS CANTON DE BELEN, HEREDIA 

Actividad Sísmica:  El Cantón de Belén, se encuentra localizado en una región caracterizada 
por abundantes sistemas de fallas, que han mostrado en diferentes épocas históricas actividad 
sísmica importante.  A unos 7 km al norte de San Antonio de Belén, se encuentra la falla de 
Alajuela, que en 1851 y 1888, generó eventos sísmicos importantes causando graves daños en 
la región.  Al norte de Sarchí, existen fuentes sísmicas que en diferentes oportunidades han 
generado sismos de importancia, capaces de causar daños significativos en el cantón de Belén.  
Hacia el sur en la región de Puriscal, existen fallas que han presentado recientemente actividad 
importante, la cual ha llegado a causar daños en la población.  Los efectos geológicos más 
importantes de un evento sísmico cerca del cantón de Belén son: 

• Amplificaciones de la intensidad sísmica en aquellos lugares donde el tipo de suelo 
favorece este proceso, Dado que los terrenos de este cantón son conformados en su 
mayoría por cenizas, se favorece en cierta medida, este proceso. 

• Deslizamientos de diversa magnitud, sobre todo en los sectores cerca de los principales 
ríos, así como en aquellos lugares donde se han hecho cortes de carretera y tajos. Un área 
muy vulnerable a este proceso es el margen del río Virilla, al Sur del Cantón. 

• Fracturas en el terreno. 
• Asentamientos en el terreno, sobre todo en aquellos lugares donde se han hecho rellenos 

mal compactados. 

Actividad Volcánica:  Por su posición, este cantón es vulnerable a ser afectado por actividad 
volcánica, sobre todo por la caída de cenizas provenientes del Volcán Barba.  Los efectos más 
relevantes que podría causar una erupción volcánica sobre el cantón de Belén, son: 

• Caída de cenizas, afectando las regiones agrícolas del cantón, además provocaría la 
contaminación de ríos y efectos sobre la salud de la población. Si el volumen de cenizas 
llega a ser importante puede causar el colapso de estructuras. 

• Gases que afecten seriamente la agricultura, salud y contaminación del agua. 
• Deslizamientos (Inestabilidad de terrenos): 

Las características geológicas y climáticas del cantón de Belén lo hacen muy vulnerable a sufrir 
fenómenos de inestabilidad.  En este caso, las áreas con mayor incidencia de deslizamientos 
son aquellas cercanas a los cauces de los principales ríos como Virilla, Bermúdez, Quebrada 



   

Seca y Río Segundo.  Además se deben mencionar aquellos sitios en que se hallan hecho 
cortes verticales en caminos.  Los efectos más notorios de los deslizamientos en el cantón de 
Belén serían: 

• Viviendas colapsadas y sepultadas 
• Carreteras destruidas 
• Avalanchas de lodo, causadas por represamiento de ríos 
• Daños a cultivos 

Recomendaciones generales para el desarrollo urbano:  Debido a las características geológicas, 
climáticas y topográficas del cantón de Belén, se deben tomar en cuenta las siguientes pautas 
en cuanto a permisos de construcción:  

1. Evitar la concesión de permisos de construcción en terrenos ubicados sobre laderas de fuerte 
pendiente o al pie de estas, la misma restricción se debe aplicar para sectores donde existen 
antecedentes de inestabilidad y fallas geológicas.  

2. Darle seguimiento a los permisos de construcción o intervenir los mismos, en los casos en 
que se compruebe que la práctica constructiva o la calidad de los materiales no es la más 
adecuada, de tal manera que garantice su resistencia a los temblores.  

3. Controlar los permisos para construir sobre rellenos, pues en general estos no reúnen las 
condiciones adecuadas para la construcción. 

Fuente. Extraído de http://www.cne.go.cr/Atlas%20de%20Amenazas/BELEN.htm, el 24 de Julio del 2015. 

 1.1.3  Ubicación  de los cuerpos de respuesta o de atención de emergencias 

Cuadro Nº 1 
Cuerpos de Respuesta o Emergencias 

 

 

1.1.4  Procedimientos de Información, Comunicación y Prevención de Emergencias a Vecinos:  
El lugar cuenta con su propio protocolo operativo de emergencias, como parte de la 
implementación de este documento se recomienda generar acercamientos entre los vecinos y 
las fuerzas vivas en general de la zona, en pro de compartir cierta información, tal como los 
equipos de emergencia con los que se cuenta, el tipo de infraestructura que se tiene, salidas y 
rutas de evacuación y sitios o areas de seguridad, medios de transporte, conocimientos del 
personal en materia, en fin información que permita una mejor capacidad de respuesta conjunta 
como localidad, para casos de emergencia y/o desastre natural o antrópico.  Así mismo se 
recomienda la realización de simulacros generales avisados y sin avisar de evacuación, con 
todos los ocupantes del edificio para un mayor aprovechamiento. La administración en conjunto 
con el asesor han conformado una brigada de emergencias.  

La cual está en proceso de capacitación y entrenamiento, para la atención de eventos 
indeseados que pudiesen presentarse dentro y fuera de las instalaciones. 



   

1.2.  NIVEL INTERNO 

1.2.1 Condiciones Estructurales de la Edificación.   

El terreno cuenta con un área de 294,01 m2, completamente construida, la cual representa la 
infraestructura involucrada en este protocolo.  Dicha infraestructura de forma general se 
describe a continuación:  Edificio construido con paredes a base de ladrillos de barro repellados 
en su cara interna y expuestos en el exterior. Cuenta con una puerta central de dos hojas en 
madera con montaje de rejas. A cada lado de estas se muestran dos pilastras y un ventanal en 
forma de guillotina. Los pisos son de mosaico y los cielos son de tablilla viscelada. Los techos 
del edificio son de hierro galvanizado y las aceras que rodean el edificio son de piedra canteada. 
 
División: Compuesto de dos aulas, un salón de reuniones, una oficina, tres pequeñas bodegas, 
una batería sanitaria mixta y un servicio sanitario mixto para dispacitados, un pequeño comedor 
y un área abierta central utilizada como galería.  Así mismo cabe recalcar que todo el inmueble 
en apariencia se somete a un mantenimiento periódico regular. 
 

1.2.2  Condiciones No Estructurales de la Edificación  

1.2.2.1  Identificación de los elementos de construcción que puedan afectarse durante un evento 
como son cortinas, repellos, cielorrasos, vidrios y lámparas, entre otros: 

General:  Por la forma de construcción de este edificio, un elemento a considerar como de riesgo 
es el repello de las paredes, ya el mismo data de hace más de 100 años. Otros elementos lo 
constituyen las lámparas de hierro con que cuenta el edificio tanto en su parte externa, como 
interna, así como las ornamentales colgantes en su patio interno, y los cuadros fotográficos.  
Por ende se recomienda la revisión detallada de los elementos constructivos y decorativos 
citados, con el fin de garantizar su adecuado y seguro estado en lo referente a caídas y/o 
desprendimientos.    
 

� La infraestructura cuenta con cielo rasos de tablilla viscelada, a excepción de su área 
central, donde el cielo razo es de acrílico montado en una estructura de hierro galvanizado.  

� La infraestructura cuenta con vidríales en sus ventanas  que pudiesen quebrazarse y 
generar alguna afectación hacia los ocupantes. 

� La carga de material combustible e inflamable es alta, partiendo de los materiales en que 
fue construido el inmueble y lo que se almacena en esté. (papel, cartón, madera, plásticos, 
y sustancias químicas misceláneas, entre otros) 

� Además vale mencionar que el almacenamiento de productos químicos es medio, ya que 
su requerimiento es para efectos de la limpieza y desinfección de todos los edificios 
municipales, estos recipientes están bien identificados y almacenados en un área 
específica la cual es deficiente para este uso, ya que carece de la ventilación adecuada, el 
espacio interno debido y de un sistema de retención de derrames, entre otros puntos 
básicos.  



   

1.2.2.2  Estado de mantenimiento de las instalaciones eléctricas, acueductos, gas, tuberías, 
tanques, calderas, hornos:  Las instalaciones eléctricas se inspeccionaron visualmente y se ven 
en regular estado aparente, así mismo se encuentran entubadas en algunas de sus partes, sin 
embargo se recomienda la inspección especializada de un ingeniero eléctrico, de forma tal que 
diagnostique el estado sus componentes, según lo dispuesto en la normativa nacional.  No 
existen para con esta infraestructura tuberías de gas, calderas y hornos. 

 

1.2.2.3  Análisis del  espacio de las oficinas y áreas de trabajo:  Actualmente el espacio interno 
de los pasillos, salidas y demás áreas, cumple con las dimensiones adecuadas para la estancia 
de personas, sin embargo es necesario realizar pequeñas mejoras de reacomodo en la oficina, 
para garantizar un mejor espacio interno.  

1.2.2.4  Análisis de la ubicación, espacio y capacidad de los medios de egreso:  El tránsito de 
personas hacia los medios de egreso es adecuado según el espacio interno del inmueble, sin 
embargo es necesario mejorar la dirección de apertura de algunas puertas, algunos aspectos 
administrativos tales como el área de espera de las personas, esto previniendo casos donde se 
deba realizar maniobras de evacuación.  La administración del lugar en conjunto con el 
consultor, ha definido de manera estratégica el flujo de evacuación, según la cantidad de 
ocupantes a evacuar y las distancias a recorrer hacia la salida existente. (Ver croquis en 
Anexos).  El edificio cuenta con la señalización de seguridad e higiene adecuada, esta inversión 
se realizó con el propósito de crear mejores condiciones de seguridad humana en el lugar. 

1.2.2.5  Áreas de mayor peligro y de mayor seguridad que tienen las instalaciones: 

Zonas de Riesgo o Peligro:  Las áreas consideradas como de mayor riesgo y peligro son las 
siguientes: 

� El área donde se almacena actualmente los productos químicos misceláneos, por el riesgo 
de incendio, derrame e intoxicación. 

� El área del comedor por el poco espacio interno que ofrece. (golpes, caídas, etc.)  
� El área de la galería por la caída y/o desprendimiento de las ornamentales y lámparas 

colgantes, ante un fuerte sismo 
� El área de ingreso por la cantidad de vehículos que circulan por la calle frontal. 

 
Zonas Internas de Seguridad:  No se definen para esta estructura, por no existir un estudio 
ingenieril especializado de la infraestructura.  

Puntos de Reunión Externos:  Son las áreas donde se deben de ubicar los ocupantes de la 
infraestructura en caso de evacuación, según análisis de riesgos in situ estas áreas son: 
 

Punto de reunión numero 1: Se define en las inmediaciones del parqueo del Cen Cinai y el Ebais 
contiguo, la capacidad de personas en esta área es para aproximadamente 50 personas por 
tratarse de un espacio abierto reducido y con posible permanencia de vehículos estacionados. 
 

Punto de reunión numero 2: Se define en las inmediaciones de la plaza de deportes central. 
Eesta área es para aproximadamente 500 personas por tratarse de un espacio abierto. 



   

 

Puesto de Mando:  El Puesto de Mando es el área donde se ubicará el Coordinador de 
Emergencias, y el sub coordinador, así como el personal de la Brigada de Emergencia para 
planear rápidamente el abordaje de la emergencia dependiendo de la situación, este puesto se 
utiliza en caso de extrema emergencia donde haya que reunir al personal respondedor. 
Inicialmente se tomará como puesto de mando el área de las oficinas, dependiendo del evento 
se utilizará alternamente los Puntos de Reunión. 

1.2.2.6  Condiciones de almacenamientos de materiales peligrosos, características de los 
productos almacenados: 

Productos clasificados como peligrosos:  A continuación se detallan los nombres comerciales 
de los productos y un inventario de almacenamiento y consumo aproximado: 

 
Cuadro Nº 2 

Productos Químicos de Limpieza e Higiene Utilizados 
 

 

Recomendaciones: 

� Almacenar los productos en sus recipientes originales, siempre que sea posible o en dado 
caso mantener bien rotulado el contenido de cualquier otro recipiente. 

� Mantener el área con buena ventilación preferiblemente natural (no cerrar puerta con algún 
material). 

� Mantener los productos líquidos en los niveles más próximos al suelo. 

� Construir un muro de retención de derrames (que contenga el 110 % del volumen 
almacenado) 

� Utilizar el equipo de protección necesario, en pro de la protección de los colaboradores. 
(mínimo guantes de nitrilo o neopreno de 15 pulgadas de largo y 15 milésimas) 

Esta área de almacenamiento deberá de contar siempre con los medios físicos (cerraduras) que 
garanticen el acceso restringido de personas ajenas al lugar o menores de edad. 

 
1.2.2.7  Análisis de las condiciones de los equipos de Primeros Auxilios, Prevención y Combate 
Contra Incendios y Evacuación y Rescate: 

 
Cuadro Nº 3 

Distribución del Equipo de Primeros Auxilios 
 

          Fuente: Administración y evaluación in situ 

Cuadro Nº 4 
Distribución del Equipo de Evacuación 

 

          Fuente: Administración y evaluación in situ 



   

Cuadro Nº 5 
Distribución de Extintores 

 

          Fuente: Administración y evaluación in situ 

 

Cuadro Nº 6 
Distribución de Equipo Fijo Contra Incendios 

 

          Fuente: Administración y evaluación in situ 

2. ETAPA: ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA EMERGENCIA 

Con la asesoría integral del asesor responsable, la administración definió, estableció y 
documento una descripción de la organización administrativa de la emergencia. La misma se 
describe a continuación: 

Comité de Emergencias:  Directivos, gerentes y otro personal de alto mando de la organización, 
que se organizan, capacitan y reúnen periódicamente en pro de establecer los lineamientos que 
le permitan a la organización continuar con sus operaciones a pesar de la ocurrencia de un 
siniestro o desastre, su objetivo principal versa sobre el principio de continuidad del negocio 
posterior al reporte de personas lesionadas o fallecidas, así como de daños materiales.  

Fuente: NFPA 600: Norma de brigadas contra incendios industriales. Versión 2010 

Definición de Brigada de Emergencias:  Las Brigadas son equipos de personas organizadas y 
capacitadas para emergencias, mismos que serán responsables de combatirlas de manera 
preventiva o ante eventualidades de un alto riesgo, emergencia, siniestro o desastre, dentro de 
una empresa, industria o establecimiento y cuya función esta orientada a salvaguardar a las 
personas, sus bienes y el entorno de los mismos.  

c. Fuente: NFPA 600: Norma de brigadas contra incendios industriales. Versión 2010 

 
Modalidad de Brigada para este proyecto:  La brigada actuará bajo la línea de multifuncionalidad, 
ya que cuenta  con los conocimientos básicos para la atención de casos de emergencia en 
primeros auxilios, incendios y evacuación, a continuación se detalla toda la organización 
prevista, bajo la cual se regirá la brigada. 
 
2.1. Esquema de la Organización Interna de la Brigada  
 

 
         
2.1.1. Miembros de la Brigada de Emergencias  

 

 

Fuente: Propia  

2.2. Organización Táctica de la Brigada de Emergencias: 



   

Funciones del Coordinador General Emergencias 

� Responsable de organizar, coordinar y dirigir el “Plan Operativo de Emergencias” en la 
organización, antes, durante y después de una situación de emergencia. 

� Coordinar con los cuerpos de ayuda externa (bomberos, cruz roja, policía, entre otros) así 
como las estrategias para la atención de situaciones de emergencia. 

� Aplicar las políticas y procedimientos que se dicten en materia de respuesta ante 
emergencias. 

� Evaluar los elementos presentes en la organización que pueden significar una amenaza 
para vida o la salud de las personas, a fin de considerar una evacuación parcial o total. 

� Proceder a realizar el cierre las instalaciones cuando, situaciones internas o externas 
amenacen la continuidad de la operación del proceso. 

� Coordinar todas las acciones de respuesta ante emergencias y supervisar el desempeño 
de los equipos de intervención directa, antes, durante y después de la emergencia. 

� Desarrollar planes de trabajo que impulsen la permanente actualización de los 
procedimientos y protocolos de intervención de emergencias. 

� Ejecutar todas aquellas funciones específicas que le sean asignadas por La administración 
o la Brigada de Emergencias. 

Funciones del Sub-Coordinador General de Emergencias 

� Responsable de organizar, coordinar y dirigir el “Plan Operativo de Emergencias” en la 
organización, antes, durante y después de una situación de emergencia, así como todas 
las funciones correspondientes al Coordinador General de Emergencias en su ausencia. 

Brigadistas de Emergencia 
� Se ha conformado un equipo táctico humano el cual esta en proceso de capacitación y 

adiestramiento, la idea es contar con una brigada multifuncional que pueda colaborar en la 
prevención de incidentes y eventos indeseables. 

Funciones de la Brigada en Materia de Evacuación 

- Antes de la Emergencia: 
� Identificar los sitios que representan mayor peligro dentro y fuera de las instalaciones y la 

concurrencia a estos sitios según horario. 
� Identificar y señalar las áreas más seguras dentro y fuera de las instalaciones que podrían 

ser utilizadas en caso de emergencia. 
� Identificar y señalar las rutas más seguras para abandonar los edificios en una situación de 

emergencia. 
� Evaluar las posibles formas en las cuales podrían quedar atrapados los ocupantes de cada 

área. 
� Disponer de los recursos necesarios para las labores de evacuación e inspección. 
� Realizar la revisión mensual del equipo para Evacuación. 
� Coordinar la capacitación para los miembros de  la brigada. 
� Realizar simulacros para probar la efectividad del plan y realizar las adaptaciones 

correspondientes, según el plan de acción final. 

- Durante la Emergencia: 

� Aplicar y dirigir el plan de evacuación predefinido. 



   

� Realizar las labores de rescate que sean necesarias. 
� Mantener informado al Puesto de Mando sobre las acciones que se realizan y los 

requerimientos que tuviera para la ejecución de sus tareas. 

- Después de la Emergencia: 

� Evaluar la aplicación de los planes de respuesta y elaborar el informe respectivo. 
� Adoptar las medidas correctivas necesarias para mejorar la capacidad de respuesta con 

base en la evacuación. 

Funciones de la Brigada en Materia de Incendios 

- Antes de la Emergencia: 

� Coordinar un análisis de riesgo de incendio del edificio o estructura e impulsar las 
acciones correctivas para eliminar o disminuir dicho riesgo con el consultor profesional y 
la Brigada de Emergencias de la organización. 

� Identificar las áreas de mayor exposición al peligro de la infraestructura y los posibles 
tipos de fuego que se pueden  presentar en esta. 

� Tener disponible el equipo básico de prevención y combate de incendio, ubicado según 
la zona de peligro y los posibles tipos de fuego. 

� Realizar la revisión mensual del equipo para la Prevención y Combate contra Incendios. 
� Elaborar el plan de combate de incendios, que incluya la definición del sistema de alarma 

y los procedimientos para la extinción. 
� Coordinar la capacitación de los miembros de la brigada y realizar simulacros. 

- Durante la Emergencia: 

� Aplicar el plan de combate de incendios. 
� Mantener informado al Puesto de Mando sobre las acciones que se realizan y los 

requerimientos que tuviera para la ejecución de sus tareas. 

- Después de la Emergencia: 

� Evaluar la aplicación de los planes de respuesta y elaborar el informe respectivo. 
� Adoptar las medidas correctivas necesarias para mejorar la capacidad de respuesta con 

base a la evaluación. 

Funciones de la Brigada en Materia de Primeros Auxilios 

- Antes de la Emergencia: 

� Identificar las posibles situaciones de emergencia médicas o traumáticas que se podrían 
dar en el edificio (personas con algún problema de salud que podrían complicarse durante 
una emergencia, posibles lesiones que le dificulte una evacuación pronta, entre otras). 

� Tener disponible el equipo de primeros auxilios ubicándolo en sitios estratégicos del 
edificio, o estructura. 

� Realizar la revisión mensual del equipo para Primeros Auxilios. 
� Coordinar la capacitación de los miembros de la brigada. 
� Abastecer el botiquín con los suministros básicos. 

 



   

- Durante la Emergencia: 

� Evaluar el estado del paciente, brindarle la asistencia básica en primeros auxilios y 
determinar la necesidad de traslado y cuidados médicos. 

� En caso de una emergencia de mediana o gran magnitud deberá de mantener informado 
al Puesto de Mando sobre las acciones que se realizan y los requerimientos que tuviera 
para la ejecución de sus tareas. 

� Coordinara con las entidades de emergencia que se hicieren presentes durante la 
emergencia, la atención de los pacientes. 

� Deben ser muy consientes de sus limitaciones y bajo ninguna circunstancia, podrán 
realizar una tarea para la que no esté debidamente capacitado y adiestrado. 

- Después de la Emergencia: 

� Evaluar la aplicación de los planes de respuesta y elaborar el informe respectivo. 
� Adoptar las medidas correctivas necesarias para mejorar la capacidad de respuesta y 

atención con base a la evaluación.  

 

2.3.  Atención de Eventos por Parte de la Brigada de Emergencias: 

PRIMEROS AUXILIOS 
El objetivo de los Primeros Auxilios, es dar una atención rápida y oportuna a enfermos o 
accidentados.  La zona de atención de heridos designada por la administración, dependerá del 
tipo de emergencia, si no se requiere evacuar el edificio el área de atención será la galería, y si 
por el contrario se debe de evacuar, el área de atención será el parqueo contiguo, o el área que 
el personal de la Brigada de Emergencias recomiende.  En esta zona se le administran los 
primeros auxilios a los heridos, tales como inmovilizaciones, control de hemorragias, 
mantenimiento de vías respiratorias despejadas, entre otros. En la zona se ubicará a los 
miembros de la Brigada. 

TECNICA UNIVERSAL PARA LA ASISTENCIA DE PACIENTES:    Dentro de las Emergencias 
Médicas que hay los pacientes se clasifican de cuatro maneras dependiendo de su gravedad, 
aplicando el Método Triage o Star. 

PACIENTES  VERDES: Son todos aquellos que tienen lesiones leves (como excoriaciones, 
heridas pequeñas que no pongan en compromiso a la persona). 

PACIENTES AMARILLOS: Son todos aquellos que tienen lesiones de riesgo en el cual ponen 
en compromiso su vida (como problemas respiratorios, sangrados abundantes, heridas grandes, 
golpes en la cabeza con pérdida de conocimiento, asma, presión alta sin tratamiento, problemas 
diabéticos, etc.). 

PACIENTES ROJOS: Son todos aquellos que tienen lesiones muy graves y están 
comprometiendo su vida (como paros cardíacos, heridas con arma blanca en el estómago, 
sangrados internos, infartos, pacientes inconsciente, etc.). 

PACIENTES NEGROS: Son todos aquellos que están fallecidos. 

PROCEDIMIENTO DE VALORACIÓN DE PACIENTES: 



   

PACIENTES VERDES: serán valorados por algún miembro de la Brigada de Primeros Auxilios 
con su equipo en su lugar de trabajo y se le darán recomendaciones si es requerido, según su 
situación medica. 

PACIENTES AMARILLOS: serán valorados en el lugar o de ser necesario se estabiliza y si 
amerita, traslado a algún centro hospitalario. 

PACIENTES ROJOS: serán valorados y estabilizados en el lugar por personal con el 
conocimiento técnico aprobado, posteriormente se pide ayuda externa a la Cruz Roja. 

PACIENTES NEGROS: Serán dejados en el lugar del incidente, posteriormente será informado 
al Organismo de Investigación Judicial (OIJ) para la disposición del cuerpo y las investigaciones 
posteriores. 

 

d. EVACUACIÓN 

El objetivo de la Evacuación es guiar al personal ocupante de las instalaciones, para que en 
caso de una emergencia se cumpla el desalojo de las instalaciones de una manera segura, 
rápida y ordenada. 

Organización de la Brigada de Evacuación:  Se ha establecido un equipo humano para esto, 
según programa de capacitación se establecerá las fechas de las capacitaciones y el 
adiestramiento que recibirán todos los miembros de la Brigada de Emergencias, el objetivo de 
este esfuerzo en conjunto es contar con colaboradores y demás personal que pueda guiar a 
todos los ocupantes de la infraestructura a un lugar establecido como seguro, y al salir revisar 
que nadie se quedó dentro de las instalaciones.  La brigada mantendrá reuniones constantes, 
para verificar las condiciones de cada área, dándole énfasis a las condiciones de las rutas de 
evacuación, variaciones en las condiciones de trabajo, inclusión de nuevos equipos, materiales 
y/o construcciones en la organización.  En estas reuniones se deberá crear y mantener la 
estrategia del grupo, designando a las personas responsables para la realización de funciones 
puntuales, tales como,  conteo del personal, atención de personas que requieran apoyo y la 
comunicación respectiva con el coordinador. 

Toda la información respecto a los procedimientos y rutas de evacuación, debe ser difundida 
por la Brigada de Emergencias, a todo el personal y se debe hacer un señalamiento de dichas 
rutas y salidas.  Posterior a la ocurrencia de una evacuación, la Brigada de Emergencia debe 
realizar las siguientes actividades: 

� Informar verbalmente al puesto de mando sobre los pormenores de las actividades 
realizadas y un diagnóstico de la situación posterior al incidente (número de heridos, 
pérdidas materiales, daños a la infraestructura, entre otros a consideración). Se debe emitir 
un criterio sobre la conveniencia o no de reiniciar las operaciones. 

� Evaluar la aplicación de los planes de respuesta y elaborar el informe respectivo. 
� Adoptar las medidas correctivas necesarias para mejorar la capacidad de respuesta con 

base en la evaluación. 

 

PREVENCIÓN Y COMBATE  DE INCENDIOS 



   

 

El objetivo de la prevención y combate de incendios es combatir cualquier conato de incendio o 
principio de fuego en sus primeros momentos y controlar un incendio mientras llegan los 
bomberos, siempre y cuando no se comprometa la integridad física de alguno de sus miembros.  
En materia de prevención de incendios, deben cumplir los siguientes objetivos: 

Antes de la ocurrencia de un incendio la brigada debe de: 

� Realizar con el Coordinador de General de Emergencias, un análisis de riesgo de incendio 
de las instalaciones e impulsar las acciones correctivas para controlar y minimizar dicho 
riesgo. 

� Tener disponible el equipo básico de prevención y combate de incendios, ubicados según 
las zonas de peligro y tipos posibles de fuego. 

� Conocer el plan de combate de incendios y  los procedimientos para la extinción. 
� Realizar simulacros periódicos y solicitar capacitación para sus miembros continuamente. 

Durante la Ocurrencia de un Incendio la Brigada debe de: 

� Aplicar el plan de combate de incendios. 
� Mantener informado al puesto de mando sobre las funciones que realiza y los 

requerimientos para la ejecución de sus tareas. 

Posterior a la Ocurrencia de un Incendio la Brigada debe de: 

� Evaluar la aplicación de los planes de respuesta y elaborar el informe respectivo. 
� Adoptar las medidas correctivas necesarias para mejorar la capacidad de respuesta con 

base en la evaluación. 

2.4. Planes de Respuesta Rápida: 

PROCEDIMIENTO DE ACCIÓN EN CASO DE ASALTO PA-CCB-01-15 

e. Objetivo:  Establecer el procedimiento que debe ser seguido dentro y fuera de las 
instalaciones, en caso de la ocurrencia de un asalto. 

Alcance:  Las instalaciones de La Casa de la Cultura, en San Antonio de Belén, Heredia, así 
como cualquier otra área donde sea aplicable. 

Responsabilidad(es):  La persona responsable de la seguridad del personal es el representante 
legal de la organización, así como las personas u empresas de servicios que esta persona 
designe para tal efecto, es su obligación velar por las condiciones de seguridad en la 
infraestructura, así como de la capacitación hacia el personal de la organización en materia.  El 
Coordinador General de Emergencias y los Brigadistas, serán los responsables de llamar a la 
calma y promulgar en la organización el seguimiento de la información que se presenta a 
continuación: 

Descripción del procedimiento:  Los asaltos son cada vez más cotidianos en nuestro medio 
nacional es por eso que a continuación se brindará una serie de acciones a seguir en caso de 
ser víctima de estos hechos: 



   

-  Durante el momento del robo no intente actos heroicos, haga lo que le piden los asaltantes. 
Solo si le es posible fíjese en las características físicas de los ladrones y en los detalles 
que puedan ayudar a la policía a identificarlos posteriormente: vestimenta, dirección de la 
huida, matrícula de vehículos, tatuajes, cicatrices, marcas en la piel, tés de la piel, color de 
los ojos, etc. 

-  Consumado el asalto llame de inmediato al teléfono de emergencia (9-1-1), proporcione la 
dirección exacta del lugar asaltado y un teléfono al que puedan contactarlo y mantenga 
libre la línea hasta que llegue la policía. 

- Solicite asistencia médica si es necesario en este mismo número telefónico. 

- No toque nada que pueda servir para obtener el rastro de huellas u otros indicios sobre los 
autores y no deje entrar a nadie en el lugar u área donde se ha producido el robo. 

- Si le quitaron la cartera o la billetera, bloquee telefónicamente sus tarjetas de crédito y 
débito inmediatamente después del robo. 

- Si traía chequera dé la orden al banco, de no pago a los cheques robados.  

- Si se llevaron las llaves del auto, de parte a las autoridades, describiendo detalladamente 
como es el vehículo, en muchas ocasiones esto ayuda a atrapar a los mal hechores. 

- Si se llevaron las llaves de su casa cambie las cerraduras de inmediato, podrían seguirle 
y conocer la ubicación de su residencia. 

- Si traía celular notifique del hecho a la compañía telefónica el número telefónico móvil.  

- Tan pronto le sea posible, presente una denuncia ante el Ministerio Publico, esto 
contribuirá en la investigación, así mismo le dará la posibilidad a las autoridades a retener 
y/o procesar, según corresponda a cualquier sospechoso. 

 

PROCEDIMIENTO DE ALERTA  PAL-CCB-02-15 

Considerando este como el estado anterior a la ocurrencia de un desastre, se declara con el fin 
de tomar las precauciones específicas, debido a la probable y cercana ocurrencia de un evento.  
Será declarada por el Coordinador General de Emergencias, o su suplente en caso de ausencia 
y podrá presentarse por áreas de acuerdo a la necesidad de alerta. 

Fase 1: Alerta verde 

� Se moviliza al personal, que esté listo para acudir en la emergencia en caso de que se 
requiera de la atención y evacuación del personal. 

� Este estado de alerta no interfiere con la actividad normal. 

Fase 2: Alerta Amarilla 

� Es una extensión de la alerta verde. 
� Se debe desocupar las líneas telefónicas, tener el personal idóneo preparado y listo. Así 

como todo lo requerido en caso de que se requiera la evacuación total del edificio. 

Fase 3: Alerta Roja  



   

� Denota la ocurrencia de un desastre, la decisión queda en manos de los encargados de la 
evacuación y acciones concretas por departamento, todo el trabajo es coordinado 
directamente por el Coordinador General de Emergencias y la Brigada de Emergencias. 

� Esta alerta incluye el llamado, asignación de personal fuera de servicio. 
� Se debe tener una lista actualizada, donde se registran nombre, dirección y número de 

teléfono del personal por departamento. 
� Se puede utilizar una lista de actividades donde se incorpora la información, orientación e 

instrucción al personal. 
� Las listas deben contener las instrucciones en lenguaje sencillo y claro. 

PROCEDIMIENTO DE ATENCIÓN DE INCENDIOS- PAI-CCB-03-15 

f. Objetivo:  Establecer el procedimiento que debe ser seguido dentro de las instalaciones de 
La Casa de la Cultura, en caso de la ocurrencia de un incendio. 

Alcances:  Atención de principios de incendio que puedan presentarse en las instalaciones. 

Responsabilidad(es):  La persona que detecte el incendio, deberá comunicarlo de inmediato al 
personal de Brigadas o a la administración.  El Coordinador General de Emergencias (o algún 
miembro de la brigada) será el responsable de activar la alarma y dirigir las acciones tendientes 
a la minimización y reducción de los posibles daños causados por un incendio.  Pero además 
de él, y como equipo deberán participar al menos:  La Brigada de Emergencias y todo el personal 
entrenado en el manejo de equipo de control de incendios que se encuentre en el lugar. 

Descripción del procedimiento:  Si se presenta un principio de incendio: 

1. Se comunicará a los miembros de Brigada la localización del evento, quienes a su vez 
deberán de comunicarlo al Coordinador General de Emergencias, o Sub Coordinador en 
caso de que el primero no esté presente. 

2. Se iniciará la evacuación del área afectada y de aquellas que podrían serlo. En caso de 
presentarse lesionados, la Brigada atenderá también a la(s) persona(s) lesionadas, se debe 
de asignar a las personas que inicien la atención y de ser necesario los traslados de los 
mismos hasta un sitio seguro. 

3. El Coordinador General de Emergencias debe solicitar que se dé aviso inmediato a los 
Bomberos para que acudan al lugar y decidirá sí solicita ayuda externa adicional como la 
Cruz Roja, transito o la Policía, si lo amerita. 

4. El Coordinador General de Emergencias convocará a los miembros de la Brigada de 
Emergencias al sitio en que se presenta el incendio, deberán trasladar los extintores 
cercanos hacia el lugar para enfrentar el evento. 

5. Un miembro de la brigada ya asignado deberá desconectar el suministro eléctrico principal 
de la zona afectada.  
Es claro que se deben mantener copias de todas las llaves de puertas y candados utilizados 
en un lugar seguro y al alcance solo de las personas autorizadas. 

6. En caso que se controle el incendio antes de la llegada de los Bomberos, deberán esperar 
en el lugar listos para combatir un reinicio del mismo. 

 



   

PROCEDIMIENTO DE EMERGENCIA ANTE UN SISMO- PES-CCB-04-15 

Objetivo:  Establecer el procedimiento que debe ser seguido por el personal, en caso de 
presentarse un sismo de importantes proporciones. 

Alcance:  Acciones a desarrollar en caso de sismo y los principios de evacuación que deben 
seguirse. 

Responsabilidad(es):  El Coordinador General de Emergencias, será el responsable de la 
definición y coordinación de todas las acciones de la evaluación de los daños presentados por 
el sismo. Además es el responsable de autorizar el reingreso del personal a cualquier parte de 
la edificación en conjunto con los cuerpos de socorro posterior a la ocurrencia del sismo. 
(Preferiblemente debe de apoyarse en personal de ingeniería de Bomberos).  La Brigada de 
Emergencias será responsable de la ejecución de todas las acciones necesarias para atención 
de cualquier eventualidad que pueda surgir como resultado del sismo. 

Descripción del procedimiento:  Es importante tomar algunas medidas tan pronto como se 
detecta un sismo y en caso de que la intensidad del mismo permita algún tipo de acción. Estas 
medidas son: 

1. Suspender el trabajo inmediatamente. 

2. Alejarse de cables, u otros objetos  que puedan provocar lesiones. 

3. Evacuar las instalaciones de inmediato, rumbo hacia los puntos de reunión. 

4. Tan pronto el movimiento sísmico ha finalizado, se debe proceder a realizar una inspección 
minuciosa de todas las estructuras, así como cualquier soporte, dicha inspección estará a 
cargo del Coordinador General de Emergencia preferiblemente en compañía de un 
profesional en ingeniería civil o arquitectura. (O pueden apoyarse en personal de ingeniería 
de Bomberos) 

5. La inspección incluirá una revisión de daño estructural de acuerdo a los puntos siguientes: 

a. Grietas en vigas y columnas de más de 0.5 cm. 

b. Visibilidad del acero (varillas) en vigas y columnas por desprendimiento del recubrimiento. 

c. Deformación del acero. 

d. Fragmentación del núcleo de la columna. 

e. Grietas de más de 0.5 cm. en muros. 

Para hacer esta revisión es necesario revisar principalmente las uniones viga-columna. 

6. No se debe restablecer el trabajo hasta que este concluida la inspección y se haya 
determinado que todo está en perfectas condiciones. 

PROGRAMA TENTATIVO DE CAPACITACIÓN  

2.5.  Capacitación Brigada Emergencias:  La administración de la Casa de la Cultura de Belén, 
entiende que la aplicación del conocimiento por cada uno de los miembros de la Brigada de 



   

Emergencias es indispensable para el actuar en un evento inesperado, por lo que ha decidido 
establecer un plan de capacitación en las distintas áreas de emergencias: 

Prevención y Combate Contra Incendios:  Se plantea la realización de 1 proceso de capacitación 
anual para la Brigada de Emergencias, aprovechando el vencimiento de los extintores con el fin 
de ser utilizados. El temario del curso incluye: 

a) Teoría del fuego. 
b) Tipos de fuego. 
c) Tipos de agentes extintores. 
d) Equipos de extinción, características de uso y reconocimiento. 
e) Sistemas de atención y control de incendios. 
f) Trabajo en equipo en la atención de un incendio. 
g) Procedimiento de atención de incendios. 

Primeros Auxilios:  Para el personal de la Brigada de Emergencias se programa un curso que 
abarcará los temarios de: 

a) Primeros Auxilios Básicos (PAB). 
b) Primeros Auxilios Avanzados (APA).  
c) La atención de trastornos cardiacos y la Resucitación Cardio-Pulmonar (RCP). 
d) El entrenamiento en los procedimientos internos de organización de la atención. 

Evacuación:  El personal responsable de evacuación, recibirá la formación requerida en: 

a) Estrategias en el manejo de personas. 
b) Estudio de los procedimientos de evacuación de la organización. 
c) Métodos de evaluación de condiciones estructurales y de rutas de evacuación. 

Capacitación:  A fin de mantener a la brigada debidamente capacitada y entrenada se deberá 
de realizar una capacitación teórico – práctica anual sobre todos los procedimientos contenidos 
en este protocoló, dichos espacios deben de ser guiados por personal competente en materia 
de seguridad humana. 

3.  ETAPA: PLAN DE EVACUACIÓN Y RESCATE 

3.1  Ubicación, capacidad y señalización de los Puntos de Reunión:  En los edificios se han 
designado dos puntos de reunión, así como un puesto de mando: 

 

Punto de reunión numero 1: Se define en las inmediaciones del parqueo del Cen Cinai y el Ebais 
contiguo, la capacidad de personas en esta área es para aproximadamente 50 personas por 
tratarse de un espacio abierto reducido y con posible permanencia de vehículos estacionados. 
 
Punto de reunión numero 2: Se define en las inmediaciones de la plaza de deportes central. 
Esta área es para aproximadamente 500 personas por tratarse de un espacio abierto. 
 
Puesto de Mando:  El Puesto de Mando es el área donde se ubicará el Coordinador de 
Emergencias, y el sub coordinador, así como el personal de la Brigada de Emergencia para 
planear rápidamente el abordaje de la emergencia dependiendo de la situación, este puesto se 



   

utiliza en caso de extrema emergencia donde haya que reunir al personal respondedor.  
Inicialmente se tomará como puesto de mando el área de la oficina, dependiendo del evento se 
utilizará alternamente los Puntos de Reunión. 
 

 

3.2  Rutas de Emergencia: 

Pasillos principales y secundarios: Se identificaron las rutas de evacuación en el presente 
protócolo, así mismo se señalizaron según normas técnicas y reglamentos en materia.  Se 
recomienda su inspección periódica por parte de los colaboradores de brigadas y la 
administración, con el fin de que las rutas de emergencia se encuentren libres de obstáculos. 
(Ver Croquis Anexos) 

Salidas de emergencia (Puertas): Por las características propias de la infraestructura, la única 
salida habitual frontal se denominará de emergencia, ya que conduce a la parte exterior de la 
edificación. 

Distancias a recorrer y las condiciones de las rutas: Estos recorridos y condiciones están en 
concordancia por lo señalado por el Manual de Disposiciones Técnicas del Cuerpo de 
Bomberos, según la norma 101 de NFPA, versión 2012. 

3.3  Señalización de las áreas peligrosas:  Estas áreas ya fueron señaladas anteriormente en 
el documento. 

3.4  Reacción ante la señal de alerta:  Se debe de adquirir una pitoreta de aire, con un alcance 
de emisión de ruido de 120 dB, esto para que sirva como señal de alerta, el personal debe de 
estar informado que al escuchar la misma deben de iniciar con los ejercicios de evacuación de 
inmediato. Este dispositivo es activado por el personal de la brigada cuando ocurra una situación 
de emergencia, su activación se hará efectiva bajo las siguientes circunstancias específicas:   

Cuadro Nº 7 
Aplicación del Sistema de Alarma Previsto 

 

De esta forma dependiendo de la emergencia se contactará a los cuerpos de respuesta o de 
atención de emergencias utilizando la información del Cuadro Nº 1 (pág.12).  También deberá 
informarse de inmediato a la Brigada de Emergencias con el fin de que se tomen las medidas y 
decisiones concernientes al abordaje y manejo de la emergencia. 

3.5  Tipo de acciones que la organización llevará a cabo para suministrar información  preventiva  
y dirigida a las personas que se ubican dentro del comercio en forma temporal o eventual: 

Colaboradores y visitantes seguros:  Se recomienda desarrollar reuniones de 10 minutos 
mensuales entre el personal de la Casa de la Cultura, donde se expongan los contenidos de 
este protocolo. Así mismo es una buena herramienta instalar en áreas estratégicas por nivel las 
rutas de evacuación y partiendo del tipo de organización compartírselas por medios digitales. 

3.6  Radio de acción de protección durante la atención de una emergencia:  El presente “Plan 
Operativo de Emergencias”, contempla a toda persona ocupante en el edificio,  sea esto en 
horario diurno y nocturno.  Por esta razón los procedimientos descritos en el “Plan Operativo de 



   

Emergencias” así como la evaluación del mismo mediante el plan de implementación deberán 
considerar en todo momento una eventual emergencia en cualquier turno, por lo que la 
administración se compromete a informar, capacitar y evaluar lo dispuesto. 

 

PROCEDIMIENTO PARA EVACUACIÓN  PEV-CCB-05-15 

Antes de la Emergencia: 

1. Deberá verificarse regularmente que las rutas de salida del edificio, estén libres de cargas 
almacenadas, muebles o cualquier objeto que interrumpa el espacio de tránsito, con el fin 
de que se encuentren siempre libres de obstáculos. 

2. Se debe de designar a una persona como responsable de la coordinación de la evacuación. 
3. Se establecerá de ser posible en el punto de reunión la lista de las personas que deben ser 

evacuadas. 
4. Se entrenará y practicará el plan de evacuación al menos una vez al año. (Simulacros) 

Al momento de presentarse la emergencia (Durante): 

1. Una vez establecida la alarma de evacuación (pitoreta), el personal debe iniciar el desalojo 
de las instalaciones de inmediato. 

2. Se deben seguir las instrucciones de los miembros de la Brigadas. 
3. Se debe mantener la calma. 
4. En las oficinas, cerrar los escritorios y desconectar todos los aparatos eléctricos que se 

tengan al alcance (si es posible). 
5. No correr, mantener el ritmo de evacuación (paso rápido y seguro). 
6. Ubicarse debajo de marcos de puertas, marcos estructurales, escritorio, etc., en caso de que 

la evacuación sea interrumpida por una sacudida violenta (terremoto). 
7. No apoyarse en las paredes. 
8. Si alguien queda atrapado debe: 
8.1. Mantener la calma. 
8.2. Dar a conocer que esta atrapado(a), gritar, hacer ruido en las paredes, ventanas, etc. 
8.3. Esperar auxilio, los miembros de los cuerpos de socorro lo llegarán a rescatar. 
9. Al dirigirse al exterior, mantenerse alejado de postes eléctricos u objetos que puedan caer. 
 
Luego de la emergencia:  

1. No se deben mover personas heridas a menos que están en peligro inmediato. 
2. No usar los vehículos disponibles, a menos que sea una emergencia. 
3. Estar preparados para otros temblores, y tener mucha precaución al entrar (si es necesario) 

a las instalaciones de algún edificio que pueda estar afectado estructuralmente. 
4. No utilizar los teléfonos, a menos que sea un caso de emergencia. 
5. Al llegar al lugar de reunión todos deben reunirse para realizar el inventario de personas 

(control de ausentismo). 
6. Las personas heridas deben ser llevadas al puesto que la Brigada de Emergencias tenga en 

funcionamiento. De no ser así deberán ser instalados en un lugar seguro hasta que llegue la 
ayuda externa. 



   

7.  Todas las personas deben permanecer en el lugar designado, atentas a nuevas 
instrucciones. 
 

4.  ETAPA: EVALUACIÓN DEL PLAN DE EMERGENCIAS 

4.1  Descripción de los tipos de evaluación que se emplearán para determinar la funcionalidad, 
alcances y limitaciones del plan de emergencias, así como determinar las correcciones del caso: 

� Para efectuar la evaluación del Plan, se recomienda realizar en conjunto con el consultor, 
la realización de Dos Simulacros Anuales, con posteriores reuniones de la Brigada de 
Emergencias, así como las personas que esta considere, con el fin de establecer la 
efectividad de la evacuación (tiempos y problemas encontrados a lo largo de las rutas). 

Los simulacros: 

� Tienen como finalidad capacitar al personal de la organización, preparar adecuadamente 
en forma ficticia una evacuación de las instalaciones al enfrentar una situación de 
emergencia y después de que las condiciones lo permitan o la orden de la gerencia y 
coordinador de emergencias, así lo indique. 

Fases de los simulacros: 

� Los simulacros se deben realizar en forma gradual, no deben causar temor en los 
ocupantes,  el efecto deseado en el personal es generar confianza de lo fácil que es salir 
de la edificación, también permite generar consciencia de que cosas se deben mejorar en 
forma la distribución de espacio, de recursos para enfrentar una verdadera emergencia. 

Primer Simulacro: 

� Objetivo: Que todo el personal conozca las rutas de emergencia y estimar el tiempo real 
de evacuación desde los diferentes puntos de trabajo, después de un sismo fuerte. 

� Hora: Debe realizarse considerando todos los turnos y personas correspondientes por 
área. 

� Día: El Coordinador General de Emergencias es quién define día y hora del simulacro. 

� Metodología: Se capacita a la Brigada de Emergencias. 

� La Brigada de Emergencias se encarga de capacitar en sitio a todo el personal de la forma 
en que se actúa en caso de sismo según protócolo. 

� Se llamará al 9-1-1 un día antes de que se realizará un simulacro interno, no contará con 
la participación de los equipos de respuesta nacional. 

� La Brigada de Emergencias se distribuye las funciones de chequeo para el rescate en todo 
punto de la edificación (sanitarios, bodega, pasillos, etc.). 

� El Coordinador General de Emergencias indicara el orden de evacuación y llevará los 
tiempos de respuesta de evacuación del personal y el tiempo de llegada del equipo de 
rescate. 



   

� Invitar miembros de Brigadas de otras organizaciones cercanas para la crítica posterior 
(máximo 4 personas). 

� Reunión de la Brigada de Emergencias previa al simulacro. 

� Realizar el simulacro. 

� Reunión de la brigada e invitados posterior al simulacro. 

� Realizar informe. 

 Segundo Simulacro 

� Objetivo: Que todo el personal conozca las rutas de emergencia y estimar el tiempo real 
de evacuación desde los diferentes puestos  de trabajo. 

� Hora: Debe realizarse durante la jornada habitual de trabajo. 

� Día: El Coordinador General de Emergencias es quién define día y hora del simulacro 

� Metodología: 

� Se colocarán afiches recordando las rutas de evacuación. 

� Se llamará al 9-1-1 un día antes de que se realizará un simulacro interno, este no contará 
con la participación de los equipos de respuesta nacional 

� La Brigada de Emergencias se distribuye las funciones de chequeo para el rescate en todo 
punto distante. 

� El Coordinador General de Emergencias indicara la orden. 

� El Coordinador General de Emergencias indicara la orden de evacuación y llevará los 
tiempos de respuesta de evacuación del personal y el tiempo de llegada del equipo de 
rescate. 

� Invitar miembros de Brigadas de otras organizaciones para la crítica posterior (máximo 4 
personas). 

� Reunión de la brigada previa al simulacro. 

� Realizar el simulacro. 

� Reunión de la brigada e invitados posterior al simulacro. 

� Realizar informe al día siguiente..2  Cronograma de Implementación: 

Cuadro Nº 8 
Cronograma de Implementación 

 

Nota: Para cada una de las acciones aquí indicadas se contará con el asesoramiento del personal de SSO 
Consultores.



 

 

ANEXOS  

 

Anexo Nº 1 Croquis con propuesta de la señalización de seguridad e higiene  

 

 

 

Anexo Nº 2 Croquis de los flujos de evacuación  

 

 

Anexo Nº 3 Croquis con ubicación de los equipos móviles contra incendios y lámparas de emergencia 
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Anexo Nº 4 Suministros que debe contener un Botiquín 

 

 

Anexo Nº 5 Hoja de inspección de extintores mensual 
 

HOJA DE INSPECCIÓN DE  EXTINTORES MENSUAL 
 
• Extintor #:             Ubicación:                                           
 
• Extintor portátil de incendio tipo:  A (   )       B (   )       C (   )      Otro (   ) 
 
• Contenido: Agua (   )   Polvo Químico Seco (   )   Gas C02 (   )    Espuma (   ) 

 
• Capacidad en libras:  2.5 (   )   5 (   )    10 (  )    15 (   )    20 (   )   30 (  ) 
 
• Número de serie del extintor =   
 
• Número de activo =   
 
• Marca de fábrica =  
 
 
La inspección determino que:                                                      SÍ:     NO: 
 
 

Observaciones: 
 

Nombre y Firma del Inspector: ____________________________________________ 
 
Fecha de la inspección: _____________ 

 

Anexo Nº 6 Registros de Capacitación 
 

Anexo Nº 7 Registro fotográfico  
 

 

Nota 1: Este documento deberá ser actualizado por un profesional en salud y seguridad ocupacional 
responsable cada 2 años calendario o cada vez que se modifique la infraestructura involucrada, los 
procesos descritos o cualquier otra modificación de interés en materia. 
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Nota 2: El profesional responsable no puede garantizar la implementación adecuada y completa del 
presente plan y el acatamiento a las recomendaciones técnicas dadas por medio del informe técnico 
40 – 2015 SSO enviado al cliente, esto es responsabilidad completa del representante legal de la 
parte contratante. 

 

Profesional Responsable. 

Bach. Johansy García Z. 

Profesional en Salud y Seguridad Laboral. 

SSO Consultores  

Agosto, 2015. 

 

-- FIN DEL DOCUMENTO -- 

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir a la Comisión de Cultura para análisis y recomendación 
a este Concejo Municipal. 
 
ARTÍCULO 15.  El Alcalde Municipal Horacio Alvarado, manifiesta que el proyecto San Martin está en 
discusión en el BANHVI, ya está la distribución de todas las familias. 
 
CONSULTAS AL ALCALDE MUNICIPAL. 
 
ARTÍCULO 16.  La Regidora Propietaria Rosemile Ramsbottom, informa que hoy está ingresando el 
avaluó para la compra del terreno contiguo al Polideportivo para construir el Centro Cívico Cultural, es 
un proyecto que ha sido apoyado por todo el Concejo, es muy monto elevado, si hay posibilidades de 
negociar con los dueños, se puede adquirir, porque Belén se merece un Centro Cívico Cultural, tienen 
los otros Cantones, tienen sus teatros, no puede ser que Belén, no tenga un teatro y un centro donde 
podamos hacer actividades, la Casa de la Cultura se hace pequeña, en este proyecto debemos ir 
todos juntos, para aportar los recursos en los presupuestos, se pueden apartar ¢300.0 millones para 
comprar esta propiedad. 
 
ARTÍCULO 17.  El Regidor Propietario Luis Zumbado, manifiesta que respecto a los lotes que la 
Dirección Jurídica logro rescatar después de un proceso, que están frente al parque que se construyó 
contiguo al Centro del Adulto Mayor, la Municipalidad sembró árboles, pero nuevamente los vecinos 
están invadiendo, se puede convertir nuevamente en un derecho posesorio, quiere saber si la 
Municipalidad tiene conocimiento y se están haciendo gestiones para impedir que nuevamente se 
invada el terreno, porque los vecinos hicieron accesos a la parte pública. 
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ARTÍCULO 18.  La Regidora Maria Antonia Castro, manifiesta que en La Asunción se está reparando 
la acera, pero existen unas piedras de valor histórico y cultural. 
 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado, informa que las piedras de La Asunción, iban para la bodega 
mientras se construía la acera, porque en ciertos sectores se ubicaran las piedras.   
 
El Síndico Suplente Gaspar Gonzalez, informa que las piedras de las aceras en La Asunción, deben 
tener 40 o 50 años de existir, no sabe el origen, pero no son muy antiguas, no son precolombinas, 
esas piedras todos tenemos un romanticismo, pero más del 50% ya se las habían llevado hace más 
de 15 años, no ahora que están haciendo el trabajo la Municipalidad, conoce 2 o 3 personas en la 
comunidad que tiene ese romanticismo con las piedras, pero son alrededor de 15 piedras que están 
bien conformadas, de las 200 que pudieron haber existido, las piedras talladas se las robaron hace 
años, a su juicio demasiado tarde para hacer el reclamo. 
 
ARTÍCULO 19.  La Regidora Propietaria Rosemile Ramsbottom, manifiesta que sobre el señor que 
pinta carros en el humedal, sigue igual, parquea los carros en la acera, en un negocio hasta donde 
entiende sin patente, había traído el terma anteriormente, porque había un vecino enfermo y los olores 
al ser un local que no es confinado, pinta los vehículos estacionados en las aceras, esto lo había 
expuesto hace 8 meses. 
 
ARTÍCULO 20.  La Sindica Propietaria Regina Solano, informa que: 
 
• Existe un problema con la casa de la Familia Leon en Barrio San Isidro, porque las personas 

ingresan a orinar, ya los vecinos se están quejando.   
• Sobre la demarcación de la Calle Flores cuando se realizara?. 

 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado, manifiesta que: 
 
• Sobre la propiedad de la Familia Leon, el Ministerio de Salud solicito colaboración.   
• La demarcación de Calle Flores se realizara en estos días. 
    
ARTÍCULO 21.  La Regidora Propietaria Rosemile Ramsbottom, informa que: 
 
• En la propiedad por el Salón Comunal de San Isidro, habían unos salones de billar y se amplió 

una especie de taller que colinda con el Rio, suben contenedores uno encima del otro, no tienen 
permiso para tener un taller, ese sector se había inundado, ahora se tomó la propiedad como un 
taller, el lote del frente, que es una propiedad que se debe trasladar a la Municipalidad hacen uso 
de ese lote, meten grúas y carros, quiere saber si tienen permiso para funcionar con un taller de 
mecánica.   

• Para la Sindica de La Asunción le gustó mucho como quedo la acera y espera que puedan colocar 
nuevamente el Niño de Praga, porque tiene importancia en la identidad del pueblo, todo el Canton 
se identifica, ojala esta vez perdure. 
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La Sindica Propietaria Elvia Gonzalez, manifiesta que el diseño lo hizo la funcionaria Ligia Franco. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Trasladar los comentarios a la Alcaldia para que sean 
respondidos. 
 
INFORME DE LA UNIDAD DE RECURSOS HUMANOS. 
 
ARTÍCULO 22.  Se conoce el Oficio OF-RH-187-2015 de Victor Sanchez.  Para los efectos del caso, 
se les remite I Adenda al Convenio Interinstitucional de Cooperación entre la Dirección General de 
Servicio Civil y la Municipalidad de Belén, debidamente suscrito por las partes.  

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Instruir a la Secretaría para realice el procedimiento 
establecido en estos casos y su respectiva custodia.  SEGUNDO:  Enviar copia de este acuerdo a la 
Comisión de Re-estructuración. 
 

CAPÍTULO VI 
 

INFORME DE COMISIONES MUNICIPALES Y LOS CONCEJOS DE DISTRITOS. 
 

INFORME DE LA COMISION PRO – CONSTRUCCION DE CENTRO CIVICO CULTURAL. 
 
ARTÍCULO 23.  La Regidora Suplente Maria Cecilia Salas, presenta el Oficio CCC-10-2015. La 
suscrita Coordinadora   de la Comisión Especial  Pro-Construcción de Centro Cívico Cultural  de la 
Municipal de Belén, le notifica el acuerdo tomado, en la  Sesión Ordinaria No.12-2015, celebrada el 
treinta y uno de agosto dos mil quince.  En virtud de la proximidad de la aprobación del POA 2016 por 
parte del Concejo Municipal se le recuerda a los señores Regidores el compromiso de asignar los 
recursos para la compra de la propiedad colindante con el polideportivo.  Es de urgente necesidad que 
nuestro cantón cuente con un espacio para el desarrollo de las artes . 
    
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Aprobar el Informe CCC-10-2015.  SEGUNDO:  
Acoger la recomendación de recordar a los señores Regidores el compromiso de asignar los recursos 
para la compra de la propiedad colindante con el polideportivo.   
 
INFORME DE LA COMISION DE INDICADORES Y REESTRUCTURACION. 
 
ARTÍCULO 24.  La Regidora Maria Antonia Castro, presenta el Oficio C.I.R.#1. 
    
En cumplimiento con lo solicitado a esta Comisión por el Concejo Municipal en las Sesiones Ordinarias 
41-2015, artículo 26, 43-2015, artículo 22; celebradas el 14 y 21 de julio del 2015 respectivamente, 
donde se remite a la Comisión de Indicadores y Reestructuración los oficios MB-037-2015, MB-038-
2015 del Asesor Legal del Concejo Municipal, con el fin de que nos pronunciemos. 
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Considerando: 

PRIMERO: Estos dictámenes se emiten con ocasión del cuestionamiento de las facultades legales 
para modificar el Manual de Organización y Funcionamiento y de Cargos del Comité de Deportes y 
Recreación de Belén, y la procedencia de realizar una consulta a la Procuraduría General de la 
República, sobre esa materia. 

SEGUNDO: Que la Asesoría Legal del Concejo Municipal, dispuso que:  “…en apego al principio de 
legalidad y el principio de paralelismo de las formas, principios integrados en nuestro ordenamiento 
jurídico, se puede interpretar que el Comité Cantonal de Deportes no tiene competencia para aprobar, 
y en consecuencia tampoco para modificar, el Manual de Puesto de dicho Comité. Según lo dispuesto 
por el Código Municipal, dicha Manual de Organización y Funcionamiento y de Cargos del Comité 
Cantonal de Deportes y Recreación de Belén, tiene una (sic) rango Reglamentario  para la Corporación 
Municipal, por lo tanto su aprobación y modificación es una atribución del Concejo Municipal. Por otra 
lado los alcances de los oficios 09499-DFOE-DL-0900 y 13682-DFOE-DL-1405 de la Contraloría 
General de la República que cita el Comité no pueden modificar (a partir del principio de legalidad y 
de paralelismo de las formas) las regulaciones del Código Municipal en materia reglamentaria, siendo 
que además se refieren a temáticas estrictamente presupuestarias, como que el superior jerárquico 
del Comité Cantonal de Deportes para esos efectos (presupuestarios), es su Junta Directiva.  

Y el otro tema desarrollado en estos oficios de la Contraloría General de la República, es que cuando 
los presupuestos de los comités cantonales de deportes, sean superiores a ¢3.653.709.500,00 
requerirán aprobación externa (Contraloría General de la República) y cuando los comités cantonales 
de deportes posean prepuestos inferiores a ese monto no necesitarán aprobación externa (haciendo 
alusión a la Contraloría General de la República), pero siempre necesitan aprobación interna, que es 
realizada por la Junta Directiva de los Comités Cantonales de Deportes, sin que ello implique que se 
les confiere potestad reglamentaria.  En consecuencia, conforme al referido Dictamen C-047-2008 de 
la Procuraduría General de la República es atribución del Concejo Municipal, aprobar los reglamentos 
que regulan el funcionamiento y organización de estos órganos desconcentrados, y no de su Junta 
Directiva; dictamen que por no haber sido reconsiderado se mantiene vigente y en consecuencia es 
criterio de esta asesoría legal que una consulta en esa línea resultaría innecesaria.” 
 
TERCERO: Que en mencionado criterio legal plasmado en el oficio MB-38-2015, concluyó y 
recomendó lo siguiente:  “A partir de las anteriores consideraciones es criterio de esta asesoría legal 
que no es necesario solicitar a la Procuraduría General de la República una consulta sobre el tema en 
estudio, dado que no sea indicado ya existen pronunciamientos claros y contundentes de la 
Procuraduría General de la República respecto la atribución para dictar los reglamentos que regulan 
los comités cantonales de deportes; potestad que es atribuida por el ordenamiento jurídico vigente, al 
Concejo Municipal. Sin más por el momento y anuente a cualquier adición o aclaración, se despide 
muy atentamente de ustedes.”  
 
CUARTO: Que mediante acuerdo, en la Sesión Ordinaria No. 43-2014, celebrada el veintiuno de julio 
del dos mil quince, artículo 22, se avala el Oficio MB-038-2015, ya mencionado. 
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QUINTO: Que en lo que corresponde al Oficio MB-41-2015, este concluye y recomienda que la 
propuesta de Modificación del Manual de Organización y Funcionamiento y cargos del Comité de 
Deportes y Recreación de Belén, del puesto Secretaria de Actas de la Junta Directiva, se remitida al 
Coordinador de Recursos Humanos de la Municipalidad, basado en los alcances del artículo 16 de la 
Ley General de la Administración Pública, recogido en el dictamen C-306-2002 del 12 de noviembre 
del 2002, emitido por la Procuraduría General de la República. Tomando en cuenta que se requiere 
un criterio técnico que sustente la reforma promovida. 
 
SEXTO: El Concejo Municipal, en la citada Sesión Ordinaria 41-2015 del catorce de julio del 2015, 
dispuso someterlo a estudio y someterlo igualmente a conocimiento de esta Comisión. 

SETIMO: De la normativa existente y la jurisprudencia administrativa imperante, los Comités 
Cantonales de Deportes Recreación de Belén, son órganos que se encuentran adscritos a las 
municipalidades, es decir, pertenecen a su organización administrativa; y que no obstante ostentar su 
propia personalidad instrumental, tiene limitada su competencia para construir, administrar y mantener 
las instalaciones deportivas de su propiedad u otorgadas en administración. En otras palabras, fuera 
de esa esfera competencial, en todo lo demás se encontrarían, bajo la dirección y control del ente 
corporativo correspondiente. Por ello el artículo 169 del Código Municipal claramente: “El Comité 
cantonal funcionará con el reglamento que dicte la respectiva municipalidad…” 

OCTAVO: La Procuraduría General de la República ha señalado que en virtud de ser el Comité 
Cantonal de Deportes y Recreación: “… un órgano colegiado que integra la estructura organizativa de 
la municipalidad, sus empleados regulares son servidores públicos y se encuentran cubiertos por el 
régimen y principios a que aluden los artículos 191 y 192 de la Carta Constitucional…” (C-114- de 18 
de marzo del 2005) 

NOVENO: En el Alcance Digital No. 33, a La Gaceta No. 34, del lunes 18 de febrero del 2013, se 
publicó el Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité Cantonal de Deportes y 
Recreación de Belén, cuyo artículo 68 regula lo siguiente:  “Para todo efecto legal se considerará al 
personal técnico y administrativo del CCDRB como funcionarios (as) municipales, por lo que la resulta 
aplicable el Título V de Código Municipal y demás disposiciones jurídicas correspondientes. La JD es 
el jerarca superior, órgano director y máxima autoridad del CCDRB y su administración.” (El subrayado 
no pertenece al original) 

DECIMO: Que precisamente el artículo 146 del Código Municipal en su inciso b) contempla la facultad 
legal de establecer los procesos de reorganización institucional, como los que se promueven en este 
momento en la Municipalidad de Belén y justamente este artículo pertenece al Capítulo IX del Título 
V del Código Municipal, al cual alude el recién transcrito artículo 68 reglamentario.  

DECIMO PRIMERO: Que el Concejo Municipal según acuerdos plasmados en las Sesiones Ordinarias 
números 38-2015 de fecha 30 de junio y 45-2015 de 4 de agosto, ambas del presente año, artículos 
8 respectivamente, han informado a la Junta Directiva del Comité Cantonal de Deportes, del inicio de 
un proceso de restructuración institucional, que incluye al citado comité. 
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Por lo tanto:  En virtud de la solicitud realizada, la Comisión de Indicadores y Reestructuración  
recomienda al Concejo Municipal PRIMERO: Avalar en todos sus extremos los oficios MB-037-2015, 
MB-038-2015 del Asesor Legal del Concejo Municipal. SEGUNDO:  Informar a la Junta Directiva del 
Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén, que de acuerdo con la normativa existente, 
particularmente el Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité Cantonal de 
Deportes y Recreación de Belén, así como la jurisprudencia administrativa imperante, los Comités 
Cantonales de Deportes Recreación de Belén, son órganos que se encuentran adscritos a las 
municipalidades, es decir, pertenecen a su organización administrativa; y que no obstante ostentar su 
propia personalidad instrumental, tiene limitada su competencia para construir, administrar y mantener 
las instalaciones deportivas de su propiedad u otorgadas en administración. En otras palabras, fuera 
de esa esfera competencial, en todo lo demás se encontrarían, bajo la dirección y control del ente 
corporativo. TERCERO: Informar a  Junta Directiva del Comité Cantonal de Deportes y Recreación, 
que la propuesta de Modificación del Manual de Organización y Funcionamiento y cargos del Comité 
de Deportes y Recreación de Belén, del puesto Secretaria de Actas de la Junta Directiva, será valorada 
dentro del proceso de reestructuración institucional que lleva a cabo la Municipalidad de Belén.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Avalar el Oficio C.I.R.#1.  SEGUNDO:  Avalar en 
todos sus extremos los oficios MB-037-2015, MB-038-2015 del Asesor Legal del Concejo Municipal.  
TERCERO:  Informar a la Junta Directiva del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén, 
que de acuerdo con la normativa existente, particularmente el Reglamento para la Organización y 
Funcionamiento del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Belén, así como la jurisprudencia 
administrativa imperante, los Comités Cantonales de Deportes Recreación de Belén, son órganos que 
se encuentran adscritos a las municipalidades, es decir, pertenecen a su organización administrativa; 
y que no obstante ostentar su propia personalidad instrumental, tiene limitada su competencia para 
construir, administrar y mantener las instalaciones deportivas de su propiedad u otorgadas en 
administración.  En otras palabras, fuera de esa esfera competencial, en todo lo demás se 
encontrarían, bajo la dirección y control del ente corporativo.  CUARTO:  Informar a  Junta Directiva 
del Comité Cantonal de Deportes y Recreación, que la propuesta de Modificación del Manual de 
Organización y Funcionamiento y cargos del Comité de Deportes y Recreación de Belén, del puesto 
Secretaria de Actas de la Junta Directiva, será valorada dentro del proceso de reestructuración 
institucional que lleva a cabo la Municipalidad de Belén.  
    
ARTÍCULO 25.  La Regidora Maria Antonia Castro, presenta:  En fecha 26 de agosto del corriente, 
fue tomado el acuerdo en la Comisión de Indicadores y Re-estructuración, de subir a este Honorable 
Concejo los tres informes realizados por nuestra contraparte técnica del Servicio Civil.  Estos informes 
han sido presentados a la Dirección del Servicio Civil, y ahora cumplimos a cabalidad el convenio al 
presentarlos ante este Concejo Municipal. 
 

Convenio de Cooperación Interinstitucional DGSC-Municipalidad de Belén. 
Primer informe bimensual. 

Elaborado por César Alvarado Alvarado 
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Miércoles 29 de abril del 2015 
 
Aspectos preliminares:  De conformidad con lo estipulado en el Convenio, la DGSC ya asigno un 
profesional al proyecto recayendo dicho nombramiento, según oficio SI-O-058-2015 en el Ing. César 
Alvarado Alvarado.  De igual manera, la Municipalidad de Belén nombro como enlace al Lic. Víctor 
Sánchez, mediante oficio AMB-66-2015.  Por otro lado ya fue enviado a la Municipalidad, mediante 
oficio SI-O-067-2015 el dato referente a los costos semanales para viáticos de los profesionales 
asignados al proyecto y la lista de suministros requeridos para el desarrollo del proyecto.  En lo que 
respecta al cronograma del trabajo, se elaborará en el momento en que se tenga una idea más clara 
sobre el alcance y la magnitud del mismo. 
 
Actividades realizadas.  La primera reunión se realizó el 27 de marzo con el encargado de Recursos 
Humanos de la Municipalidad de Belén donde se acordó que las sesiones de trabajo se realizarían los 
miércoles de cada semana así como otros aspectos logísticos relativos al desarrollo del proyecto.  La 
siguiente sesión de trabajo se realizó el miércoles 8 de abril, ya con todo el equipo de mejora, en este 
caso y dado que el proyecto se considerara también al Concejo Cantonal de Deportes como ente 
adscrito a la municipalidad, se escucho.  Posteriormente se realizó una sesión de trabajo el miércoles 
15 de abril a las 8 am donde se expuso al equipo de mejora la primera parte de un diagnóstico realizado 
por una empresa consultora donde se consideran aspectos relacionados con la estructura 
organizacional y ocupacional de la institución.  Se acordó realizar el resto de la presentación el día 29 
de abril. 
 
Ese mismo día en horas de la tarde se trabajó en el primer esbozo de la estructura organizacional que 
se propondrá a la institución el cual fue enviado a la coordinadora del Equipo de mejora.  En estas 
sesiones se ha buscado tener un panorama claro sobre el alcance y magnitud del proyecto, para 
elaborar el cronograma del mismo en la sesión aproximadamente en la sesión del 6 de mayo. 
 
Productos elaborados.  Se cuenta con una estructura organizacional preliminar que será analizada y 
discutida a nivel de equipo. 
 
Metas para próximo bimestre. 
Contar con una estructura organizacional  aprobada a nivel de equipo. 
Iniciar la construcción del manual básico de organización y funciones. 
 

Convenio de Cooperación Interinstitucional DGSC-Municipalidad de Belén. 
Segundo informe bimensual. 

Elaborado por César Alvarado Alvarado 
Jueves 25 de Junio del 2015 
 
Actividades realizadas.  El día 29 de abril, representantes de la Empresa Consultora culminan la 
presentación del Diagnostico sobre Control Interno.  Por circunstancias diversas no fue posible 
continuar con el trabajo hasta el 20 de mayo, fecha en que se realiza una sesión de trabajo y que se 
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continua el 27 de mayo, donde se discuten las posibles implicaciones que en el ámbito organizacional 
y ocupacional tendría dicho informe.  Luego, sin presencia del facilitador de la DGSC, se da una 
reunión el 3 de junio, donde a nivel de equipo se analiza la estructura organizacional preliminar que 
se había elaborado el 15 de abril.  En la sesión de trabajo del 9 de Junio, se continuó el análisis y 
rediseño de la estructura organizacional.  En la sesión de trabajo del 11 de junio, además de continuar 
con el análisis y rediseño de la estructura organizacional se confirmo que ya los funcionarios habían 
sido comunicados del proceso de modernización. 
 
En la sesión del 17 de Junio se continuó con el análisis y rediseño de la estructura organizacional, 
asignando la responsabilidad al Asesor Legal para que estudie los casos de la Contraloría de 
Servicios, con el fin de determinar hasta qué punto se le podría asignar la responsabilidad sobre la 
inspección a nivel general y por otro lado, el caso de los Inspectores de Transito Municipales y su 
vinculación con la Policía Municipal.  Por otro lado se decidió invitar al jefe de la policía municipal para 
que se refiriera a aspectos como las funciones actuales, los proyectos futuros, la estructura 
ocupacional interna de la sección, la ubicación de la sección en la estructura organizacional de la 
institución y otros.  El 24 de junio se recibieron propuestas de estructura organizacional-ocupacional 
para los procesos de obras e infraestructura pública y de la auditoría, discutiéndose el referente a la 
Auditoría y dejando el otro para la próxima sesión. 
 
Se escuchó al Jefe de la policía Municipal, así como el informe preliminar del Asesor Legal, lo que 
continuará en la próxima sesión.  Por otro lado se indicó que los funcionarios del Comité de Deportes 
no han sido comunicados, por lo que se acordó realizar dicha tarea. 
 
Productos elaborados.  El diseño de la estructura organizacional. Si bien se ha avanzado, no ha sido 
finalizada, por lo que aún, aunque se cuenta con gran cantidad de insumos,  no es posible iniciar la 
construcción de los manuales. 
 
Metas para próximo bimestre. 
Contar con una estructura organizacional  aprobada a nivel de equipo. 
Iniciar la construcción del manual básico de organización y funciones. 
 

Convenio de Cooperación Interinstitucional DGSC-Municipalidad de Belén. 
Tercer informe bimensual. 

Elaborado por César Alvarado Alvarado 
Martes 25 de Agosto del 2015 
 
Actividades realizadas.  El día 30 de junio se realizó reunión donde se escucho al Proveedor 
Institucional, aspecto importante es la realización de varias actividades que aparentemente no 
deberían corresponder a esa unidad de trabajo.  En sesión efectuada el 2 de julio se recibió a miembros 
de la Junta Directiva del Comité de Deportes donde se profundizó más sobre su estructura y funciones.  
Posteriormente, el 8 de julio se realizó una sesión de trabajo con el fin de analizar y actualizar la 
propuesta de organigrama de acuerdo a la información obtenida en las siguientes reuniones.  Producto 
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de dicha reunión y de los comentarios de los miembros del equipo, se determinó la importancia de 
entrevistar a más funcionarios y se elaboró una lista de posibles informantes.  Para el 15 de julio se 
convocó al Director de Servicios Públicos y al encargado de la UTGV analizando su estructura 
organizacional y discutiendo varios aspectos como es la Ubicación de los Oficiales de Tránsito. 
 
El tiempo alcanzó básicamente para atender al Encargado de la Unidad Técnica de Gestión Vial, por 
lo que se les solicito presentarse a ambos a la próxima reunión.  Esta se realizo sin presencia del 
facilitador de la DGSC, el 22 de julio, donde a nivel de equipo se analiza estructura organizacional, 
estructura de cargos y otros aspectos.  La siguiente sesión de trabajo se realizó el 5 de agosto, en 
esta se atendió a los encargados de la Unidad Tributaria, Bienes Inmuebles y Desarrollo Urbano, 
igualmente se hablo sobre estructura organizacional, perfiles ocupacionales e interrelaciones entre los 
distintos procesos.  Fue importante la exposición sobre el desarrollo tecnológico que se tiene a nivel 
de Sistemas de Información Geográficos, pero igualmente se indico que al mismo puede sacársele 
mucho más provecho.  Aspecto curioso se refiere a la estructura organizacional, donde se tiene 
catastro, bienes inmuebles y topografía, que se representan como un solo subproceso, pero da la 
impresión de ser unidades independientes 
 
Por último se realizó una sesión de trabajo el 19 de agosto, con la presencia de la encargada de cobro.  
En esta actividad da la impresión que la unidad de cobre no está bien caracterizada o su 
caracterización no ha sido respetada, ya que, dicen realizar actividades que evidentemente deberían 
ser realizados por la unidad que gestiona el servicio respectivo, según indican, se da incluso el caso 
de actividades que son planificadas por la unidad gestora del servicio, pero efectuada por Cobro, con 
los consiguientes problemas de coordinación y comunicación. 
 
Productos elaborados.  Producto de las reuniones y otras actividades realizadas, aún no es posible 
consolidar la estructura organizacional, requisito necesario para iniciar la construcción de los 
instrumentos. 
 
Metas para próximo bimestre. 
Continuar con la consolidación de la estructura organización, para que una ves se de esta situación, 
iniciar la construcción de los instrumentos. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a estudio del Concejo Municipal. 
 
INFORME DE LA COMISIÓN DE SEGUIMIENTO AL PLAN REGULADOR. 
 
ARTÍCULO 26.  Se conoce Oficio CSPR-A-09-2015 de Desiderio Solano Moya,  Coordinador de la 
Comisión de  Actualización y Seguimiento al Plan Regulador. La Comisión de Actualización y 
Seguimiento al Plan Regulador en su Reunión Extraordinaria CSPR-05-2015 del 26 de agosto del 
2015, artículo II, respuesta al acuerdo municipal Ref3711/2015, informa al Honorable Concejo 
Municipal de Belén: 
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Se acuerda por unanimidad: Informar al Concejo Municipal que el rechazo por parte del Ministro de 
Ambiente al Recurso de Revocatoria R-0187-2015-MINAE es del 26 de junio del 2015 y siendo que la 
notificación el Concejo Municipal para solicitud de recomendación del caso se recibe el 1 de julio, la 
ratificación de recomendación planteadas en el oficio OPR-M-011-2015 no procede por haberse 
agotado la vía administrativa. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Agradecer la información e Incorporar al expediente.  
SEGUNDO:  Solicitar a la Comisión de Seguimiento al Plan Regulador una nueva reunión informativa 
del estado del proceso de actualización para los miembros permanentes de este Concejo Municipal y 
dicha comisión en pleno. 

 
ARTÍCULO 27.  Se conoce Oficio CSPR-A-07-2015 de Desiderio Solano Moya,  Coordinador de la 
Comisión de  Actualización y Seguimiento al Plan Regulador. La Comisión de Actualización y 
Seguimiento al Plan Regulador en su Reunión Extraordinaria CSPR-05-2015 del 26 de agosto del 
2015, artículo IV, recomienda al Honorable Concejo Municipal de Belén: 
 
Se acuerda por unanimidad: Primero:  Avalar lo actuado por el Concejo Municipal de dispensar de 
Comisión el Informe DJ-286-2015 y MB-045-2015 de la Dirección Jurídica y el Asesor Legal 
respectivamente para agilizar el proceso.  Segundo: Recomendar al Concejo Municipal incluir dentro 
del proceso del Recurso Extraordinario de Revisión las recomendaciones que se encuentra incluidas 
en el CTPR-001-2015 del Comité Técnico del Plan Regulador entre otras, donde se específica: 1.- 
Aspectos señalados en la Resolución 382-2009 SETENA, misma que se encuentra caduca al 
momento de la revisión del trámite de la Municipalidad de Belén como se denota en el oficio EAE-584-
2014 de la Coordinadora del Grupo Evaluador Sra. Nuria Chavarría. 2.-Aplicación retroactiva del Voto 
de la Sala Constitucional 08892-02012 ya que la Viabilidad Ambiental fue presentada por la 
Municipalidad de Belén a la SETENA con anterioridad al Voto en mención. 3.- Ausencia absoluta y 
manifiesta de una metodología oficial para la incorporación de los mapas de Vulnerabilidad 
Hidrogeológica  y de la Matriz de SENARA en el procedimiento del decreto DE-32967. 
 
El Asesor Legal Luis Alvarez, manifiesta que se aclaró al Concejo que ya no tenía sentido presentar 
un Recurso de Revocatoria, pero se puede presentar un Recurso Extraordinario de Revisión, por 
hechos nuevos.  El Recurso Extraordinario de Revisión, es diferente a los Recursos Ordinarios que 
agotaron la vía administrativa, esta regulador en el Artículo 353 de la Ley General de la Administración 
Publica, es el caso, si se decide abrir un nuevo expediente, es una decisión administrativa, pero esta 
alternativa es viable, tenemos 3 meses para presentar el Recurso Extraordinario de Revisión, es una 
decisión política, la decisión que se tome. 
 
La Regidora Propietaria Rosemile Ramsbottom, insiste que ese no es el procedimiento, siempre ha 
insistido que debemos iniciar un expediente nuevo, no los estudios nuevos, sino solicitar a SETENA 
la apertura de un nuevo expediente, para presentar toda la información nueva, jurídicamente la vía 
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administrativa está agotada y no se puede hacer nada, insisten los Asesores, los Regidores y la 
Comisión, está interesada que ojala el Plan Regulador para el 2016 esté listo, se ha asesorado bien, 
porque el expediente ya está archivado en SETENA, la única solución es la apertura de un expediente, 
ese es el procedimiento en la SETENA, otros cantones han solicitado a SETENA la apertura de un 
nuevo expediente, el procedimiento está viciado no podemos continuar. 
 
La Regidora Maria Antonia Castro, manifiesta que hay un Oficio de la parte legal de SETENA donde 
ellos mismos dicen que lo aplicable ya está derogado, hace 2 o 3 años nos reunimos, donde participo 
SENARA y SETENA, porque el único que puso la Matriz fue Belén, los demás cantones no saben 
cómo hacerlo. 
 
Vota la Regidora Maria Cecilia Salas, en sustitución del Regidor Luis Zumbado. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Aprobar las recomendaciones planteadas en el 
CSPR-A-07-2015.  SEGUNDO:  Incluir dentro del proceso del Recurso Extraordinario de Revisión las 
recomendaciones que se encuentra incluidas en el CTPR-001-2015 del Comité Técnico del Plan 
Regulador entre otras, donde se específica:  1.-  Aspectos señalados en la Resolución 382-2009 
SETENA, misma que se encuentra caduca al momento de la revisión del trámite de la Municipalidad 
de Belén como se denota en el oficio EAE-584-2014 de la Coordinadora del Grupo Evaluador Sra. 
Nuria Chavarría.  2.-  Aplicación retroactiva del Voto de la Sala Constitucional 08892-02012 ya que la 
Viabilidad Ambiental fue presentada por la Municipalidad de Belén a la SETENA con anterioridad al 
Voto en mención.  3.-  Ausencia absoluta y manifiesta de una metodología oficial para la incorporación 
de los mapas de Vulnerabilidad Hidrogeológica  y de la Matriz de SENARA en el procedimiento del 
decreto DE-32967.  TERCERO:  Trasladar de inmediato al Asesor Legal  y Dirección Jurídica para 
que complemente el análisis del tema. 

 
CAPÍTULO VII 

 
INFORMES DE LOS ASESORES DEL CONCEJO MUNICIPAL. 

 
ARTÍCULO 28.  Se conoce el Oficio MB-047-2015 del Asesor Legal.  De conformidad con lo requerido 
por el Concejo Municipal mediante acuerdo tomado en el Artículo 20 de la Sesión Ordinaria Nº 40-
2015 celebrada el 7 de julio de 2015 y ratificada el 14 de julio del mismo año; habiéndose recibido el 
expediente administrativo el día de ayer, procedo por medio de la presente a referirme al Memorando 
UBI-MEM-037-2015; para lo cual se exponen las siguientes consideraciones, aclarando de previo que 
los alcances del presente pronunciamiento constituyen una mera opinión jurídica sin que involucre un 
pronunciamiento de carácter obligatorio y vinculante, el cual puede ser adicionado o aclarado por este 
órgano asesor, indicando además que se basa en los aspectos consultados y en el expediente 
administrativo que fue remitido para su estudio. 
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PRIMERO: DE LA CONSULTA PLANTEADA.  Solicita el Concejo Municipal, criterio legal respecto al 
Recurso de Apelación presentado contra el Avalúo Nº 433-2015 realizado a la finca inscrita con la 
matrícula 4-115933-000, propiedad de 3-101-558607 SA, cédula jurídica 3-101-558607, cuya 
representante legal es Noelya Rojas Castellón, con cédula 8-0106-0854, el cual se remite a 
conocimiento de este Concejo mediante memorando UBI-MEM-037-2015, suscrito por el señor Hermis 
Murillo Zúñiga, Coordinador de la Unidad de Bienes Inmuebles; apelación para la cual se aplica el 
artículo 19 de la Ley del Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Analizado el recurso que interpone el 
recurrente, lo que corresponde es declarar el recurso sin lugar, puesto que no se acreditan razones 
suficientes para revocar el avalúo Nº 433-2015 realizado por la Unidad de Bienes Inmuebles de la 
Municipalidad de Belén a la finca 4-0115933-000. Además que la resolución recurrida de la Unidad 
Tributaria sí resolvió todos los extremos planteados en el recurso de revocatoria.  
 
Se presenta seguidamente a consideración del Concejo Municipal un proyecto de resolución para 
darle respuesta al caso concreto. 
 

Lic. Luis Antonio Álvarez Chaves 
Asesor Legal del Concejo Municipal 

Magíster en Derecho Municipal 
  

PROYECTO DE ACUERDO 
 
               
EL CONCEJO MUNICIPAL DE BELÉN, EN EJERCICIO DE LAS COMPETENCIAS CONFERIDAS 
EN EL ARTÍCULO 13 DEL CÓDIGO MUNICIPAL, Y DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO POR 
EL ARTÍCULO 19 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES, ACUERDA:  Se conoce 
recurso de apelación interpuesto por la señora NOELYA ROJAS CASTELLÓN, cédula a 8-0106-0854, 
representante legal de 3-101-558607 SA,  contra el Avalúo Nº 433-2015 realizado a la finca inscrita 
con la matrícula 4-115933-000, y 
 

RESULTANDO 
 
Para la solución del recurso interpuesto, es posible destacar en el caso concreto los siguientes hechos:  
 
1. Que el día 14 de abril de 2015 se notifica a la señora Noelya Rojas Castellón mediante acta de 

notificación debidamente confeccionada al efecto, el avalúo Nº 433-2015 de fecha 24 de febrero 
de 2015, realizado por la Unidad de Bienes Inmuebles de la Municipalidad de Belén a la finca 4-
115933-000, (ver folios 001 a 007 del expediente administrativo). 
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2. Que el día 06 de mayo de 2015 la señora Noelya Rojas Castellón, presenta recurso de revocatoria 
con nulidad de notificación, contra el avalúo Nº 433-2015 de fecha 24 de febrero de 2015. (ver 
folios 008 a 012 del expediente administrativo). 
 

3. Que el día 29 de mayo de 2015, la Unidad de Bienes Inmuebles mediante Resolución UBI-REV-
021-2015, conoce el recurso de revocatoria presentado por la señora Noelya Rojas Castellón el 
día 25 de mayo de ese mismo año, declarando sin lugar el mismo y confirmando en todos sus 
extremos el avalúo Nº 433-2015 realizado a la finca Nº 4-115933-000, registrada a su nombre, 
por un valor de ¢295376195 (doscientos noventa y cinco millones trescientos setenta y seis mil 
ciento novena y cinco colones con cero céntimos) (ver folios del 017 a 020 del expediente 
administrativo).  

 
4. Que el día 12 de junio de 2015 la señora Noelya Rojas Castellón, presenta recurso de apelación 

con nulidad concomitante, contra el avalúo Nº 433-2015 de fecha 24 de febrero de 2015. (ver 
folios 022 a 023 del expediente administrativo). 

 
5. Que en los procedimientos se han observado las prescripciones de Ley, 

 
CONSIDERANDO 

 
PRIMERO: DE LA FORMA DEL RECURSO. Que tal y como se indicó anteriormente, se conoce el 
recurso de apelación interpuesto de modo subsidiario por la señora Noelya Rojas Castellón, cédula a 
8-0106-0854, contra el Avalúo Nº 433-2015 realizado a la finca inscrita con la matrícula 4-115933-000 
por la Unidad de Bienes Inmuebles de la Municipalidad de Belén, ante el rechazo del recurso de 
revocatoria conocido por dicha unidad.  Con respecto al plazo para la interposición del recurso, ha de 
indicarse que el mismo se tiene por interpuesto en tiempo, ya que la apelación se presentó dentro de 
los quince días hábiles posteriores a la notificación del avalúo Nº 433-2015. En tal sentido, con 
respecto a la forma del recurso, se tiene por presentado de manera correcta.  Alega la recurrente que 
la notificación realizada es nula por no indicar información de la persona que la recibe, ni la firma del 
notificador. Verificado el expediente administrativo se constata a folio 007 del mismo que la notificación 
realizada cumple con toda información necesaria para ser considerado un acto válido. 
 
En todo caso, este alegato de la recurrente en relación con la nulidad de la notificación del avalúo 
realizado se encuentra superado en el proceso, toda vez que de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 10 de la Ley de Notificaciones se tiene por notificada a la parte, que sin haber sido recibido 
notificación, o habiendo recibido notificación de manera irregular se apersonare al proceso, 
independientemente de la naturaleza de su gestión. Bajo esta regulación, resulta claro que el alegato 
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de la señora Rojas Castellón en relación con la supuesta nulidad de la notificación, carece de interés 
actual, toda vez que con ese escrito se dio por notificada de todo lo actuado y no se le ha causado 
indefensión alguna, en el tanto se le ha admitido y resuelto por parte de la Unidad de Bienes Inmuebles, 
el recurso de revocatoria interpuesto contra el avalúo Nº 433-2015.  Siempre con respecto a asuntos 
de forma, ha de indicarse que de acuerdo al artículo 19 de la Ley Nº 7509, Ley del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles, en estos casos, el avalúo como tal es susceptible de ser impugnado mediante 
recurso de revocatoria, y la resolución denegatoria de este recurso, es el acto contra el cual ha de 
interponerse el recurso de apelación. En tal caso, el contribuyente presentó el recurso de apelación 
ante el Concejo Municipal, dentro del plazo permitido por la referida ley Nº 7509. 
 
SEGUNDO: SOBRE EL FONDO DEL RECURSO.  Analizado tanto el contenido como el monto 
resultante del avalúo de la propiedad Nº 4-115933-000establecido en la valoración realizada el día 24 
de febrero de 2015, no encuentra este Concejo Municipal motivos suficientes para declarar con lugar 
el mismo y revocar el avalúo impugnado. Tal y como se indicó en la resolución UBI-REV-078-2015 
que conoce y resuelve el recurso de revocatoria, el avalúo se ajusta a las reglas inequívocas de la 
ciencia y la técnica, y cumple a cabalidad con las condiciones previstas en el artículo 16 de la Ley 
General de la Administración Pública, en el tanto la Unidad de Bienes Inmuebles utilizó el Modelo de 
Valoración elaborado por el Órgano de Normalización Técnica del Ministerio de Hacienda, el cual es 
asesor obligado de la Municipalidad en materia de valoraciones para efectos del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles, de acuerdo al artículo 12 de la Ley del Impuesto Sobre Bienes Inmuebles. 
 
Por lo anterior, no es posible acoger la solicitud del recurrente de rebajar el valor de la propiedad 
establecido en el avalúo a la mitad, ya que no existe fundamento legal ni respaldo técnico que permitan 
modificar los valores resultantes de la aplicación de los mecanismos de valoración. Apartarse de estas 
disposiciones, o considerar condiciones distintas a las que indica este instrumento, sería contrario al 
principio de legalidad.  En su breve argumentación el recurrente se limita a indicar el memorial de folio 
22, que cuestiona el avalúo “por considerarse desproporcionado, tanto en la valoración del terreno, 
como en la construcción del inmueble, porque sobrevaloró el bien, y no tomó en cuenta las 
depreciaciones por el transcurso del tiempo (…)” ; no obstante lo anterior no expone ninguna 
consideración técnica jurídica de peso que amerite modificar los valores técnicamente asignados al 
referido inmueble. 
 
Además de lo anterior queda demostrado en el expediente administrativo, que la recurrente no 
presentó la respectiva declaración en el período establecido por la Municipalidad para esos efectos 
durante el año 2003, por lo que, en virtud del artículo 17 de la Ley del Impuesto sobre Bienes Inmuebles 
la Municipalidad ha procedido conforme a derecho, dado que dicha norma establece la facultad a la 
administración tributaria para proceder de oficio a valorar los bienes inmuebles sin declarar. Debe 
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considerarse que la modificación automática al que se refiere la recurrente no es el resultado de un 
avalúo realizado por la administración tributaria al inmueble, sino más bien el resultado de una 
verificación de actuaciones contractuales suscritas por los propietarios del inmueble, que conforme a 
lo dispuesto en el inciso b) del artículo 14 de la Ley Nº 7509 modifica por el valor público de la actuación 
contractual misma el valor del inmueble, en el caso que nos ocupa de una hipoteca que reconoce 
expresamente el valor tasado. Siendo así el proceso del avalúo realizado ante la omisión de declarar 
del contribuyente se encuentra ajustado a derecho. 
 
Siendo así, al no señalar el recurrente los factores técnicos del avalúo a los que se opone en concreto, 
y al no presentar la prueba en que fundamenta esa oposición, debe declararse sin lugar dicha 
impugnación. Por tales razones, al estar ajustado a derecho el avalúo el 433-2015 realizado al 
inmueble inscrito con la matrícula 4-115933-000, propiedad de la señora Noelya Rojas Castellón, lo 
que corresponde es declarar sin lugar el recurso de apelación presentado, al estar ajustado a derecho 
el Avalúo impugnado.  
 
POR TANTO.  Con fundamento en lo expuesto anteriormente, este Concejo Municipal toma los 
siguientes acuerdos: 
 
1. Declarar sin lugar el recurso de apelación interpuesto por la señora Noelya Rojas Castellón, 

en contra del Avalúo número 433-2015 realizado al inmueble inscrito con la matrícula 4-
115933-000, por cuanto el mismo fue realizado conforme a derecho y a los parámetros 
establecidos por el Órgano de Normalización Técnica en el Modelo de Valoración para el 
cantón de Belén y en consecuencia se confirma en todos sus extremos la resolución UBI-
REV-021-2015 de las catorce horas del veintinueve de mayo de dos mil dos mil quince, 
dictada por la Unidad de Bienes Inmuebles, así como el avalúo número 433-2015. 

 
2. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 19 de la Ley del Impuesto sobre Bienes 

Inmuebles contra la presente resolución procede el recurso de apelación ante el Tribunal 
Fiscal Administrativo el cual deberá presentarse ante la Secretaría del Concejo Municipal 
dentro de los quince días hábiles siguientes a la notificación de este acuerdo. 
 

3. Notifíquese al contribuyente en el medio señalado, sea el Fax 2221-4995 (señalado como 
medio para atender notificaciones en folio 023 del expediente administrativo), aclarándose 
que en caso de que se no haya señalado medio para atender notificaciones, o la notificación 
no se pudiera realizar en el medio señalado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 
11 de la Ley de Notificaciones, el acuerdo se tendrá por notificado en forma automática con 
el solo transcurso de veinticuatro horas. 
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SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Avalar el Oficio MB-047-2015 del Asesor Legal.  
SEGUNDO:  Declarar sin lugar el recurso de apelación interpuesto por la señora Noelya Rojas 
Castellón, en contra del Avalúo número 433-2015 realizado al inmueble inscrito con la matrícula 
4-115933-000, por cuanto el mismo fue realizado conforme a derecho y a los parámetros 
establecidos por el Órgano de Normalización Técnica en el Modelo de Valoración para el cantón 
de Belén y en consecuencia se confirma en todos sus extremos la resolución UBI-REV-021-2015 
de las catorce horas del veintinueve de mayo de dos mil dos mil quince, dictada por la Unidad de 
Bienes Inmuebles, así como el avalúo número 433-2015.  TERCERO:  De conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 19 de la Ley del Impuesto sobre Bienes Inmuebles contra la presente 
resolución procede el recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal Administrativo el cual deberá 
presentarse ante la Secretaría del Concejo Municipal dentro de los quince días hábiles siguientes 
a la notificación de este acuerdo.  CUARTO:  Notifíquese al contribuyente en el medio señalado, 
sea el Fax 2221-4995 (señalado como medio para atender notificaciones en folio 023 del 
expediente administrativo), aclarándose que en caso de que se no haya señalado medio para 
atender notificaciones, o la notificación no se pudiera realizar en el medio señalado, de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 11 de la Ley de Notificaciones, el acuerdo se tendrá 
por notificado en forma automática con el solo transcurso de veinticuatro horas. 
 

CAPÍTULO VIII 
 

LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 
 

ARTÍCULO 29.  Se conoce el Oficio DE-1699-08-2015 de MBA. Karen Porras, Directora Ejecutiva, 
Unión Nacional de Gobiernos Locales, fax 2280-2327.  Reciba un cordial saludo de parte de la UNGL, 
entidad que representa a las Municipalidades desde hace 38 años.  Con el interés de promover la 
transparencia en la selección de las comunidades beneficias del bono colectivo, además de diversificar 
las opciones en las cuales invierte el Estado, el Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos 
lanzo el Primer Concurso para Proyectos de Bono Colectivo 2015 (áreas verdes recreativas):  
“Espacios innovadoras para la recreación y la convivencia comunitaria”.  Este primer concurso está 
enfocado en la necesidad de generar más y mejores áreas recreativas en las comunidades; podrá ser 
atendido con recursos destinados por el Sistema Financiero Nacional para la Vivienda al Bono 
Colectivo y será la primera experiencia para futuros concursos que el Ministerio espera realizar.   
 
Por tal razón, la UNGL, coordino con el Ministerio de Vivienda, con el fin de invitarlos al Taller para 
autoridades Locales sobre las características y requisitos del concurso para Proyectos de Bono 
Colectivo 2015 (Áreas Verdes Recreativas): “Espacios innovadores para la recreación y la convivencia 
comunitaria”.  El taller se realizara el martes 1 de setiembre a las 8:30 am en las oficinas de la UNGL, 
ubicadas 50 metros del Automercado de los Yoses. 
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SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Agradecer la invitación.  

 
ARTÍCULO 30.  Se conoce trámite 3705 de Matteo Brancacci Rendine. Con el debido respeto y entre 
los términos de tiempo establecido, me permito hacer las siguientes manifestaciones para este 
Recurso de Apelación  refiriéndome al avalúo de bienes inmuebles número: 1007-2015 de fecha 10 
de julio de 2015 y notificado el día  05 de agosto del 2015.  
 
1- Con fecha 09 de julio de 2015 hago carta a la Unidad de Bienes Inmuebles de  dicha  

Municipalidad sobre mi disconformidad  en aceptar el avalúo N° 1007-2015 de fecha 12 de mayo  
de 2015, detallado con argumento basado en hechos reales y documentaciones para sustentar  
mi inconformidad sobre  la inconsistencia de los valores dado al terreno y al edificio de mi 
propiedad desde el año 1981. 

2- Con fecha 05 de agosto de 2015 la Unidad de Bienes Inmuebles me envía acta de notificación 
con la cual anexa un nuevo avalúo, el N° 1007-2015 del 10 de julio de 2015, en el cual se ve  
reflejado l variación en el valor de la construcción, pero manteniendo el mismo valor de terreno 
que evaluaron en ¢54.540.000,00 acompañado de la resolución UBI-REV-103-2015 en el cual 
está indicado la forma de como se hace “una profunda investigación, evaluación y análisis de la 
información  de valores de terrenos recabado en el cantón de Belén, es decir la misma refleja el 
valor con el cual se vende o se compra propiedad en Belén”, (copiando parte de los párrafos de 
la carta) y sigue explicando  toda la metodología  para dicho avalúo, de  esta misma forma se 
sigue dando indicaciones sobre el avalúo y se llega al párrafo donde se lee… “De lo anterior, se 
puede notar los factores descritos por el reclamante en el  recurso,  no se toman en cuenta el 
modelo de valoración, ya que los mismos fueron contemplados a la hora de realizar la plataforma 
de valores zonales de terrenos, por lo tanto no es procedente lo solicitado y así  debe  declararse 
sin lugar en la parte dispositiva de la presente resolución.”  

 
Esta parte es muy confusa porque se entiende que los reclamos que hago no se toman en cuenta en 
el módulo de valoración, diciendo que ya fueron contemplados a la hora de realizar de plataforma de 
valores zonales por términos. Esto hace suponer que el evaluador contratado por la Municipalidad 
para establecer los avalúos, conoce la problemática de cada sector o zona como el caso específico 
de la situación que genera en la calle donde vivo en los alrededores del Hotel  Wyndham Herradura y 
el bar y restaurante Hard Rock Café después de haberse instalado y empezar a funcionar este bar 
como centro de actividades musicales. Este párrafo tiene  inconsistencia y por lo tanto para poder 
establecer el valor de mi propiedad, tomo la referencia del valor de adquisición del lote (n°93) contiguo 
a mi propiedad, de las mismas dimensiones (600 m2: 20 mts  de frente x 30 mts de fondo) el cual 
costó $50.000 en el año 2012 como se puede observar en el documento de compra venta anexo, así 
se “refleja el valor con el cual se venden o se compran las propiedades en Belén”. 

 
Actualmente en estas condiciones por la problemática que genera el Hotel  Wyndham Herradura y el 
bar y restaurante Hard Rock Café que han transformado esta área, por el  trastorno del movimiento 
de vehículos en todo momento, consiguiente inseguridad de las propiedades ahí construidas y por el 
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constante sonido molesto casi  todos los días después de las 9 p.m. hasta  tarde hora de la noche, 
nadie estaría dispuesto a comprar alguna propiedad al precio que el  evaluador establece. Los que 
vivimos en esta área, que debería ser una zona  residencial con  comodidades y servicios, parece que 
estamos viviendo en un  “precario” con inseguridad y todos los problemas conexos, generado por el 
Hotel  Wyndham Herradura y el bar y restaurante Hard Rock Café y hay que agregar que desde hace 
tres meses también el alto ruido del sistema de aire acondicionado que tiene el hotel  generado por el 
mal funcionamiento de dichos aparatos provoca más malestar. El valor de un inmueble  es aquel que 
se genera de la demanda y oferta y al día de hoy como antes lo mencioné nadie estaría dispuesto a 
comprar una propiedad en el área donde vivo conociendo los problemas que tenemos en esta área 
actualmente es muy devaluada y donde la calidad de vida es pésima. Siguiendo la lectura del escrito 
UBI-REV-103-2015 que me notificaron, el párrafo “Los  valores de los terrenos recabados en el cantón 
de Belén refleja el valor con el cual se venden o se compran propiedades en Belén”, el cual claramente 
indica que el lote N°93 comprado en el 2012 es el valor real de dicho terreno, valor que asumo como 
el mismo para asignar el valor del lote N° 94 de mi propiedad. Con estas consideraciones que he 
manifestado me permito indicar los valores que la propiedad evaluada debería de tener. 
-Valor total terreno (área 600 m2 precio similar al valor pagado  en el año 2013 para el terreno del lote 
N° 93:     ¢26.950.000 
-Valor total de la construcción: ¢39.698.790. 
-Valor total del avalúo: ¢66.648.790. 
 
Documentos anexos: 

1- Resolución UBI-REV-103-2015. 
2- Avalúo del 10 de julio de 2015. 
3- Acta de notificación de avalúo. 
4- Carta del 08 de julio de 2015.  
5- Avalúo del 12 de mayo del 2015. 
6- Contrato  de Promesa recíproca de compraventa de un bien inmueble. 

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Trasladar a la Alcaldía y a la Administración para que se valoren 
la admisibilidad del Recurso. 

 
ARTÍCULO 31.  Se conoce el Oficio DE-1707-08-2015 de Karen Porras, Directora Ejecutiva, Unión 
Nacional de Gobiernos Locales, fax 2280-2327.  La UNGL, institución de carácter público que 
representa a las Municipalidades desde 1977, informa a todas las gobiernos locales del país que 
debido a declaraciones del Fiscal General de la República, Jorge Chavarría Guzman, dadas el 26 de 
agosto en el programa Nuestra Voz de Radio Monumental, donde afirmo que los “grandes problemas 
de corrupción en el país están en las municipalidades”; se le solicito audiencia con el fin de que 
sustente sus declaraciones, ya que cuestiona de manera generalizada el nombre y prestigio de 
autoridades y funcionarios municipales del país.  Para los efectos se adjunta la nota DE-1706-08-2015 
del pasado 27 de agosto, sobre dicha solicitud. 
 
DE-1706-08-2015 
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Reciba un cordial saludo de la UNGL, institución que apoya y representa políticamente a los Gobiernos 
Locales de Costa Rica desde hace 38 años.  En nuestra calidad de representantes del Régimen 
Municipal, solicitamos con todo respeto una audiencia, con el objetivo de conversar sobre sus 
declaraciones dadas el 26 de agosto de los corrientes en el programa Nuestra Voz con la periodista 
Amelia Rueda, donde usted afirmo que los “grandes problemas de corrupción en el país están en las 
municipalidades”.  En este sentido, tenemos gran interés en conocer los argumentos que fundamentan 
su afirmación, así como ponernos a su disposición para construir una propuesta de dialogo conjunto 
y conformar una mesa de trabajo en la que se lleguen acuerdos y concretar acciones contra el crimen 
organizado que puedan realizarse desde lo local. 
 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES María Lorena Vargas, 
Rosemile Ramsbottom, Alejandro Gomez, Maria Antonia Castro Y UNO EN CONTRA DEL 
REGIDOR Luis Zumbado:  PRIMERO:  Agradecer la información.  SEGUNDO:  Apoyar las gestiones 
de la UNGL para construir una propuesta de dialogo conjunto y conformar una mesa de trabajo. 

 
ARTÍCULO 32.  Se conoce  correo electrónico de  Noemy Gutiérrez Medina Jefa de Área de la 
Comisión Permanente de Asuntos Hacendarios, Asamblea Legislativa, correo electrónico 
miangulo@asamblea.go.cr. La Comisión Permanente de Asuntos Hacendarios, en Sesión No. 24, del 
25 de agosto del presente, aprobó moción para que se consulte el criterio de esa Municipalidad sobre 
el texto base del Proyecto de Ley “Ley de Eficiencia en la Administración de los Recursos Públicos”, 
Expediente Nº 19.555, publicado en el Alcance N° 44, a la Gaceta N° 117 del 18 de junio de 2015, del 
cual se adjunta el texto. De conformidad con lo establecido en el artículo Nº 157 del Reglamento de la 
Asamblea Legislativa, le solicito responder esta consulta dentro de los ocho días hábiles posteriores 
a su recibo. Agradecemos que el criterio, nos sea remitido en forma digital. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Dispensar de trámite de Comisión.  SEGUNDO:  
Comunicarle a la Asamblea Legislativa que con las leyes, decretos y reglamentos vigentes es más 
que suficiente los controles.  Recomendamos que lo que se debe dar es una correcta, eficaz y pronta 
respuesta a los controles internos.   

 
ARTÍCULO 33.  Se conoce el Oficio DE-E-338-15 del Lic. Francisco Azofeifa, Director Ejecutivo, ai, 
Consejo Nacional de Personas con Discapacidad.   Tengo el agrado de dirigirme a ustedes con motivo 
de la promulgación de la Ley N° 9303, publicada en la Gaceta el 3 de julio de 2015, mediante la cual 
se crea el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS), derogando la ley de 
creación del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial (CNREE).  Varias de las 
funciones que el CNREE venía desarrollando con el aporte presupuestario de las municipalidades, por 
imperio de normas y tratados de derechos humanos, así como por la lucha creciente emprendida por 
hombres y mujeres con discapacidad en defensa de sus derechos, son legitimadas y fortalecidas con 
esta nueva ley.  Entre tales funciones se destacan la asesoría a organizaciones y personas con 
discapacidad para el ejercicio y defensa de sus derechos, la capacitación a diversos actores para 
facilitar la comprensión de la discapacidad desde el enfoque derechos humanos; la fiscalización y 
realimentación del quehacer de la institucionalidad costarricense; la producción de información 



Municipalidad de Belén      BORRADOR 

 

estadística, documental y de estrategias didácticas, además de criterios técnicos y jurídicos 
relacionados con la aplicación de la normativa vigente en discapacidad y accesibilidad.  
 

En virtud de lo anterior y dadas las atribuciones que esta nueva norma asigna al CONAPDIS, la Ley 
9303 retoma en el artículo 10, que su patrimonio estará constituido entre otros (inciso e), por el cero 
coma cincuenta (0,50%) del presupuesto general de los gobiernos locales. Es por esta razón que 
solicito respetuosamente, en el marco de la formulación del Plan Operativo Anual 2016, se tome en 
cuenta dicha disposición, y se informe a esta Dirección Ejecutiva, el monto de este aporte 
presupuestado y aprobado por el honorable Concejo Municipal.  Así mismo se nos indique el 
mecanismo que su representada está aplicando en el presente año para hacer efectivo lo dispuesto 
desde la ley 5347, sobre este particular, con el fin de establecer un lineamiento generalizado en 
consulta con la Contraloría General de la República, para poder disponer oportunamente de dichos 
recursos.  
 
No omito reiterarles lo valioso que resulta el aporte de este Gobierno Local para el funcionamiento de 
nuestra institución, siendo que con cada colón al CONAPDIS y anteriormente al CNREE, contribuye 
con la construcción de una sociedad más accesible, inclusiva, igualitaria y respetuosa de los derechos 
de las personas con discapacidad.  De ustedes con toda consideración suscribe, 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Trasladar a la COMAD para el análisis de las nuevas 
disposiciones legales aclarando a su vez las implicaciones para la Municipalidad de Belén y 
recomienden a este Concejo Municipal sobre el tema.  SEGUNDO:  Recordar que debido a su 
importancia se solicita respuesta a todos los acuerdos trasladados a esta significativa comisión, lo 
antes posible. 
 
ARTÍCULO 34.  Se conoce  trámite 3800 de Manrique Artavia Alfaro, correo electrónico 
masismoram@gmail.com.  Asunto:  Recurso de Apelación contra la resolución UBI-REV-092-2015 de 
la Unidad de Bienes Inmuebles de San Antonio. El suscrito  Manrique Artavia Alfaro, de calidades 
conocidas  en el expediente, ante su autoridad con todo respeto presento recurso de Apelación contra 
la resolución UBI-REV-092-2015 de las doce horas del catorce de  julio del año  dos mil quince, con 
base en lo siguiente: 
 
1- La resolución que se recurre carece de la debida  fundamentación legal, no valora la prueba 

ofrecida por el recurrente, expone argumentos que no son acordes a la realidad específica del 
bien inmueble que se avalúa, lo cual deja  en indefensión al suscrito ya que cercena la posibilidad 
de un  debido proceso para determinar correctamente el valor impositivo del bien inmueble de mi 
propiedad, nótese que se establece el monto de más de  doscientos millones de colones  cuando 
el valor registral de la propiedad establece un monto abismalmente diferente. Si en registro se 
establece un valor fiscal de la propiedad para incrementarlo en más de doscientos millones se 
requiere entablar un debido proceso administrativo para fijar un monto acorde a la realidad, por 
el contrario la Municipalidad se avoca a emplazarme un avalúo arbitrario con parámetros de valor 
diferente inflados incluso superiores al valor de mercado.  
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2- La Municipalidad resuelve con fundamento en que no se ha presentado declaraciones de bienes 

inmuebles pero tal y como lo fundamenta la  resolución, el artículo 17 de la UBI establece que es 
la administración tributaria la que  está facultada para efectuar la valoración, vea que un  simple 
avalúo de ingeniería no suple el debido proceso que debe efectuar la administración tributaria, en 
conclusión solo la administración tributaria puede efectuar el procedimiento de oficio  o en su 
defecto impones  un multa lo cual no se da  en el caso en especie. 
 

3- No fundamenta también el órgano recurrido en cuanto a lo que se alegó en el  recurso de 
revocatoria  en el tanto se cuestiona los resultados de la valoración de que la casa es de dos  
plantas y está cercana al botadero de la Carpio, además de que  está frente a líneas eléctricas 
de alta tensión. El órgano recurrido minimiza la importancia de las alegaciones violando el debido 
proceso legal porque el avalúo cuestionado no comprende ni valora dichas alegaciones hechas 
por el recurrente, en defecto de lo anterior corresponde únicamente al  perito valuador 
desmerecer o analizar los cuestionamientos que se  hagan a su trabajo técnico. En este mismo 
sentido, los derechos de defensa, petición y de contradictorio facultan al suscrito para impugnar 
por esa vía una valoración que le afecta principalmente por sobrevalorar un  bien inmueble objeto 
de cargas impositivas municipales. 

 
4- El suscrito ofreció y ofrece en este acto una valoración pericial realizada por Ingeniero Civil para 

oponerse a la valoración inicial como sustento de prueba  en impugnación vertical; dicha probanza 
se ofrece a la luz de los  principios de defensa, debido proceso administrativo de petición de 
audiencia y como elemento necesario del fondo para  la adecuada resolución del caso, sea como 
para mejor proveer en alzada. 
 

5- Se debe anular todo lo actuado porque ni siquiera se ha abierto un expediente administrativo que 
me permita defenderme en forma legal contra la imposición arbitraria del departamento respectivo 
de la Municipalidad de Belén. 
 

6- El resultado 2 de la resolución recurrida no observa los preceptos legales. 
 

7- En  el análisis de fondo la resolución recurrida se fundamenta en lineamientos generales sin que  
existan estudios particulares que contengan la propiedad de marras. 

 
Derecho: Ley General de Administración Pública, Ley de impuestos de bienes  inmuebles y Código 
Municipal. 
 
Prueba:  

1- Aposto constancia registral para probar el valor acorde de la propiedad. 
2- Dejo ofrecido informes catastrales. 
3- Dejo ofrecido avalúo particular pagado por el suscrito. 
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Petitoria: 
1- Se anule todo lo actuado. 
2- Se instaure un debido proceso administrativo. 
3- Se admite mi solicitud de que se realice una nueva valoración con  perito particular cuyo costo el 

suscrito pagará. 
4- Se admita y acoja la apelación y se resuelva sobre el fondo. 

 
Notificaciones.  Señalo como medio para recibir notificaciones el correo electrónico 
masismoram@gmail.com. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Trasladar de inmediato al Alcalde Municipal para que valore la 
admisibilidad del Recurso en caso de ser necesario remitir al Asesor Legal el expediente. 
 
ARTÍCULO 35.  El Alcalde Municipal Horacio Alvarado, manifiesta que el miércoles 02, jueves 03 y 
viernes 04 de setiembre, asistirá a un Congreso. 
 

A las 7:55 p.m., finalizó la Sesión Municipal. 
 
 
 

Ana Patricia Murillo Delgado    Maria Lorena Vargas Víquez    
Secretaria Municipal      Vice Presidenta Municipal 

 

 


